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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DEL 1981

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San Pe-
dro de Macorís, de fecha 23 de noviembre de 1977.

gateria; Correccional.

Recurrentes: Rafael Vásquez y Silidelfo Núñez Santana.
Abogado: Dr. Julio César Gil Alfau.

laten Miente: Leonardo Blanco Bergés.
,lado: Dr. Manuel A. Gutiérrez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tdn Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rejas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
piallat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 de abril del 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rafael Vásquez y Silidelfo Núñez Santana, do-
minicanos, mayores de edad, casados, hacendado el primero
Y comerciante el segundo, portadores de las cédulas 9585
Y 1355, series 30 y 18, respectivamente, contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales por el Juzgado de
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DEL 1981

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San Pe-
dro (le Macorís, de fecha 23 de noviembre de 1977.

Materia: Correccional.

gecurrentes: Rafael Vásquez y Silidelfo Núñez Santana.
Abocado: Dr. Julio César Gil Alfau.

Interviniente: Leonardo Blanco Bergés.
Abegado: Dr. Manuel A. Gutiérrez,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rejas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
piallat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día P de abril del 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rafael Vasquez y Silidelfo Núñez Santana, do-
minicanos, mayores de edad, casados, hacendado el primero
Y comerciante el segundo, portadores de las cédulas 9585
Y 1355, series 30 y 18, respectivamente, contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales por el Juzgado de
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Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de
Macorís, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio César Gil Alfau, cédula 30599, :y:de.
26, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído al Dr. Manuel A. Gutiérrez Espinal, cédela 25776,
serie 56, abogado del interviniente Leonardo Blanco Bergés,
cédula 34239, serie 56, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 17 de marzo de 1978, a requerimiento
del abogado de los recurrentes, en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito del interviniente, del 12 de enero de
1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, y los artículos 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que la misma se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
el tramo de la carretera Batey Cacata-La Romana el 12 de
abril de 1975, en el cual resultaron con lesiones corporales
varias personas, el Juzgado de Paz de La Romana dictó el
17 de junio del mismo año una sentencia cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se declara al nombrado Matías
Miranda, de generales que constan, culpable del delito de
golpes y heridas involuntarias, causados con el manejo
conducción de vehículos de motor, prescrito por el Art. 49,

de la Ley N9 241, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado,
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por el párrafo 'A' de disho artículo en perjuicio de los se-
ñores Pedro Blanco Bergés, Iris Díaz de Blanco, y en con-
secuencia lo condena al pago de una multa de RD$10.00 y
al pago de las costas penales, acogiendo circunstancias ate-
nuantes;— Segundo: Se declara al nombrado Pedro Blanco
Bergés, no culpable del hecho puesto a su cargo (Violación
a la Ley N t:' 241), y en consecuencia lo descarga de dicho
hecho por haberse demostrado que no violó ningún aspecto
de dicha Ley y se declaran, en cuanto a él, las costas pena-
les de oficio; Tercero: Se declara regular y válida en cuanto
a la forma, la constitución en parte civil hecha por los se-
ñores Pedro Blanco Bergés, Iris Díaz de Blanco y Leonardo
Blanco Bergés, por conducto de su abogado constituido el
Dr. Manuel Antonio Gutiérrez Espinal, contra de los seño-
res Matías Miranda, en su calidad de conductor culpable de
los daños y de Silidelfo Núñez y Rafael Vásquez, en sus
calidades de propietarios del camión de volteo limo, Placa
N9 703-064, y comitente de su preposé, el señor Matías Mi-
randa:— Cuarto: En cuanto al fondo se condena al señor
Matías Miranda conjunta y solidariamente con los señores
Silidelfo Núñez y Rafael Vásquez, al pago de una indemni-
zación de RDS1,500.00 para el señor Pedro Blanco Bergés;
RDS1,500.00 (mil quinientos pesos oro), para la señora Iris
Díaz de Blanco y RD$4,000.00 (cuatro mil pesos oro), para
Leonardo Blanco Bergés, como reparación de los daños y
perjuicios sufridos por dichos señores. en el accidente de
que se trata, condena además a dichos señores a pagar al
señor Leonardo Blanco Bergés, la suma de RDS10.00 mone-
da de curso legal, por días desde la fecha del accidente (12
de abril de 1975), hasta el pago de la indemnización princi-
pal, a título de privación del goce y los servicios de la Sta-
tion Wagon destruido en el mismo accidente; condena asi
mismo, a dichos señores al pago de los intereses legales de
las sumas principales al tipo del 1% mensual, desde el día
del accidente, a título de daños y perjuicios suplementa-
rios;— Quinto: Se declara la regularidad de la puesta en
causa de la Compañía San Rafael, C. por A., en su calidad
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Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de
Macorís. cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio César Gil Alfau, cédula 30599, serie
26, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído al Dr. Manuel A. Gutiérrez Espinal, cédula 25776,
serie 56, abogado del interviniente Leonardo Blanco Bergés,
cédula 34239, serie 56, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 17 de marzo de 1978, a requerimiento
del abogado de los recurrentes, er. la que no le propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito del interviniente, del 12 de enero de
1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, y los artículos 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que la misma se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
el tramo de la carretera Batey Caeata-La Romana el 12 de
abril de 1975, en el cual resultaron con lesiones corporales
varias personas, el Juzgado de Paz de La Romana dictó el
17 de junio del mismo año una sentencia cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se declara al nombrado Matías
Miranda, de generales que constar,. culpable del delito de
golpes y heridas involuntarias, causados con el manejo o
conducción de vehículos de motor, prescrito por el Art. 49,
de la Ley N9 241, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado
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por el párrafo 'A' de disho artículo en perjuicio de los se-
ñores Pedro Blanco Bergés, Iris Díaz de Blanco, y en con-
secuencia lo condena al pago de una multa de RD$10.00 y
al pago de las costas penales, acogiendo circunstancias ate-
nuantes;— Segundo: Se declara al nombrado Pedro Blanco
Bergés, no culpable del hecho puesto a su cargo (Violación
a la Ley NO 241), y en consecuencia lo descarga de dicho
hecho por haberse demostrado que no violó ningún aspecto
de dicha Ley y se declaran, en cuanto a él, las costas pena-
les de oficio; Tercero: Se declara regular y válida en cuanto
a la forma, la constitución en parte civil hecha por los se-
ñores Pedro Blanco Bergés, Iris Díaz de Blanco y Leonardo
Blanco Bergés, por conducto de su abogado constituido el
Dr. Manuel Antonio Gutiérrez Espinal, contra de los seño-
res Matías Miranda, en su calidad de conductor culpable de
los daños y de Silidelfo Núñez y Rafael Vásquez, en sus
calidades de propietarios del camión de volteo Hato, Placa
NQ 703-064, y comitente de su preposé, el señor Matías Mi-
randa;— Cuarto: En cuanto al fondo se condena al señor
Matías Miranda conjunta y solidariamente con los señores
Silidelfo Núñez y Rafael Vásquez, al pago de una indemni-
zación de RD$1,500.00 para el señor Pedro Blanco Bergés;
RD$1,500.00 (mil quinientos pesos oro), para la señora Iris
Díaz de Blanco y RD$4,000.00 (cuatro mil pesos oro), para
Leonardo Blanco Bergés, como reparación de los daños y
perjuicios sufridos por dichos señores, en el accidente de
que se trata, condena además a dichos señores a pagar al
señor Leonardo Blanco Bergés, la suma de RD$10.00 mone-
da de curso legal, por días desde la fecha del accidente (12
de abril de 1975), hasta el pago de la indemnización princi-
pal, a título de privación del goce y los servicios de la Sta-
tion Wagon destruido en el mismo accidente; condena asi
mismo, a dichos señores al pago de los intereses legales de
las sumas principales al tipo del 1% mensual, desde el día,
del accidente, a título de daños y perjuicios suplementa-
rios;— Quinto: Se declara la regularidad de la puesta en
causa de la Compañía San Rafael, C. por A., en su calidad



de entidad aseguradora del vehículo propiedad de los sello
res Silidelfo Núñez y Rafael Vásquez, y, en consecuencia,
se declara la presente sentencia oponible a dicha entidad
aseguradora:— Sexto: Condena, a les señores Matías Mi-
randa, Silidelfo Núñez y Rafael Vásquez, al pago de la,
costas, distraídas en provecho del Dr. Manuel Antonio Gu-
tiérrez Espinal, quien afirmó haberlas avanzado en su tot
talidad';— b) que sobre las apelaciones interpuecstas, inter-
vino el 17 de diciembre de 1975 la sentencia impugnada en
casación, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se aco-
gen en cuanto a la forma los recursos interpuestos por el
prevenido Matías Miranda, Silidelfo Núñez, Rafael Vásquez
y la Compañía Aseguradora San Rafael, C. por A.; por ha-
ber sido incoados en tiempo hábil, o sea en los plazos que
la ley determina;— Segundo: En cuanto al fondo, confirma
en todas sus partes la sentencia recurrida, dictada por el
Juzgado d e Paz del Municipio de La Rom • a, en fecha 17
de junio de 1975;— Tercero: Condena, al señor Matías Mi-
randa al pago de las costas civiles, conjuntamente y soli-
dariamente con los señores Silidelfo Núñez y Rafael Vás-
quez, distrayéndolas en provecho del Dr. Manuel Antonio
Gutiérrez Espinal, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad"; e) que sobre recursos de Rafael Vásquez, Sili-
delfo Núñez Santana, y la San Rafael, C. por A., la Suprema
Corte de Justicia dictó en atribuciones correccionales el 9
de septiembre de 1977, una sentencia cuyo dispositivo se
copia a seguidas: "Por tales motivos, Primero: Admite como
intervinientes a Pedro Blanco Bergés, Iris Díaz de Bergés
y Leonardo Blanco Bergés en los recursos de casación in-
terpuestos por Rafael Vásquez, Silidelfo Núñez Santana,
Matías Miranda y la San Rafael, C. por A., contra la sen-
tencia dictada el 17 de diciembre del 1975 en sus atribucio-
nes correccionales por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Romana, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa
la parte del dispositivo de la indicada sentencia que condena
a los ahora recurrentes al pago de RDS10.00 por día de re-

tardo en el pago de la condenación principal de RD$4,000.00,
en provecho de Leonardo Blanco Bergés, y envía el asunto
así delimitado al Juzgado de Primera Instancia de San Pe-
dro de Macorís; Tercero: Rechaza en los demás aspectos los
recursos interpuestos contra la sentencia precitada; Cuarto:
Condena al prevenido recurrente Miranda al pago de las
costas penales; Quinto: Compensa las costas civiles causadas
entre Leonardo Blanco Bergés y el interviniente; Sexto:
Condena a los recurrentes Silidelfo Núñez Santana y Ra-
fael Vásquez, y al prevenido Miranda, al pago de las costas
civiles, y las distrae en provecho del Dr. Manuel Antonio
Gutiérrez Espinal, abogado de los intervinientes ya nom-
brados, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad,
y las hace oponibles a la San Rafael, C. por A., dentro de
los términos de la Póliza"; y d) que el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís
dictó el 23 de noviembre del 1977, la sentencia ahora im-
pugnada, de la que es el dispositivo siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regulares y válidos los recursos
de apelación interpuestos por Matías Miranda, Silidelfo Nú-
ñez Santana, Rafael Vásquez, y la Cía. de Seguros San
Rafael, C. por A., en cuanto a la forma, contra sentencia
del Jüzgado de Paz del Municipio de La Romana, de fecha
17 de junio de 1975, relativa al expediente a cargo de Matías
Miranda y Pedro Blanco Bergés, por el delito de violación
a la Ley 241, de tránsito de vehículos de motor, en perjui-
cio de Iris Diaz de Blanco, que condenó a Silideifo Núñez
Santana y Rafael Vásquez, al pago solidario de las siguien-
tes indemnizaciones: a) un mil quinientos pesos oro (RDS-
1,500.00) en beneficio de Iris Díaz de Blanco; y cuatro mil
pesos (RD$4,000.00) en beneficio de Leonardo Blanco Ber-
gés, más RD$10.00 diarios como lucro cesante en be-
neficio de éste último; así como al pago del uno por cien-
to (151) mensual, a partir de la demanda, como indemniza-
ción suplementaria, partes civiles constituidas, como justa
reparación por los dañoh y perjuicios materiales y morales
sufridos, además de las costas civiles, con distracción de las

BOLETÍN JUDICIAL	 (i17616	 BOLETÍN JUDICIAL



616	 HOLETIN JUDICIAL

de entidad aseguradora del vehículo propiedad de los seño-
res Silidelfo Núñez y Rafael Vásquez, y, en consecuencia,
se declara la presente sentencia oponible a dicha entidad
aseguradora:— Sexto: Condena, a les señores Matías M:
randa, Silidelfo Núñez y Rafael Vásquez, al pago de las
costas, distraídas en provecho del Dr. Manuel Antonio Gu-
tiérrez Espinal, quien afirmó haberlas avanzado en su tot-
talidad';— b) que sobre las apelaciones interpuecstas, inter-
vino el!? de diciembre de 1975 la sentencia impugnada en
casación, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se aco-
gen en cuanto a la forma los recursos interpuestos por el
prevenido Matías Miranda, Silidelfo Núñez, Rafael Vásquez
y la Compañía Aseguradora San Rafael, C. por A.; por ha-
ber sido incoados en tiempo hábil, o sea en los plazos que
la ley determina;— Segundo: En cuanto al fondo, confirma
en todas sus partes la sentencia recurrida, dictada por el
Juzgado d e Paz del Municipio de La Ronnna, en fecha 17
de junio de 1975;— Tercero: Condena, al señor Matías Mi-
randa al pago de las costas civiles, conjuntamente y soli-
dariamente con los señores Silidelfo Núñez y Rafael Vás-
quez, distrayéndoles en provecho del Dr. Manuel Antonio
Gutiérrez Espinal, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad"; c) que sobre recursos de Rafael Vásquez, Sili-
delfo Núñez Santana, y la San Rafael, C. por A., la Suprema
Corte de Justicia dictó en atribuciones correccionales el 9
de septiembre de 1977, una sentencia cuyo dispositivo se
copia a seguidas: "Por tales motivos, Primero: Admite como
intervinientes a Pedro Blanco Bergés, Iris Díaz de Bergés
y Leonardo Blanco Bergés en los recursos de casación in-
terpuestos por Rafael Vásquez, Silidelfo Núñez Santana,
Matías Miranda y la San Rafael, C. por A., contra la sen-
tencia dictada el 17 de diciembre del 1975 en sus atribucio-
nes correccionales por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Romana, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa
la parte del dispositivo de la indicada sentencia que condena
a los ahora recurrentes al pago de RDS10.00 por día de re-
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tardo en el pago de la condenación principal de RD$4,000.00,
en provecho de Leonardo Blanco Bergés, y envía el asunto
así delimitado al Juzgado de Primera Instancia de San Pe-
dro de Macoris; Tercero: Rechaza en los demás aspectos los
recursos interpuestos contra la sentencia precitada; Cuarto:
Condena al prevenido recurrente Miranda al pago de las
costas penales; Quinto: Compensa las costas civiles causadas
entre Leonardo Blanco Bergés y el interviniente; Sexto:
Condena a los recurrentes Silidelfo Núñez Santana y Ra-
fael Vásquez, y al prevenido Miranda, al pago de las costas
civiles, y las distrae en provecho del Dr. Manuel Antonio
Gutiérrez Espinal, abogado de los intervinientes ya nom-
brados, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad,
'y las hace oponibles a la San Rafael, C. por A., dentro de

' los términos de la Póliza"; y d) que el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís
dictó el 23 de noviembre del 1977, la sentencia ahora im-
pugnada, de la que es el dispositivo siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regulares y válidos los recursos
de apelación interpuestos por Matías Miranda, Silidelfo Nú-
ñez Santana, Rafael Vásquez, y la Cía. de Seguros San
Rafael, C. por A., en cuanto a la forma, contra sentencia
del Juzgado de Paz del Municipio de La Romana, de fecha
17 de junio de 1975, relativa al expediente a cargo de Matías
Miranda y Pedro Blanco Bergés, por el delito de violación
a la Ley 241, de tránsito de vehículos de motor, en perjui-
cio de Iris Díaz de Blanco, que condenó a Silidelfo Núñez
Santana y Rafael Vásquez, al pago solidario de las siguien-
tes indemnizaciones: a) un mil quinientos pesos oro (R.DS-
1,500.00) en beneficio de Iris Díaz de Blanco; y cuatro mil
pesos (RDS4,000.00) en beneficio de Leonardo Blanco Ber-
gés, más RD$10.00 diarios como lucro cesante en be-
neficio de éste último; así como al pago del uno por cien-
to (1Ç1) mensual, a partir de la demanda, como indemniza-
ción suplementaria, partes civiles constituidas, como justa
reparación por los dañoh y perjuicios materiales y morales
sufridos, además de las costas civiles, con distracción de las
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mismas en provevho del Dr. Manuel Antonio Gutiérrez Es-
pinal, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; y de-
claró común y oponible la referida sentencia intervenida
a la Cía. de Seguros San Rafael, S. por A., en su calidad
de Cía. aseguradora del vehículo propiedad de Silidelfo Nú-
ñez Santana y Rafael Vásquez, con el cual el prevenido Ma-
tías Miranda produjo el accidente de que en la especie se
tratar;— SEGUNDO: Se suprime de dicha sentencia la con-
denación de diez pesos (RD$10.00 ) diarios, desde el día del
accidente hasta el pago de la suma principal, que fueron
acordados por la indicada sentencia del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de La Romana, de fecha 17
de diciembre de 1975, por improcedentes;— TERCERO: Se
cempensan pura y simplemente las costas entre las partes";

Considerando, que en el medio único de su memorial,
los recurrentes alegan, en síntesis, que antes de que inter-
viniera la sentencia del Juzgado de Primera Instancia de
San Pedro de Macoris, ahora impugnada en casación, el
interviniente, Leonardo Blanco Bergés había pedido y ob-
tenido de las jurisdicciones de fondo que conocieron del
caso, que lo sahora recurrentes, Rafael Vásquez y Silidelfo
Núñez Santana, puestos en causa como civilmente respon-
sables, fueran condenados a pagar a Blanco Bergés, así co-
mo RD$10.00 diarios hasta el pago de la anterior suma, por
privación del goce de su vehículo destruido, y además el
1% de la primera suma a partir del día de la demanda, co-
mo indemnización complementaria de la indemnización
acordada; que la Suprema Corte de Justicia, al conocer del
recurso interpuesto contra la sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Romana, del 17
de diciembre de 1975, que había conocido del asunto como
jurisdicción de segundo grado, caFó la referida sentencia
en el aspecto antes señalado, enviando el asunto así delimi-
tado, por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Pedro de Macorís, en iguales atribuciones,
el que dictó la sentencia ahora impugnada en casac ión; que
el citado Juzgado dispuso una compensación de costas inr

procedente, pues la no reiteración por ante la jurisdicción
de envío del pedimento relativo a la condenación de los
RD$10.00 diarios, punto abarcado por la casación, caracte-
riza, en este orden, un desistimiento, y, por lo tanto, la obli-
gación del desistente de ofrecer el pago de las costas y ho-
norarios del procedimiento, en ausencia de lo cual el Juz-
gado a-quo debió disponerlas corno le había sido demandado
por los ahora recurrentes; que por lo expuesto, la sentencia
impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que el hecho de que la parte civil cons-
tituida, Leopoldo Blanco Bergés, no reiterara por ante la
jurisdicción de envío las conclusiones formuladas a los fi-
nes ya expresados, por ante las jurisdicciones de fondo que
conocieron del asunto, previo al apoderamiento del Juzgado'
a-quo. no caracteriza, contrariamente a lo alegado por los
recurrentes, la figura jurídica del desistimiento, por lo que
la parte civil constituida no tenía que hacer los ofrecimien-
tos reales de pago a que se refieren los ahora recurrentes, ni
mucho menos ser condenada dicha parte civil, ahora inter-
viniente, en base a los alegados, al pago de costas algunas,
el no haber sucumbencia de sus partes, sino a la compen-
sación de las mismas, por haberlo así pedido en sus conclu-
siones la citada parte; que, por lo tanto, el medio único del
memorial de los recurrentes se desestima por carecer de
fundamento;

Por tales motivas, Primero: Admite como interviniente
a Leopoldo Blanco Bergés, en los recursos de casación in-
terpuestos por Rafael Vásquez y Silidelfo Núñez Santana,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en
atribuciones correccionales y como tibunal de envío, el 23
de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se ha transcrito en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaba dichos
recursos; Tercero: Condena a los recurrentes al pago de las
costas, cuya distracción se dispone en provecho del Doctor
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mismas en provevho del Dr. Manuel Antonio Gutiérrez I.:-
pinal, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; y de-
claró común y oponible la referida sentencia intervenida
a la Cía. de Seguros San Rafael, S. por A., en su calidad
de Cía. aseguradora del vehículo propiedad de Silidelfo Nú-
ñez Santana y Rafael Vásquez, con el cual el prevenido Ma-
tías Miranda produjo el accidente de que en la especie se
tratar;— SEGUNDO: Se suprime de dicha sentencia la con-
clenacón de diez pesos (RDS10.00j diarios, desde el día del
accidente hasta el pago de la suma principal, que fueron
acordados por la indicada sentencia del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de La Romana, de fecha 17
de diciembre de 1975, por improcedentes;— TERCERO: Se
cempensan pura y simplemente las costas entre las partes";

Considerando, que en el medio único de su memorial,
los recurrentes alegan, en síntesis, que antes de que inter-
viniera la sentencia del Juzgado de Primera Instancia de
San Pedro de Macorís, ahora impugnada en casación, el
interviniente, Leonardo Blanco Bergés habia pedido y ob-
tenido de las jurisdicciones de fondo que conocieron del
caso, que lo sahora recurrentes,-Rafael Vásquez y Silidelfo
Núñez Santana, puestos -en causa como civilmente respon-
sables, fueran condenados a pagar a Blanco Bergés, así co-
mo RDS10.00 diarios hasta el pago de la anterior suma, por
prIvación del goce de su vehículo destruido, y además el
1% de la primera suma a partir del día de la demanda, co-
mo indemnización complementaria de la indemnización
acordada; que la Suprema Corte de Justicia, al conocer del
recurso interpuesto contra la sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Romana, del 17
de diciembre de 1975, que había conocido del asunto como
juriscUcción de segundo grado, casó la referida sentencia
en el aspecto antes señalado, enviando el asunto así delimi-
tado, por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Pedro de Macorís, en iguales atribuciones,
el que dictó la sentencia ahora impugnada en casac,ón; que
el citado Juzgado dispuso una compensación de costas irm

procedente, pues la no reiteración por ante la jurisdicción
de cm-jo del pedimento relativo a la condenación de los
RD$10.00 diarios, punto abarcado por la casación, caracte-
riza, en este orden, un desistimiento, y, por lo tanto, la obli-
gación del desistente de ofrecer el pago de las costas y ho-
norarios del procedimiento, en ausencia de lo cual el Juz-
gado a-quo debió disponerlas como le había sido demandado
por los ahora recurrentes; que por lo expuesto, la sentencia
impugnada debe ser casada; pero.

Considerando, que el hecho de que la parte civil cons-
tituida, Leopoldo Blanco Bergés, no reiterara por ante la
jurisdicción de envío las conclusiones formuladas a los fi-
nes ya expresados, por ante las jurisdicciones de fondo que
conocieren del asunto, previo al apoderamiento del Juzgado
a-quo, no caracteriza, contrariamente a lo alegado por los
recurrentes, la figura jurídica del desistimiento, por lo que
la parte civil constituida no tenía que hacer los ofrecimien-
tos leales de pago a que se refieren los ahora recurrentes, ni
mucho menos ser condenada dicha parte civil, ahora inter-
viniente, en base a los alegados, al pago de costas algunas,
al no haber sucumbencia de sus partes, sino a la compen-
sación de las mismas, por haberlo así pedido en sus conclu-
sio•es la citada parte; que, por lo tanto, el medio único del
memorial de los recurrentes se desestima por carecer de
fundamento:

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Leopoldo Blanco Bergés, en los recursos de casación in-
terpuestos por Rafael Vásquez y Silidelfo Núñez Santana,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en
atribuciones correccionales y como tibunal de envío, el 23
de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se ha transcrito en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaba dichos
recursos; Tercero: Condena a los recurrentes al pago de las
costas, cuya distracción se dispone en provecho del Doctor
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Manuel Antonio Gutiérrez Espinal, abogado del intervi-
niente, quien afirma haberlas avanzado 2r1 su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DTL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 19 de noviembre de 1979.

Materia: Civil.

Recurrente: Luis A. Iglesias Molina.
Abogado: José de Js. Bergés.

Recurrido: Francisco Iglesias Jordán.
Ahogado: Dr. Virgilio R. Pou de Castro.

Dios, Fatrle y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 1 9 de abril de 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis A.
Iglesias Molina, dominicano, mayor de edad, Ingeniero Ci-
vil, soltero, domiciliado en la casa N 9 1 de la calle Anacao-
na, de esta ciudad, cédula N9 2001, serie Ira., contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones civiles, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 19 de noviembre de 1979,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Manuel Antonio Gutiérrez Espinal, abogado del intervi-
niente, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA I Q DE ABRIL DTL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 19 de noviembre de 1979.

Materia: Civil.

Recurrente: Luis A. Iglesias Molina.
Abogado: José de Js. Bergés.

Recurrido: Francisco Iglesias Jordán.
boga do: Dr. Virgilio R. Pou de Castro.

Dios, Patrls. y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día l o de abril de 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis A.
Iglesias Molina, dominicano, mayor de edad, Ingeniero Ci-
vil, soltero, domiciliado en la casa N° 1 de la calle Anacao-
na, de esta ciudad, cédula 1\1 9 2001, serie ira., contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones civiles, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 19 de noviembre de 1979,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Dr. José de Jesús Sergés, en representación del
Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, abogado del recurrente,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Virgilio R. Pou de Castro, abogado del re-
currido, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente, del 17 de enero de
1980, suscrito por su abogado, en el que se proponen contra
la sentencia impugnada, los medios de casación que se in-
dican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 18 de
febrero de 1980, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales, invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante; y los artículos 1142
y 1145 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una demanda en reparación de daños y perjuicios inten-
tada por el hoy recurrido contra el recurrente. la  Cámara
de lo Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó
el 19 de junio de 1975. una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, con la modificación
señalada, las conclusiones formuladas en audiencia por la
Técnica Industrial, S. A., en su calidad de demandada en
intervención forzosa, según los motivos y razones preceden-
temente expuestos; SEGUNDO: Acoge, también con la mo-
dificación apuntada, las conclusiones formuladas en audien-
cia por el señor Francisco Iglesias Jordán, parte demandante,
en relación a su demanda incoada contra el Ing. Luis A.
Iglesias Molina, según acto de fecha 31 de agosto de 1973,

instrumentado por el Ministerial Virgilio Romero, Alguacil
Ordinario del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional; y, en consecuencia: Declara nula y sin efecto, en lo
que respecta a las mejoras construidas por dicho deman-
dante en el solar arrendado al Ing. Luis A. Iglesias Molina,
mejoras marcadas con el Núm. 319 de la calle Francisco Hen-
riquez y Carvajal de esta ciudad, la venta consentida por
dicho señor Ing. Iglesias Molina, en favor do la Técnica In-
dustrial y Petrolera, S. A., por acto de fecha 16 de junio
de 1971, instrumentado por la Dra. P na Teresa Pérez de
Escobar, Notario Público de los del Número del Distrito
Nacional; TERCERO: Condena al Ing. Luis A. Iglesias Mo-
lina, al pago de la suma de tres mil pesos (RD$3,000.00),
en provecho del señor Francisco Iglesias Jordán, como justa
1ndemnización por los daños y perjuicios materiales sufri-
os por dicho demandante a consecuencia de los hechos de-
unciados; CUARTO: Condena al señor Ing. Luis A. Igle-
his Molina al pago de los intereses legales de dicha suma
ntados a partir de la fecha de la demanda en justicia, a

ítulo de la indemnización complementaria; QUINTO: Con-
ená al señor Luis A. Iglesias bibiina, parte demandada que
ucumbe, al pago de las costas de la presente instancia or-
enando su distracción en provecho del Dr. Miguel Soto
[aitinez, abogado que afirma haberlas avanzado en su to-

telidad; SEXTO: Condena al señor Ing. Luis A. Iglesias Mo-
lla, peticionario para que el Tribunal autorizara al empla-

miento en intervención forzosa contra la Técnica Indus-
trial, S. A., al pago de los gastos y honorarios causados a
dicha razón social, ordenando su distracción en provecho
del Dr. Claudio J. Adams Espinal, abogado que afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; b) que sobre la apela-
ción interpuesta, intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo es corno sigue: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma el re-
cu rso de apelación interpuesto por el Ing. Luis A. Iglesias
Molina, mediante acto de fecha lro. de julio del año 1975,



Oído al Dr. José de Jesús Sergés, en representación del
Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, abogado del recurrente,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Virgilio R. Pou de Castro, abogado del re-
currido, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente, del 17 de enero de
1980, suscrito por su ahogado, en el que se proponen contra
la sentencia impugnada, los medios de casación que se in-
dican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 18 de
febrero de 1980, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales, invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante; y los artículos 1142
y 1145 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una demanda en reparación de daños y perjuicios inten-
tada por el hoy recurrido contra el recurrente, la Cámara
de lo Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó
el 19 de junio de 1975. una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, con la modificación
señalada, las conclusiones formuladas en audiencia por la
Técnica Industrial, S. A., en su calidad de demandada en
intervención forzosa, según los motivos y razones preceden-
temente expuestos; SEGUNDO: Acoge, también con la mo-
dificación apuntada, las conclusiones formuladas en audien-
cia por el señor Francisco Iglesias Jordán, parte demandante,
en relación a su demanda incoada contra el Ing. Luis A.
Iglesias Molina, según acto de fecha 31 de agosto de 1973,

instrumentado por el Ministerial Virgilio Romero, Alguacil
Ordinario del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional; y, en consecuencia: Declara nula y sin efecto, en lo
que respecta a las mejoras construidas por dicho deman-
dante en el solar arrendado al Ing. Luis A. Iglesias Molina,
mejoras marcadas con el Núm. 319 de la calle Francisco Hen-
ríquez y Carvajal de esta ciudad, la venta consentida por
dicho señor Ing. Iglesias Molina, en favor de la Técnica In-
dustrial y Petrolera, S. A., por acto de fecha 16 de junio
de 197:, instrumentado por la Dra. Pna Teresa Pérez de
Escobar, Notario Público de los del Número del Distrito
Nacional; TERCERO: Condena al Ing. Luis A. Iglesias Mo-
lina, al pago de la suma de tres mil pesos (RD$3,000.00),
en provecho del señor Francisco Iglesias Jordán, como justa
Indemnización por los daños y perjuicios materiales sufri-
dos por dicho demandante a consecuencia de los hechos de-
nunciados; CUARTO: Condena al señor Ing. Luis A. Igle-
sias Melina al pago de los intereses legales de dicha suma
contados a partir de la fecha de la demanda en justicia, a
título de la indemnización complementaria; QUINTO: Con-
dene al señor Luis A. Iglesias M-)iina, parte demandada que
sucumbe, al pago de las costas de la presente instancia or-
denando su distracción en provecho del Dr. Miguel Soto
Mai tinez, abogado que afirma haberles avanzado en su to-
talidad; SEXTO: Condena al señor Ing. Luis A. Iglesias Mo-
lina, peticionario para que el Tribunal autorizara al empla-
zamiento en intervención forzosa contra la Técnica Indus-
trial, S. A., al pago de los gastos y honorarios causados a
dicha razón social, ordenando su distracción en provecho
del Dr. Claudio J. Adams Espinal, abogado que afirma ha-
berles avanzado en su mayor parte"; b) que sobre la apela-
e:6n interpuesta, intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma el re-
cu rso de apelación interpuesto por el Ing. Luis A. Iglesias
Molina, mediante acto de fecha lro. de julio del año 1975,

ti
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instrumentado por el Ministerial Sánchez Féliz, alguatil
ordinario de la Cámara de lo Civil y Comercial de la Pri-
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, contra sentencia de fecha 19 de junio de
1975, dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Tercera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, por haber sido hecho conforme a Irs forma-
lidades legales; SEGUNDO: Acoge según los motivos prece-
dentemente expuestos, las conclusiones formuladas en au-
diencia por el señor Francisco Iglesias Jordán, parte intima-
da en el presente recurso de apelación, y en consecuencia
confirma en los aspectos se.fialados, la sentencia iecurrid
de fecha 19 de junio de 1975, cayo dispositivo ha sido trans--
criba en el cuerpo de esta sentencia; TERCERO: Revoca por
las razones expuestas, el ordinal segundo de le sentencia
recurrida que declaró la nulidad del acto de venta de fecha
16 de junio de 1975 suscrito entre el Ing. Luis A. Iglesias
Molina, y la Técnica Industrial y Petrolera, S. A., sobre
mejoras construidas en el solar propiedad de dicho Ing.
Iglesias Molina, marcadas con el número 319 de la calle
Francisco Henriquez y Carvajal, de esta ciudad; CUARTO:
Confirma en sus demás aspectos la sentencia recurrida;
QUINTO: Condena al Ing. Luis A. Iglesias Molina, al pago
de las costas de la alzada, ordenando la distracción de las
mismas en provecho del Dr. Miguel V. Soto Martínez, abo-
gado que afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial, contra la sentencia impugnada, los siguientes medios
de casación: Primer Medio: Violación de los artículos 1146
y siguientes y artículo 1719 del Código Civil.— Falta de base
legal; Segundo Medio: Violación a los artículos 130 y si-
guientes del Código de Procedimiento Civil;

Considerando, que el recurrente, en el desarrollo de su
primer medio de casación, alega en síntesis, que la Corte
a-qua, si bien fundamenta bien su fallo, en hecho y en de-
recho en cuanto a la existencia de una violación contrae.

tual, no es menos cierto, que deja su decisión huérfana de
motivos en cuanto respecta a tipificar cuál ha sido el per-
juicio causado, no obstante a que acuerda una indemniza-
ción de la suma de RD$3,000.00, lo que caracteriza el vicio
de falta de base legal, puesto que de sus motivos no puede
colegirse si aplicó bien o mal la ley; sigue alegando el recu-
rrente, que la sentencia del Juez de Primer Grado, que fue
confirmada en apelación, excepto en su ordinal segundo,
tampoco tenía motivos suficientes para justificar su dispo-
sitivo, aunque se pudiera considerar más justa, puesto que
comprendió en la reparación, la venta de las mejoras, pero,
como se ha dicho, la parte de la mencionada sentencia fue
revocada en apelación; alega por último el recurrente, en
el desarrollo de este medio, que la sentencia impugnada nun-
ca podría considerarse bien fundada en derecho, puesto que
el arrendador, al tenor del artículo 1719 del Código Civil,
sólo está obligado a garantizar al arrendatario el disfrute
pacífico de la propiedad arrendada, por el tiempo del arren-
damiento, y éste tuvo dicho goce durante la vigencia del
contrato; que la única obligación del arrendador era dar un
preaviso de 60 días al arrendatario, antes de la venta o del
día en que fuera a edificarse; pero en el caso, sostiene el
recurrente, el incumplimiento de esa obligación contractual,
no ocasionó ningún perjuicio al hoy recurrido, ya que no
le impidió cobrar los alquileres de dichos sesenta días, una
vez, que en el propio acto de emplazamiento, el demandante
transcribe una carta que le fuera remitida, por el compra-
dor, por la cual se le informaba de la compra y se le remi-
tía un cheque por el saldo de los alquileres; que no obs-
tante lo dicho, la Corte a-qua al condenarlo a RD$3,000.00
de indemnización, sin justificación alguna, violó los artícu-
los 1146 y siguientes del Código Civil, relativos a la respon-
sabilidad contractual y el artículo 1719, del mismo Código,
una vez que reconoció al arrendatario, derechos que no le
acuerda ninguna disposición legal; que en todo caso, con-
cluye el recurrente, la sentencia recurrida se encuentra
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instrumentado por el Ministerial Sánchez Feliz, alguacil
ordinario de la Cámara de lo Civil y Comercial de la Pri-
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, contra sentencia de fecha 19 de junio de
1975, dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Tercera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, por haber sido hecho conforme a les forma-
lidades legales; SEGUNDO: Acoge según los motivos prece-
dentemente expuestos, las conclusiones formuladas en au-
diencia por el señor Francisco Iglesias Jordán, parte intima-
da en el presente recurso de apelación, y en consecuencia
confirma en los aspectos señali.dos, la sentencia iecurrida
de fecha 19 de junio de 1975, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en el cuerpo de esta sentencia; TERCERO: Revoca por
las razones expuestas. el ordinal segundo de lit sentencia
recurrida que declaró la nulidad del acto de venta de fecha
16 de junio de 1975 suscrito entre el Ing. Luis A. Iglesias
Molina, y la Técnica Industrial y Petrolera, S. A., sobre
mejoras construidas en el solar propiedad de dicho Ing.
Iglesias Molina, marcadas con el número 319 de la calle
Francisco Henríquez y Carvajal, de esta ciudad; CUARTO:
Confirma en sus demás aspectos la sentencia recurrida;
QUINTO: Condena al Ing. Luis A. Iglesias Molina, al pago
de las costas de la alzada, ordenando la distracción de las
mismas en provecho del Dr. Miguel V. Soto Martínez, abo-
gado que afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial, contra la sentencia impugnada, los siguientes medios
de casación: Primer Medio: Violación de los artículos 1146
y siguientes y artículo 1719 del Código Civil.— Falta de base
legal; Segundo Medio: Violación a los artículos 130 y si-
guientes del Código de Procedimiento Civil;

Considerando, que el recurrente, en el desarrollo de su
primer medio de casación, alega en síntesis, que la Corte
a-qua, si bien fundamenta bien su fallo, en hecho y en de-
recho en cuanto a la existencia de una violación contrae-
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tual, no es menos cierto, que deja su decisión huérfana de
motivos en cuanto respecta a tipificar cuál ha sido el per-
juicio causado, no obstante a que acuerda una indemniza-
ción de la suma de RD$3,000.00, lo que caracteriza el vicio
de falta de base legal, puesto que de sus motivos no puede
colegirse si aplicó bien o mal la ley; sigue alegando el recu-
rrente, que la sentencia del Juez de Primer Grado, que fue
confirmada en apelación, excepto en su ordinal segundo,
tampoco tenía motivos suficientes para justificar su dispo-
sitivo, aunque se pudiera considerar más justa, puesto que
comprendió en la reparación, la venta de las mejoras, pero,
como se ha dicho, la parte de la mencionada sentencia fue
revocada en apelación; alega por último el recurrente, en
el desarrollo de este medio, que la sentencia impugnada nun-
ca podría considerarse bien fundada en derecho, puesto que
el arrendador, al tenor del artículo 1719 del Código Civil,
sólo está obligado a garantizar al arrendatario el disfrute
pacífico de la propiedad arrendada, por el tiempo del arren-
damiento, y éste tuvo dicho goce durante la vigencia del
contrato; que la única obligación del arrendador era dar un
preaviso de 60 días al arrendatario, antes de la venta o del
día en que fuera a edificarse; pero en el caso, sostiene el
recurrente, el incumplimiento de esa obligación contractual,
no ocasionó ningún perjuicio al hoy recurrido, ya que no
le impidió cobrar los alquileres de dichos sesenta días, una
vez, que en el propio acto de emplazamiento, el demandante
transcribe una carta que le fuera remitida, por el compra-
dor, por la cual se le informaba de la compra y se le remi-
tía un cheque por el saldo de los alquileres; que no obs-
tante lo dicho, la Corte a-qua al condenarlo a RDS3,000.00
de indemnización, sin justificación alguna, violó los artícu-
los 1146 y siguientes del Código Civil, relativos a la respon-
sabilidad contractual y el artículo 1719, del mismo Código,
una vez que reconoció al arrendatario, derechos que no le
acuerda ninguna disposición legal; que en todo caso, con-
cluye el recurrente, la sentencia recurrida se encuentra
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afectada del vicio de falta de base legal, y debe ser casada;
pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para fallar como lo
hizo dio los siguientes motivos: "que el Juez de Primer
Grado, en el ordinal segundo del dispositivo de su sentencia
de fecha 19 de junio del 1975 dispuso lo siguiente: 'Declara
nula y sin efecto, en lo que respecta a las mejoras construi-
das por dicho demandante en el solar arrendado al Ing.
Luis A. Iglesias Molina, mejoras marcadas con el Núm. 319
de la calle Francisco Henríquez y Carvajal, de esta ciudad,
la venta consentida por dicho señor Ing. Iglesias Molina, a
favor de la Técnica Industrial y Petrolera, S. A., por acto
de fecha 16 de junio de 1971, instrumentado por la Dra. Ana
Teresa Pérez de Escobar, Notarlo Público de los del número
del Distrito Nacional';— que cuando un tribunal de juris-
dicción civil ordinaria ha sido apoderado de una demanda
en reparación de daños y perjuicios derivados de la viola-
ción de un contrato de arrendamiento intervenido entre las
partes, éste no es competente para decidir además, sobre
el derecho de propiedad de mejoras edificadas sobre terre-
nos registrados, por lo que en este aspecto la sentencia re-
currida debe ser modificada;— que en cuanto a la acción
en responsabilidad civil, la Corte ha p.rnderado los siguien-
tes hechos: a) que el 15 de enero de 1973, los señores Ing.
Luis A. Iglesias Molina y Francisco Iglesias Jordán, suscri-
bieron un contrato mediante el cual el primero cedía a títu-
lo de arrendamiento un solar de su propiedad, situado en la
calle Francisco Henríquez y Carvajal, a esquina Seibo, de
esta ciudad, por la suma de RDS10.00 mensuales; b) que en
dicho contrato se estableció la cláusula siguiente: 'que en
caso de necesitar el propietario el solar para venderlo o
construir sobre el mismo cualquier edificación deberá anun-
ciarlo al arrendatario con (60) días de antelación; e) que
igualmente establecieron las partes que para todo lo no pre-
visto en el referido contrato se someterán al derecho co-
mún: que el errendador Ing. Luis A. Iglesias Molina, apro-
vechando la ausencia del país del arrendatario Francisco

Iglesias Jordán, vendió a la Técnica Industrial y Petrolera,
S. A., el solar arrendado quedando así, rescindido unilate-
ralmente el contrato en flagrante violación a la cláusula
Tercera del mismo, la cual obligaba al propietario del solar
a comunicarle al arrendatario cualquier operación de esa
naturaleza con sesenta (60) días de antelación; que las con-
venciones legalmente formadas tienen fuerza de ley para
aquellos que las han hecho. No pueden ser derogadas sino
por su mutuo consentimiento, o por las causas que están
autorizadas por la ley. Deben llevarse a ejecución de fuerza
fé (art. 1134 del Código Civil);— que es evidente y así lo
estima esta Corte, que el Ing. Luis A. Iglesias Molina al
violar la cláusula Tercera del referido contrato incurrió en
una falta que compromete su responsabilidad civil y en
consecuencia lo obliga a reparar los daños y perjuicios cau-
sados al demandante por su acción;— que las convenciones
obligan no sólo a lo que se expresa en ellas, sino también
a todas las consecuencias que la equidad, el uso a la ley
dan a la obligación según su naturaleza;— que después del
estudio hecho a la sentencia recurrida esta Corte estima
que con la modificación introducida en el ordinal Segundo
ae su dispositivo, conforme a los motivos ya expresados, la
misma no adolece de vicios de forma ni de fondo, razón por
la cual procede su confirmación en los demás aspectos, ya
que dicha sentencia contiene amplios y suficientes motivos
de hechos y derecho que justifican su confirmación y que
esta Corte lo hace suyos;— que toda parte que sucumbe en
justicia debe ser condenada al pago de las costas, que en la
presente instancia procede condenar al Ing. Luis A. Igle-
sias Molina al pago de las costas civiles de la alzada";

Considerando, que lo expuesto precedentemente evi-
dencia que contrariamente a lo alegado por el recurrente,
la sentencia impugnada contiene una exposición de hechos
que ha pemitido determinar, que el actual recurrente pactó
con el hoy recurrido un Contato de arrendamiento, y se
obligó por tina cláusula de dicho Contrato, a que en caso
de que decidiere vender o construir sobre la propiedad
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afectada del vicio de falta de base legal, y debe ser casada;
pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para fallar como lo
hizo dio los siguientes motivos: "que el Juez de Primer
Grado, en el ordinal segundo del dispositivo de su sentencia
de fecha 19 de junio del 1975 dispuso lo siguiente: 'Declara
nula y sin efecto, en lo que respecta a las mejoras construi-
das por dicho demandante en el solar arrendado al Ing.
Luis A. Iglesias Molina, mejoras marcadas con el Núm. 319
de la calle Francisco Henríquez y Carvajal, de esta ciudad,
la venta consentida por dicho señor Ing. Iglesias Molina, a
favor de la Técnica Industrial y Petrolera, S. A., por acto
de fecha 16 de junio de 1971, instrumentado por la Dra. Ana
Teresa Pérez de Escobar, Notario Público de los del número
del Distrito Nacional';— que cuando un tribunal de juris-
dicción civil ordinaria ha sido apoderado de una demanda
en reparación de daños y perjuicios derivados de la viola-
ción de un contrato de arrendamiento intervenido entre las
partes, éste no es competente para decidir además, sobre
el derecho de propiedad de mejoras edificadas sobre terre-
nos registrados, por lo que en este aspecto la sentencia re-
currida debe ser modificada;— que en cuanto a la acción
en responsabilidad civil, la Corte ha pmderado los siguien-
tes hechos: a) que el 15 de enero de 1973, los señores Ing.
Luis A. Iglesias Molina y Francisco Iglesias Jordán, suscri-
bieron un contrato mediante el cual el primero cedía a títu-
lo de arrendamiento un solar de su propiedad, situado en la
calle Francisco Henríquez y Carvajal, a esquina Seibo, de
esta ciudad, por la suma de R,D$10.00 mensuales; b) que en
dicho contrato se estableció la cláusula siguiente: 'que en
caso de necesitar el propietario el solar para venderlo o
construir sobre el mismo cualquier edificación deberá anun-
ciarlo al arrendatario con (60) días de antelación; e) que
igualmente establecieron las partes que para todo lo no pre-
visto en el referido contrato se someterán al derecho co-
mún: que el errendador hm. Luis A. Iglesias Molina, apro-
vechando la ausencia del país del errendatario Francisco
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Iglesias Jordán, vendió a la Técnica Industrial y Petrolera,
S. A., el solar arrendado quedando así, rescindido unilate-
ralmente el contrato en flagrante violación a la cláusula
Tercera del mismo, la cual obligaba al propietario del solar
a comunicarle al arrendatario cualquier operación de esa
naturaleza con sesenta (60) días de antelación; que las con-
venciones legalmente formadas tienen fuerza de ley para
aquellos que las han hecho. No pueden ser derogadas sino
por su mutuo consentimiento, o por las causas que están
autorizadas por la ley. Deben llevarse a ejecución de fuerza
fé (art. 1134 del Código Civil);— que es evidente y así lo
estima esta Corte, que el Ing. Luis A. Iglesias Molina al
violar la cláusula Tercera del referido contrato incurrió en
una falta que compromete su responsabilidad civil y en
consecuencia lo obliga a reparar los daños y perjuicios cau-
sados al demandante por su acción;— que las convenciones
obligan no sólo a lo que se expresa en ellas, sino también
a todas las consecuencias que la equidad, el uso a la ley
dan a la obligación según su naturaleza;— que después del
estudio hecho a la sentencia recurrida esta Corte estima
que con la modificación introducida en el ordinal Segundo
ae su dispositivo, conforme a los motivos ya expresados, la
misma no adolece de vicios de forma ni de fondo, razón por
la cual procede su confirmación en los demás aspectos, ya
que dicha sentencia contiene amplios y suficientes motivos
de hechos y derecho que justifican su confirmación y que
esta Corte lo hace suyos;— que toda parte que sucumbe en
justicia debe ser condenada al pago de las costas, que en la
presente instancia procede condenar al Ing. Luis A. Igle-
sias Molina al pago de las costas civiles de la alzada";

Considerando, que lo expuesto precedentemente evi-
dencia que contrariamente a lo alegado por el recurrente.
la sentencia impugnada contiene una exposición de hechos
que ha pemitido determinar, que el actual recurrente pactó
con el hoy recurrido un Contato de arrendamiento, y se
obligó por una cláusula de dicho Contrato, a que en caso
de que decidiere vender o construir sobre la propiedad
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arrendada, anunciárselo al arrendatario con (60) días de
antelación; y que dicha cláusula fue violada por el actual
recurrente, en perjuicio del hoy recurrido, lo que j ustifi-
caba por sí sólo la procedencia de los daños y perjuicios
acordados en el presente caso;

Considerando, que asi mismo la sentencia impugnada
contiene motivos suficientes y pertinentes, por lo que el
medio que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de su
segundo y último medio alega en síntesis, que como la
Corte a-qua rechazó parcialmente la demanda introductiva
del proceso, el impetrante no debió ser condenado al pago
de las costas, sino que estas debían haber sido compensadas,
y en consecuencia se violó el artículo 130 y siguientes del
Código de Procedimiento Civil; pero,

Considerando, que compete al poder soberano de los
jueces del fondo, declarar cuál es la parte que sucumbe en
una litis, y dicha apreciación no da lugar a casación, salvo
que se incurra en desnaturalización de los hechos, lo que no
ha ocurrido en el presente caso, al entender la Corte a-qua
que substancialmente lo que se había fallado era una de-
manda en daños y perjuicios, habiendo obtenido ganancia
de causa, el actual recurrido; por todo lo cual éste último
medio que se examina también carece de fundamento y de- -
be ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis A. Iglesias Molina, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo el 19 de noviembre de 1979, cuyo dispositivo se co-
pia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena
al recurrente que sucumbe al pago de las costas, distrayén-
dolas en favor del Dr. Virgilio R. Pou de Castro, abogado
del recurrido, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad.
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquerque Casti-
llo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
itie certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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arrendada, anunciárselo al arrendatario con (60) días de
antelación; y que dicha cláusula fue violada por el actual
recurrente, en perjuicio del hoy recurrido, lo que justifi-
caba por sí sólo la procedencia de los daños y perjuicios
acordados en el presente caso;

Considerando, que asi mismo la sentencia impugnada
contiene motivos suficientes y pertinentes, por lo que el
medio que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de su
segundo y último medio alega en síntesis, que corno la
Corte a-qua rechazó parcialmente la demanda introductiva
del proceso, el impetrante no debió ser condenado al pago
de las costas, sino que estas debían haber sido compensadas,
y en consecuencia se violó el artículo 130 y siguientes del
Código de Procedimiento Civil; pero,

Considerando, que compete al poder soberano de los
jueces del fondo, declarar cuál es la parte que sucumbe en
una litis, y dicha apreciación no da lugar a casación, salvo
que se incurra en desnaturalización de los hechos, lo que no
ha ocurrido en el presente caso, al entender la Corte a-qua
que substancialmente lo que se había fallado era una de-
manda en daños y perjuicios, habiendo obtenido ganancia
de causa, el actual recurrido; por todo lo cual éste último
medio que se examina también carece de fundamento y de-
be ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis A. Iglesias Molina, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo el 19 de noviembre de 1979, cuyo dispositivo se co-
pia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena
al recurrente que sucumbe al pago de las costas, distrayén-
doles en favor del Dr. Virgilio R. Pou de Castro, abogado
del recurrido, quien afirma haberles avanzado en su tota-
lidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Percibí.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquerque Casti-
llo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
lue certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 1 9 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 13 de octubre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Ozama Trading Company, C. por A.
Abogados: Dr. Lupo Hernández Rueda y Lic. Luis Vilches González.

Recurrido: Raysa Jiminián de Bergés.
Abogado: Dr. José de Js. Bergés Martín.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Doras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en le. Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día l o del mes de Abril del año 1981, años 138' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica como Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Ozama
Trading Company, C. por A., con domicilio y asiento social
en esta ciudad, en la calle Juan Alejandro Ibarra No. 17,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Distrito Nacional, el 13 de octubre de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Luis Vilchez González, por sí y por el Dr.
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Lupo Hernández Rueda, portadores, respectivamente, de las
cédulas Nos. 17404 y 52000, series 10 y lra.; abogados de la
recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. José de Jesús Bergés Martín, cédula No.
152032, serie Ira., abogado de la recurrida, Raysa Jiminián
de Bergés, cédula No. 116449, serie Ira., en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente, del 22 de noviem-
bre de 1977, suscrito por sus abogados, en el que se propo-
nen los medios de casación que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 2 de
diciembre de 1977, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te, que se menciona nmás adelante; y los artículos 1315 del
Código de Procedimiento Civil, y 1, 5 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando ,que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada, intentada por la ahora recurrida contra la actual
recurrente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó el 19 de noviembre de 1976, una sentencia cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se rechaza en todas
sus partes por improcedente y mal fundada, la demanda la-
boral intentada por la señora Raysa Jiménez de Bergés;
Segundo: Se condena a la reclamante devolver a la deman-
dada la suma de RD$600.00 que recibió a cuenta de futu-
ras comisiones que no llegó a devengar; Tercero: Se conde-
na a la demandante al pago de las costas, ordenando su dis-
tracción en favor del Dr. Pedro José Marte M., quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad"; y b) que sobre recurso
de la ahora recurrida, Raysa Jiménez de Bergés, la Cámara
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 13 de octubre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Ozama Trading Company, C. por A.
Abogados: Dr. Lupo Hernández Rueda y Lie Luis Vilehes González.

Recurrido: Raysa Jiminián de Bergés.
Abogado: Dr. José de Js. Bergés Martín.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en le. Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 19 del mes de Abril del año 1981, años 138' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pú.
blica como Cone de Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Ozama
Trading Company, C. por A., con domicilio y asiento social
en esta ciudad, en la calle Juan Alejandro Ibarra No. 17,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Distrito Nacional, el 13 de octubre de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Lic. Luis Vilchez González, por sí y por el Dr.

Lupo Hernández Rueda, portadores, respectivamente, de las
cédulas Nos. 17404 y 52000, series 10 y Ira.; abogados de la
recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. José de Jesús Bergés Martín, cédula No.
152032, serie Ira., abogado de la recurrida, Raysa Jiminián
de 13ergés, cédula No. 116449, serie ira., en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente, del 22 de noviem-
bre de 1977, suscrito por sus abogados, en el que se propo-
nen los medios de casación que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 2 de
diciembre de 1977, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te, que se menciona nmás adelante; y los artículos 1315 del
Código de Procedimiento Civil, y 1, 5 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando ,que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada, intentada por la ahora recurrida contra la actual
recurrente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó el 19 de noviembre de 1976, una sentencia cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se rechaza en todas
sus partes por improcedente y mal fundada, la demanda la-
boral intentada por la señora Raysa Jiménez de Bergés;
Segundo: Se condena a la reclamante devolver a la deman-
dada la suma de RD$600.00 que recibió a cuenta de futu-
ras comisiones que no llegó a devengar; Tercero: Se conde-
na a la demandante al pago de las costas, ordenando su dis-
tracción en favor del Dr. Pedro José Marte M., quien afirma
haberles avanzado en su totalidad"; y b) que sobre recurso
de la ahora recurrida, Raysa Jiménez de Bergés, la Cámara
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de Trabajo del Distrito Nacional dictó el 13 de octubre de
1977, la sentencia ahora impugnada en casación, de la que
es el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ordena
en el presente recurso de apelación incoado por Raysa Ji-
minián de Bergés, contra Ozama Trading Company, C. por
A., que dio ganancia de causa a la empresa Ozama Trading
Company, C. por A., un informativo testimonial a cargo de
la parte recurrente Ftaysa Jiminián de Bergés, para los fi-
nes indicados y reserva el contrainformativo al patrono
Ozama Trading Company, C. por A., por ser de derecho;
SEGUNDO: Fija la audiencia pública del día 23 de noviem-
bre de 1977, a as 9:00 de la mañana, para conocer de dichas
medidas; TERCERO: Se reservan las costas";

Considerando, que la Compañía recurrente propone con-
tra la sentencia impugnada los siguientes medios de casa.
ción: Primer Medio: Violación de los Arta. 59 y 57 de la
Ley 637 sobre Contratos de Trabajo.— Desnaturalización
de los hechos.— Falta de motivos y de base legal.— Viola-
ción del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil; Se-
gundo Medio: Improcedencia del informativo testimonial.—
Violación del Art. 29 del Código de Trabajo.— Violación de
los Arts. 1349 y siguientes del Código Civil.— Violación de
las Reglas que rigen las pertinencias de las pruebas testi-
moniales.— Falta de base legal y Violación del Art. 141 del
Código de Procedimiento Civil (otro aspecto);

Considerando, que según resulta del dispositivo de la
sentencia impugnada, la misma es una sentencia preparato-
ria, la que no podía, por si sola, y en ausencia de decisión
sobre el fondo de la contestación, ser recurrida en casación;
medio éste de puro derecho que es suplido de oficio por la
Suprema Corte de Justicia, y en base al cual el recurso de
que se trata resulta ser inadmisible;

Considerando, que las costas pueden ser compensadas
cuando la sentencia fuere casada por un medio, de oficio
suplido por la Suprema Corte de Justicia;
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Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por la Ozama Trading Co.,
C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional, el 13 de octubre de 1977, cuyo
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente
fallo; y, Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

ti
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de Trabajo del Distrito Nacional dictó el 13 de octubre de
1977, la sentencia ahora impugnada en casación, de la que
es el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ordena
en el presente recurso de apelación incoado por Raysa Ji-
minián de Bergés, contra Ozama Trading Company, C. por
A., que dio ganancia de causa a la empresa Ozama Trading
Company, C. por A., un informativo testimonial a cargo de
la parte recurrente Raysa Jiminián de Bergés, para los fi-
nes indicados y reserva el contrainformativo al patrono
Ozama Trading Company, C. por A., por ser de derecho;
SEGUNDO: Fija la audiencia pública del día 23 de noviem-
bre de 1977, a as 9:00 de la mañana, para conocer de dichas
medidas; TERCERO: Se reservan las costas";

Considerando, que la Compañía recurrente propone con-
tra la sentencia impugnada los siguientes medios de casa-
ción: Primer Medio: Violación de los Arts. 59 y 57 de la
Ley 637 sobre Contratos de Trabajo.— Desnaturalización
de los hechos.— Falta de motivos y de base legal.— Viola-
ción del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil; Se-
gundo Medio: Improcedencia del informativo testimonial.—
Violación del Art. 29 del Código de Trabajo.— Violación de
los Arts. 1349 y siguientes del Código Civil.— Violación de
las Reglas que rigen las pertinencias de las pruebas testi-
moniales.— Falta de base legal y Violación del Art. 141 del
Código de Procedimiento Civil (otro aspecto);

Considerando, que según resulta del dispositivo de la
sentencia impugnada, la misma es una sentencia preparato-
ria, la que no podía, por si sola, y en ausencia de decisión
sobre el fondo de la contestación, ser recurrida en casación;
medio éste de puro derecho que es suplido de oficio por la
Suprema Corte de Justicia, y en base al cual el recurso de
que se trata resulta ser inadmisible;

Considerando, que las costas pueden ser compensadas
cuando la sentencia fuere casada por un medio, de oficio
suplido por la Suprema Corte de Justicia;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por la Ozama Trading Co.,
C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional, el 13 de octubre de 1977, cuyo
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente
fallo; y, Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 1 9 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Puerto
Plata de fecha 21 de diciembre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Dr. Pablo Juan Brugal Muñoz.

Abogado:  De sí mismo.

Recurrido: Brugal y Co., C. por A.
Abogados: Dres. Víctor Almonte y Heriberto de la Cruz Veloz.

Dios, Patrci y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
piallat, asistidos del Secretario General en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1 del mes de Abril del
año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública como Corte de Casación
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr. Pa-
blo Juan Brugal Muñoz, dominicano, mayor de edad, casa-
do ,abogado, cédula No. 14705, serie 37, domiciliado en la
casa No. 3 de la Avenida Carolina, de Puerto Plata, contra
la sentencia dictada por la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata, en atribuciones de Tribunal de Tra-
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bajo de Segundo Grado, en fecha 21 de diciembre de 1977
cuyo dispositivo 9e copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Pablo Juan Brugal recurrente, abogado de

sí mismo, cédula No. 14705, serie 37, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Heriberto de la Cruz Veloz, cédula No.
23770. serie 37, por sí y por el Dr. Víctor Almonte Jiménez,
cédula No. 39782, serie lra., abogados de la recurrida Bru-
gal & Co., C. por A., con asiento social en la casa No. 3 de
la calle Beller de la ciudad de Puerto Plata;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito
por su abogado de fecha 26 de julio de 1978, en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida del 27 de
marzo de 1978, suscritos por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te que se mencionan más adelante y los artículos 1, 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada y posterior demanda el Juzgado de Paz del Mu-
nicipio de Puerto Plata, dictó en atribuciones laborales, el
24 de octubre de 1975, una sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: "Falla: Primero: Se ordena la comunicación recípro-
ca, por vía de la Secretaría de este Tribunal, de todos los
documentos que harán valer las partes en litis, doctor Pablo
Juan Muñoz y Brugal Co., C. por A., en el término de tres
(3) días francos a partir de la Notificación de esta sentencia;
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Puerto
Plata de fecha 21 de diciembre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Dr. Pablo Juan Brugal Muñoz.

Abogado: De sí mismo.

Recurrido: Brugal y Co., C. por A.
Abrogadas: Dres. Víctor Almonte y Heriberto de la Cruz Veloz.

Dios, Patrie y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
piallat, asistidos del Secretario General en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1 del mes de Abril del
año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública como Corte de Casación
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr. Pa-
blo Juan Brugal Muñoz, dominicano, mayor de edad, casa-
do ,abogado, cédula No. 14705, serie 37, domiciliado en la
casa No. 3 de la Avenida Carolina, de Puerto Plata, contra
la sentencia dictada por la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata, en atribuciones de Tribunal de Tra-
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bajo de Segundo Grado, en fecha 21 de diciembre de 1977
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Pablo Juan Brugal recurrente, abogado de

sí mismo, cédula No. 14705, serie 37, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Heriberto de la Cruz Veloz, cédula No.
23770, serie 37, por sí y por el Dr. Víctor Almonte Jiménez,
cédula No. 39782, serie lra., abogados de la recurrida Bru-
gal & Co., C. por A., con asiento social en la casa No. 3 de
la calle Beller de la ciudad de Puerto Plata;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito
por su abogado de fecha 26 de julio de 1978, en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida del 27 de
mano de 1978, suscritos por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te que se mencionan más adelante y los artículos 1, 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando. que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada y posterior demanda el Juzgado de Paz del Mu-
nicipio de Puerto Plata, dictó en atribuciones laborales, el
24 de octubre de 1975, una sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: "Falla: Primero: Se ordena la comunicación recípro-
ca, por vía de la Secretaria de este Tribunal, de todos los
documentos que harán valer las partes en litis, doctor Pablo
Juan Muñoz y Brugal Co., C. por A., en el término de tres
(3) días francos a partir de la Notificación de esta sentencia;
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Segundo: Se ordena un informativo para que la parte de-
mandante aporte la prueba de los hechos que figuran enun-
ciados en su demanda o cualesquiera que considere perti-
nentes; Tercero: Se reserva a la parte demandada Brugal
& Co., C. por A., el Contra Informativo, temo es de derecho;
Cuarto: Se ordena la comparecencia personal de las partes;
Quinto: Se fija la audiencia para el día Jueves veinte (20)
de Noviembre de mil novec ientos setenta y cinco (1975),
a las Nueve (9) horas de la mañana, para que tengan efecto
las medidas ordenadas en los ordinales 2, 3 y 4 de la pre-
sente sentencia; Sexto: Se reservan las costas para fallarlas
conjuntamente con el fondo'; b) que sobre apelación inter-
puesta por la hoy recurrida intervino el fallo impugnado en
casación cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido en cuanto a la forma el presente
recurso de apelación intentado por la Brugal & Co., C. por
A., contra sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de
Puerto Plata, de fecha 22 de marzo de 1977; rendida en pro-
vecho del Dr. Pablo Juan Brugal Muñoz; SEGUNDO: Re-
voca la sentencia recurrida en todas sus partes; TERCERO:
Declara que no existe obligación por parte de la recurrente,
por no haberse la relación de trabajo; CUARTO: Condena
al Dr. Pablo Juan Brugal Muñoz, al pago de las costas del
procedimiento, ordenando su distracción en favor de los
Dres. Víctor E. Almonte Jiménez y José S. Heriberto de la
Cruz Veloz, quienes afirman haberlas avanzado en su ma-
yor parte";

Considerando, que el recurrente propone contra el fa-
llo impugnado los siguientes medios de casación: Primer
Medio: Violación del Art. 47 de la Ley No. 637 sobre Con-
trato de Trabajo de fecha 16 de junio de 1944, falta de base
legal y ausencia de motivos; Segundo Medio: Falta de de
base legal, Violación del Art. 141 del Código Civil; Desnatu-
ralización de los hechos de la causa; Falsos motivos, moti-
vos erróneos, vagos e imprecisos y Violación del artículo
1315 del Código Civil; Tercer Medio: Violación y falsa apli-
cación de los artículos 1, 16, 17 y 20 del Código de Trabajo

y del Art. 1 del Reglamento No. 7676 del año 1951 y Cuarto
Medio: Violación del artículo 90 y 84 del Código de Trabajo;

Considerando, que los jueces están en la obligación de
motivar sus sentencias y deben hacerlo en forma que per-
mita reconocer si los elementos de hecho necesarios para
justificar la aplicación de la Ley se encuentran en la sen-

tencia, ya de no ocurrir así, la misma carece de base legal,
que tal situación jurídica se presenta también cuando los
motivos están concebidos en términos demasiado vagos o
demasiado generales; que esa obligación puesta a cargo de
los jueces se hace más exigente cuando se revoca una sen-
tencia del juez del primer grado que ha establecido un cri-
terio distinto en cuanto a la solución jurídica del asunto;

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto, que para revocar la sentencia apelada, el mis-
mo contiene una motivación vaga y demasiado general, y
carece además de una exposición completa de los hechos
y circunstancias de la causa que permitan a esta Suprema
Corte apreciar, que se ha hecho en el presente caso una
correcta aplicación de la Ley que en consecuencia, procede
la casación de la sentencia impugnada por falta de base le-
gal y de motivos;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por
falta de motivos y de base legal las costas pueden ser com-
pensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada,
en atribuciones laborales el 21 de diciembre de 1977, por la
Cámara Civil, Comercial y ie Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo
dispositivo aparece copiado en parte anterior del presente
fallo; y envía el asunto a la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en las
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.
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Segundo: Se ordena un informativo para que la parte de--
mandante aporte la prueba de los hechos que figuran enun-
ciados en su demanda o cualesquiera que considere perti-
nentes; Tercero: Se reserva a la parte demandada Brugal
& Co., C. por A., el Contra Informativo, como es de derecho;
Cuarto: Se ordena la comparecencia personal de las partes;
Quinto: Se fija la audiencia para el día Jueves veinte (20)
de Noviembre de mil novecientos setenta y cinco (1975),
a las Nueve (9) horas de la mañana, para que tengan efecto
las medidas ordenadas en los ordinales 2, 3 y 4 de la pre-
sente sentencia; Sexto: Se reservan las costas para falladas
conjuntamente con el fondo'; b) que sobre apelación inter-
puesta por la hoy recurrida intervino el fallo impugnado en
casación cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido en cuanto a la forma el presente
recurso de apelación intentado por la Brugal & Co., C. por
A., contra sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de
Puerto Plata, de fecha 22 de marzo de 1977; rendida en pro-
vecho del Dr. Pablo Juan Brugal Muñoz; SEGUNDO: Re-
voca la sentencia recurrida en todas sus partes; TERCERO:
Declara que no existe obligación por parte de la recurrente,
por no haberse la relación de trabajo; CUARTO: Condena
al Dr. Pablo Juan Brugal Muñoz, al pago de las costas del
procedimiento, ordenando su distracción en favor de los
Dres. Víctor E. Almonte Jiménez y José S. Heriberto de la
Cruz Veloz, quienes afirman haberlas avanzado en su ma-
yor parte";

Considerando, que el recurrente propone contra el fa-
llo impugnado los siguientes medios de casación: Primer
Medio: Violación del Art. 47 de la Ley No. 637 sobre Con-
trato de Trabajo de fecha 16 de junio de 1944, falta de base
legal y ausencia de motivos; Segundo Medio: Falta de de
base legal, Violación del Art. 141 del Código Civil; Desnatu-
ralización de los hechos de la causa; Falsos motivos, moti-
vos erróneos, vagos e imprecisos y Violación del artículo
1315 del Código Civil; Tercer Medio: Violación y falsa apli-
cación de los artículos 1, 16, 17 y 20 del Código de Trabajo

y del Art. 1 del Reglamento No. 7676 del año 1951 y Cuarto
Medio: Violación del artículo 90 y 84 del Código de Trabajo;

Considerando, que los jueces están en la obligación de
motivar sus sentencias y deben hacerlo en forma que per-
mita reconocer si los elementos de hecho necesarios para
justificar la aplicación de la Ley se encuentran en la sen-
tencia, ya de no ocurrir así, la misma carece de base legal,
que tal situación jurídica se presenta también cuando los
motivos están concebidos en términos demasiado vagos o

demasiado generales; que esa obligación puesta a cargo de
los jueces se hace más exigente cuando se revoca una sen-
tencia del juez del primer grado que ha establecido un cri-
terio distinto en cuanto a la solución jurídica del asunto;

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto, que para revocar la sentencia apelada, el mis-
mo contiene una motivación vaga y demasiado general, y
carece además de una exposición completa de los hechos
y circunstancias de la causa que permitan a esta Suprema
Curte aprepiar, que se ha hecho en el presente caso una
correcta aplicación de la Ley que en consecuencia, procede
la casación de la sentencia impugnada por falta de base le-
gal y de motivos;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por
falta de motivos y de base legal las costas pueden ser com-
pensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada,
en atribuciones laborales el 21 de diciembre de 1977, por la
Cámara Civil, Comercial y Je Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo
dispositivo aparece copiado en parte anterior del presente
fallo; y envía el asunto a la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en las
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
30 de septiembre de 1977.

Materia: Civil.

Recurrente: Cecilia Cabrera Vda. Batista.
Ahondo: Dr. Jesús Heriberto de la Cruz Veloz,

Recurrido: Juana Schewerer Vda. Otero.
Abogado: Dr. Tobías O. Núñez García.

Dios, Patria y Libertad,
República Domin;cana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1 9 del mes de abril del
año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cecilia
Cabrera Vda. Batista, dominicana, mayor de edad, de que-
haceres domésticos, cédula No. 4265, serie 37, con domicilio
en la casa No. 65 de la calle Camino Real de la ciudad de
Puerto Plata, contra la sentencia de la Corte de Apelación
de Santiago, dictada en sus atribuciones civiles, el 30 de
septiembre de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;           
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.         

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.                                                                           

1                                                                           
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Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 1 9 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
30 de septiembre de 1977.

Materia: Civil.

Recurrente: Cecilia Cabrera Vda. Batista.
Ahogado: Dr. Jesús Heriberto de la Cruz Veloz.

Recurrido: Juana Schewerer Vda. Otero.
Abogado: Dr. Tobías O. Núñez García.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, le Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1 9 del mes de abril del
año 1981. años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cecilia
Cabrera Vda. Batista, dominicana, mayor de edad, de que-
haceres domésticos, cédula No. 4265, serie 37, con domicilio
en la casa No. 65 de la calle Camino Real de la ciudad de
Puerto Plata, contra la sentencia de la Corte de Apelación
de Santiago, dictada en sus atribuciones civiles, el 30 de
septiembre de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Luis de

la Cruz Débora, cédula No. 38410, serie 31, en representa-
ción del Dr. J. S. Heriberto de la Cruz Veloz, cédula No.
23770, serie 37, abogado de la recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Rafael
Bencosme, en representación del Lic. Tobías O. Núñez Gar-
cía, cédula No. 653, serie 88, abogado de la recurrida, Juana
Schewrer Vda. Otero, dominicana, mayor de edad, soltera,
de oficios domésticos, cédula N° 2296, serie 37, con su do-
micilio en la casa No. 138 de la calle 30 de Marzo de la
ciudad de Puerto Plata;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 16 de diciembre
de 1977, suscrito por el abogado de la recurrente, en el cual
se propone el medio de casación que se indica más adelante
y su ampliación del 11 de enero del 1979;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 11
de abril del 1978, suscrito por su abogado y su ampliación
del 18 de enero del 1979;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos el artículo 462 del Código de Procedimiento
Civil, y 1, 7, 65 y 67 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demandr intentada por la actual recu-
rrente, en oposición al levantamiento de una pared en te-
rrenos de su popiedad, en reparación y restitución de cer-
cas en la misma y en daños y perjuicios, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, dictó,
en sus atribuciones civiles, una sentencia cuyo dispositivo
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dice así: "Falla: Primero: Ratifica el defecto que fue pro-
nunciado en audiencia contra la parte demandada por no
haber comparecido; Segundo: Se ordena la destrucción del
trabajo realizado por la señora Juana Schewerer de Otero,
en la medida en que perjudica a la señora Cecilia Cabrera
Vda. Batista, para que la misma vuelva a tener el disfrute
total del terreno que ocupa en calidad de arrendataria;
Tercero: Condena a la señora Juana Schewerer de Otero,
al pago de la suma de Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) en
favor de la señora Cecilia Cabrera Vda. Batista ,a título
de reparación por todos los dacos y perjuicios sufridos por
ella; Cuarto: Condena a la señora Juana Schewerer de Otero
al pago de las costas del procedimiento, ordenándose la
distracción de las mismas en• provecho del doctor J. S.
Heriberto de la Cruz Veloz, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad; Quinto: Se ordena que la presente senten-
cia le sea común y oponible en todas sus partes al señor
Francisco Otero (Pancho), en su calidad de esposo común
en bienes de la demandada; y Sexto: Se comisiona al Al-
guacil Ordinario de este Juzgado de Primera Instancia,
Alejandro Silverio para que notifique la presente senten-
cia"; b) que sobre el recurso de oposición la Cámara Civil
y Comercial de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Puerto Plata dictó el 19 de diciem-
bre del 1972, una sentencia con el siguiente dispositivo:

' "Falla: Primero: Ratifica el defecto que fue pronunciado
en audiencia contra la parte intimante por falta de con-
cluir; Segundo: Confirma la sentencia rendida por el Juz-
gado de Primera Instancia de este Distrito Judicial en fecha
veintidós del mes de junio del año mil novecientos seten-
tiuno, objeto del presente recurso de oposición, y cuyo dis-
positivo figura copiado precedentemente; Tercero: Condena
a la intimante, señora Juana Schewerer de Otero, al pago
de las coctas, ordenándose su distracción en provecho del
abogado, doctor José Heriberto de la Cruz Veloz, quien
afirma estarlas avanzando en su totalidad"; c) que sobre
el recurso interpuesto la Corte de Apelación de Santiago
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Luis de

la Cruz Débora, cédula No. 38410, serie 31, en representa-
ción del Dr. J. S. Heriberto de la Cruz Veloz, cédula No.
23770, serie 37, abogado de la recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Rafael
Bencosme, en representación del Lic. Tobías O. Núñez Gar-
cía, cédula No. 653, serie 88, abogado de la recurrida, Juana
Schewrer Vda. Otero, dominicana, mayor de edad, soltera,
de oficios domésticos, cédula N 9 2296, serie 37, con su do-
micilio en la casa No. 138 de la calle 30 de Marzo de la
ciudad de Puerto Plata;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 16 de diciembre
de 1977, suscrito por el abogado de la recurrente, en el cual
se propone el medio de casación que se indica más adelante
y su ampliación del 11 de enero del 1979;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 11
de abril del 1978, suscrito por su abogado y su ampliación
del 18 de enero del 1979;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos el artículo 462 del Código de Procedimiento
Civil, y 1, 7, 65 y 67 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demandt intentada por la actual recu-
rrente, en oposición al levantamiento de una pared en te-
rrenos de su popiedad, en reparación y restitución de cer-
cas en la misma y en daños y perjuicios, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, dictó,
en sus atribuciones civiles, una sentencia cuyo dispositivo

dice así: "Falla: Primero: Ratifica el defecto que fue pro-
nunciado en audiencia contra la parte demandada por no
haber comparecido; Segundo: Se ordena la destrucción del
trabajo realizado por la señora Juana Schewerer de Otero,
en la medida en que perjudica a la señora Cecilia Cabrera
Vda. Batista, para que la misma vuelva a tener el disfrute
total del terreno que ocupa en calidad de arrendataria;
Tercero: Condena a la señora Juana Schewerer de Otero,
al pago de la suma de Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) en
favor de la señora Cecilia Cabrera Vda. Batista ,a título
de reparación por todos los dacos y perjuicios sufridos por
ella; Cuarto: Condena a la señora Juana Schewerer de Otero
al pago de las costas del procedimiento, ordenándose la
distracción de las mismas ene provecho del doctor J. S.
Heriberto de la Cruz Veloz, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad; Quinto: Se ordena que la presente senten-
cia le sea común y oponible en todas sus partes al señor
Francisco Otero (Pancho), en su calidad de esposo común
en bienes de la demandada; y Sexto: Se comisiona al Al-
guacil Ordinario de este Juzgado de Primera Instancia,
Alejandro Silverio para que notifique la presente senten-
da"; b) que sobre el recurso de oposición la Cámara Civil
y Comercial de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Puerto Plata dictó el 19 de diciem-
bre del 1972, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Ratifica el defecto que fue pronunciado
en audiencia contra la parte intimante por falta de con-
cluir; Segundo: Confirma la sentencia rendida por el Juz-
gado de Primera Instancia de este Distrito Judicial en fecha
veintidós del mes de junio del año mil novecientos seten-
tiuno, objeto del presente recurso de oposición, y cuyo dis-
positivo figura copiado precedentemente; Tercero: Condena
a la intimante, señora Juana Schewerer de Otero, al pago
de las codas, ordenándose su distracción en provecho del
abogado, doctor José Heriberto de la Cruz Veloz, quien
afirma estarlas avanzando en su totalidad"; c) que sobre
el recurso interpuesto la Corte de Apelación de Santiago
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dictó una sentencia el 22 de marzo del 1977 cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en la
forma, el presente recurso de apelación, interpuesto por la
señora Juana Schewerer viuda Otero, contra la sentencia
dictada en fecha d i ecinueve (19) del mes de diciembre del
año mil novecientos setenta y dos (1972), por la Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo dispositi-
vo se ha transcrito en otro lugar del presente fallo; Se-
gundo: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra
la señora Cecilia Cabrera Viuda Batista, por no haber com-
parecido a esta Corte no obstante haber sido legalmente
citada; Tercero: Revoca la antes mencionada sentencia, por
ser tanto el tribunal a-que que la dictó como esta Corte in-
competentes para decidir la presente litis; Cuarto: Comi-
siona para la notificación de la presente sentencia al Algua-
cil Ordinario de la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Puerto Plata, Alejandro Silverio; Quinto: Condena a la se-
ñora Cecilia Cabrera Viuda Batista al pago de las costas de
ambas instancias, con distracción de las mismas en prove-
cho del Doctor Manuel María Muñiz, quien ha afirmado
haberlas avanzado en su totalidad"; e) que sobre el recurso
de oposición interpuesto contra la sentencia anterior inter-
vino el fallo impugnado cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, el pre-
sente recurso de oposición, interpuesto por la señora Ce-
cilia Cabrera Viuda Batista, contra la sentencia dictada en
defecto por esta Corte de Apelación en fecha veinticinco
(25) del mes de marzo del año mil novecientos setenta y
siete (1977), fallo cuyo dispositivo se ha transcrito en otro
lugar del presente; rechazándose la petición de la parte
oponida tendente a que sea declarado dicho recurso inad-
misible por falta de motivos o medios de defensa; SEGUN-
DO: Rechaza en cuanto al fondo, el recurso de oposición
de que se trata y confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida; TERCERO: Condena a la señora Cecilia Cabrera

Viuda Batista al pago de las costas causadas por su recurso,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel
María Muñiz, quien afirma haberlas a vanzado en su tota-
lidad";

Considerando, que la recurrente propone como único
medio de casación lo siguiente: Violación del artículo 462
del Código de Procedimiento Civil y de las disposiciones
relativas al recurso de oposición;

Considerando, que la recurrida popone en su memorial
de defensa la inadmisión del presente recurso de casación
por haberse notificado el emplazamiento el 17 de enero del
1978, cuando el plazo de treinta días había vencido el 16 de
dicho mes, ya que el auto de autorización del recurso había
sido dictado el 16 de diciembre del año anterior; pero,

Considerando, que todos los plazos establecidos en la
Ley sobre Procedimiento de Casación son francos y suscep-
tibles de aumentarse en razón de la distancia, la cual se
calcula entre el domicilio del recurrido y la ciudad de San-
to Domingo, asiento de la Suprema Corte de Justicia; que
como la recurrida tiene su domicilio en la ciudad de Puerto
Plata, situada a 216 kilómetros de esta ciudad, el plazo de
30 días quedó aumentado en 7 días más, por lo que al ser
notifiCado el emplazamiento el día 17 de enero, lo fue den-
tro del plazo legal, y, en consecuencia, la caducidad pro-
puesta debe ser desestimada;

Considerando, que en el medio único de casación pro-
puesto la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que ella,
en uso de su derecho, hizo la correspondiente constitución
de abogado para postular por ella en el conocimiento del
recurso de apelación por la Corte de Apelación de Santiago,
mediante acto de Alguacil del 24 de agosto de 1973; que.
además, por otro acto de Alguacil del 17 de septiembre del
mismo año la actual recurrida, por intermedie de su abi:ga-
do constituido, solicitó a la recurrente la comunicación de
los documentos, en que se fundó la sentencia recurrida en
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dictó una sentencia el 22 de marzo del 1977 cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en la
forma, el presente recurso de apelación, interpuesto por la
señora Juana Schewerer viuda Otero, contra la sentencia
dictada en fecha diecinueve (19) del mes de diciembre del
año mil novecientos setenta y dos (1972), por la Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo dispositi-
vo se ha transcrito en otro lugar del presente fallo; Se-
gundo: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra
la señora Cecilia Cabrera Viuda Batista, por no haber com-
parecido a esta Corte no obstante haber sido legalmente
citada; Tercero: Revoca la antes mencionada sentencia, por
ser tanto el tribunal a-que que la dictó como esta Corte in-
competentes para decidir la presente litis; Cuarto: Comi-
siona para la notificación de la presente sentencia al Algua-
cil Ordinario de la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Puerto Plata, Alejandro Silverio; Quinto: Condena a la se-
ñora Cecilia Cabrera Viuda Batista al pago de las costas de
ambas instancias, con distracción de las mismas en prove-
cho del Doctor Manuel María Muñiz, quien ha afirmado
haberlas avanzado en su totalidad"; e) que sobre el recurso
de oposición interpuesto contra la sentencia anterior inter-
vino el fallo impugnado cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, el pre-
sente recurso de oposición, interpuesto por la señora Ce-
cilia Cabrera Viuda Batista, contra la sentencia dictada en
defecto por esta Corte de Apelación en fecha veinticinco
(25) del mes de marzo del año mil novecientos setenta y
siete (1977), fallo cuyo dispositivo se ha transcrito en otro
lugar del presente; rechazándose la petición de la parte
oponida tendente a que sea declarado dicho recurso inad-
misible por falta de motivos o medios de defensa; SEGUN-
DO: Rechaza en cuanto al fondo, el recurso de oposición
de que se trata y confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida; TERCERO: Condena a la señora Cecilia Cabrera

Viuda Batista al pego de las costas causadas por su recurso,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel
María Muñiz, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad";

Considerando, que la recurrente propone como único
medio de casación lo siguiente: Violación del artículo 462
del Código de Procedimiento Civil y de las disposiciones
relativas al recurso de oposición;

Considerando, que la recurrida popone en su memorial
de defensa la inadmisión del presente recurso de casación
por haberse notificado el emplazamiento el 17 de enero del
1978, cuando el plazo de treinta días había vencido el 16 de
dicho mes, ya que el auto de autorización del recurso había
sido dictado el 16 de diciembre del año anterior; pero,

Considerando, que todos los plazos establecidos en la
Ley sobre Procedimiento de Casación son francos y suscep-
tibles de aumentarse en razón de la distancia, la cual se
calcula entre el domicilio del recurrido y la ciudad de San-
to Domingo, asiento de la Suprema Corte de Justicia; que
como la recurrida tiene su domicilio en la ciudad de Puerto
Plata, situada a 216 kilómetros de esta ciudad, el plazo de
30 días quedó aumentado en 7 días más, por lo que al ser
notificado el emplazamiento el día 17 de enero, lo fue den-
tro del plazo legal, y, en consecuencia, la caducidad pro-
puesta debe ser desestimada;

Considerando, que en el medio único de casación pro-
puesto la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que ella,
en uso de su derecho, hizo la correspondiente constitución
de abogado para postular por ella en el conocimiento del
recurso de apelación por la Corte de Apelación de Santiago,
mediante acto de Alguacil del 24 de agosto de 1973; que.
además, por otro acto de Alguacil del 17 de septiembre del
mismo año la actual recurrida, por intermedie de su aboga-
do constituido, solicitó a la recurrente la comunicación de
los documentos, en que se fundó la sentencia recurrida en
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apelación; que así se sorprendió la religión de la Corte, y
se violó el derecho de defensa de la recurrente, y se logra
una sentencia de la Corte, la cual declaró el defecto, por
falta de comparecer, de la entonces intimada Cecilia Ca-
brera Viuda Batista, ahora recurrente en casación, po lo
que en la sentencia impugnada se incurrió en los mismos
errores que dieron origen a la sentencia recurrida en opo-
sición; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa al respecto lo siguiente: que por efecto de la oposi-
ción contra una sentencia en defectc . las partes quedan re-
puestas en su anterior posición procesal, por lo cual si el
oponente comparece a una rumia audiencia en que se va
a conocer de su recurso de retractación, nada le impide
exponer su defensa al fondo; que en la especie la oponente,
Cecilia Cabrera Vda. Batista, compareció a la audiencia fi-
jada para conocer de la oposición, y por tanto el hecho de
no habérsele dado avenir a su abogado no le hizo ningún
agravio y su derecho de defensa no pudo ser lesionado, ya
que tuvo oportunidad de presentar sus defensas al fondo
del litigio y no lo hizo; que la Suprema Corte de Justicia
estimz, correctos estos motivos de la sentencia impugnada;

Considerando, en cuanto a la solicitud de comunicación
de documentos presentado ante la Corte a-qua por la actual
recurrente; que si bien en el expediente se encuentra de-
positado el acto de Alguacil del 17 de septiembre del 1937
por el cual la recurrente solicitó a su contraparte esa me-
dida, dicha recurrente no presentó conclusiones ni alega-
tos al respecto ante la Corte a-ma, por lo que no procede
presentarlos ahora en casación; por todo lo cual el medio
único del recurso carece de fundamento y debe ser deses-
timado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cecilia Cabrera Vda. Batista contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santia-

go, en sus atribuciones civiles, el 30 de septiembre de 1977,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago de
las costas, y ordena su distracción en provecho del Lic.
Tobías Oscar Núñez García, quien afina haberlas avanzado
en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario •General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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apelación; que así se sorprendió la religión de la Corte, y
se violó el derecho de defensa de la recurrente, y se logra
una sentencia de La Corte, la cual declaró el defecto, por
falta de comparecer, de la entonces intimada Cecilia Ca-
brera Viuda Batista, ahora recurrente en casación, po lo
que en la sentencia impugnada se incurrió en los mismos
errores que dieron origen a la sentencia recurrida en opo-
sición; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa al respecto lo siguiente: que por efecto de la oposi-
ción contra una sentencia en detecte . las partes quedan re-
puestas en su anterior posición procesal, por lo cual si el
oponente comparece a una rueva audiencia en que se va
a conocer de su recurso de retractación, nada le impide
exponer su defensa al fondo; que en la especie la oponente,
Cecilia Cabrera Vda. Batista, compareció a la audiencia fi-
jada para conocer de la oposición, y por tanto el hecho de
no habérsele dado avenir a su abogado no le hizo ningún
agravio y su derecho de defensa no pudo ser lesionado, ya
que tuvo oportunidad de presentar sus defensas al fondo
del litigio y no lo hizo; que la Suprema Corte de Justicia
estiran correctos estos motivos de la sentencia impugnada;

Considerando, en cuanto a la z..-olicitud de comunicación
de documentos presentado ante la Corte a-qua por la actual
recurrente; que si bien en el expediente se encuentra de-
positado el acto de Alguacil del 17 de septiembre del 1937
por el cual la recurrente solicitó a su contraparte esa me-
dida, dicha recurrente no presentó conclusiones ni alega-
tos al respecto ante la Corte a-qua, por lo que no procede
presentarlos ahora en casación; por todo lo cual el medio
único del recurso carece de fundamento y debe ser deses-
timado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cecilia Cabrera Vda. Batista contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santia-
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go, en sus atribuciones civiles, el 30 de septiembre de 1977,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago de
las costas, y ordena su distracción en provecho del Lic.
Tobias Oscar Núñez García, quien afina haberlas avanzado
en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario•General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA l o DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 9 de marzo de 1978.

Materia: Civil.

Recurrente: El Banco Comercial de Mayagüez.
Ahogada:: Lic. Héctor Sánchez Morcelo y Dr. Fabio A. Mota.

Recurrido: Abin. S. A.
Ahogado: Dr. Manuel Rafael García Lizardo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joa-
quín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy dia
l o de abril del 1981, años 138' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por El Banco
Comercial de Mayagüez, con asiento social principal y do-
micilio en San Juan, Puerto Rico, Avenida Ponce de León,
esquina del Parque, Apartado AC, y con domicilio en esta
ciudad de Santo Domingo en la calle Presidente Hipólito
Irigoyen No. 16, Apartamento 2-A, contra sentencia dictada
en atribuciones civiles el 9 de marzo de 1978, por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Manuel Rafael García Lizardo, cédula No
12718, serie 54, abogado de la recurrida Abín, S. A., en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del Banco recurrente, depositado el
12 de abril de 1978, suscrito por sus abogados, Lic. Héctor
Sánchez Morcelo y Dr. Fabio A. Mota S., cédulas Nos. 20224
y 28600, series lra., respectivamente, en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada los medios de casación que
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, deposita-
do el 15 de mayo de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te que se mencionan más adelante y los artículos 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en referimiento en cancelación
de embargo conservatorio incoada por la Compañía Abín,
S. A., contra el Banco Comerial de Mayagüez, la Cámara
Civil y Comercial de la Tercera Circunscri •dción del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en atri-
buciones civiles en fecha 7 de septiembre de 1977, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: Talla: Primero: Ordena
la comunicación de documentos entre ambas partes, de ma-
nera sucesiva, dentro de un plazo de 10 días, a partir de la
notificación de la presente sentencia, en tal virtud, la parte
demandante deberá comunicar por medio de la Secretaría
de este Tribunal, a la parte demandada todos y cada uno
de los documentos que esté dispuesta a aportar en apoyo :te
su demanda; asimismo en el señalado plazo, al vencerse el
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 9 de marzo de 1978.

Nlateria: Civil.

Recurrente: El Banco Comercial de Mayagüez.
Ahogados: Lic. Iléctor Sánchez Morcelo y Dr. Fabio A. Mota.

Recurrido: Abin, S. A.
Ahogado: Dr. Manuel Rafael García Lizardo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Annama, Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joa-
quín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
19 de abril del 1981, años 138' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por El Banco
Comercial de Mayagüez, con asiento social principal y do-
micilio en San Juan, Puerto Rico, Avenida Ponce de León.
esquina del Parque, Apartado AC, y con domicilio en esta
ciudad de Santo Domingo en la calle Presidente Hipólito
Irigoyen No. 16, Apartamento 2-A, contra sentencia dictada
en atribuciones civiles el 9 de marzo de 1978, por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Manuel Rafael García Lizardo, cédula N°
12718, serie 54, abogado de la recurrida Abín, S, A., en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del Banco recurrente, depositado el
12 de abril de 1978, suscrito por sus abogados, Lic. flector
Sánchez Morado y Dr. Fabio A. Mota S., cédulas Nos. 20224
y 28600, series ira., respectivamente, en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada los medios de casación que
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, deposita-
do el 15 de mayo de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te que se mencionan más adelante y los artículos 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en referimiento en cancelación
de embargo conservatorio incoada por la Compañía Abín,
S. A., contra el Banco Comerial de Mayagüez, la Cámara
Civil y Comercial de la Tercera Circtinscri:,,ción del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en atri-
buciones civiles en fecha 7 de septiembre de 1977, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: 'Falla: Primero; Ordena
la comunicación de documentos entre ambas partes, de ma-
nera sucesiva, dentro de un plazo de 10 días, a partir de la
notificación de la presente sentencia, en tal virtud, la parte
demandante deberá comunicar po: medio de la Secretaría
de este Tribunal, a la parte demandada todos y cada uno
de los documentos que esté dispuesta a aportar en apoyo (le.
su demanda; asimismo en el señalado plazo, al vencerse el
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de la primera la demandada comunicará a su contra-parte,
los documentos en que también ampare sus pretensiones;
Segundo: Reserva las costas para fallarlas con lo principal';
b) que sobre recurso de apelación interpuesto por el hoy
recurrente, intervino el fallo ahora impugnado en casación
con el siguiente dispositivo: "FALLA: UNICO: Declara in-
admisible el recurso de apelación interpuesto en fecha 8
de noviembre de 1977, por el Banco Comercial de Mapagüez,
contra sentencia dictada el día 7 de septiembre de 1977, por
la Tercera Cámara Civil y Comercial del Distrito Nacional,
en atribuciones de Referimientos, cuyo dispositivo figura
copiado precedentemente";

Considerando, que el Banco recurrente, propone contra
la sentencia impugnada los siguientes medios de casac'ón:
Primer Medio: Violación del artículo 451 del Código de Pro-
cedimiento Civil;— Segundo Medio: Violación del artículo
188 del Código de Procedimiento Civil y de la Dinámica
propia a la excepción de no comunicación de documentos.
Falta de motivos y de base legal;

Considerando, que en el desenvolvimiento de sus dos
medios de casación, que por su e•itrecha relación se reúnen
para su examen, el recurrente alega: 1 9 que la Corte
para justificar su declaración de inadmisibilidad del recurso
de apelación intentado por el Banco Comercial fle Mayagüez
contra la sentencia incidental ,jel Juez de Primer Grado, la
califica de preparatoria, sin parar mientes en que el inci-
dente de comunicación de documentos era objeto de contra-
dicción y que por consiguiente el fallo dictado en referencia
era definitivo sobre un incidente, susceptible por ende de
apelación al tenor de lo consarado en la materia por la
Doctrina y la Jurisprudencia; que una sentencia que ordena
una comunicación de piezas a pedimento de --Tm parte y con
la denuncia de la otra es sin duda alguna una medida de
carácter preparatoria, en cambie si la comunicación de pie-
zas es contestada, entre las partes, la sentencia que estatuya
puede prejuzgar el fondo y tendría carácter de interloctr

toria; 2 9 que la Corte a-qua, viola o mal aplica el artículo
188 del Código de Procedimiento Civil dado que siendo ad-
misible, como evidentemente lo es el recurso de apelación
del Banco Comercial de Mayagüe2, debió ponderar la situa-
ción procesal existente en cons.mencia con los principios
que la animan y regulan; que el Banco exponente, en la
audiencia del 14 de junio de 1977, concluyó demandando
una comunicación de documentos a cargo de su antagonista
y sólo para el caso de que esta comunicación falsa objetada
pidiendo que la misma se ordenara, y al efecto señaló los
documentos que estaban en poder de la contraparte, los cua-
les debía comunicar, la contraparte, en cambio, como sos-
tuvimos ante la Corte a-qua, transgredió los principios que
rigen la materia, cuando se exigió a su vez, que se prescri-
biera una comunicación de documentos a cargo de la expo-
nente, que como puede observarse, la sentencia impugnada
no analiza ni pondera la argumentación que le fue ofrecida,
por el Banco recurrente, de donde resulta el vicio de falta
de motivos y de base legal y por tanto, la sentencia debe
ser casada; pero,

Considerando, que de conformidad con el artículo 452
del Código de Procedimiento Civil, se refutan sentencias
preparatorias las que ordenan una medida para la sustan-
ciación de la causa que no impugna el fondo del litigio; que
por otra parte, el artículo 451 del Código de Procedimiento
Civil establece que de los fallos preparatorios no podrá ape-
larse sino después de la sentencia definitiva y conjunta-
mente con la apelación de ésta;

Considerando, que en la especie, la sentencia de pri-
mer grado, evidentemente se limita a ordenar una comu-
nicación de documentos, entre las partes en causa, razón
por la cual resulta incuestionablemente preparatoria lo que
hacía inadmisible el recurso de apelación contra ella, por
ser el mismo prematuro al no haber intervenido fallo sobre
el fondo de la litis; que en tales condiciones, al pronunciar
la Corte a-qua la inadmisibilidad del recurso de apelación)
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de la primera la demandada comunicará a su contra-parte,
los documentos en que también ampare sus pretensiones;
Segundo: Reserva las costas para fallarlas con lo principal';
b) que sobre recurso de apelación interpuesto por el hoy
recurrente, intervino el fallo ahora impugnado en casación
con el siguiente dispositivo: "FALLA: UNICO: Declara in-
admisible el recurso de apelación interpuesto en fecha 8
de noviembre de 1977, por el Banco Comercial de Mapagüez,
contra sentencia dictada el día 7 de septiembre de 1977, por
la Tercera Cámara Civil y Comercial del Distrito Nacional,
en atribuciones de Referimientos, cuyo dispositivo figura
copiado precedentemente";	 •

Considerando, que el Banco recurrente, propone contra
la sentencia impugnada los siguientes medios de casaca:
Primer Medio: Violación del artículo 451 del Código de Pro-
cedimiento Civil;— Segundo Medio: Violación &Á artículo
188 del Código de Procedimiento Civil y de 1 a Dinámica
propia a la excepción de no comunicación de documentos.
Falta de motivos y de base iegal;

Considerando, que en el desenvolvimiento de sus dos
medios de casación, que por su edrec-na relación se reúnen
para su examen, el recurrente alega: 19 que la Corte cyqua
para justificar su declaración de inadmisibilidaci del recurso
de apelación intentado por el Banco Comercial .le Mayagüez
contra la sentencia incidental del juez de Primer Grado, la
califica de preparatoria, sin parar mientes en que el inci-
dente de comunicación de documentos era objeto de contra-
dicción y que por consiguiente el fallo dictado en referencia
era definitivo sobre un incidente, susceptible por ende de
apelación al tenor de lo consagndo en la m,tceria por la
Doctrina y la Jurisprudencia; que una senteruna que ordena
una comunicación de piezas a pedimento de t.trui parte y con
la denuncia de la otra es sin duda alguna una medida de
carácter preparatoria, en cambia si la comunicación de pie-
zas es contestada, entre las partes, la sentencia que estatuya
puede prejuzgar el fondo y ttndría carácter de interlocu-

toria; 29 que la Corte a-qua, viola o mal aplica el artículo
188 del Código de Procedimiento Civil dado que siendo ad-
misible, como evidentemente lo es el recurso de apelación
del Banco Comercial de Mayagüez, debió ponderar la situa-
ción procesal existente en conswiencia con los principios
que la animan y regulan; que el Banco exponente, en la
audiencia del 14 de junio de 1977, concluyó demandando
una comunicación de documentos a cargo de su antagonista
y sólo para el caso de que esta comunicación falsa objetada
pidiendo que la misma se ordenara, y al efecto señaló los
documentos que estaban en poder de la contraparte, los cua-
les debía comunicar, la contraparte, en cambio, como sos-
tuvimos ante la Corte a-qua, transgredió los principios que
rigen la materia, cuando se exigió a su vez, que se prescri-
biera una comunicación de documentos a cargo de la expo-
nente, que como puede observarse, la sentencia impugnada
no analiza ni pondera la argumentación que le fue ofrecida,
por el Banco recurrente, de donde resulta el vicio de falta
de motivos y de base legal y por tanto, la sentencia debe
ser casada; pero,

Considerando, que de conformidad con el artículo 452
del Código de Procedimiento Civil, se refutan sentencias
preparatorias las que ordenan una medida para la sustan-
elación de la causa que no impugna el fondo del litigio; que
por otra parte, el artículo 451 del Código de Procedimiento
Civil establece que de los fallos preparatorios no podrá ape-
larse sino después de la sentencia definitiva y conjunta-
mente con la apelación de Sta;

Considerando, que en la especie, la sentencia de pri-
mer grado, evidentemente se limita a ordenar una comu-
nicación de documentos, entre las partes en causa, razón
por la cual resulta incuestionablemente preparatoria lo que
hacía inadmisible el recurso de apelación contra ella, por
ser el mismo prematuro al no haber intervenido fallo sobre
el fondo de la litis; que en tales condiciones, al pronunciar
la Corte a-gua la inadrnisibilidad del recurso de apelación
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de acuerdo con los motivos antes expuestos, no incurrió en (V
ninguno de los vicios y vilolaciorx.ss denunciados; que fi-
nalmente el estudio del fallo impugnado, muestra que el
mismo contiene motivos de hecho y de derecho, que justi-
fican lo decidido en la especie; que en consecuencia, los
medios que se examinan carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Banco Comercial de Mayagüez,
contra la sentencia dictada, en atribuciones civiles, el 9 de
marzo de 1978, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al Banco Comercial de
Mayagüez al pago de las costas, ordenando la distracción
de las mismas en provecho del Doctor Manuel Rafael Gar-
cía Lizardo, abogado de la recurrida, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Ainiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez,— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
9 de julio de 1979.

Materia: Civil.

Recurrente: Industias Rodriguez.
Abogado: Dr. Jacabo Helú B.

Recurridos: Enedina D. Díaz Vda. Gabrile y compartes.
Ahogado: Dr. Segismundo C. Rayeras Lucas.

Dios, Patri4 y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus•
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 3 de abril del 1981, años 138' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Indus-
trias Rodríguez, empresa comercial con su domicilio en la
casa No 241 de la calle María Montez, de esta ciudad, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago,
en sus atribuciones civiles, el 9 de julio del 1979, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jacobo
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de acuerdo con los motivos antes expuestos, no incurrió en
ninguno de los vicios y vilolacior&s denunciados; que fi-
nalmente el estudio del fallo impugnado, muestra que el
mismo contiene motivos de hecho y de derecho, que justi-
fican lo decidido en la especie; que en consecuencia, los
medios que se examinan carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Banco Comercial de Mayagüez,
contra la sentencia dictada, en atribuciones civiles, el 9 de
marzo de 1978, por la Corte de Apelación d• Santo Domin-
go, cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al Banco Comercial de
Mayagüez al pago de las costas, ordenando la distracción
de las mismas en provecho del Doctor Manuel Rafael Gar-
cía Lizardo, abogado de la recurrida, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín A.ybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Ainiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y afio en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
9 de julio de 1979.

Materia: Civil.

Recurrente: Industias Rodríguez.
Abogado: Dr. Jacabo Helú B.

Recurridos: Enedina D. Díaz Vda. Gabrile y compartes.
Abogado: Dr. Segismundo C. Ra yeras Lucas.

Dios, Patrio, y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de ]a República, la Suprema Corte de Jus,
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 3 de abril del 1981, años 138' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Indus-
trias Rodríguez, empresa comercial con su domicilio en la
casa N'? 241 de la calle María Montez, de esta ciudad, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago,
en sus atribuciones civiles, el 9 de julio del 1979, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jacobo
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Helú B., cédula N9 18501, serie 31, por sí y en representa-
ción del Dr. Armando Oscar Pacheco, cédula I\19 7649, serie
23, abogado de la recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Segis-
mundo C. Taveras Lucas, cédula N9 21677, serie 56, abogado
de las recurridas, Enedina Dolores Díaz Vda. Gabriel o Ene-
dina Dolores Díaz Vda. Gabriel y Leida Altagracia Gabriel
Díaz o Leda Altagracia Gabriel Díaz, dominicanas, mayo-
res de edad, solteras, cédulas Nos. 15530, serie 56 y 131650,
serie Ira., respectivamente, domiciliadas en la casa N9 15
de la Respaldo Avenida de los Mártires, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 19 de septiembre
de 1979, suscrito por los abogados de la recurrente, en el
cual se proponen los medios de casación que se indican más
adelante, y su ampliación;

Visto el memorial de defensa del 15 de octubre de 1979,
suscrito por el abogado de las recurridas y su ampliación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te en su memorial, que se indican más adelante, y los ar
tículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que
con motivo de una demanda en daños y perjuicios, la Cá-
mara Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
una sentencia con el siguiente dispositivo: Talla: Primero:
Rechaza las conclusiones vertidas en audiencia por la parte
demandante Enedina Dolores Díaz Vda. Gabriel y Leida
Altagracia Gabriel Díaz, por los motivos indicados antes;
Segundo: Acoge las conclusiones formuladas por la parte

demandada Industrias Rodríguez, y en consecuencia rechaza
en todas sus partes, por improcedente y mal fundada, la
demanda en daños y perjuicios intentada por Enedina Do-
lores Díaz Vda. Gabriel y Leida Altagracia Gabriel Díaz,
por las razones expuestas anteriormente; Tercero: Condena
a las partes demandantes Enedina Dolores Díaz Vda. Ga-
briel y Leida Altagracia Gabriel Díaz, parte sucurnbiente
al pago de las costas, distraídas en provecho de los Dres.
Carlos A. Guerrero Pou y Gustavo E. Turull Du-Breil, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad'; que sobre
recurso de las recurridas la Cc•rte de Apelación de Santo
Domingo, dictó en fecha 14 de Julio de 1970, una sentencia
que revocó en todas sus partes la sentencia apelada y con-
denó a Industrias Rodríguez a pagar tina indemnización
de RD$15.000.00 en favor de las recurrentes, intereses lega-
les y costas distraídas en provecho del Dr. Segismundo C.
Taveras L.; que sobre recurso de casación de Industrias
Rodríguez, la Suprema Corte de Justicia, en fecha 28 de
abril de 1971 casó la sentencia de la Corte de Apelación de
Santo Domingo y envió el asunto a la Corte de Apelación
de San Cristóbal; que sobre el envío así dispuesto, la Corte
de San Cristóbal en fecha 20 de septiembre de 1973 dictó
una sentencia confirmando la dictada en fecha 10 de julio
de 1969 por la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito Nacional que le había dado ganan-
cia de causa a Industrias Rodríguez; que sobre recurso de
casación de las recurridas la Suprema Corte de Justicia en
fecha 23 de octubre de 1974 casó la sentencia de la Corte
de Apelación de San Cristóbal y envió el asunto a la Corte
de Apelación de San Pedro de Macorís; que sobre este
envío la Corte de San Pedro de Macorís dictó en
fecha 9 de diciembre de 1975 una sentencia que condenó
a Industrias Rodríguez al pago de una indemnización que
totaliza RDS25.000.00 en favor de las demandantes origina-
rios; que sobre recurso de csación contra esta sentencia de
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, la Suprema
Corte de Justicia, por su sentencia de fecha 13 de enero de
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Helú B., cédula N9 18501, serie 31, por sí y en representa.
ción del Dr. Armando Oscar Pacheco, cédula N9 7649, serie
23, abogado de la recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Segis-
mundo C. Taveras Lucas, cédula N 9 21677, serie 56, abogado
de las recurridas, Enedina Dolores Díaz Vda. Gabriel o Ene-
dina Dolores Díaz Vda. Gabriel y Leida Altagracia Gabriel
Díaz o Leda Altagracia Gabriel Díaz, dominicanas, mayo-
res de edad, solteras, cédulas Nos. 15530, serie 56 y 131650,
serie 1ra., respectivamente, domiciliadas en la casa N 9 15
de la Respaldo Avenida de los Mártires, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre
taría de la Suprema Corte de Justicia el 19 de septiembre
de 1979, suscrito por los abogados de la recurrente, en el
cual se proponen los medios de casación que se indican más
adelante, y su ampliación;

Visto el memorial de defensa del 15 de octubre de 1979,
suscrito por el abogado de las recurridas y su ampliación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te en su memorial, que se indican más adelante, y los ar-
tículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que
con motivo de una demanda en daños y perjuicios, la Cá-
mara Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
una sentencia con el siguiente dispositivo: 'Falla: Primero:
Rechaza las conclusiones vertidas en audiencia por la parte
demandante Enedina Dolores Díaz Vda. Gabriel y Leida
Altagracia Gabriel Día; por los motivos indicados antes;
Segundo: Acoge las conclusiones formuladas por la parte

demandada Industrias Rodríguez, y en consecuencia rechaza
en todas sus partes, por improcedente y mal fundada, la
demanda en daños y perjuicios intentada por Enedina Do-
lores Díaz Vda. Gabriel y Leida Altagracia Gabriel Díaz,
por las razones expuestas anteriormente; Tercero: Condena
a las partes demandantes Enedina Dolores Díaz Vda. Ga-
briel y Leida Altagracia Gabriel Díaz, parte sucumbiente
al pago de las costas, distraídas en provecho de los Dres.
Carlos A. Guerrero Pou y Gustavo E. Turull Du-Breil, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad'; que sobre
recurso de las recurridas la Corte de Apelación de Santo
Domingo, dictó en fecha 14 de Julio de 1970, tina sentencia
que revocó en todas sus partes la sentencia apelada y con-
denó a Industrias Rodríguez a pagar tina indemnización
de RDS15,000.00 en favor de las recurrentes, intereses lega-
les y costas distraídas en provecho del Dr. Segismundo C.
Taveras L.; que sobre recurso de casación de Industrias
Rodríguez, la Suprema Corte de Justicia, en fecha 28 de
abril de 1971 casó la sentencia de la Corte de Apelación de
Santo Domingo y envió el asunto a la Corte de Apelación
de San Cristóbal; que sobre el envío así dispuesto, la Corte
de San Cristóbal en fecha 20 de septiembre de 1973 dictó
una sentencia confirmando la dictada en fecha 10 de julio
de 1969 por la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito Nacional que le había dado ganan-
cia de causa a Industrias Rodríguez; que sobre recurso de
casación de las recurridas la Suprema Corte de Justicia en
fecha 23 de octubre de 1974 casó la sentencia de la Corte
de Apelación de San Cristóbal y envió el asunto a la Corte
de Apelación de San Pedro de Macorís; que sobre este
envío la Corte de San Pedro de Macorís dictó en
fecha 9 de diciembre de 1975 una sentencia que condenó
a Industrias Rodríguez al pago de una indemnización que
totaliza RDS25,000.00 en favor de las demandantes origina-
rios; que sobre recurso de casación contra esta sentencia de
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, la Suprema
Corte de Justicia, por su sentencia de fecha 13 de enero de
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1978 casó dicha sentencia y envió el asunto ante esta Corte
de Apelación, en las mismas atribuciones civiles"; que so-
bre el envío así dispuesto, intervino la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Se ordena un informativo ordinario a cargo de
la parte intimante señoras Enedina Dolores Díaz "Viuda
Gabriel o Enedina Dolores Olivares Díaz Viuda Gabriel y
Leida Altagracia Gabriel Díaz o Leda Altagracia Gabriel
Día; con el propósito de establecer: a) que el accidente
origen de la presente litis se produjo por la deflagración
de gas propano; b) la condición en que se encontraba el
cilindro de gas; c) si el escape del gas dependió de la con-
dición en que se encontraba el cilindro y d) si el escape
de gas se produjo del cilindro o en el tubo de conexión
entre el cilindro y la estufa c si se produjo más adelante
desde la misma estufa;— SEGUNDO: Se reserva a la con-
traparte Industrias Rodríguez, el derecho al contrainforma-
tivo;— TERCERO: Se designa al Doctor Ludovino María
Fernández Díaz, Juez de esta Corte de Apelación, como
Juez Comisario, a fin de que ante él se celebre la indicada
medida de instrucción;— CUARTO: Ordena que las señoras
Enedina Dolores Díaz Viuda Gabriel o Enedina Dolores
Olivares Díaz Gabriel y Leida Altagracia Gabriel Díaz o
Leda Altagracia Gabriel Díaz y la Industrias Rodríguez,
por medio de su representante, comparezcan a la audiencia
que en Cámara de Consejo, celebrará esta Corte de Apela-
ción el día viernes que contaremos a veintiseis (26) del mes
de octubre del año mil novecientos setenta y nueve (1979),
a las nueve (9) horas de la mañana, en su local sito en la
planta alta del Palacio de Justicia de la ciudad de Santiago
de los Caballeros, para explicarse contradictoriamente, sin
la asistencia de consejeros, acerca del debate de que está
apoderada esta Corte; QUINTO: En ambos casos se reser-
van las costas para fallarlas conjuntamente con el fondo";

Considerando, que la recurrente propone los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Violación del artículo
20 de la Ley de Casación en conexión con el artículo 141
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del Código de Procedimiento Civil.— Segundo Medio: Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil
por ausencia total de motivos;

Considerando, que en el primer medio de su memorial,
la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la Corte
de Apelación de Santiago desconoció el mandato que le fue
conferido por la sentencia del 13 de enero del 1978 dictada
por la Suprema Corte de Justicia en la cual se insiste en
que se proceda a la celebración de un experticio; que en la
sentencia impugnada se expresa con precisión que se pro-
cede a interrogar expertos y no a profanos y a las partes
demandantes, personalmente; pero,

Considerando, que en la sentencia dictada por la Su-
prema Corte de Justicia el 13 de enero del 1978, que casó
la dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís del 9 de diciembre de 1976, se expresa lo siguiente:
"que cuando se casa una sentencia en su totalidad, como se
hizo en el caso ocurrente, por falta de case legal, las Cortes
o los Juzgados ante los cuales se hace el envío, para esta-
blecer los hechos Venen plena potestad para emplear todos
los medios de prueba que sean legales para establecer esos
hechos"; "que la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís incurrió en la misma forma de actuación en que lo
había hecho la de San Cristóbal., aunque llegando a solu-
ciones distintas", puesto que "se ha limitado a edificar su
juicio por la vía de un simple examen de los documentos
preexistentes en el expediente del caso, pero sin medidas
adecuadas de instrucción que el procedimiento civil, lo
mismo que la jurisprudencia y la doctrina, permiten o re-
comiendan cuando se trata de establecer hechos de una na-
turaleza tal que requiera conocimientos técnicos especiales,
o una especial experiencia en la materia de que se trate";

Considerando, que lo transcrito precedentemente, ni el
dispositivo de la sentencia, revela que la Suprema Corte
de Justicia ordenara, específicamente, en el caso, a la Corte
de envío la celebración de un experticio, como lo alega la

LIS
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1978 casó dicha sentencia y envió el asunto ante esta Corte
de Apelación, en las mismas atribuciones civiles"; que so-
bre el envío así dispuesto, intervino la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Se ordena un informativo ordinario a cargo de
la parte intimante señoras Enedina Dolores Díaz Viuda
Gabriel o Enedina Dolores Olivares Díaz Viuc's Gabriel y
Leida Altagracia Gabriel Díaz o Lecia Altagracia Gabriel
Díaz, con el propósito de establecer: a) que el accidente
origen de la presente litis se produjo por la deflagración
de gas propano; b) la condición en que se encontraba el
cilindro de gas; e) si el escape del gas dependió de la con-
dición en que se encontraba el cilindro y d) si el escape
de gas se produjo del cilindro o en el tubo de conexión
entre el cilindro y la estufa c si se produjo más adelante
desde la misma estufa;— SEGUNDO: Se reserva a la con.
traparte Industrias Rodríguez, el derecho al contrainforrna-
tivo;— TERCERO: Se designa al Doctor Ludovino María
Fernández Díaz, Juez de esta Corte de Apelación, como
Juez Comisario, a fin de que ante él se celebre la indicada
medida de instrucción;— CUARTO: Ordena que las señoras
Enedina Dolores Díaz Viuda Gabriel o Enedina Dolores
Olivares Díaz Gabriel y Leida Altagracia Gabriel Díaz o
Leda Altagracia Gabriel Díaz y la Industrias Rodríguez,
por medio de su representante, comparezcan a la audiencia
que en Cámara de Consejo, celebrará esta Corte de Apela-
ción el día viernes que contaremos a veintiscis (26) del mes
de octubre del año mil novecientos setenta y nueve (1979),
a las nueve (9) horas de la mañana, en su local sito en la
planta alta del Palacio de Justicia de la ciudad de Santiago
de los Caballeros, para explicarse contradictoriamente, sin
la asistencia de consejeros, acerca del debate de que está
apoderada esta Corte; QUINTO: En ambos casos se reser-
van las costas para fallarlas conjuntamente con el fondo";

Considerando, que la recurrente propone los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Violación del artículo
20 de la Ley de Casación en conexión con el artículo 141

del Código de Procedimiento Civil.— Segundo Medio: Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil
por ausencia total de motivos;

Considerando, que en el primer medio de su memorial,
la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la Corte
de Apelación de Santiago desconoció el mandato que le fue
conferido por la sentencia del 13 de enero del 1978 dictada
por la Suprema Corte de Justicia en la cual se insiste en
que se proceda a la celebración de un experticia; que en la
sentencia impugnada se expresa con precisión que se pro-
cede a interrogar expertos y no a profanos y a las partes
demandantes, personalmente; pero,

Considerando, que en la sentencia dictada por la Su-
prema Corte de Justicia el 13 de enero del 1978, que casó
la dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís del 9 de diciembre de 1976, se expresa lo siguiente:
"que cuando se casa una sentencia en su totalidad, como se
hizo en el caso ocurrente, por falta de 'pase legal, las Cortes
o los Juzgados ante los cuales se hace el envío, para esta-
blecer los hechos tienen plena potestad para emplear todos
los medios de prueba que sean legales para establecer esos
hechos"; "que la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís incurrió en la misma forma de actuación en que lo
había hecho la de San Cristóbal, aunque llegando a solu-
ciones distintas", puesto que "se ha limitado a edificar su
juicio por la vía de un simple examen de los documentos
preexistentes en el expediente del caso, pero sin medidas
adecuadas de instrucción qua el procedimiento civil, lo
mismo que la jurisprud‘ncia y la doctrina, permiten o re-
comiendan cuando se trata de establecer hechos de una na-
turaleza tal que requiera conocimientos técnicos especiales,
o una especial experiencia en la materia de que se trate";

Considerando, que lo transcrito precedentemente, ni el
dispositivo de la sentencia, revela que la Suprema Corte
de Justicia ordenara, específicamente, en el caso, a la Corte
de envío la celebración de un experticio ; como lo alega la



recurrente, para probar los hechos de la causa, lo que, por
otra parte, no procedía en el caso, por cuanto la sentencia
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís fue ca-
sada por falta de base legal, y en estos casos, como se ex-
presa en la sentencia de la Suprema Corte de Justicia antes
mencionada, la Corte de envío tiene la facultad de ordenar
la medida o las medidas de instrucción que crea pertinen-
tes para la mejor solución del case; que por tanto, la Corte
a-qua podía, como lo hizo, en la especie, disponer para esos
fines la celebración de un informativo; que, en consecuen-
cia, el primer medio del recurso carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de su recurso
la recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: que ella pro-
puso a la Corte a-qua un medio de inadmisión fundado en
el hecho de que "habiendo sucumbido tanto los demandan-
tes como el demandado, ninguna de las partes podía estar
en causa, por falta de interés", por lo que "este caso de re-
envío extraordinario configura únicamente la casación en
interés de la Ley"; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, rechazó, implícita-
mente, esas conclusiones de la recurrente al acoger las de
la contraparte tendentes a que se ordenara la celebración
de un informativo, medida de instrucción que persigue los
mismos fines que solicitada en sus conclusiones subsidia-
rias presentaban ante la Corte a-qua, sin que ésta tuviera
que dar motivos especiales al respecto; que, por tanto, el
segundo medio del recurso carece, también, de fundamento
y debe ser desestimado;

Por tales motivos, PrImero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Industrias Rodríguez, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santiago, dictada en sus
atribuciones civiles, el 9 de julio de 1979, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y Segun-
do: Condena a la recurrente al pago de las costas y las dis-

trae en provecho del Dr. Segismundo C. Taveras Lucas,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Rave-
lo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.- - Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario GeneraL

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

p

 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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recurrente, para probar los hechos de la causa, lo que, por
otra parte, no procedía en el caso, por cuanto la sentencia
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís fue ca-
sada por falta de base legal, y en estos casos, como se ex-
presa en la sentencia de la Suprema Corte de Justicia antes
mencionada, la Corte de envío tiene la facultad de ordenar
la medida o las medidas de instrucción que crea pertinen-
tes para la mejor solución del case; que por tanto, la Corte
a-qua podía, como lo hizo, en la especie, disponer para esos
fines la celebración de un informativo; que, en consecuen-
cia, el primer medio del recurso carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de su recurso
la recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: que ella pro-
puso a la Corte a-qua un medio de inadmisión fundado en
el hecho de que "habiendo sucumbido tanto los demandan-
tes como el demandado, ninguna de las partes podía estar
en causa, por falta de intités", por lo que "este caso de re-
envío extraordinario configura únicamente la casación en
interés de la Ley"; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, rechazó, implícita-
mente, esas conclusiones de la remitente al acoger las de
la contraparte tendentes a que se ordenara la celebración
de un informativo, medida de instrucción que persigue los
mismos fines que solicitada en sus conclusiones subsidia-
rias presentaban ante la Corte u-qua, sin que ésta tuviera
que dar motivos especiales al respecto; que, por tanto, el
segundo medio del recurso carece, también, de fundamento
y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Industrias Rodríguez, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santiago, dictada en sus
atribuciones civiles, el 9 de julio de 1979, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y Segun-
do: Condena a la recurrente al pago de las costas y las dis-

trae en provecho del Dr. Segismundo C. Taveras Lucas,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Rave-
lo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.- - Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario GeneraL

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
5 de agosto de 1977.

Materia: Civil.

Recurrentes: Fernando Tejad: Comprés y la Seguro: Pepin, S. A.
Ahogados: Dr. Salvador Jorge Blanco y Lic. Mara Ramos de Es-

trella.

Recurrido: Ana Luisa Burgas.
Ahogado:  Lic. Ramón B. Can la G.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, 14 Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidenta; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde cciebra SUS audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 8 del raes de abril del año 1981, años 138' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fernando
Tejada Comprés, dominicano, mayor de edad, propietario,
domiciliado y residente en Villa Tapia, y la Seguras Pepín,
S. A., con asiento legal en el edificio N9 122 de la calle
Restauración, Santiago de los Caballeros; contra sentencia
dictada en atribuciones civiles, el 5 de agosto de 1977, por
la Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo se copia
más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en lz lectura del rol;

Oído al Dr. Martín Cuello, en representación del Dr.
Salvador Jorge Blanco y Lic. María Ramos de Estrella, cé-
dulas 37108 y 66870, series 31 respectivamente, abogados de
los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. Ramón B. García G., cédula No 976, serie
47, abogado de la recurrida Ana Lucía Burgos, soltera, ma-
yor de edad, cédula No 21472, serie 47, domiciliada y resi-
dente en la Sección Jeremías del Municipio de La Vega,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de Casación de los recurrentes, del
9 de octubre de 1977, suscrito poi sus abogados;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 19 de
diciembre de 1977, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiefe, consta: a) que con motivo
de una demanda en reparación de daños y perjuicios, inter-
puesta por Ana Lucía Burgos contra los hoy recurrentes,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Salcedo dictó el 23 de noviembre de 1973, una sentencia
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Condena al
señor José Fernando Tejada Comprés al pago de una in-
demnización de Siete Mil Pesos Oro (RD$7,000.00) a título
de daños y perjuicios en sus condiciones de persona civil-
mente responsable, de los daños y perjuicios cometidos por
su chofer Eleuterio Antonio de la Cruz, al producirle la
muerte a José Lino Burgos, mientras trabajaba en un ca-
mión propiedad del demandado señor Tejada Comprés;
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Dios, Patria y Libertad,
República Donúnicana.

En Nombre de la República, 1.t Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidenta; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde reiebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 8 del mes de abril del año 1981, arios 138' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la :siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fernando
Tejada Comprés, dominicano, mayor de edad, propietario,
domiciliado y residente en Villa Tapia, y la Segurts Pepín,
S. A., con asiento legal en el edificio N9 122 de la calle
Restauración, Santiago de los Caballeros; contra sentencia
dictada en atribuciones civiles, el 5 de agosto de 1977, por
la Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo se copia
más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en le lectura del rol;

Oído al Dr. Martín Cuello, en representación del Dr.
Salvador Jorge Blanco y Lic. María Ramos de Estrella, cé-
dulas 37108 y 66870, series 31 respectivamente, abogados de
los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. Ramón B. García G., cédula N9 976, serie
47, abogado de la recurrida Ana Lucía Burgos, soltera, ma-
yor de edad, cédula N9 21472, serie 47, domiciliada y resi-
dente en la Sección Jeremías del Municipio de La Vega,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de Casación de los recurrentes, del
9 de octubre de 1977, suscrito po, sus abogados;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 19 de
diciembre de 1977, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes oue se mencionan más adelante y los artículos I,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiefe, consta: a) que con motivo
de una demanda en reparación de daños y perjuicios, inter-
puesta por Ana Lucía Burgos contra los hoy recurrentes,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Salcedo dictó el 23 de noviembra de 1973, una sentencia
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Condena al
señor José Fernando Tejada Comprés al pago de una in-
demnización de Siete Mil Pesos Oro (RD$7,000.00) a título
de daños y perjuicios en sus condiciones de persona civil-
mente responsable, de los daños y perjuicios cometidos por
su chofer Eleuterio Antonio de la Cruz, al producirle la
muerte a José Lino Burgos, mientras trabajaba en un ca-
mión propiedad del demandado señor Tejada Compres;
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Segundo: Condena al señor José Fernando Tejada Comprés
al pago de los intereses legales de dicha suma a partir de la
fecha de la demanda en justicia y a título de indemnización
suplementaria; Tercero: Declara la presente sentencia co-
mún y oponible a la compañía Seguros Pepín, S. A.; Cuarto:
Condena al señor José Fernando Tejada Comprés, y a la
compañía de Seguros. "Seguros Pepín, S. A.", al pago de
las costas del procedimiento, ordenando su distracción en
favor del Lic. Ramón B. García, abogado que afirma ha-
berles avanzado en su totalidad"; b) que sobre los recursos
interpuestos, la Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís dictó, el 25 de julio de 1974, una sentencia, cuyo
dispositivo es el siguiente: "Falla: Friolero: Confirma en
todas sus partes la sentencia de fecha 23 de noviembre del
año 1973, marcada con el N9 100, dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, la cual
fue apelada en fecha 9 del mes de enero del año 1974, por
los señores José Fernando Tejada Comprés y la Compañía
de Seguros Pepín, S. A.; Segundo: Rechaza las conclusiones
incidentales presentadas por la parte intimante por impro-
cedente e infundadas; Tercero: Se condena a los intimantes
José Fernando Tejada Comprés y Seguros Pepín, S. A., al
pago de las costas en favor del Lic. Ramón B. García G.,
quien afirma estarles avanzando en su totalidad"; c) que
sobre recurso de casación interpuesto por los hoy recurren-
tes, intervino el 4 de febrero de 1976, una sentencia de la
Suprema Corte de Justicia, cuyo dispositivo es el siguiente:
Primero: Casa en todas sus partes, la sentencia dictada el
25 de julio de 1974 en sus atribuciones civiles, por la Corte
de Apelación de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo, y envía el
asunto a la Corte de Apelación de La Vega, y Segundo:
Compensa las costas entre las partes; d) que apoderada por
envío, la Corte de Apelación de La Vega, pronunció la sen-
tencia impugnada en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto
a la forma, el presente recurso de apelación, por haber sido

hecho de acuerdo con todas las prescripciones legales; SE-
GUNDO: Rechaza las conclusiones de la parte demandada y
recurrente, José Fernando Tejada Compres y la Compañía
Seguros Pepín, S. A., por improcedente y mal fundada;
TERCERO: Acoge las conclusiones de la parte demandante
y recurrida, Ana Lucía Burgos, en su calidad de madre del
occiso José Lino Burgos, por ser justas y reposar en pruebas
legales; CUARTO: Confirma en consecuencia y en cuanto
al fondo, en todas sus partes, ja sentencia recurrida a ex-
cepción de la indemnización acordada la cual se modifica
y fija en la suma de Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00),
que es la que esta Corte estima justa para resarcir los da-
ños sufridos por la dicha parte demandante y apelada, Ana
Lucía Burgos, por la muerte de su hijo José Lino Burgos,
a consecuencia del accidente ocasionado por el camión pro-
piedad del demandado y manejado por su empleado Eleu-
terio Antonio de la Cruz; QUINTO: Condena a la parte de-
mandada e intimante José Fernando Tejada Comprés y la
Compañía Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas cau-
sadas y las declara distraídas en provecho del Licenciado
Ramón B. García G., quien afirmó haberles avanzado en
su totalidad";

Considerando, que los recurrentes, proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio de casación: Cuico
Medio: Mnla aplicación de la regla de la autoridad de la cosa
juzgada en lo penal sobre lo civil; Violación del derecho de
defensa y a las reglas de las pruebas y errónea motivación
y falta de base legal;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su único
medio de casación, los recurrentes alegan, que la demanda
Incoada contra José Fernando Tejada Comprés y en inter-
vención forzosa contra la Seguros Pepín, S. A., está basada
en la responsabilidad del comitente por el hecho del pre-
posé; que los impetrantes han ofrecido en todo momento
probar que en el presente caso no existía esa relación de
comitente a preposé, como se puece apreciar en las conclu-
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Segundo: Condena al señor José Fernando Tejada Comprés
al pago de los intereses legales de dicha suma a partir de la
fecha de la demanda en justicia y a título de indemnización
suplementaria; Tercero: Declara la presente sentencia co-
mún y oponible a la compañía Seguros Pepín, S. A.; Cuarto:
Condena al señor José Fernando Tejada Comprés, y a la
compañía de Seguros, "Seguros Pepín, S. A.", al pago de
las costas del procedimiento, ordenando su distracción en
favor del Lic. Ramón B. García, abogado que afirma ha-
berles avanzado en su totalidad"; b) que sobre los recursos
interpuestos, la Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís dictó, el 25 de julio de 1974, una sentencia, cuyo
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Confirma en
todas sus partes la sentencia de fecha 23 de noviembre del
año 1973, marcada con el N9 100, dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, la cual
fue apelada en fecha 9 del mes de enero del año 1974, por
los señores José Fernando Tejada Comprés y la Compañía
de Seguros Pepín, S. A.; Segundo: Rechaza las conclusiones
incidentales presentadas por la parte intimante por impro-
cedente e infundadas; Tercero: Se condena a los intimantes
José Fernando Tejada Comprés y Seguros Pepín, S. A., al
pago de las costas en favor del Lic. Ramón B. García G.,
quien afirma estarles avanzando en su totalidad"; c) que
sobre recurso de casación interpuesto por los hoy recurren-
tes, intervino el 4 de febrero de 1976, una sentencia de la
Suprema Corte de Justicia, cuyo dispositivo es el siguiente:
Primero: Casa en todas sus partes, la sentencia dictada el
25 de julio de 1974 en sus atribuciones civiles, por la Corte
de Apelación de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo, y envía el
asunto a la Corte de Apelación de La Vega, y Segundo:
Compensa las costas entre las partes; d) que apoderada por
envío, la Corte de Apelación de La Vega, pronunció la sen-
tencia impugnada en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto
a la forma, el presente recurso de apelación, por haber sido

hecho de acuerdo con todas las prescripciones legales; SE-
GUNDO: Rechaza las conclusiones de la par te demandada y
recurrente, José Fernando Tejada Comprés y la Compañia
Segures Pepín, S. A., por improcedente y mal fundada;
TERCERO: Acoge las conclusiones de la parte demandante
y recurrida, Ana Lucía Burgos, en su calidad de madre del
occiso José Lino Burgos, por ser justas y reposar en pruebas
legales; CUARTO: Confirma en consecuencia y en cuanto
al fondo, en todas sus partes, la sentencia recurrida a ex-
cepción de la indemnización acordada la cual se modifica
y fija en la suma de Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00),
que es la que esta Corte estima justa para resarcir los da-
ños sufridos por la dicha parte demandante y apelada, Ana
Lucía Burgos, por la muerte de su hijo José Lino Burgos,
a consecuencia del accidente ocasionado por el camión pro-
piedad del demandado y manejado por su empleado Eleu-
terio Antonio de la Cruz; QUINTO: Condena a la parte de-
mandada e intimante José Fernando Tejada Comprés y la
Compañía Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas cau-
sadas y las declara distraídas en provecho del Licenciado
Ramón B. García G., quien afirmó haberlos avanzado en
su totalidad";

Considerando, que los recurrentes, proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio de casación: Unico
Medio: Mala aplicación de la regla de la autoridad de la cosa
juzgada en lo penal sobre lo civil; Violación del derecho de
defensa y a las reglas de las pruebas y errónea motivación
y falta de base legal;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su único
medio de casación, los recurrentes alegan, que la demanda
incoada centra José Fernando Tejada Comprés y en inter-
vención forzosa contra la Seguros Pepín, S. A., está basada
en la responsabilidad del comitente por el hecho del pre-
posé; que los impetrantes han ofrecido en todo momento
probar que en el presente caso no existía esa relación de
comitente a preposé, como se puece apreciar en las conclu-
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alones presentadas ante la Corte a-gua, en las cuales entre
otras cosas solicitamos: "Tercero: Sea dada acta de que el
señor José Fernando Tejada Comprés y Seguros Pepín, S.
A., ofrecen probar: Que el señor Eleuterio Antonio de la
Cruz ejercía sus funciones independientemente y sin subor-
dinación; Cuarto: Sea ordenado por tanto un informativo
ordinario para probar por testigos el hecho indicado ante-
riormente; Quinto: Sea ordenada la comparecencia personal
del señor Eleuterio Antonio de a Cruz para que explique
sobre ese mismo hecho, siendo conseante en nue.stra Juris-
prudencia que se pueda ordenar la comparecencia de un
tercero"; que por su sentencia de fecha 5 de agosto de 1977,
la Corte a-qua expresa de una manera tajante, que esos he-
chos han sido probados y rechazó nuestras peticiones ba-
sándose en que los mismos habían sido comprobados, con
las declaraciones dadas en la jurisdicción penal; que el
principio de la autoridad de la cosa irrevocablemente juz-
gada en lo penal sobre lo civil tiene un ámbito limitado so-
lamente en las constataciones que son imprescindibles y
necesarias para la solución del proceso penal, pero no ten-
dría dicha autoridad la cosa juzgada en lo penal sobre lo
civil en las comprobaciones que no son necesarias para la
solución del proceso penal, como lo serían quien es comi-
tente, quién es presosé, etc., etc., que por tanto, si en lo
penal ha habido declaraciones que revelan que el patrono
del conductor es José Fernando Tejada Comprés proceso en
que éste último no ha figurado en el proceso civil que se
interpone contra dicho señor y éste ofrecer probar que él
no es el patrono o comitente del chofer é:el accidente, en
buen derecho no podía rechazarse esa petición, porque, ade-
más de que el demandado no figuró en el proceso penal,
esas comprobaciones no tienen autoridad sobre lo civil; que
por todo lo anterior consideramos que la Corte a-qua estuvo
errada al decir que los hechos estaban comprobados, toman-
do corno base para tal decisión las declaraciones efectuadas
en el proceso penal donde no se le dio oportunidad a los
berpetrantes de presentar sus medios de defensa, tal como
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lo han solicitado reiteradamente en el proceso civil y en
consecuencia la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la Corte a-qu& rechazó por frustratorias,
las medidas de instrucción solicitadas por los hoy recurren-
tes, bajo el fundamento de las declaraciones presentadas
ante funcionarios judiciales por Eleuterio Antonio de la
Cruz y Francisco A. Liriano y Domingo Martínez, en oca-
sión del proceso penal., en el cual intervino una sentencia
con la autoridad de la cosa juzgada y se imponen a la juris-
dicción civil en cuanto a la prueba de la relación de comi-
tente a preposé;

Considerando, que tal y como sostienen los recurrentes
la calidad de empleado de José Fernando Tejada Comprés
de Eleuterio Antonio de la Cruz en la jurisdicción represiva
en ocasión del proceso penal no le es oponible al primero
por el solo hecho de que haya declaraciones presentadas en
el mismo, ni a la Compañía Aseguradora Seguros Pepín,
S. A., en razón de que ellos no figuraban corno partes en
el proceso penal y en consecuencia la autoridad de la cosa
irrevocableme,,te juzgada en lo penal no puede extenderse
a lo civil, para impedir a los hoy recurrentes hacer la prue-
ba mediante las medidas de instrucción solicitadas, de que
no existe relación de comitente a preposé entre el recurren-
te y el chofer culpable del accidente, que por tanto, al re-
chazar la Corte a-qua, las medidas de instrucción solicita-
das, hizo una errada aplicación del principio de autoridad
de la cosa irrevocablemente juzgada en lo penal sobre lo
civil y violó el derecho de defensa de los hoy recurrentes
razón por la cual la sentencia impugnada debe ser casada;

Por tales motivos Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones civiles el 5 de agosto de 1977, por la Corte
de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo aparece copiado
en otro lugar del presente fallo y envía el asunto por ante
la Corte de Apelación de Santiago en las mismas atribucio-
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siones presentadas ante la Corte a-qua, en las cuales entre
otras cosas solicitamos: "Tercero: Sea dada acta de que el
señor José Fernando Tejada Comprés y Seguros Pepín, S.
A., ofrecen probar: Que el señor Eleuterio Antonio de la
Cruz ejercía sus funciones independientemente y sin subor-
dinación; Cuarto: Sea ordenado por tanto un informativo
ordinario para probar por testigos el hecho indicado ante-
riormente; Quinto: Sea ordenada la comparecencia personal
del señor Eleuterio Antonio de	 Cruz para que explique
sobre ese mismo hecho, siendo conseante en nuestra Juris-
prudencia que se pueda ordenar la comparecencia de un
tercero"; que por su sentencia de fecha 5 de agosto de 1977,
la Corte a-qua expresa de una manera tajante, que esos he-
chos han sido probados y rechazó nuestras peticiones ba-
sándose en que los mismos habían sido comprobados, con
las declaraciones dadas en la jurisdicción penal; que el
principio de la autoridad de la cosa irrevocablemente juz-
gada en lo penal sobre lo civil tiene un ámbito limitado so-
lamente en las constataciones que son imprescindibles y
necesarias para la solución del proceso penal, pero no ten-
dría dicha autoridad la cosa juzgada en lo penal sobre lo
civil en las comprobaciones que no son necesarias para la
solución del proceso penal, como lo serian quien es comi-
tente, quién es presosé, etc., etc., que por tirito, si en lo
penal ha habido declaraciones que revelan que el patrono
del conductor es José Fernando Tejada Comprés proceso en
que éste último no ha figurado en el proceso civil que se
interpone contra dicho señor y éste ofrecer probar que él
no es el patrono o comitente del chofer fel accidente, en
buen derecho no podía rechazarle esa petición, porque, ade-
más de que el demandado no figuró cr el proceso penal,
esas comprobaciones no tienen autoridad sobre lo civil; que
por todo lo anterior consideramos que la Corte a-qua estuvo
errada al decir que los hechos estaban comprobados, toman-
do como base para tal decisión las declaraciones efectuadas
en el proceso penal donde no se le dio oportunidad a los
bripetrantes de presentar sus medios de defensa, tal como

lo han solicitado reiteradamente en el proceso civil y en
consecuencia la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la Corte a-qua. rechazó por frustratorias,
las medidas de instrucción solicitadas por los hoy recurren-
tes, bajo el fundamento de las declaraciones presentadas
ante funcionarios judiciales por Eleuterio Antonio de la
Cruz y Francisco A. Liriar,o y Domingo Martínez, en oca-
sión del proceso penal, en el cual intervino una sentencia
con la autoridad de la cosa juzgada y se imponen a la juris-
dicción civil en cuanto a la prueba de la relación de comi-
tente a preposé;

Considerando, que tal y como sostienen los recurrentes
la calidad de empleado de José Fernando Tejada Comprés
de Eleuterio Antonio de la Cruz en la jurisdicción represiva
en ocasión del proceso penal no le es oponible al primero
por el solo hecho de que haya declaraciones presentadas en
el mismo, ni a la Compañía Aseguradora Seguros Pepín,
S. A., en razón de que ellos no figuraban como partes en
el proceso penal y en consecuencia la autoridad de la cosa
irrevocablemente juzgada en lo penal no puede extenderse
a lo civil, para impedir a los hoy recurrentes hacer la prue-
ba mediante las medidas de instrucción solicitadas, de que
no existe relación de comitente a prepuse entre el recurren-
te y el chofer culpable del accidente, que por tanto, al re-
chazar la Corte a-qua, las medidas de instrucción solicita-
das, hizo una errada aplicación del principio de autoridad
de la cosa irrevocablemente juzgada en lo penal sobre lo
civil y violó el derecho de defensa de los hoy recurrentes
razón por la cual la sentencia impugnada debe ser casada;

Por tales motivos Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones civiles el 5 de agosto de 1977, por la Corte
de Apelación de La. Vega, cuyo dispositivo aparece copiado
en otro lugar del presente fallo y envía el asunto por ante
la Corte de Apelación de Santiago en las mismas atribucio-



664	 BOLETIN JUDICIAL.

nes; Segundo: Condena a Ana Lucía Burgos al pago de las
costas.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Becas.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—

Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 11 de febrero de 1976.

Materia: Correcional,

Recurrente:: Rafael Estévez y Ramón María Blanco.
Abogados: Dres. Ramón A. fieras y Luis Bircann Rojas.

Recurrido: Ulises Polanco Morales.
Abogada: Dr. Virgilio A. Guzmán Arias.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente: Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional.
hoy día 8 de abril del 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Estévez, soltero, mayor de edad, dominicano, maestro cons-
tructor, domiciliado y residente en la ciudad de Santiago
de los Caballeros y Ramón María Banco, dominicano, ma-
yor de edad, maestro constructor, portador de la cédula de
identidad M 562666, serie 31 y el primero INIQ 8459, serie
31, el segundo, contra sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, el 11 de febrero de 1976, por la Corte de
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nes; Segundo: Condena a Ana Lucía Burgos al pago de las
costas.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo. 'de
fecha 11 de febrero de 1976.

Materia: Correcional.

Recurrentes: Rafael Estévez y Ramón María Blanco.
Abogados: Dres. Ramón A. l3eras y Luis Bírcann Rojas.

Recurrido: Ulises Polanco Morales.
Ahogada: Dr. Virgilio A. Guzmán Arias.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
lin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente: Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional.
hoy día 8 de abril del 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Estévez, soltero, mayor de edad, dominicano, maestro cons-
tructor, domiciliado y residente en la ciudad de Santiago
de los Caballeros y Ramón María Banco, dominicano, ma-
yor de edad, maestro constructor, portador de la cédula de
identidad 119 562666, serie 31 y el primero N° 8459, serie
31, el segundo, contra sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, el 11 de febrero de 1976, por la Corte de

•
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Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Martín Cuello en representación de los
Doctores Ramón A. Veras y Luis Bircann Rojas, abogados
de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Virgilio Guzmán Arias, cédula N 9 32123,
serie 31, abogado del recurrido Ulises Polanco Morales, do-
minicano, portador de la cédula personal NO 7021, serie 39,
domiciliado y residente en Santiago (Gurabo), en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de ]os recurrentes, de fecha 4 de
noviembre de 1976, suscrito por sus abogados en el cual se
proponen contra la sentencia recurrida los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de Ulises Polanco Mora-
les recurrido, de fecha 23 de marzo de 1977, suscrito por
su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se examinan más adelante y los artículos 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en cobro de pesos en daños y
perjuicios por ruptura abusiva de contrato, incoada por los
hoy recurrentes contra Ulises Polanco Morales, la Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo, de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Santiago, dictó el 29 de mayo de 19/3 una sentencia con
el siguiente dispositivo: 'Falla: Primero: Rechaza la deman-
da intentada por los Sres. Rafael B. Estévez y Ramón Ma-

ría Blanco contra el Sr. Ulises Polanco, por improcedente
y mal fundada; Segundo: Condena a la parte que sucumbe
al pago de las costas, ordenando su distracción en provecho
del Dr. Clyde Eugenio Rosario, quien ha afirmado haberlas
avanzado en su mayor parte'; b) que sobre recurso de ape-
lación interpuesto por los hoy recurrentes, intervino el
fallo ahora impugnado en casación con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido, en cuan-
to a la forma, el presente recurso de apelación interpuesto
por los señores Rafael B. Estévez y Ramón María Blanco,
contra sentencia comercial dictada en fecha veintinueve
(29) del mes de mayo del año mil novecientos setenta y
tres (1973), por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo
figura copiado en otro lugar de esta decisión;— SEGUNDO:
Rechaza, en cuanto al fondo, el presente recurso de apela-
ción, por improcedente y mal fundado; acoge, las conclusio-
nes de la parte intimada señor Ulises Polanco Morales, y
como consecuencia, confirma la sentencia recurrida en to-
das sus partes;— TERCERO: Condena a los señores Rafael
B. Estévez y Ramón María Blanco al pago de las costas de
la presente instancia y ordena la distracción de las mismas
en provecho del Doctor Clyde Eugenio Rosario, abogado,
quien afirmó estarlas avanzando en su mayor parte";

Considerando, que contra la sentencia impugnada los
recurrentes proponen los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Mala aplicación del artículo 1793 del Código
Civil, falta de motivos sobre los hechos que demuestran
ese vicio; Segundo Medio: Falta de motivos al rechazar la
demanda en daños y perjuicios;

Considerando, que en el desenvolvimiento de sus dos
medios de casación que por su estrecha relación se reúnen
para su examen los recurrentes alegan en síntesis: 1 9, que
basta el texto del artículo 1793 del Código de Procedimiento
Civil para convencerse de que el aumento de precio que
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Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Martín Cuello en representación de los
Doctores Ramón A. Veras y Luis Bircann Rojas, abogados
de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Virgilio Guzmán Arias, cédula N9 32123,
serie 31, abogado del recurrido Ulises Polanco Morales, do-
minicano, portador de la cédula personal N 9 7021, serie 39,
domiciliado y residente en Santiago (Gurabo), en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de los recurrentes, de fecha 4 de
noviembre de 1976, suscrito por sus abogados en el cual se
proponen contra la sentencia recurrida los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de Ulises Polanco Mora-
les recurrido, de fecha 23 de marzo de 1977, suscrito por
su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se ex2minan más adelante y los artículos 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en cobro de pesos en daños y
perjuicios por ruptura abusiva de contrato, incoada por los
hoy recurrentes contra Ulises Polanco Morales, la Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo, de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Santiago, dictó el 29 de mayo de 1973 una sentencia con
el siguiente dispositivo: 'Falla: Primero: Rechaza la deman-
da intentada por los Sres. Rafael 13. Estévez y Ramón Ma-
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ría Blanco contra el Sr. Ulises Polanco, por improcedente
y mal fundada; Segundo: Condena a la parte que sucumbe
al pago de las costas, ordenando su distracción en provecho
del Dr. Clyde Eugenio Rosario, quien ha afirmado haberlas
avanzado en su mayor parte'; b) que sobre recurso de ape-
lación interpuesto por los hoy recurrentes, intervino el
fallo ahora impugnado en casación con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido, en cuan-
to a la forma, el presente recurso de apelación interpuesto
por los señores Rafael B. Estévez y Ramón María Blanco,
contra sentencia comercial dictada en fecha veintinueve
(29) del mes de mayo del año mil novecientos setenta y
tres (1973), por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo
figura copiado en otro lugar de esta decisión;— SEGUNDO:
Rechaza, en cuanto al fondo, el presente recurso de apela-
ción, por improcedente y mal fundado; acoge, las conclusio-
nes de la parte intimada señor Ulises Polanco Morales, y
como consecuencia, confirma la sentencia recurrida en to-
das sus partes;— TERCERO: Condena a los señores Rafael
B. Estévez y Ramón María Blanco al pago de las costas de
la presente instancia y ordena la distracción de las mismas
en provecho del Doctor Clyde Eugenio Rosario, abogado,
quien afirmó estarlas avanzando en su mayor parte";

Considerando, que contra la sentencia impugnada los
recurrentes proponen los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Mala aplicación del artículo 1793 del Código
Civil, falta de motivos sobre los hechos que demuestran
ese vicio; Segundo Medio: Falta de motivos al rechazar la
demanda en daños y perjuicios;

Considerando, que en el desenvolvimiento de sus dos
medios de casación que por su estrecha relación se reúnen
para su examen los recurrentes alegan en síntesis: r, que
basta el texto del artículo 1793 del Código de Procedimiento
Civil para convencerse de que el aumento de precio que
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prohibe es el que se refiere a aumento de la mano de obra
o del material o por cambios o ampliaciones hc chas en di-
cho plan, en nuestro caso, el suplcmento de precio no se
basa en modificaciones, sino en el hecho de que la obra
fue mal cubicada o calculada, como se demostró por la cons-
trucción de un Ingeniero de Obras Públicas, en electo ni
aunque hipotéticamente se tratara de modificaciones en la
ejecución del contrato estaría prohibido el aumento de pre-
cio, porque en el contrato sólo se hizo un plan sintético,
elemental, porque el señor Ulises Polanco M., no es propie-
tario del terreno donde se ejecutó la obra, porque no se
trata de un edificio; b) que para rechazar esta demanda, la
Corte a-qua sólo dijo: "que al no haber cometido ninguna
falta -el señor Ulises Polanco que le causara daño> y per-
juicios a los señores Rafael B. Estévez y Ramón Mario
Polanco, y al no haber éste incumplido el contrato suscrito
con los hoy intimantes, no procede que se le acuerde nin-
guna indemnización a los mencionados recurrentes, por no
haber éstos experimentado ningún daño o perjuicio como
consecuencia de la violación del contrato o de alguna falta
cometida por el intimado Ulises Polanco Morales", que siem-
pre hemos afirmado que la querella fue puesta por el de-
mandado con la finalidad de autorizar a los retuales deman-
dantes para hacerlos desistir de sus reclamaciones y aunque
se le quiera dar el carácter de acto intencional, siempre
constituiría una falta que ha tenido relación de causalidad
con los daños sufridos por los impetrantes en su honor y
condenación, que además esta demanda no fue basada en
alegato de violación de contrato como lo tergiversa la Corte
a-qua, sino en la responsabilidad contractual derivada de la
querella temeraria; pero,

Considerando, que la regla consignada por el artículo
1793 del Código Civil cuando establece que el arquitecto o
contratista encargado de la construcción o destajo de un
edificio basado en un plan determinado y convenido con el
propietario del terreno, no podrá pedir un aumento de pre-
cio bajo el pretexto de aumento de mano de obra o mate-

rial ni por cambio o ampliaciones a dicho plan, a menos que
existta autorización por escrito del propietario, es aplica-
tivo en el presente caso; ya que la misma no es más que la
consignación de un principio de derecho común establecido
por el artículo 1143 del Código Civil, el cual establece "que
las convenciones legalmente formadas tienen fuerza de ley
entre las partes y no pueden ser revocadas o modificadas
nor mutuo consentimiento, que en la especie contrariamente
a lo alegado el contrato intervenido entre las partes, el 19
de octubre de 1971, contiene las especificaciones de la obra
a realizar y el precio convenido entre las partes, que en
consecuencia, cualquier aumento en el precio de la misma,
no podía realizarse, sino mediante el convenio o acuerdo
convenido con él, lo que no ocurrió en el presente caso, que
por tanto, el alegato contra el medio que se examina carece
de fundamento y debe ser desestimado";

Considerando, en cuanto al alegato No 2, que el exa-
men del fallo impugnado pone de manifiesto que la Corte
a-qua. para rechazar la demanda en daños y perjuicios in-
coada por los actuales recurrentes y fallar como lo hizo,
dio por establecido mediante la ponderación de los elemen-
tos de prueba sometidos al debate lo siguiente: a) que en
fecha 19 de octubre de 1971, Rafael B. Estévez y Ramón
María Blanco de una parte, y el señor Ulises Polanco Mo-
rales de la otra parte, celebraron un contrato escrito, me-
diante el cual los primeros se comprometieron con el se-
gundo a construir una cisterna en el Hotel Malura, propie-
dad del Estado Dom inicano, y sobre el cual el señor Ulises
Polanco tiene un contrato de arrendamiento, por el precio
convenido los RDS4,000.00; b) que el señor Ulises Polanco
pagó la totalidad del precio convenido los RD$4,000.00 a los
contratistas ya mencionados; y c) que Rafael B. Estévez
y Ramón María Blanco, no cumplieron con lo convenido, al
recibir la totalidad de la suma er. que había sido pactada
la construcc i ón de la obra y no terminarla dentro del tiem-
po estipulado en el contrato ni fuera de él; para concluir
expresando: "IQ que los contratistas no pueden pretender
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prohibe es el que se refiere a aumento de la mano de obra
o del material o por cambios o ampliaciones hechas en di-
cho plan, en nuestro caso, el suplemento de precio no se
basa en modificaciones, sino en el hecho de que la obra
fue mal cubicada o calculada, como se demostró por la cons-
trucción de un Ingeniero de Obras Públicas, en efecto ni
aunque hipotéticamente se tratara de modificaciones en la
ejecución del contrato estaría prohibido el aumento de pre-
cio, porque en el contrato sólo se hizo un plan sintético,
elemental, porque el señor Ulises Polanco M., no es propie-
tario del terreno donde se ejecutó la obra, porque no se
trata de un edificio; b) que para rechazar esta demanda, la
Corte a-qurd sólo dijo: "que al no haber cometido ninguna
falta el señor Ulises Polanco que le causara daños y per-
juicios a los señores Rafael B. Estévez y Ramón Marío
Polanco, y al no haber éste incumplido el contrato suscrito
con los hoy intimantes, no procede que se le acuerde nin-
guna indemnización a los mencionados recurrentes, por no
haber éstos experimentado ningún daño o perjuicio como
consecuencia de la violación del contrato o de alguna falta
cometida por el intimado Ulises Polanco Morales", que siem-
pre hemos afirmado que la querella fue puesta por el de-
mandado con la finalidad de autorizar a los ? etu ales deman-
dantes para hacerlos desistir de sus reclamaciones y aunque
se le quiera dar el carácter de acto intencional, siempre
constituiría una falta que ha tenido relación de causalidad
con los daños sufridos por los impetrantes en su honor y
condenación, que además esta demanda no fue basada en
alegato de violación de contrato como lo tergversa la Corte
a-qua, sino en la responsabilidad contractual derivada de la
querella temeraria; pero,

Considerando, que la regla consignada por el artículo
1793 del Código Civil cuando establece que el arquitecto o
contratista encargado de la construcción o destajo de un
edificio basado en un plan determinado y convenido con el
propietario del terrena, no podrá pedir un aumento de pre-
cio bajo el pretexto de aumento de mano de obra o mate-ate

rial ni por cambio o ampliaciones a dicho plan, a menos que
existta autorización por escrito del propietario, es aplica-
tivo en el presente caso; ya que la misma no es más que la
consignación de un principio de derecho común establecido
por el artículo 1143 del Código Civil, el cual establece "que
las convenciones legalmente formadas tienen fuerza de ley
entre las partes y no pueden ser revocadas o modificadas
por mutuo consentimiento, que en la especie contrariamente
a lo alegado el contrato intervenido entre las partes, el 19
de octubre de 1971, contiene las especificaciones de la obra
a realizar y el precio convenido entre las partes, que en
consecuencia, cualquier aumenta en el precio de la misma,
no podía realizarse, sino mediante el convenio o acuerdo
convenido con él, lo que no ocurrió en el presente oso, que
por tanto, el alegato contra el medio que se examina carece
de fundamento y debe ser desestimado";

'Considerando, en cuanto al alegato N9 2, que el exa-
men del fallo impugnado pone de manifiesto que la Corte
a-qua, para rechazar la demanda en daños y perjuicios in-
coada por los actuales recurrentes y fallar como lo hizo,
dio por establecido mediante la ponderación de los elemen-
tos de prueba sometidos al debate lo siguiente: a) que en
fecha 19 de octubre de 1971, Rafael B. EstZ.•vez y Ramón
María Blanco de una parte, y el señor Ulises Polanco Mo-
rales de la otra parte, celebraron un contrato escrito, me-
diante el cual los primeros se comprometieron con el se-
gundo a construir una cisterna en el Hotel Matum, propie-
dad del Estado Dom i nicano, y sobre el cual el señor Ulises
Polanco tiene un contrato de arrendamiento, por el precio
convenido los RDS4,000.00; b) que el señor Ulises Polanco
pagó la totalidad del precio convenido los RD$4,000.00 a los
contratistas ya mencionados; y c) que Rafael B. Estévez
y Ramón María Blanco, no cumplieron con lo convenido, al
recibir la totalidad de la suma er. que había sido pactada
la construcc ión de la obra y no terminarla dentro del tiem-
po estipulado en el contrato ni fuera de él; para concluir
expresando: "l e que los contratistas no pueden pretender
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que el Tribunal le fije suma adicional a la suma original
de RD$4,000.00 en que fue contratada :a obra por no existir
ninguna prueba escrita que modifique el precio original;
y 29 , que al no haber cometido falta, el señor Ulises Polan-
co, por no haber incumplido el contrato con los hoy recu-
rrentes, no ha podido causarle dañas y perjuicios y no pro-
cede que se le acuerde indemnización alguna; que por lo
antes expuesto se evidencia que el fallo impugnado contie-
ne motivos suficientes y pertinentes que justifican su dis-
positivo, razón por la cual los alegatos contenidos en el
medio que se examina también, carecen de fundamentos y
deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael B. Estévez y Ramón María
Blanco, contra sentencia dictada, en atribuciones comercia-
les, el 11 de febrero de 1976 por la Corte de Apelación de
Santiago, cuyo dispositivo aparee copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena a Rafael B. Esté-
vez y Ramón María Blanco al pago de las costas, ordenando
su distracción en provecho del Dr. Virgilio Antonio Guz-
mán Arias, abogado del recurrido quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad.

•

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Al-
varez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.-
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y frmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha
15 de noviembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José del Carmen Caba Toribio, Juan Rafael Reyes
Espaillat y la Phoenix Assurance Company.

Abogado: Dr. Osiris Rafael Isidor.

Intervinientes: Elena E. Cepeda de Núñez, Edilio A. Bernabé
Núñez.

Abogados: de Elena E. Cepeda de Núñez, Dr. Jaime Cruz Tejada;
de Edilio A. Bernabé Núñez, Dr. Clyde E. Rosario

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 de abril del 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José del Carmen Ceba Toribio, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, mecánico, domiciliado en la calle San-
tiago del Municipio de Villa Bisonó, Provincia de Santiago,
cédula NQ 624, serie 96; Juan Rafaael Reyes Espaillat, domi-
nicano, mayor de edad, domiciliado en la calle N° 37 casa
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que el Tribunal le fije suma adicional a la suma original
de RDS4,000.00 en que fue contrattda :a obra por no existir
ninguna prueba escrita que modifique el precio original;
y 29, que al no haber cometido falta, el señor Ulises Polan-
co, por no haber incumplido el contrato con los hoy recu-
rrentes, no ha podido causarle daños y perjuicios y no pro-
cede que se le acuerde indemnización alguna; que por lo
antes expuesto se evidencia que el fallo impugnado contie-
ne motivos suficientes y pertinentes que justifican su dis-
positivo, razón por la cual los alegatos contenidos en el
medio que se examina también, carecen de fundamentos y
deben ser desestimados; 	 41.

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael B. Estévez y Ramón María
Blanco, contra sentencia dictada, en atribuciones comercia-
les, el 11 de febrero de 1976 por la Corte de Apelación de
Santiago, cuyo dispositivo apare:e copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena a Rafael B. Esté-
vez y Ramón María Blanco al pago de las cestas, ordenando
su distracción en provecho del Dr. Virgilio Antonio Guz-
mán Arias, abogado del recurrido quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rejas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.--
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y frmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha
15 de noviembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José del Carmen Caba Toribio, Juan Rafael Reyes
Espaillat y la Phoenix Assurance Company.

Abogado: Dr. Osiris Rafael Isidor.

Intervinientes: Elena E. Cepeda de Núñez, Edilio A. Bernabé
Núñez

Abogados: de Elena E. Cepeda de Núñez, Dr. Jaime Cruz Tejada;
de Edilio A. Bcrnabé Núñez, Dr. Clyde E. Rosario

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Francisco Elpiclio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 de abril del 1981, años 138'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Ctsación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José del Carmen Caba Toribio, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, mecánico, domiciliado en la calle San-
tiago del Municipio de Villa Disonó, Provincia de Santiago,
cédula N9 624, serie 96; Juan Ftafaael Reyes Espaillat, domi-
nicano, mayor de edad, domiciliado en la calle 1\19 37 casa
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N9 15, Las Colinas, de la ciudad de Santiago, y la Phoenix
Assurance Company, representada por la Centro de Segu-
ros La Popular, C. por A., domiciliada en la Gustavo Mejía
Ricart N9 61 de esta ciudad, contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones co-
rreccionales, el 15 de noviembre de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Jaime Cruz Tejado, cédula N9 6001, serie

45, abogado de la interviniente Elena Emperatriz Cepeda de
Núñez, dominicana, mayor de edad, casala, lomiciliada en
el Municipio de Villa Bisonó, cédula N 9 2401, serie 33, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jaime
Cruz Tejada, en representación del Dr. Clyde Eugenio Ro-
sario, cédula N9 47910, serie 31, abogado del interviniente
Edilio Antonio Bernabé Núñez C., dominicano, mayor de
edad, casado, comerciante, domiciliado en Villa Bisonó,
Santiago, cédula N9 3845, serie 33;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría dé
la Corte a-qua el 27 de abril de 1978, a requerimiento del
Dr. Osiris Isidor, cédula N 9 5030, serie 31, en representa-
ción de los recurrentes, en la cual no se propone, contra la
sentencia impugnada, ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 12 de marzo
de 1979, suscrito por el Dr. Osiris Rafael Isidor V., cédula
N9 5030, serie 31, en el cual se propone el medio que se
indica más adelante;

Visto el escrito de la interviniente Elena Emperatriz
Cepeda de Núñez, del 12 de mano de 1979, suscrito por su
abogado;

Visto el escrito de defensa del interviniente Edilio An-
tonio B. Núñez C., del 12 de marzo de 1979, firmado por
su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
autopista Duarte, Municipio de Villa Bisonó, el 25 de marzo
de 1976, en el cual una persona resultó muerta y otra con
lesiones corporales, la Tercera Cimera Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago dictó
el 10 de junio de 1977, una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante, inserto en el de la ahora impugnada;
b) que sobre las aplicaciones interpuestas, intervino el 15
de noviembre de1977 el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido en la forma el recurso de apelación incoado
por el Dr. Osiris Isidor, actuando a nombre y representa-
ción de José del Carmen Caba o Toribio (prevenido); Juan
Reyes Espaillat persona civilmente demandada y la Cía. de
Seguros "Phoenix Assurance Company", contra sentencia
N9 229 de fecha diez (10) del mes de junio del año mil
novecientos setenta y siete (1977), dictada por la Tercera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia de este
Distrito Judicial, cuyo dispositivo es el siguiente: Primero:
Que debe declarar como en efecto declara al nombrado
José del Carmen Toribio, culpable de violar los Arts. 65 y
61 1 letra a), de la Ley sobre tránsito terrestre de vehículos
de motor, en consecuencia de su reconocida culpabilidad lo
debe coindenar y condena al pago de una multa de RDS50.-
00 (Cincuenta pesos oro), por el hecho delictuoso puesto a
su cargo; Segundo: Que debe declarar como buena y válida
en cuanto a la constitución en parte civil hecha por Ata-
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No 15, Las Colinas, de la ciudad de Santiago, y la Phoenix
Assurance Company, representada por la Centro de Segu-
ros La Popular, C. por A. domiciliada en la Gustavo Mejía
Ricart No 61 de esta ciudad, contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones co-
rreccionales, el 15 de noviembre de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Jaime Cruz Tejada, cédula No 6001, serie

45, abogado de la interviniente Elena Emperatriz Cepeda de
Núñez, dominicana, mayor de edad, casala, lomiciliada en
el Municipio de Villa Disonó, cédula No 2401, serie 33, en
la lectura de sus conclus:ones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jaime
Cruz Tejada, en representación del Dr. Clyde Eugenio Ro-
sario. cédula No 47910, serie 31, abogado del interviniente
Edilio Antonio Bernabé Núñez C., dominicano, mayor de
edad, casado, comerciante, domiciliado en Villa Bisonó,
Santiago, cédula No 3845, serie 33;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-quz.. el 27 de abril de 1978, a requerimiento del
Dr. Osiris Isidor, cédula No 5030, serie 31, en representa-
ción de los recurrentes, en la cual no se propone, contra la
sentencia impugnada, ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 12 de marzo
de 1979, suscrito por el Dr. Osins Rafael Isidor V., cédula
No 5030, serie 31, en el cual se propone el medio que se
indica más adelante;

Visto el escrito de la interviniente Elena Emperatriz
Cepeda de Núñez, del 12 de marzo de 1979, suscrito por su
abogado;
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Visto el escrito de defensa del interviniente Edilio An-
tonio B. Núñez C., del 12 de marzo de 1979, firmado por
su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
autopista Duarte, Municipio de Villa Bisonó, el 25 de marzc
de 1976, en el cual una persona resultó muerta y otra con
lesiones corporales, la Tercera Wmara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago dictó
el 10 de junio de 1977, una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante, inserto en el de la ahora impugnada;
b) que sobre las aplicaciones interpuestas, intervino el 15
de noviembre de1977 el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido en la forma cl recurso de apelación incoado
por el Dr. Osiris Isidor, actuando a nombre y representa-
ción de José del Carmen Caba o Toribio (prevenido); Juan
Reyes Espaillat persona civilmente demandada y la Cía. de
Seguros "Phoenix Assurance Company", contra sentencia
No 229 de fecha diez (10) del mes de junio del año mil
novecientos setenta y siete (1977), dictada por la Tercera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia de este
Distrito Judicial, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Primero:
Que debe declarar como en efecto declara al nombrado
José del Carmen Toribio, culpable de violar los Arts. 65 y
61kt letra a), de la Ley sobre tránsito terrestre de vehículos
de motor, en consecuencia de su reconocida culpabilidad lo
debe coindenar y condena al pago de una multa de RD$50.-
00 (Cincuenta pesos oro), por el hecho delictuoso puesto a
su cargo; Segundo: Que debe declarar como buena y válida
en cuanto a la constitución en parte civil hecha por Ata-
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nacio Jiménez, por haberle hecho de acuerdo a las normas
del procedimiento; Tercero: En cuanto al fondo debe con-
denar y condena al señor José del Carmen Caba Toribio y
Juan Rafael Espaillat, al pago de una indemnización de
RD$1,000.00 (un mil pesos oro), en favor de Atanacio Ji-
ménez, por los daños y perjuicios morales y materiales ex-
perimentados por él a consecuencia del accidente de que se
trata; Cuarto: Que debe condenar como en efecto condena
a los señores José del Carmen Toribio y Juan Rafael Reyes
Espaillat, al pago de los intereses legales de la suma acor-
dada como indemnización principal a partir del día de la
demanda en justicia, a título de indemnización suplemen-
taria; Quinto Que debe declarar corno en efecto declara la
presente sentencia común, oponible y ejecutable a la Com-
pañía de Seguros Phoenix Assurance Co., representada por
la Popular, C. por A., en su condición de aseguradora de la
responsabilidad civil de Juan R. Reyes E.; Sexto: Que debe
condenar corno en efecto condena a José del Carmen Caba
Toribio y Juan R. Espaillat, al pago de las costas civiles del
procedimiento con distracción de las mismas en provecho
del Lic. Víctor Ivf. Pérez Pereyra, abogado quien afirma es-
tarles avanzando en su totalidad; Séptimo: Que debe decla-
rar como en efecto declara buena y válida en cuanto a la
forma la constitución en parte civil hecha por Elena Empe-
ratriz Cepeda de Núñez, por haber sido hecha en tiempo
hábil y de acuerdo a las normas y exigencias procesales;
Octavo: En cuanto al fondo debe condenar y condena al se-
ñor José del Carmen Caba Toribio y Juan Rafael Reyes
Espaillat, en calidad e., persona civilmente responsable co-
mo comitente al pago de una indemnización de RD$10,u00.00
(diez mil pesos oro), en favor de la señora Elena Empera-
triz Cepeda de Núñez, como reparación de los daños y per-
juicios morales y materiales experimentados per ella, con
la muerte de su hijo legítimo Nelson Edilio Núñez Cepeda;
Noveno: Que debe condenar como en efecto condena al se-
ñor José del Carmen Caba Toribio y Juan Rafael Reyes Es-
paillat, al pago de los intereses legales de la suma acordada

li

partir de la demanda en justicia y hasta la total ejecu-
ción de la sentencia a intervenir a título de indemnización
complementaria; Décimo: Que debe condenar como en efec-
to condena al señor José del Carmen Caba Toribio y Juan
Rafael Reyes Espaillat, al pago de las costas ordenando su
distracción en provecho del Dr. Jaime Cruz Tejada, quien
afirma estarles avanzando en su totalidad; Décimo lro.: Que
debe declarar como en efecto declara la presente sentencia
contra el señor Juan Rafael Reyes Espaillat, ejecutable y
oponible a la Compañía Phoenix Assurance Company Ltd.,
representada por la Popular, S. A., y que tendrá contra ella
autoridad de cosa juzgada; Décimo 2do.: Que debe declarar
como en efecto declara buena y válida en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha por Edilio Antonio Ber-
nabé Núñez C., por haber sido hecha de acuerdo a las nor-
mas y exigencias procesales; Décimo 3ro.: En cuanto al fon-
do debe condenar y condena al señor José del Carmen Caba
Toribio, inculpado y Juan Rafael Reyes Espaillat, en cali-
dad de persona civilmente responsable corno comitente, al
pago de una indemnización de RD$8,000.00 (ocho mil pesos
oro), en favor del señor Edilio Antonio Núñez C., como re-
paración de las daños y perjuicios morales y materia es ex-
perimentados por él con la muerte de su hijo legítimo Nel-
son E. Núñez Cepeda; Décimo 4to.: Que debe condenar y
como en efecto condena al señor José del Carmen Caba To-
ribio y Juan Rafael Reyes Espaillat, al pago de los intere-
ses legales de la suma acordada a partir de la demanda en
justicia y hasta la total ejecución de la sentencia a interve-
nir a título dé indemnización complementaria; Décimo 5to.:
Que debe condenar corno en efecto condena al señor José

del Carmen Caba Toribio y Juan Reyes Espaillat, al pago
de las costas, ordenando su distracción en provecho del Dr
Clyde Eugenio Rosario, quien afirma estarles avanzando en
su totalidad; Décimo 6to. Qr e debe declarar como en efecto
declara la presente sentencia a intervenir contra el señor
Juan Rafael Reyes Espaillat, ejecutable y oponible a la Cía.
Phoenix Popular, S. A., que tendrá contra ella autoridad de
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necio Jiménez, por haberla hecho de acuerdo a las normas
del procedimiento; Tercero: En cuanto al fondo debe con-
denar y condena al señor José del Carmen Cabe Toribio y
Juan Rafael Espaillat, al pago de una indemnización de
RD$1,000.00 (un mil pesos oro), en favor de Atanacio Ji-
ménez, por los daños y perjuicios morales y materiales ex-
perimentados por él a consecuencia del accidente de que se
trata; Cuarto: Que debe condenar como en efecto condena
a los señores José del Carmen Toribio y Juan Rafael Reyes
Espaillat, al pago de los intereses legales de la suma acor-
dada como indemnización principal a partir del día de la
demanda en justicia, a título de indemnización suplemen-
taria; Quinto Que debe declarar como en efecto declara la
presente sentencia común, oponible y ejecutable a la Com-
pañía de Seguros Phoenix Assurance Co., representada por
la Popular, C. por A., en su condición de aseguradora de la 47
responsabilidad civil de Juan R. Reyes E.; Sexto: Que debe •
condenar como en efecto condena a José del Carmen Caba
Toribio y Juan R. Espailla'„ al pago de las costas civiles del
procedimiento con distracción de las mismas en provecho
del Lic. Víctor M. Pérez Pereyra, abogado quien afirma es-
tarlas avanzando en su totalidad; Séptimo: Que debe decla-
rar como en efecto declara buena y válida en cuanto a la am.
forma la constitución en parte civil hecha por Elena Empe-
ratriz Cepeda de Núñez, por haber sido hecha en tiempo
hábil y de acuerdo a las normas y exigencias procesales;
Octavo: En cuanto al fondo debe condenar y condena al se-
ñor José del Carmen Caba Toribio y Juan Rafael Reyes
Espaillat, en calidad rte. persona civilmente responsable co-
mo comitente al pago de una indemnización de RD$10,000.00
(diez mil pesos oro), en favor de la señora Elena Empera-
triz Cepeda de Núñez, como reparación de los daños y per
juicios morales y materiales experimentados per ella, con
la muerte de su hijo legítimo Nelson Edilio Núñez Cepeda;
Noveno: Que debe condenar como en efecto condena al se-
ñor José del Carmen Caba Toribio y Juan Rafael Reyes Es-
paillat, al pago de los intereses legales de la suma acordada

partir de la demanda en justicia y hasta la total ejecu-
ción de la sentencia a intervenir a título de indemnización
complementaria; Décimo: Que debe condenar como en efec-
to condena al señor José del Carmen Caba Toribio y Juan
Rafael Reyes Espaillat, al pago de las costas ordenando su
distracción en provecho del Dr. Jaime Cruz Tejada, quien
afirma estarlas avanzando en su totalidad; Décimo lro.: Que
debe declarar como en efecto declara la presente sentencia
contra el señor Juan Rafael Reyes Espaillat, ejecutable y
oponible a la Compañía Phoenix Assurance Company Ltd..
representada por la Popular, S. A., y que tendrá contra ella
autoridad de cosa juzgada; Décimo 2do.: Que debe declarar
como en efecto declara buena y válida en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha por Edilio Antonio Ser-
nabé Núñez C., por haber sido hecha de acuerdo a las nor-
mas y exigencias procesales; Décimo 3ro.: En cuanto al fon-
do debe condenar y condena al señor José del Carmen Ceba
Toribio, inculpado y Juan Rafael Reyes Espaillat, en cali-
dad de persona civilmente responsable como comitente, al
pago de una indemnización de RD$8,000.00 (ocho mil pesos
oro), en favor del señor Edilio Antonio Núñez C., como re-
paración de los daños y perjuicios morales y materiales ex-
perimentados por él con la muerte de su hijo legítimo No)-
:.n E. Núñez Cepeda; Décimo 4to.: Que debe condenar y
como en efecto condena al señor José del Carmen Cabe To-
ribio y Juan Rafael Reyes EspaiDat, al pago de los intere-
ses legales de la suma acordada a partir de la demanda en
justicia y hasta la total ejecución de la sentencia a interve-
nir a título dé indemnización complementaria; Décimo 5to.:
Que debe condenar como en efeco condena al señor José

del Carmen Caba Toribio y Juan Reyes Espaillat, al pago
de las costas, ordenando su distrzcción en provecho del Dr
Clyde Eugenio Rosario, quien afirma estarles avanzando en
su totalidad; Décimo 6to.• Que debe declarar como en efecto
declara la presente sentencia a intervenir contra el señor
Juan Rafael Reyes Espaillat, ejec. utable y oponible a la Cía.
Phoenix Popular, S. A., que tendrá contra ella autoridad de
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cosa juzgada; Décimo 7mo.: Qae debe condenar como en
efecto condena al señor José del Carmen Caba Toribio, al
pago de las costas penales del presente procedimiento';—
SEGUNDO: Modifica los ordinales octavo y décimo tercero
de la sentencia recurrida en el sentido de reducir las indem-
nizaciones acordadas en favor de Elena Emperatriz Cepedg
de Núñez y Edilio Antonio Bernabé Núñez, a las siguientes
sumas: la acordada a Elena Emperatriz C. de Núñez, a la
suma de RD$4.000.00 (cuatro mil pesos oro), y la acordada
en favor de Edilio Antonio Bernabé Núñez, a la suma de
RD$4,000.00 (cuatro mil pesos oro), por considerar esta Cor-
te, ser estas las sumas justas, adecuadas y suficientes, para
reparar los daños y perjuicios tanto morales como materia-
les experimentados por dichas partas civiles constituidas,
a consecuencia del accidente de que se trata;— TERCERO:
Confirma la sentencia recurrida ea sus demás aspectos,—
CUARTO: Condena al prevenido José del Carmen Caba o
Toribio al pago de las costas penales;— QUINTO: Condena
a los nombrados José del Carmen Caba o Toribio y a Juan
Reyes Espaillat al pago de las costas civiles de esta ins-
tancia, ordenando la distracción de las mismas en provelho
de los Dres. Jaime Cruz Tejada y Clyde Eugenio Rosario,
quienes afirman estarles avanzando en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen. contra la
sentencia que impugnan, el siguiente medio único de asa-
ción: Violación del artículo 215 del Código de Procedimien-
to Criminal; 216 del mismo Código, y ausencia de motivos;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de
su medio único de casación, alegan lo que sigue: que habien-
do ejercido el esposo su acción reclamando daños y perjui-
cios, tanto materiales como morales, la demanda interpues-
ta por la esposa no es procedente, está ejerciendo una ac-
ción que ya ha ejercido el marido, quien para los efectos
de la Ley, tiene la administración de la comunidad; que la
Corte debió concederle daños morales en caso de que con-
siderara que su acción era legítima y procedente, que acor-

dar a ella también daños materiales no es correcto; que ha-
biendo los recurrentes concluido en esa forma y habiendo
rechazado la Corte a-qua la misma y no habiendo dago nin-
gún motivo que justificara su decisión, demuestra clara-
mente que su sentencia está viciada por ello y debe ser
casada; pero,

Considerando, que como en la especie, se trata de un
hecho evidente como es la muerte de un hijo, que causa
daños materiales y morales a la madre que los reclama, es
obvio que la Corte a-qua no ha tenido que dar otros motivos
especiales para justificar la indemnización de cuatro mil
pesos (RD$4,000.00) que se le acordó, indemnización que,
por otra parte, no es irrazonable; que al acordar la Corte
a-qua la suma de cuatro mil pesos a Elena Emperatriz Ce-
peda de Núñez y la misma suma a Edilio Antonio Bernabé
Núñez, partes civiles constituidas, en sus calidades de pa-
dres de la víctima Nelson Edilio Núñez Cepeda, evaluó en
la suma de RD$8,000.00 los daños y perjuicios, materiales
y morales, sufridos por ellos, los que podía otorgar en con-
junto o separadamente como lo hizo; que, por tanto, los ale-
gatos de los recurrentes carecen de fundamentos y deben
ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por José dei Carmen Caba Toribio,
Juan Rafael Reyes Espaillat y la Phoenix Assurance Com-
pany, Ltd., contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santiago, en sus atribuciones correccionales, el 15
de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a José
del Carmen Caba Toribio al paga de las costas penales y a
éste y a Juan Rafael Reyes Espailiat al pago de las costas
civiles y las distrae en provecho de los Dres. Jaime Cruz
Tejada y Clyde Eugenio Rosario, abogados de los intervi-
nientes, quienes afirman habcrlas avanzado en su totalidad
y las hace oponibles a la aseguradora ya mencionada den-
tro de los términos de la Póliza.
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cosa juzgada; Décimo 7mo.: Que debe condenar como en
efecto condena al señor José del Carmen Caba Toribio, al
pago de las costas penales del presente procedimiento';—
SEGUNDO: Modifica los ordinales octavo y décimo tercero
de la sentencia recurrida en el sentido de reducir las indem-
nizaciones acordadas en favor de Elena Emperatriz Cepeda
de Núñez y Edilio Antonio Bernabé Núñez, a las siguientes
sumas: la acordada a Elena Emperatriz C. de Núñez, a la
suma de RD$4,000.00 (cuatro mil pesos oro), y la acordada
en favor de Edilio Antonio Bernabé Núñez, a la suma de
RD$4,000.00 (cuatro mil pesos oro), por considerar esta Cor-
te, ser estas las sumas justas, adecuadas y suficientes, para
reparar los daños y perjuicios tanto morales como materia-
les experimentados por dichas partas civiles constituidas,
a consecuencia del accidente de que se trata;— TERCERO;
Confirma la sentencia recurrida eii sus demás aspectos;—
CUARTO: Condena al prevenido José del Carmen Caba o
Toribio al pago de las costas penales;— QUINTO: Condena
a los nombrados José del Carmen Caba o Toribio y a Juan
Reyes Espaillat al pago de las costas civiles de esta ins-
tancia. ordenando la distracción de las mismas en provelho
de los Dres. Jaime Cruz Tejada y Clyde Eugenio Rosario,
quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia que impugnan, el siguiente medio único de casa-
ción: Violación del artículo 215 del Código de Procedimien-
to Criminal; 216 del mismo Código, y ausencia de motivos:

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de
su medio único de casación, alegan lo que sigue: que habien-
do ejercido el esposo su acción reclamando daños y perjui-
cios, tanto materiales como morales, la demanda interpues-
ta por la esposa no es procedente, está ejerciendo una ac-
ción que ya ha ejercido el marido, quien para los efectos
de la Ley, tiene la administración de la comunidad; que la
Corte debió concederle daños morales en caso de que con-
siderara que su acción era legítima y procedente, que acor-

dar a ella también daños materiales no es correcto; que ha-
biendo los recurrentes concluido en esa forma y habiendo
rechazado la Corte u-qua la misma y no habiendo dago nin-
gún motivo que justificara su decisión, demuestra clara-
mente que su sentencia está viciada por ello y debe ser
casada; pero,

Considerando, que como en la especie, se trata de un
hecho evidente como es la muerte de un hijo, que causa
daños materiales y morales a la madre que los reclama, es
obvio que la Corte a-qua no ha tenido que dar otros motivos
especiales para justificar la indemnización de cuatro mil
pesos (RD$4,000.00) que se le acordó, indemnización que,
por otra parte, no es irrazonable; que al acordar la Corte
a-qua la suma de cuatro mil pesos a Elena Emperatriz Ce-
peda de Núñez y la misma suma a Edilio Antonio Bernabé
Núñez, partes civiles constituidas, en sus calidades de pa-
dres de la víctima Nelson Edilio Núñez Cepeda, evaluó en
la suma de RD$8,000.00 los daños y perjuicios, materiales
y morales, sufridos por ellos, los que podía otorgar en con-
junto o separadamente como lo hizo; que, por tanto, los ale-
gatos de los recurrentes carecer. de fundamentos y deben
ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por José del Carmen Caba Toribio,
Juan Rafael Reyes Espaillat y la Phoenix Assurance Com-
pany, Ltd., contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santiago, en sus atribuciones correccionales, el 15
de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a José
del Carmen Caba Toribio al pagu de las costas penales y a
éste y a Juan Rafael Reyes Espailiat al pago de las costas
civiles y las distrae en provecho de los Dres. Jaime Cruz
Tejada y Clyde Eugenio Rosario, abogados de los intervi-
nientes, quienes afirman habcrlas avanzado en su totalidad
y las hace oponibles a la aseguradora ya mencionada den-
tro de los términos de la Póliza.
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(Firmados): Néstor Contin Aybar.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere-
116.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Per.
domo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado yi
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal de Santiago de fecha
17 de agosto de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José R. Ortiz y la Unión de Seguros, C. por A.

Inter • inientes: Pablo Hernández, Jesús Ma. Rodríguez y compartes.
Abogados: de Pablo Hernández, Clyde Eugenio Rosario; de Jesús

Ma. Rodríguez y compartes, Dr. José A. Madera Fernández.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 10 del mes de abril del año 1981, años 138' de it)
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José R. Ortiz, dominicano, mayor de edad, casa-
do, chofer, domiciliado en Hato del Vaque, Santiago, cédula
N 9 30076, serie 31, por la Acción Social de Promoción Hu-
mana Campesina, con su domicilio en la General Valverde
N9 85 de la ciudad de Santiago, y por la Unión de Seguros,
C. por A., con su domicilio principal en la calle Beller N9
98 de la ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pere-
lló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvablo Per-
domo Bácz.— Joaquín L. llernández Espaillat.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firrnada por los
señores Jueces qtte figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DEL 1981

Sentencla Impugnada: Tercera Cámara Penal de Santiago de fecha
17 de agosto de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José R. Ortiz y la Unión de Seguros, C. por A.

Intervinientes: Pablo Hernández, Jesús Isla. Rodríguez y compartes.
Abogados: de Pablo Hernández, Clyde Eugenio Rosario; de Jesús

N1a. Rodríguez y compartes, Dr. José A. Madera Fernández.

Dios, I'atria y Liberted,
RepúbBca Donúnicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constitukla por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Preside.nte; Fernando E. Ftavelo de la Fuente,
Primer Sustituto de President,e; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Felipe Osvaldo Perdomo Baez, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nac:onal,
hoy día 10 del mes de abril del año 1981, años 138' de
Independencia y 118' de la Restattración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de easación interpuestos conjunta-
mente por José R. Ortiz, dominicano, mayor de edad, cas.a-
do, chofer, domiciliado en Hato del Yaque, Santiago, cédula
NQ 30076, serie 31, por la Acción Social de Promoción Hu-
mana Campesina, con su domicilio en la General Valverde
.NQ 85 de la ciudad de Santiago, y por la Unión de Seguros,
C. por A., con su dornicilio principal en la calle Beller N7
98 de la ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada



por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, en sus atribuciones
correccionales, el 17 de agosto de 1977, cuyo dispositivo se
cocopia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Isidro Isidor, en representación del Dr.

Clyde Eugenio Rosario, cédula N 9 47910, serie 31, abogado
del interviniente Pablo Hernández, dominicano, mayor de
edad, chofer, casado, domiciliado en la ciudad de Santiago,
cédula N9 71657, serie 31, en la lectura de sus conclusiones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Isidro
Isidor, en representación del Dr. José Avelino Madera Fer
nández, cédula	 55673, serie 31, abogado de los intervi-
nlentes Rafael Flete, cédula N 9 90018, serie 31; Luciano
Hernández, cédula N9 86182, serie 31; Jesús María Rodrí-
guez, cédula N9 53958, serie 31 y José Juan Pepín, cédula
N9 60746, serie 31, dominicanos, mayores de edad, soltero,
domiciliado en la ciudad de Santiago;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua el 1 de septiembre de 1977,
a req•erimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito del interviniente Pablo Hernández,
del 5 de febrero de 1979, firmado por su abogado;

Visto el escrito de los intervinientes Rafael Flete, Lu-
ciano Hernández, Jesús María Rodríguez y José Juan Pepén.
del 5 de febrero del 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito de Vehículos y 1, 37, 62 y,- 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
qtte con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
autopista Duarte, en el cual varias personas resultaron con
lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Primera Cir
cunscripción del Municipio de Santiago dictó el 2 de di-
ciembre de 1975 una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que
sobre los recursos interpuestos, intervino el 17 de agosto
de 1977, el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispo-
sitivo dice así: "PRIMERO: Que debe declarar como en
efecto declara bueno y válido el recurso de Apelación, for
mulado por Pablo Hernández y las partes civiles constituí-
das, por mediación de su abogado constituído, y por haber
sido hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas del
procedirMento en cuanto a la forrna; SEGUNDO: Que debe
pronunciar como en efecto pronuncia el Defecto contra el
nombrado José R. Ortiz, por no haber comparecido a la au-
diencia, para la cual fue legalmente citado; TERCERO: En
cuanto al fondo, debe confirmar como en efecto confirma
en todas sus partes, la sentencia N9 1116, de fecha 2 de di-
ciembre del 1975, dictada por el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción de este Distrito Judicial de Santiago,
cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: `PRIMERO:
Que debe declarar como en efecto declara al nombrado José
R. Ortiz, Culpable de violar los artículos 76P.b y 79 de la
Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos de Motor, en conse-
cuencia se le condena al pago de una multa de RD$5.00 y
descarga al serior Pablo Hernández; SEGUNDO: Condena
a José R. Ortiz al pago de las costas del procedimiento y las
declara de oficios en cuanto a Pablo Hernández; TERCERO:
Declara bueno y válido en cuanto a la forma la constitución
en parte civil intentada por Jesús Ma. Rodríguez, Rafael
Flete y Juan José Pepín y Luciano Hernández, quienes tie-
nen como abogados constituídos y apoderados especiales a
los Dres. José J. Madera y Berto Veloz, contra la Acción
Social de Promoción Humana y la Unión de Seguros, C. por
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por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, en sus atribuciones
correccionales, el 17 de agosto de 1977, cuyo dispositivo se
cocopia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Isidro Isidor, en representación del Dr.

Clyde Eugenio Rosario, cédula N 9 47910, serie 31, abogado
del interviniente Pablo Hernández, dominicano, mayor de
edad, chofer, casado, domiciliado en la ciudad de Santiago,
cédula N9 71657, serie 31, en la lectura de sus conclusiones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Isidro
Isidor, en representación del Dr. José Avelino Madera Fer
nández, cédula N 9 55673, serie 31, abogado de los intervi-
nientes Rafael Flete, cédula N 9 90018, serie 31; Luciano
Hernández, cédula N9 86182, serie 31; Jesús María Rodri-
guez, cédula N9 53958, serie 31 y José Juan Pepín, cédula
N 9 60746, serie 31, clominicanos, mayores de edad, soltero,
domicdiado en la ciudad de Santiago;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua el 1 de septiembre de 1977,
a requerimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito del interviniente Pablo Hernández.
del 5 de febrero de 1979, firmado por su abogado;

Visto el escrito de los intervinientes Rafael Flete, Lu-
ciano Hernández, Jcsús María Rodríguez y José Juan Pepén.
del 5 de febrero del 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito de Vehículos y 1, 37, 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
autopista Duarte, en el cual varias personas resultaron con
lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Primera Cir
cunscripción del Municipio de Santiago dictó el 2 de di-
ciembre de 1975 una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que
sobre los recursos interpuestos, intervino el 17 de agosto
de 1977, el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispo-
sitivo dice así: "PRIMERO: Que debe declarar como en
efecto declara bueno y válido el recurso de Apelación, for-
mulado por Pablo Hernández y las partes civiles constituí-
das por mediación de su abogado constituído, y por haber
sido hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas del
procedim Piento en cuanto a la forma; SEGUNDO: Que debe
pronunciar como en efecto pronuncia el Defecto contra el
nombrado José R. Ortiz, por no haber comparecido a la au-
diencia, para la cual fue legalmente citado; TERCERO: En
cuanto al fondo, debe confirmar como en efecto confirma
en todas sus partes, la sentencia N9 1116, de fecha 2 de di-
oiembre del 1975, dictada por el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción de este Distrito Judicial de Santiago,
cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: `PRIMERO:
Que debe declarar como en efecto declara al nombrado José
R. Ortiz, Culpable de violar los artículos 76P.b y 79 de la
Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos de Motor, en conse-
cuencia se le condena al pago de una multa de RD$5.00 y
descarga al señor Pablo Hernáncrez; SEGUNDO: Condena
a José R. Ortiz al pago de las costas del procedimiento y las
declara de oficios en cuanto a Pablo Hernández; TERCERO:
Declara bueno y válido en cuanto a la forma la constitución
en parte civil intentada por Jesús Ma. Rodríguez, Rafael
Flete y Juan José Pepín y Luciano Hernández, quienes tie-
nen como abogados constituídos y apoderados especiales a
los Dres. José J. Madera y Berto Veloz, contra la Acción
Social de Promoción Humana y la Unión de Seguros, C. por

II



Considerando, que la Acción Social de Promoción Hu-
mana CamKsina, puesta en causa como civilmente respon-

A., por haber sido hecha de acuerdo a las normas procesales
del procedimiento; CUARTO: Declara buena y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil, intentada
por Pablo Hernández, quien tiene como abogado constituído
y apoderado especial al Dr. Clyde E. Rosario, contra José

R. Ortiz, la Acción Social de Promoción Humana y la Unión
de Seguros, C. por A., por haber sido hecha de acuerdo a
las normas procesales; QUINTO: En cuanto al fondo conde-
na a la Acción Soclal de Promoción Humana y la Unión de
Seguros, C. por A., al pago de una indemnización de RDS-
200.00 a cada una de las personas siguientes: Jesús Ma. Ro
dríguez, Rafael Flete, Juan J. Pepín y Luciano Hernández,
por los daños físicos sufridos en ocasión del accidente; 2do.:
Condena a José R. Ortiz, La Asociación de Promoción Hu- 1#1

mana y la Unión de Seguros, C. por A., al pago de una in-
demnización a justificar por Estado en favor de Pablo Her-
nández por los daños y perjuicios experimentados por el
vehículo de su propiedad y a RD$200.00 de indemnización
por los daños físicos experimentados por él en ocasión del
Accidente; SEXTO: Condena a José R. Ort3z, La Acción
Social de Promoción Humana y la Unión de Seguros, C. por
A., al pago de los intereses legale.s de la suma acordada en
indemnización principal y a título de indemnización suple-
mentaria a partir del día de la demanda; SEPTIMO: Decla-
ra la presente común, oponible y ejecutoria contra la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A., Aseguradora de la Res-
ponsabilidad civil de Acción Social de Promoción Humana,
propietaria del vehículo conducido por José R. Ortiz; 0C-
TAVO: Condena a José R. Ortiz y a la Acción Social de
Promoefón Humana y la Unión cle Seguros, C. por A., al
pago de las costas civiles del procedimiento distrayéndolas
en favor de los Dres. Jesé J. Madera, Berto Veloz y Clyde
E. Rosario, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad";

.sable, ni la Uriión de Seguros, C. por A., han expuesto los
medios en que fundan sus recursos, conforme lo exige, a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; que en consecuencia, sólo procede examinar
el recurso del prevenido;

Considerando, que la Cámara a-qua, para declarar co-
mo único culpable del accidente al prevenido recurrente
José R. Ortiz y fallar como lo hizo, dio por establecido, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente administrados en la instrucción de la causa,
lo siguiente: 1) que el 5 de octubre de 1974, en horas de la
tarde se produjo una colisión entre el camión placa N 9 700-
129, propiedad de la Acción Social de Promoción Humana
Campesina, asegurado con Póliza No. 34652, de la Unión
de Seguros, C. por A., conducido de norte a sur por la Au-
topista Duarte por José R. Ortiz y la camioneta placa No.
515-463, propiedad de la Villanueva Motors, C. por A., con-
clucida por Pablo Hernández, por la misma vía y dirección
que el primero; 2) que en el accidente resultaron, con le-
siones corporales Rafael Flete, Jesús María Rodríguez, Lu-
ciano Hernández y José Juan Pepín y Pablo Hernández,
curables antes de los 10 días, y la camioneta con desperfec-
tos; 3) que el accidente se debió a la falta exclusiva de José
R. Ortiz, quien conducía su vehículo, delante del conducido
por Pablo Hernández, dar un viraje hacia la izquierda, en
el momento que era rebasado por la camioneta que condu-
cía Pablo Hernández, sin tomar las precauciones de lugar;

Considerando, que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo del prevenido recurrente José R. Ortiz, el de-
lito de golpes y heridas por imprudencia causadas con la
conducción de un vehículo de motor, previsto en el artículo
49 de la Ley 241, de 1967 y sancionado en la letra a) de
dicho texto legal con prisión de 6 días a 6 meses y multa
de RDS6.00 a RD$180.00 pesos, cuando la enfermedad o la
imposibilidad de la víctima, durare menos de 10 días, como
sucedió en la especie; que al condenar al prevenido recti-
rrente a una multa de RD$5.00, acogiendo circunstancias
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A., por haber sido hecha de acuerdo a las normas procesales
del procedimiento; CUARTO: Declara buena y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil, intentada
por Pablo Hernández, quien tiene como abogado constituído
y apoderado especial al Dr. Clyde E. Rosario, contra José

R. Ortiz, la Acción Social Promoción Humana y la Unión
de Seguros, C. por A., por haber sido hecha de acuerdo a
las normas procesales; QUINTO: En cuanto al fondo conde-
na a la Acción Soclal de Promoción Humana y la Unión de
Seguros, C. por A., al pago de ttna indemnización de RDS-
200.00 a cada una de las parsonas siguientes: Jesús Ma. Ro
dríguez, Rafael Flete, Juan J. Pepín y Luciano Hernández,
por los daños físicos sufridos en ocasión del accidente; 2do.:
Condena a José R. Ortiz, La Asociación de Promoción Hu-
mana y la Unión de Seguros, C. por A., al pago de una in-
demnización a justificar por Estado en favor de Pablo Her-
nánde.z por los daños y perjuicios experimentados por el
vehículo de su propiedad y a RD$200.00 de indemnización
por los daños físicos experimentaclos por él en ocasión del
Accidente; SEXTO: Condena a José R. Ortiz, La Acción
Social de Prornoción Humana y la Unión de Seguros, C. por
A., al pago de los intereses legales de la suma acordada en
indemnización principal y a título de indemnización suple-
mentaria a partir del día de la demanda; SEPTIMO: Decla-
ra la presente común, oponible y ejecutoria contra la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A., Aseguradora de la Res-
ponsabilidad civil de Acción Social de Promoción Humana,
propietaria del vehículo conducido por José R. Ortiz; 0C-
TAVO: Condena a Josó R. Ortiz y a la Acción Social de
Promoc!ón Humana y la Unión de Seguros, C. por A., al
pago de las costas civiles del procedimiento distrayéndolas
en favor de los Dres. José J. Madera, Berto Veloz y
E. Rosario, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad";

Considerando, que la Acción Social de Promoción Hu-
mana Campesina, puesta en causa como civilmente respon-

sable, ni la Uriión de Seguros, C. por A., han expuesto los
medios en que fundan sus recursos, conforme lo exige, a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; que en consecuencia, sólo procede examinar
el recurso del prevenido;

Considerando, que la Cámara a-qua, para declarar co-
mo único culpable del accidente al prevenido recurrente
Jose R. Ortiz y fallar como lo hizo, dio por establecido, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente administrados en la instrucción de la causa,
lo siguiente: 1) que el 5 de octttbre de 1974, en horas de la
tarde se produjo una colisión entre el camión placa N9 700-
129, propiedad de la Acción Social de Prornoción Humana
Campesina, asegurado con Póliza No. 34652, de la Unión
de Seguros, C. por A., conducido de norte a sur por la Au-
topista Duarte por José R. Ortiz y la camioneta placa No.
515-463, propiedad de la Villanueva Motors, C. por A., con-
clucida por Pablo Hernández, por la misma vía y dirección
que el primero; 2) que en el accidente resultaron, con le-
siones corporales Rafael Flete, Jesús María Rodríguez, Lu-
ciano Hernández y José Juan Pepín y Pablo Hernández,
curables antes de los 10 días, y la camioneta con desperfec-
tos; 3) que el accidente se debió a la falta exclusiva de José
R. Ortiz, quien conducía su vehículo, delante del conducido
por Pablo Hernández, dar un viraje hacia la izquierda, en
el momento que era rebasado por la camioneta que condu-
cía Pablo Hernández, sin tomar las precauciones de lugar;

Considerando, que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo del prevenido recurrente José R. Ortiz, el de-
lito de golpes y heridas por imprudencia causadas con la
conducción de un vehículo de motor, previsto en el artículo
49 de la I.,ey 241, de 1967 y- sancionado en la letra a) de
dicho texto legal con prisión de 6 días a 6 meses y multa
de RD$6.00 a RD$180.00 pcsos, cuando la enfermedad o la
imposibilidad de la víctima, durare menos de 10 días, como
sucedió en la especie; que al condenar al prevenido recu-
rrente a una multa de RDS5.00, acogiendo circunstancias
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atenuantes, la Cámara a-qua le aplicó una pena ajustada
a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Ralael Flete, Luciano Hernández, Jesús María Rodri-
guez, José Juan Pepín, y Pablo Hernández, en los recursos
de casación interpuestos por José R. Ortiz, la Acción Social
de Promoción Humana Campesina y la Unión de Seguros,
C. por A., contra la sentencia dictada por la Tereera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago, en sus atribuciones correccionales, el
17 de agosto de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 'd

anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulos los re-
cursos de la Acción Social de Promoción Humana Campe-
sina y- la Unión de Seguros, C. por A., contra la indicada
sentencia; Tercero: Rechaza el recurso de José R. Ortiz con-
tra dicha sentencia y lo condena al pago de las costas pena-
les; Cuarto: Condena a la Acción Social de Promoción Hu-
mana Campesina al pago de las costas civiles y las distrae
en provecho de los Dres. Clyde Eugenio Rosario y José Ave-
lino Madera Fernández, abogados de los intervinientes, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad, y las hace
oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y- firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Octava Cámara Pinal del Distrito Nacional,
de fecha 2 de junio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente: Máximo Alejandro de Soto Tió.
Almgado: Dr. Francisco A. NIendoza Castillo.

Dios, Patria y laertad,
Repúbl ica Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto cle Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 del mes de abril del
año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dieta en audiencia pública como Corte de Casación
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Máximo
Alejandro de Soto Tió, dominicano, mayor de edad, dorni-
ciliado en la calle Nicolás de Ovando N 9 427 de esta ciudad,
contra la sentencia dictada el 2 de junio de 1978 por la Oc-
tava Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, cédula N9
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atenuantes, la Cámara a-qua le aplicó una pena ajustada
a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Rafael Flete, Luciano Hernández, Jesús María Rodrí-
guez, José Juan Pepín, y Pablo Hernández, en los recursos
de casación interpuestos por José R. Ortiz, la Acción Social
de Promoción Humana Campesina y la Unión de Seguros,
C. por A., contra la sentencia dictada por la Tercera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago, en sus atribuciones correccionales, el
17 de agosto de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulos los re-
cursos de la Acción Social de Promoción Humana Campe-
sina y la Unión de Seguros, C. por A., contra la indicada
sentencia; Tercero: Rechaza el recurso de José R. Ortiz con-
tra dicha sentencia y lo condena al pago de las costas pena-
les; Cuarto: Condena a la Acción Social de Promoción Hu-
mana Campesina al pago de las costas civiles y las distrae
en provecho de los Dres. Clyde Eugenio Rosario y José Ave-
lino Madera Fernández, abogados de los intervinientes, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad, y las hace
oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Octava Cámara Piaal del Distrito Nacional,
de fecha 2 de junio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente: Máximo Alejandro de Soto 'fió.
Ahogado: Dr. Francisco A. Mendoza Castillo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus•
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 del mes de abril del
año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública como Corte de Casación
ls siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Máximo
Alejandro de Soto Tió, dominicano, mayor de edad, domi-
ciliado en la calle Nicolás de Ovando N 9 427 de esta ciudad,
contra la sentencia dictada el 2 de junio de 1978 por la Oc-
tava Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, cédula N9

Par



ROLETIN JUDICIAL	 687686	 BOLETIN JUDICIAL

10178, serie 37, abogado del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua el 8 de junio de 1978, a re-
querimiento del Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, en re-
presentación del recurrente, en la cual no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial del recurrente, del 28 deseptiembre
de 1978, suscrito por su abogado en el cual se propone el
medio que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 4 y 6 de la Ley No. 2402, de
1959, sobre asistencia de los hijos menores de 18 años, y
los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una querella presentada por Minerva
Altagracia Perdomo contra Máximo Alejandro de Soto Tió,
por violación a la Ley 2402 sobre asistencia de los hijos me-
nores de 18 años, el Juzgado de Paz de la Quinta Circuns-
cripción del Distrito Nacional dictó el 31 de octubre de 1977
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
El Ministerio Público se adhiere a las conclusiones dadas
por el Dr. Santos Coste; Segundo: En virtud de la cual el
total descargo y que sea excluído como presunto padre del
niño; Tercero: Descarga, a Máximo Alejandro de Soto Tió,
por no haber violado la Ley 2402"; b) que sobre el recurso
de apelación interpuesto por Minerva Altagracia Perdomo,
la Octava Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional dictó en defecto, el 17 de febrero de
1978 una sentencia con el dispositivo siguiente: 'Falla: Pri-
mero: Se declara bueno y válido, en cuanto a la forma, el

recurso de apelación interpuesto por la madre querellante
señora Minerva Altagracia Perdomo, contra la sentencia
N0 4583 dictada en fecha 31 de Octubre de 1977, por el Juz-
gado de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito Na-

cional, por haber sido hecho en tiempo hábil, y cuya parte
dispositiva dice así: "Primero: El Ministerio Público se
adhiere a las conclusiones dadás por el Dr. Santos Coste;
Segundo: En virtud de la cual pide el total descargo y que
sea excluido como presunto padre del niño; Tercero: Des-
carga a Máximo Alejandro de Soto Tió, por no haber vio-
lado la Ley 2402; Segundo: Se pronuncia el defecto contra
el prevenido Máximo Alejandro de Soto Tió, por no haber
comparecido a la audiencia para la cual fuera legalmente
citado; Tercero: Se revoca en todas sus partes la sentencia
recurrida y en consecuencia, se declara al prevenido Má-
ximo Alejandro de Soto Tió, culpable de violación a la Ley
2402 en perjuicio del menor Máximo Francisco Perdomo
procreado con la madre querellante Minerva Perdomo, y
se le condena a sufrir la pena de Dos (2) arios de prisión
correccional; y Cuarto: Se fija una pensión de RD$75.00
(Setenta y Cinco Pesos Oro) que el prevenido Máximo
Alejandro de Soto Tió, deberá sucinistrar mensualmente
a la madre querellante Minerva Altagracia Perdomo para
subvenir las necesidades del menor de referencia, y se le
condena al pago de las costas de la presente instancia";
c) que sobre el recurso de oposición interpuesto por Má-
ximo Alejandro de Soto Tió, la referida Cámara Penal dictó
el 2 de junio de 1978 la sentencia ahora recurrida en ca-
sación, de la cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Se declaa inadmisible el recurso de Oposición in-
terpuesto por el prevenido Máximo Alejandro de Soto Tió,
por mediación de su abogado Dr. Francisco A. Mendoza
Castillo, contra la sentencia dictada por este Tribunal en
fecha 17 de Febrero del año 1978, cuya parte dispositiva
dice así: 'Falla: Primero: Se declara bueno y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por
la madre querellante señora Minerva Altagracia Perdomo,
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10178, serie 37, abogado del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua el 8 de junio de 1978, a re-
querimiento del Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, en re-
presentación del recurrente, en la cual no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial del recurrente, del 28 de septiembre
de 1978, suscrito por su abogado en el cual se propone el
medio que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 4 y 6 de la Ley No. 2402, de
1959, sobre asistencia de los hijos menores de 18 años, y
los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una querella presentada por Minerva
Altagracia Perdomo contra Máximo Alejandro de Soto Tió,
por violación a la Ley 2402 sobre asistencia de los hijos me-
nores de 18 años, el Juzgado de Paz de la Quinta Circuns-
cripción del Distrito Nacional dictó el 31 de octubre de 1977
una sentencia cuyo dispositivo dice así: ''Falla: Primero:
El Ministerio Público se adhiere a las conclusiones dadas
por el Dr. Santos Coste; Segundo: En virtud de la cual el
total descargo y que sea excluído como presunto padre del
niño; Tercero: Descarga, a Máximo Alejandro de Soto Tió,
por no haber violado la Ley 2402"; b) que sobre el recurso
de apelación interpuesto por Minerva Altagracia Perdomo,
la Octava Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional dictó en defecto, el 17 de febrero de
1978 una sentencia con el dispositivo siguiente: 'Falla: Pri-
mero: Se declara bueno y válido, en cuanto a la forma, el

recurso de apelación interpuesto por la madre querellante
señora Minerva Altagracia Perdomo, contra la sentencia
No 4583 dictada en fecha 31 de Octubre de 1977, por el Juz-
gado de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito Na-
cional, por haber sido hecho en tiempo hábil, y cuya parte
dispositiva dice así: "Primero: El Ministerio Público se
adhiere a las conclusiones dadas por el Dr. Santos Coste;
Segundo: En virtud de la cual pide el total descargo y que
sea excluído como presunto padre del niño; Tercero: Des-
carga a Máximo Alejandro de Soto Tió, por no haber vio-
lado la Ley 2402; Segundo: Se pronuncia el defecto contra
el prevenido Máximo Alejandro de Soto Tió, por no haber
comparecido a la audiencia para la cual fuera legalmente
citado; Tercero: Se revoca en todas sus partes la sentencia
recurrida y en consecuencia, se declara al prevenido Má-
ximo Alejandro de Soto Tió, culpable de violación a la Ley
2402 en perjuicio del menor Máximo Francisco Perdomo
procreado con la madre querellante Minerva Perdotno, y
se le condena a sufrir la pena de Dos (2) años de prisión
correccional; y Cuarto: Se fija una pensión de RD$75.00
(Setenta y Cinco Pesos Oro) que el prevenido Máximo
Alejandro de Soto Tió, deberá sucinistrar mensualmente
a la madre querellante Minerva Altagracia Perdomo para
subvenir las necesidades del menor de referencia, y se le
condena al pago de las costas de la presente instancia";
c) que sobre el recurso de oposición interpuesto por Má-
ximo Alejandro de Soto Tió, la referida Cámara Penal dictó
el 2 de junio de 1978 la sentencia ahora recurrida en ca-
inción, de la cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Se declaa inadmisible el recurso de Oposición in-
terpuesto por el prevenido Máximo Alejandro de Soto Tió,
por mediación de su abogado Dr. Francisco A. Mendoza
Castillo, contra la sentencia dictada por este Tribunal en
fecha 17 de Febrero del año 1978, cuya parte dispositiva
dice así:	 Primero: Se declara bueno y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por
la madre querellante señora Minerva Altagracia Perdomo,
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contra la sentencia N 9 4583 dictada en fecha 31 de Octubre
de 1977, por el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, por haber sido hecha de confor-
midad con la Ley, y cuya parte dispositiva dice así: Pri-
mero: El Ministerio Público se adhiere a las conclusiones
dadas por el Dr. Santos Coste; Segundo: En la cual pide
el total descargo y que sea excluido como presunto padre
del niño; Tercero: Descarga a Máximo Alejandro de Soto
Tió, por no haber violado la Ley 2402; Segundo: Se pronun-
cia el defecto contra el prevenido Máximo Alejandro de
Soto Tió, por no haber comparecido a la audiencia para
la cual fuera legalmente citado; Tercero: Se revoca en to-
das sus partes la sentencia recurrida y en consecuencia, se
declara al prevenido Máximo Alejandro de Soto Tió, cul-
pable de violación a la Ley 2402 en perjuicio del menor
Félix Francisco Perdomo procreado con la madre querellan-
te Minerva Altagracia Perdomo, y se condena a sufrir la
pena de Dos (2) años de prisión correccional; y Cuarto: Se
fija una pensión de RD$75.00 (Setenta y Cinco Pesos Oro)
que el prevenido Máximo Alejandro de Soto Tió, deberá
suministrar mensualmente a la madre querellante Minerva
Altagracia Perdomo para subvenir las necesidades del me-
nor de referencia y se condena al pago de las costas de la
presente instancia; por improcedente y mal fundada y por
estar en contraposición con la Ley 2402 sobre Asistencia
Obligatoria a menores de 18 años de edad; SEGUNDO: Se
condena al recurrente al pago de las costas penales causa-
das";

Considerando, que el recurrente propone, contra la
sentencia que impugna, el siguiente medio único de casa-
ción: Desnaturalización de los hechos de la causa, falta de
base legal y de motivos;

Considerando, que en el desarrollo de su medio único
de casación, el recurrente alega, en síntesis, lo que sigue:
que en el caso que nos ocupa, se aportó al proceso un ex-
perticio médico legal, el cual abra en el expediente, y

en la sentencia impugnada no consta que dicho documento
fuera examinado ponderado por el Tribunal a-quo; que
la sentencia impugnada desnaturalizó los hechos al omitir
la ponderación de un documento que de ser ponderado hu-
biera dado un giro completamente distinto a lo dispuesto
por el fallo; que el recurrente ha sostenido siempre que no
es el padre del menor; que la sentencia acusa una insufi-
ciencia de motivos, lo que equivale a una falta de motiuos
que la hace nula; que la Cámrda a-qua al declarar la inad-
misibilidad del recurso de oposición ha debido examinar la
citación y no limitarse a la regla que prohibe la oposición
en materia de la Ley 2402; que la situación apuntada tenía
que ser motivada para su jurídico rechazo y la sentencia
ho lo consignó, que esta irregularidad de carácter procesal
da lugar a la casación; pero,

Considerando, que el párrafo 1 del artículo 4 de la Ley
N9 2402, de 1950, modificado, dispone que: "La sentencia
que intervenga será considerada contradictoria, comparezca
o no los padres delincuentes; y, en consecuencia, no será
susceptible de oposición"; que así mismo, el artículo 6 de
la citada ley, establece que: "Las disposiciones contenidas
en los párrafos I, II y III del artículo 4 de esta Ley se ob-
servarán igualmente en grado de apelación"; que, por con-
siguiente, al declarar inadmisible el recurso de oposición
interpuesto por Máximo Alejandro de Soto Tió. por sen-
tencia del 2 de junio de 1978, recurrida en casación, la Oc-
tava Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, hizo una correcta aplicación de los ar-
tículos 4 y 6 de la Ley N 9 2402, sobre asistencia de los hijos
menores de 18 años sin necesidad de dar otros motivos al
respecto, por lo que, los alegatos del recurrente carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Máximo Alejandro de Soto Tió, con-
tra la sentencia dictada por b Octava Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus
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contra la sentencia N 4583 dictada en fecha 31 de Octubre
de 1977, por el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, por haber sido hecha de confor-
midad con la Ley, y cuya parte dispositiva dice así: Pri-
mero: El Ministerio Público se adhiere a las conclusiones
dadas por el Dr. Santos Coste; Segundo: En la cual pide
el total descargo y que sea excluido como presunto padre
del niño; Tercero: Descarga a Máximo Alejandro de Soto
Tió, por no haber violado la Ley 2402; Segundo: Se pronun-
cia el defecto contra el prevenido Máximo Alejandro de
Soto Tió, por no haber comparecido a la audiencia para
la cual fuera legalmente citado; Tercero: Se revoca en to-
das sus partes la sentencia recurrida y en consecuencia, se
declara al prevenido Máximo Alejandro de Soto Tió, cul-
pable de violación a la Ley 2402 en perjuicio del menor
Félix Francisco Perdomo procreado con la madre querellan-
te Minerva Altagracia Perdomo, y se condena a sufrir la
pena de Dos (2) años de prisión correccional; y Cuarto: Se
fija una pensión de RD$75.00 (Setenta y Cinco Pesos Oro)
que el prevenido Máximo Alejandro de Soto Tió, deberá
suministrar mensualmente a la madre querellante Minerva
Altagracia Perdomo para subvenir las necesidades del me-
nor de referencia y se condena al pago de las costas de la
presente instancia; por improcedente y mal fundada y por
estar en contraposición con la Ley 2402 sobre Asistencia
Obligatoria a menores de 18 años de edad; SEGUNDO: Se
condena al recurrente al pago de las costas penales causa-
das";

Considerando, que el recurrente propone, contra la
sentencia que impugna, el siguiente medio único de casa-
ción: Desnaturalización de los hechos de la causa, falta de
base legal y de motivos;

Considerando, que en el desarrollo de su medio único
de casación, el recurrente alega, en síntesis, lo que sigue:
que en el caso que nos ocupa, se aportó al proceso un ex-
perticio médico legal, el cual abra en el expediente, y

en la sentencia impugnada no consta que dicho documento
fuera examinado Y ponderado por el Tribunal a-quo; que
la sentencia impugnada desnaturalizó los hechos al omitir
la ponderación de un documento que de ser ponderado hu-
biera dado un giro completamente distinto a lo dispuesto
por el fallo; que el recurrente ha sostenido siempre que no
es el padre del menor; que la sentencia acusa una insufi-
ciencia de motivos, lo que equivale a una falta de motivos
que la hace nula; que la Cámrda a-qua al declarar la inad-
misibilidad del recurso de oposición ha debido examinar la
citación y no limitarse a la regla que prohibe la oposición
en materia de la Ley 2402; que la situación apuntada tenía
que ser motivada para su jurídico rechazo y la sentencia
tto lo consignó, que esta irregularidad de carácter procesal
da lugar a la casación; pero,

Considerando, que el párrafo 1 del artículo 4 de la Ley
N9 2402, de 1950, modificado, dispone que: "La sentencia
que intervenga será considerada contradictoria, comparezca
o no los padres delincuentes; y, en consecuencia, no será
susceptible de oposición"; que así mismo, el artículo 6 de
la citada ley, establece que . "Las disposiciones contenidas
en los párrafos I, II y HI del artículo 4 de esta Ley se ob-
servarán igualmente en grado de apelación"; que, por con-
siguiente, al declarar inadmisible el recurso de oposición
interpuesto por Máximo Alejandro de Soto Tió, por sen-
tencia del 2 de junio de 1978, recurrida en casación, la Oc-
tava Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, hizo una correcta aplicación de los ar-
tículos 4 y 6 de la Ley N9 2402, sobre asistencia de los hijos
menores de 18 años sin necesidad de dar otros motivos al
respecto, por lo que, los alegatos del recurrente carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Máximo Alejandro de Soto Tió, con-
tra la sentencia dictada por L Octava Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus
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atribuciones correccionales, el 2 de junio de 1978, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena a Máximo Alejandro de Soto Tió al pago
de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espailbt.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (ido.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Sar Cristóbal, de
fecha 24 de noviembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Bienvenido Martínez y Fernando L. Martínez Núñez
y la Unión de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Bolívar Soto Montás.

Intervinientes: Hilario Hernández y compartes.
Abogado: Dr. César Darío Adames Figueroa.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felgipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de abril de 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Bienvenido Martínez y Fernando L. Martínez
Núñez, dominicanos, mayores de edad, chofer y propietario,
respectivamente, domiciliados en las calles Juan Alejandro
Ibarra N9 11 y Abreu N9 9, de esta ciudad, respectivamente,
y la Unión de Seguros, C. por A., con domicilio social en
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la avenida 27 de Febrero de esta ciudad, contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, el 24
de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. César Darío Adames Figueroa, abogado de
los intervinientes Hilario Hernández, Félix Contreras y Víc-
tor Matos Vargas, dominicanos, mayores de edad, los dos
primeros, domiciliados en Monte Plata y el último domi-
ciliado en esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr.
Bolívar Soto Montás, el 28 de marzo de 1978, actuando en
representación de los recurrentes, en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 12 de febrero
de 1979, suscrito por su abogado, Dr. Bolívar Soto Montás,
en el que se proponen los medios de casación que luego se
indienn;

Vistos los escritos de los intervinientes del 12 y 14 de
febrero de 1979, suscritos por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos; 1, 29, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que la sentencia impugnada y los docu-
mentos a que ella se refiere, ponen de manifiesto: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la ca-
rretera Sánchez, el 8 de mayo de 1975, en que resultaron
varias personas con lesiones corporales, el Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó
el 18 de diciembre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo
aparece en el de la ahora impugnada; b) que con motivo
de los recursos interpuestos, intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es como sigue:
"FALLA: PRIMERO: Declara regulnres y válidos los recur-
sos de apelación interpuestos por el doctor Bolívar Soto
Montás, a nombre y representación del prevenido Bienve-
nido Martínez. de la persona civilmente responsable puesta
en causa, Fernando A. Martínez Núñez y de la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., y por el doctor César Darío
Adames Figueroa, a nombre y representación de Félix Con-
treras, Víctor Matos Vargas e Hilario Hernández, parte ci-
vil constituida, contra la sentencia dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
en fecha 18 del mes de diclemble del año 1975, cuyo dis-
positivo dice así: 	 Primero: Se declara buena y válida
la constitución en parte civil hecha por Félix Contreras,
Víctor Matos Vargas e Hilario Hernández, contra los seño-
res Bienvenido Martínez, Fernando Martínez Núñez y la
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., por ser
justa y reposar en pruebas legales; Segundo: Se pronuncia
el defecto contra Bieavenido Martínez, por no haber com-
parecido, no obstante haber sido citado legalmente; Ter-
cero: Se declara al nombrado Bienvenido Martínez, culpa-
ble de violación a la ley 241, en perjuicio de las personas
señaladas en el párrafo anterior y se condena a RD$50.00
(Cincuenta pesos oro) de multa, acogiendo a su favor cir-
cunstancias atenuantes, se cileclara al nombrado Hilario
Hernández, no culpable del delito de violación a la ley 241,
y en consecuencia se le descarga; Cuarto: Se condena a los
señores Bienvenido Martínez y Fernando L. Martínez Nú-
ñez, y a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., al pago
solidariamente a Lwor de las personas constituidas en parte
civil una indemnización en la forma siguiente: a) Félix
Contreras, RDS1,500.00 (Mil quinientos pesos oro); b) Hila-
rio Hernández, RD$500.00 (Quinientos pesos oro); y c) Víc-
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la avenida 27 de Febrero de esta ciudad, contra la sentencia
dictada por la 'Corte de Apelación de San Cristóbal. el 24
de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. César Darío Adames Figueroa, abogado de
los intervinientes Hilario Hernández, Félix Contreras y Víc-
tor Matos Vargas, dominicanos, mayores de edad, los dos
primeros, domiciliados en Monte Plata y el último domi-
ciliado en esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-gua, a requerimiento del Dr.
Bolívar Soto Montás, el 28 de marzo de 1978, actuando en
represantación de los recurrentes, en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 12 de febrero
de 1979, suscrito por su abogado, Dr. Bolívar Soto Montás,
en el que se proponen los medios de casación que luego se
indican;

Vistos los escritos de los intervinientes del 12 y 14 de
febrero de 1979, suscritos por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos; 1, 29, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que la sentencia impugnada y los docu-
mentos a que ella se refiere, ponen de manifiesto: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la ca-
rretera Sánchez, el 8 de mayo de 1975, en que resultaron
varias personas con lesiones corporales, el Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó
el 18 de diciembre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo
aparece en el de la ahora impugnada; b) que con motivo
de los recursos interpuestos, intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es como sigue:
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recur-
sos de apelación interpuestos por el doctor Bolívar Soto
Montás, a nombre y representación del prevenido Bienve-
nido Martínez, de la persona civilmente responsable puesta
en causa, Fernando A. Martínez Núñez y de la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., y por el doctor César Darlo
Adames Figueroa, a nombre y representación de Félix Con-
treras, Víctor Matos Vargas e Hilario Hernández, parte ci-
vil constituída, contra la sentencia dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
en fecha 18 del mes de diciembte del año 1975, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara buena y válida
la constitución en parte civil hecha por Félix Contreras,
Víctor Matos Vargas e Hilario Hernández, contra los seño-
res Bienvenido Martínez, Fernando Martínez Núñez y la
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., por ser
justa y reposar en pruebas legales; Segundo: Se pronuncia
el defecto contra Bielivenido Martínez, por no haber com-
parecido, no obstante haber sido citado legalmente; Ter-
cero: Se declara al nombzado Bienvenido Martínez, culpa-
ble de violación a la ley 241, en perjuicio de las personas
señaladas en el párrafo onterior y se condena a RD$50.00
(Cincuenta pesos oro) de multa, acogiendo a su favor cir-
cunstancias atenuantes, se declara al nombrado Hilario
Hernández, no culpable del delito de violación a la ley 241,
y en consecuencia se le descarga; Cuarto: Se condena a los
señores Bienvenido Martínez y Fernando L. Martínez Nú-
ñez, y a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., al pago
solidariamente a ihvor de las personas constituidas en parte
civil una indemnización en la forma siguiente: a) Félix
Contreras, RD$1,500.00 (Mil quinientos pesos oro); b) Hila-
rio Hernández, RD$500.00 (Quinientos pesos oro); y c) Víc-
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tor Vargas Matos, de RDS2,000.00 (Dos mil pesos oro), co-
mo justa reparación por los daños ocasionados como con-
secuencia del accidente; Quinto: Se condena a los señores
Bienvenido Martínez, Fernando E. Martínez Núñez, y la
Cía. de Seguros "Unión de Seguros, C. por A.", al pago de
las costas civiles y penales, las civiles en favor del Dr. Cé-
sar Darío Adames Figueroa, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; Sexto: Se declaran las costas penales
de oficio, a favor de Hilario Hernández; Séptimo: Se declara
común y oponible en todas sus consecuencias esta sentencia
a la Cía. Unión de Seguros, C. por A., por ser la entidad
aseguradora del vehículo causante del accidente; por ha-
berlos intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las for-
malidades legales'; SEGUNDO: Se pronuncia el defecto con-
tra el prevenido Bienvenido Martínez, por no haber compa-
recido a la audiencia, estando legalmente citado; TERCERO:
Declara que Bienvenido Martínez, es culpable del delito de
golpes y heridas causadas involuntariamente con el manejo
de un vehículo de motor en perjuicio de los señores Félix
Contreras, Víctor Matos Vargas e Hilario Hernández, en
consecuencia, lo condena a pagar una multa de Cincuenta
pesos (RD$50.00), acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; CUARTO: Declara regular y admite la constitu-
ción en parte civil, y condena ala persona civilmente res-
ponsable puesta en causa, señor Fernando L. Martínez Nú-
ñez, a pagar las cantidades siguientes: a) Quinientos pesos
(RDS500.00), en provecho de Hilario Hernández; b) Dos mil
pesos (RDS2,000.00), en provecho de Víctor Matos Vargas
y c) Dos mil pesos (RDS2,000.00), en provecho de Félix Con-
treras; todo por concepto de daños y perjuicios morales y
materiales ocasionados a dichas personas lesionadas y cons-
tituidas en parte civil, modificándose en este aspecto, la
sentencia dictada por el tribunal de primer grado; Quinto:
Condena al prevenido Bienvenido Martínez, al pago de las
costas penales; Sexto: Condena a la persona civilmente res-
ponsable Fernando L. Martínez Núñez, al pago de las costas
civiles, ordenándose la distracción de las mismas, en prove-

cho del doctor César Darío Adames Figueroa, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo: Declara la pre-
sente sentencia oponible a la Compañía de Seguros, C. por
A., por ser la entidad aseguradora del vehículo que originó
el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: a) Violación a los artículos 141 del Código
de Procedimiento Civil y 195 del Código de Procedimiento
Criminal; b) Violación Arts. 1383 y 1384 del Código Civil;
y c) Violación Art. 10 de la Ley 4117 (sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículo de Motor); Segundo Medio: Falta de base
legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios
de casación reunidos, los recurrentes alegan en síntesis,
que la Corte a-qua, no ponderó en todo su contenido y al-
cance las declaraciones de la testigo Gregoria Herrera; que
en el acta de La Policía no se hace constar, que la camioneta
conducida por Hilario Hernández, recibiera impacto por la
parte de atrás, y además el vehículo conducido por el co-
prevenido Bienvenido Martínez, no resultó con señal de
impacto, que en tal virtud es evidente que ambos vehículos
no tuvieron roce o colisión; que lo afrmado por la testigo
Gregoria Herrera de que la patana le dio por detrás a la
guagua, está en contradicción con otros elementos de juicio,
y el lugar en que ella iba, no le ptrmitía hacer dicha afir-
mación, por lo que debía haber sido descalificada como
testigo; que los jueces no motivaron la relación de comi-
tente a preposé, entre el propietario del vehículo, Fernando
L. Martínez, y el conductor Bienvenido Martínez; que en
ese sentido se está en presencia, de una sentencia carente
de base legal, o insuficiencia de motivos; por último, ale-
gan los recurrentes, que la Certificación de Superintenden-
cia de Seguros, indica que la Póliza N9 17373, que ampa-
raba el vehículo propiedad de Fernando L. Martínez N.,
y conducido en el momento del accidente por Bienvenido
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pesos (RD$50.00), acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; CUARTO: Declara regular y admite la constitu-
ción en parte civil, y condena a la persona civilmente res-
ponsable puesta en causa, señor Fernando L. Martínez Nú-
ñez, a pagar las cantidades siguientes: a) Quinientos pesos
(RD$500.00), en provecho de Hilario Hernández; b) Dos mil
pesos (RDS2,000.00), en provecho de Víctor Matos Vargas
y c) Dos mil pesos (RD$2,000.00), en provecho de Félix Con-
treras; todo por concepto de daños y perjuicios morales y
materiales ocasionados a dichas personas lesionadas y cons-
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cho del doctor César Darío Adames Figueroa, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo: Declara la pre-
sente sentencia oponible a la Compañía de Seguros, C. por
A., por ser la entidad asegurachra del vehículo que originó
el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: a) Violación a los artículos 141 del Código
de Procedimiento Civil y 195 del Código de Procedimiento
Criminal; 14 Violación Arta 1383 y 1384 del Código Civil;
y c) Violación Art. 10 de la Ley 4117 (sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículo de Motor); Segundo Medio: Falta de base
legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios
de casación reunidos, los recurrentes alegan en síntesis,
que la Corte a-qua, no ponderó en todo su centenido y al-
cance las declaraciones de la testigo Gregoria Herrera; que
en el acta de la Policía no se hace constar, que la camioneta
conducida por Hilario Hernández, recibiera impacto por la
parte de atrás, y además el vehículo conducido por el co-
prevenido Bienvenido Martínez, no resultó con señal de
impacto, que en tal virtud es evidente que ambos vehículos
no tuvieron roce o colisión; que lo afrinado por la testigo
Gregoria Herrera de que la patana le dio por detrás a la
guagua, está en contradicción con otros elementos de juicio,
y el lugar en que ella iba, no le ptr-mitía hacer dicha afir-
mación, por lo que debía haber sido descalificada como
testigo; que los jueces no motivaron la relación de comi-
tente a preposé, entre el propietario del vehículo, Fernando
L. Martínez, y el conductor Bienvenido Martínez; que en
ese sentido se está en presencia, de una sentencia carente
de base legal, o insuficiencia de motivos; por último, ale-
gan los recurrentes, que la Certificación de Superintenden-
cia de Seguros, indica que la Póliza N9 17373, que ampa-
raba el vehículo propiedad de Fernando L. Martínez N.
y conducido en el momento del accidente por Bienvenido



Martínez, sólo tuvo vigencia del 29 de marzo de 1974 al
29 de marzo de 1975, por lo que al haberse producido et
accidente 31 8 de mayo de 1975, la Póliza no estaba vigente.
rer lo que las condenaciones no podían ser oponibles a la
Compañía aseguradora; que al adolecer la sentencia im-
pugnada de los vicios señalados, debe ser casada; pero,

Considerando, en primer término, que tal como corno
!o afirman los intervinientes, en el expediente figura un
acto de alguacil del 10 de diciembre de 1977, en el cual se
hace constar, que el dispositivo de la sentencia, marcada
con el 1< <, 218, del 24 de noviembre de 1977, de la Corte de
Apelación de San Cristóbal, hoy impugnada, le fue notifi-
cada en esa fecha al recurrente Fernando L. Martínez Nú-

i+ ez, por lo que al haber este interpuesto su recurso el 28
de marzo de 1978, es obvio que procede declararlo inadmi-
sible por tardío, al tenor de lo que dispone el artículo 29
de la Ley de Casación, que establece que en un casa como
en el de la especie el plazo de diez días para interponer
dicho recurso comienza a partir de la notificación de la
sentencia;

Considerando, que la Corte a-qua para fallar como lo
hizo en cuanto al prevenido Bienvenido Martínez, se re•
fiere, dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio, que fueron regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa: a) que el 8 de marzo de
1975, ocurrió un accidente automovilístico, en el Km. 10 de
la carretera Sánchez, mientras Hilario Hernández y Bien-
venido Martínez, conducían sendos Vehículos de Motor por
la indicada vía, ambos en la misma direcdón: b) que en
el accidente resultaron con lesiones corporales curables des-
pués de 20 días, Félix Contreras, Víctor Vargas y Hilario
Hernández con golpes y heridas curables antes de los diez
días; e) que el accidente se debió a la imprudencia de Bien-
venido Martínez, al guiar la patana que conducía en forma
atolondrada y tratar de rebasar la guagua que conducía

Hilario Hernández, correctamente a su derecha, chocándola
por detrás, con los resultados ya especificados;

Considerando, que lo precedentemente expuesto pone
de manifiesto, que en cuanto al aspecto penal, que se exa-
mina, contrariamente a lo alegado por los recurrentes, la
sentencia impugnada contiene motivos suficientes y perti-
nentes que justifiquen en ese aspecto su dispositivo;

Considerando, que en cuanto al alegato de que las con-
denaciones civiles no podían ser declaradas oponibles a la
Compañía "Unión de Seguros, C. por A.", ya que cuando
ocurrió el accidente la Póliza de que se trata estaba ven-
cida", basta señalar, que la sentencia impugnada pone de
manifiesto, que dicho alegato no fue hecho por ante los
jueces del fondo, y por lo contrario, se solicitó la reduc-
ción de las indemnizaciones, lo que para la aseguradora
hubiese carecido de interés, en caso de no vigencia de la
Póliza; pero, en todo caso dicho alegato, como medio nuevo
no podía ser propuesto por primera vez en casación, y en
consecuencia debe ser desestimada:

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas involuntarios, ocasionados con el manejo de un ve-
hículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley 241
de 1967, sobre Tránsi,to y Vehículos, y sancionado en ese
mismo terto legal, en su letra c) con seis (6) meses a dos
(2) años de prisión y multa de cien pesos oro (RDS100.00)
a quinientos pesos oro (RD$500.00) si la enfermedad o im-
posibilidad para el trabajo de la víctima, durare veinte días
(20) o más, como sucedió en la especie; que en consecuencia
al condenar al prevenido recurrente a RD$50.00 de multa
acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una pena
ajustada a la ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada,
en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al preve-

-

696	 BOLETIN JUDICIAL	 BOLETIN JUDICIAL	 697



BOLETIN JUDICIAL	 697

Martínez, sólo tuvo vigencia del 29 de marzo de 1974 al
29 de marzo de 1975, por lo que al haberse producido ei
accidente i de mayo de 1975, la Póliza no estaba vigente.
For lo que la condenaciones no podían ser oponibles a la
Compañía aseguradora; que al adolecer la sentencia im-
pinnada de los vicios sefialados, debe ser casada; pero,

Considerando, en primer término, que tal como como
!o afirman los intervinientes, en el expediente figun un
acto de alguacil del 10 de diciembre de 1977, en el cual se
hace constar, que el dispositivo de la sentencia, marcada
con el N4 218, del 24 de noviembre de 1977, de la Corte de
Apelación de San Cristóbal, hoy impugnada, le fue notifi-
cada en csa facha al recurrente Fernando L. Martínez Na-
bez, por lo que al haber este interpuesto su recurso el 28
de marzo de 1978, es obvio que procede declararlo inadmi-
sible por tardío, al tenor de lo que dispone el artículo 29
de la Ley de Casación, que establece que en un caso como
en el de la especie el plazo de diez días para inteeponer
dicho recurso comienza a partir de la notificación de la
sentencia:

Hilario Hernández, correctamente a su derecha, chocándola
por detrás, con los resultados ya especificados;

Considerando, que lo precedentemente expuesto pone
de manifiesto, que en cuanto al aspecto penal, que se exa-
mina, contririamente a lo alegado por los recurrentes, la
sentencia impugnada contiene motivos suficientes y perti-
nentes que justifiquen en ese aspecto su dispositivo;

Considerando, que en cuanto al alegato de que las con-
denaciones civiles no podían ser declaradas oponibles a la
Compañía "Unión de Seguros, C. por A.", Ya que cuando
ocurrió el accidente la Póliza de que se trata estaba ven-
cida", basta señalar, que la sentencia impugnada pone de
manifiesto, que dicho alegato no fue hecho por ante los
jueces del fondo, y por lo contrario, se solicitó la reduc-
ción de las indemnizaciones, lo que para la aseguradora
hubiese carecido de interés, en caso de no vigencia de la
Póliza; pero, en todo caso dicho alegato, como medio nuevo
no podía ser propuesto por primera vez en casación, y en
consecuencia debe ser desestimada:

Considerando, que la Corte a-qua para fallar como lo
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de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado en ese
mismo terto legal, en su letra c) con seis (6) meses a dos
(2) años de prisión y multa de cien pesos oro (RD$100.00)
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nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Pcr tales motivos, Primero: Admite como intervinlente
a Hilario Hernández, Félix Contreras y Víctor Matos Var-
gas, en los recursos de casación interpuestos, por Bienveni-
do Martínez, Fernando Martínez Núñez y la "Unión de Se-
guros, C. por A.", contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San
Cristóbal el 24 de noviembre de 1977 cuyo dispositivo se
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara
inadmisible el recurso interpuesto por Fernando L. Martí-
nez Núñez, contra la indicada sentencia; Tercero: Rechaza
los recursos interpuestos por Bienvenido Martínez y la
Unión de Seguros, C. por A., y condena al primero al pago
de las costas penales; Cuarto: Condena a Fernando L. Mar
tínez al pago de las costas civiles ,distrayéndolas en favor
del Dr. César Darío Adames Figueroa, abogado de los inter-
vinient es, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y
las hace oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro
de íes términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 20 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia bnpugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 17 de abril de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan Melik Issa Jorge, Héctor V. Valenzuela y/o
Williams Issa

intervinientee: Vicente Lara y María Sánchez.
Abogado: Dr. Julio Eligio Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pere-
116, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 20 del mes de abril del año 1981, años 138' de
la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública como Corte de Casación la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan
Melik Issa Jorge, dominicano, mayor de edad, chofer, cédu-
la N° 66801, y Héctor V. Valenzuela y/o Williams Issa, do-
minicano, mayor de edad, cédula N9 156477, serie 12; do-
miciliados ambos en esta ciudad, e igualmente por la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales, el 17 de abril de
1979, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio Eligio Rodríguez, por sí y por el Dr.
Pedro Antonio Rodríguez Acosta, portadores, rcspectiva-
mente, de las cédulas Nos. 19665 y 22427, abogados de los
intervinientes Vicente Lara y María Sánchez, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 18 de mayo de 1979, a requerimiento
del Dr. Miguel Angel Vásquez Fernández, cédula N o 23874,
serie 18; acta en la que no se propone ningún medio deter-
minado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes. suscrito por sus
abogados;

I,a Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, y 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento Civil;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad, el lro. de enero de 1978, en el cual dos personas
resultaron con lesiones corporales, la Cuarta Cámara Panal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
clictó el 21 de agosto de 1978, una sentencia cuyo dispositivo
se copia en el de la ahora impugnada; y b) que sobre los
recursos interpuestos, la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo dictó, el 19 deabril de 1979, el fallo ahora impugnado,
del que es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Admite como regular y válido en cuanto a la forma el re-
curso de apelación interpuesto por el Dr. Miguel A. Vás-
quez Fernández, a nombre de Juan Melik Issa Jorge y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., y el Lic. Fred-
dy E. Fernández a nombre del prevenido Juan Melik Issa

Jorge, Héctor V. Valenzuela y/o William Issa Jorge, per-
sona civilmente responsable y la Cía. de Seguros San Ra-
faael, C. por A., contra la sentencia dictada por la Cuarta
Cámara Penal del Juzg.ndo de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional en fecha 21 de agosto de 1978, cuyo disposi-
tivo dice así: Talla: Primero: Se declara al nombrado Juan
Melik Issa Jorge, dom., mayor de edad, cédula NQ 66801,
serie lra., residente en la calle Bolívar No. 202, culpable de
viclación del artículo 74 y 49 letra c) de la Ley 241, en per-
juicio de María Sánchez y, en consecuencia, se condena a
RD825.00 (veinticinco isos oro dominicanos) de multa y
al pago de las costas penales, tomando eircunstaneias .ate-
nuantes en su favor; Segundo: Se declara al nombrado Vi-
cente Lara, dom., mayor de edad, portador de la cédula No.
121103, serie lr.a., residente en la calle San Carlos No. 41,
Ens. Espaillat, no culpable y en consecuencia se descarga
por no haber violado ninguna oisposición de la Ley 241;
las costas se declaran de	 Tercero: Se cleclara regular
y válidas en cuanto a la forma las constituciones en parte
civil hechas por los señores Vicente I,ara Y María Sánchez,
en contra de Juan Melik Issa Jorge, Héctor V. Valenzuela
Alcántara :‘, /o William Issa, a pagar una indemnización de:
a) RDS4,000.00 (cuatro mil pesos oro dominicanos), en fa-
vor de Vicente Lara, como justa reparación por los daños y
perjtticios, morales y materiales sufridos por él en dicho ac-
cidente; b) una indemniwción de RDS3,000.00 (tres mil pe-
sos oro dorninicanos) en favor de María Sánchez, como jus-
ta reparación por los dafios y perjuicios morales y materia-
les sufridos por ella en el accidente; Cuarto: Condena a los
mismos al pago de los intereses legales de dichas sumas a
partir de la fecha de la demanda, condena a Juan Melik
Issa Jorge, Héctor V. Valenzuela Alcántara y/o William
Issa, al pago de las costas eiviles en favor de los Dres. Pe-
dro A. Ftodríguez Acosta y Julio Eligio Rodríguez, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se de-
clara dicha sentencia común y oponible a la compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., por ser esta la entidad ase-
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mente, de las cédulas Nos. 1966$ y 22427, abogados de los
intervinientes Vicente Lara y María Sánchez, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
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sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, y 1, 37,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento Civil;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que, el mismo se reficre, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad, el lro. de enero de 1978, en el cual dos personas
resultaron con lesiones corporales, la Cuarta Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
crictó el 21 de agosto de 1978, una sentencia cuyo dispositivo
se copia en el de la ahora impugnada; y b) que sobre los
recursos interpuestos, la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo dictó, el 19 deabril de 1979, el fallo ahora impugnado,
del que es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Admite como regu.lar y válido en cuanto a la forma el re-
curso de apelación interpuesto por el Dr. Miguel A. Vás-
quez Fernández, a nombrc de Juan Melik Issa Jorge y la
Compariía de Seguros San Rafael, C. por A., y el Lic. Fred-
dy E. Fernández a nombre del prevenido Juan Melik Issa
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Jorge, Héctor V. Valenzuela y/o William Issa Jorge, per
sona civilmente responsable y la Cía. de Segttros San Ra-
faael, C. por A., contra la sentencia dictada por la Cuarta
Cámara Penal del Juzrado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional en fecha 21 de agosto de 1978, cuyo disposi-
tivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara al nombrado Juan
Melik Issa Jorge, dom., mayor de edad, cédula N 9 66801,
serie lra., residente en la calle Bolívar No. 202, culpable de
violación del artículo 74 y 49 letra c) de la Ley- 241, en per-
juicio de María Sánchez y, en consecuencia, se condena a
RDS25.00 (veinticinco pesos oro derninicanos) de multa y
al pago de las costas penales, tomando cireunstancias ate-
nuantes en su favor; Segundo: Se declara al nombrado Vi-
cente Lara, dom., mayor de edad, portador de la cédula No.
121103, serie 1ra., residente en la calle San Carlos No. 41,
Ens. Espaillat, no culpable y en consecuencia se descarga
por no haber vielado ninguna ctisposición de la Ley 241;
las costas se declaran de ofic!o; Tercero: Se declara regular
y válidas en cuanto a la forrna las constituciones en parte
civil hechas por los señores Vicente Lara Y María Sánchez,
en contra de Juan Ifelik Issa Jorge, Héctor V. Valenzuela
Alcántara y/o William Issa, a pagar uns indemnización de:
a) RD$4.000.00 (cuatro mil pesos oro dominicanos), en fa-
vor de Vicente Lara, como justa reparación por los daños y
perjuicios, morales y materiales sufridos por él en dicho ac-
cidente; b) una indemnización de RD$3,000.00 (tres mil pe-
sos oro dominicanos) en favor de María Sánchez, como jus-
ta reparación por los daños y perjuicios morales y materia-
les sufridos por ella en el aecidente; Cuarto: Condena a los
mismos al pago d'e los intereses legales de dichas sumas a
partir de la fecha de la demanda, condena a Juan Melik
Issa Jorge, Héctor V. Valenzuela Alcántara y/o William
Issa, al pago de las costas civiles en favor de los Dres. Pe-
dro A. Rodríguez Acosta y Julio Eligio Rodríguez, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se de-
clara dicha sentencia común y oponible a la compañía de
Seguros San Rabel, C. por A., por ser esta la entidad ase-
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guradora del vehículo, carro ma.rca Chevrolet, placa No.
126-514, chasis No. 166391D-126589, capiota negra, propiedad
de Héctor V. Valenzuela o Valencia, conducido por Juan
/1nIelik Issa Jorge, causante del accidente, en virtud del Art.
10 de la Ley 4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de
motor'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el preveni-
do, la parte civilmente responsable y la Cía. de Seguros
San Rafael, C. por A., por no haber comparecido a la au-
diencia, no obstante haber sido legalmente citados y empla-
zados; TERCERO: Confirma en todas sus demás partes la
sentencia apelada; CUA_RTO: Condena al prevenido al pago
de las costas penales Y a la persona civilmente responsable
a las civiles con distracción de las mismas en provecho de
los Dres. Peclro Ant. Rodríguez y Julio Eligio Rodríguez
Acosta, abogados que afirrnan haberlas avanzado en su to-
tal idad";

Considerando, en cuanto a los recursos interpuestos por
Héctor V. Valenzuela y/o Williams Issa, puesto en causa
como civilmente responsable, y la Compañía cie Seguros,
San Rafael, C. por A., que dichos rccurrentes ni en el acta
declarativa de sus recursos ni posteriormente han expuesto
los medios en que los fundan, como lo exige a pena de nu-
lidacl el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; que, en consecuencia, dichos recursos son nulos, y
solamente se procederá al examen del recurso del prevenido
issa Jorge;

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que, para declarar culpable al pre-
venido Issa Jurge, la Corte a-qua dio por establecido me-
diante la ponderación de los elementos de juicic que fueron
administrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1)
que en la madrugada del lro. de enero de 1978, Vicente
Lara conducía una motocicleta de su propiedad, de norte a
sur, por la Avenida Duarte deteniéndose al Ileg.ar a la in-
tersección de la vía por donde transitaba por la calle Pedro
Livio Cedefio, en razón de que el semáforo que allí hay,

e.staba en rojo; que al volver a reiniciar su marcha, al apa-
recer la luz verde, fue chocado por el automóvil placa No.
126-514, propledad de Héctor V. Valenzuela y/o Williams
Issa. con seguro de la San Rafael, C. por A., que era con-
ducido de este a oeste por la calle Pedro LivRo Cedeño, por
Juan Melik Issa Jorge; resultando con lesiores que afecta-
ron permanentemente su ojo izquierdo, el ahora intervi-
niente Lara, y con traumatisrnos y fracturas diversas, cu-
rables antes de 240 días y después de 270, María Sánchez,
que era conducida en la motocieleta; y que el hecho sede-
bió a que el prevenido Issa Jorge, penetró a la Avenida
Duarte, de La dirección de donde procedía, sin tomar pre-
caución alguna;

Considerando, que los hcchos así establecidos configu-
ran a cargo del citado prevenido, el delito de golpes Y he-
ridas involuntarias causado C011 el manejo de un vehículo
de motor, y que dejaron lesiones perrneoentes; hecho pre-
visto por el artículo 49 de La Ley No. 241 de 1967, y san-
cionado por dicho texto legal en su letra d.) con las penas
de nueve meses a tres años de prisión, y multa de RDS200.-
00 a RD$600.00, si los golpes o las he-riclas causaren a la
víctima una lesión permanente, como sucedió en la especie;
que por lo tanto, l condenar al prevenido Is.sa Jorge, aco-
giendo en su favor eircunstancias atenuztntes, a RD$25.00
de multa, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de
la Ley;

Consiclerando, que asimisrno la Corte a-qua spreció que
el hecho del prevenido había causado a Vicente Lara y a
Maria Sánchez, constituídos en parte civil, daños y perjui-
cios materiales y morales que evaluó en bs sumas de Rll$-
4,000.00 para la primera y RD$3,000.00 para el último; que
en consecuenela, al condenar al prevenido Issa Jorge y a
Héctor V. Valenzuela y/o Williams Issa, conjuntamente, al
pago de dichas sumas a título de indemnización principal,
Y /oS intereses legales de las mismas a partir de la deman-
da, como indemnización complementaria, la Corte a-qua
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guradora del vehículo, carro marca Chevrolet, placa No.
126-514, chasis No. 166391D-126589, capiota negra, propiedad
de Héctor V. Valenzuela o Valencia, conducido por Juan
Melik Issa Jorge, cau-sante del accidente, en virtud del Art.
10 de la Ley 4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de
motor'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el preveni-
do, la parte civilmente responsable y la Cía. de Seguros
San Rafael, C. por A., por no haber comparecido a la au-
diencia, no obstante haber sido legalmente citados y empla-
zados; TERCERO: Confirrna en todas sus demás partes la
sentencia apelada; CUARTO: Condena al prevenido al pago
de las costas penales y a la persona civilmente respons.able
a las civiles con distracción de las mismas en provecho de
los Dres. Pedro Ant. Rodríguez y Julio Eligio Rodríguez
Acosta, abogados que afirman haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando, en cuanto a los recursos interpuestos por
Héctor V. Valenzuela y/o Williams Issa, puesto en causa
como civilmente responsable, y La Compañía de Seguros,
San Rafael, C. por A., que dichos recurrentes ni en el acta
declarativa de sus recursos ni posteriormente han expuesto
los medios en que los fundan, como lo exige a pena de nu-
lidad el artículo 3,7 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; que, en consecuencia, dichos recursos son nulos, y
solamente se procederá al examen del recurso del prevenido
issa Jorge;

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto qtte, para declarar culpable al pre-
venido Issa Jorge, la Corte a-qua dio por establecido me-
diante la ponderación de los elementos de juicic que fueron
administrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1)
que en la rnadrugada del lro. de enero de 1978, Vicente
Lara conducía una motocicleta de su propiedad, de norte a
sur, por la Avenida Duarte deteniendose al Ileg.ar a la in-
tersección de la vía por donde transitaba por la calle Pedro
Livio Cedeño, en razón de que el semáforo que allí hay,

e.s,taba en rojo; que al volver a reiniciar su marcha, al apa-
recer la luz verde, fue chocado por el automóvil placa No.
126-514, prop i edad de Héctor V. Valenzuela y/o Witliams
Issa, con seguro de la San Rafael, C. por A., que era con-
ducido de este a oeste por la calle Pedro Livf.o Cedeño, por
Juan Melik Issa Jorge; resultando con lesiores que afecta-
ron perrnanentemente su ojo izquierdo, el ahora intervi-
niente Lara, y con traumatismos y fracturas diversas, cu-
rables antes de 240 días y después de 270, María Sánchez,
que era conducida en la motocieleta; y que el hecho sede-
bió a que el prevenido Issa Jorge, penetró a la Avenkla
Dttarte, de la dirección de donde proccdía, sin tomar pre-
caución alguna;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del citado prevenido, el delito de golpes Y he-
ridas involuntarias causado con el manejo de un vehículo
de motor, y que dejaron lesiones permanentes; hecho pre-
visto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, y san-
cionado por dicho texto legal en su letra d) con las penas
de nueve meses a tres aiíos de prisión, y multa cie 111)5200.-
00 a RD$600.00, si los golpes o las heridas causaren a la
víctima una lesión permanente, como sucedió en la especie;
que por lo tanto, condenar al prevenido Issa Jorge, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, a RD$25.00
de multa, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de
la Ley;

Considerando, qtte asimismo la Corte a-qua apreció que
el hecho del prevenido había causado a Vicente Lara y a
María Sánchez, constituídos en parte eivil, daños y perjui-
cios materiales y moralas que evaluó en	 sumas de RD$-
4,000.00 para la primera y 111)$3,000.00 para el último; que
en consecuencia, al condenar al prevenklo Issa Jorge y a
Héctor V. Valenzuela y ito Williams Issa, conjuntamente, al
pago de dicha,s sumas a título de indemnización principal,
Y los intereses legales de las mismas a partir de la deman-
da, como indemnización complementaria, la Corte a-qua



hizo una cor•ecta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada en SUS demás aspectos,
en lo que concierne al interés del prevenido, el fallo irnpug-
nado no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite a Vicente Lara y
a María Sánchez, como ntervinientes en los recursos de
casación interpuestos por juan Melik Issa Jorge y Héctor
V. Valenzuela y/o Williams Issa, contra la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apeloción
de Santo Domingo el 17 de abr:1 de 1978, cuyo dispositivo
se ha copiado	 parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara nulos iios recursos interpuestos contra la misrna
sentencia por Iléctor V. Valenzuela y/o Williams Issa; y
ta Compañía San Rafael, C. por A.; Tercero: Rechaza e.1 re-
curso del prevenido Issa Jorge, y lo condena al pago de las
costas penales, y a éste, y a Héctor V. Valenzuela y/o
Williams Issa, al pago de las costas civiles, distrayéndolas
en favor de los Doctores Julio Eligio Rodríguez y Pedro
Antonio Rodríguez, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad, y las hace oponibles a la San Rafael, C por
A., dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Bitez.
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figttran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dío, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
tecl/a 9 de mano de 1978.

Materiat: Corroccional.

Itecurrentcs: Juar, Santana, Di&genes Antonio Lara y la Seguros
Pepin, S. A.

Abogado: Dr. César Pina Toribio.

Intersiniente: Milady Alt. Perdomo Florentino.
Abogados: Dres. Pedro A. Rodríguez y Julio A. Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la Rejública, la Suprema Corte de Jus-
tici», regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente.
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juz,n Bautista Rojas Alrnánzar
y Feflpe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Ssla donde celebra sus atidiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
22 de abril de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restatumción, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de cosación interpuestos conjunta-
mente por Juan Santana, Diógenes Antonio Lara Y la Se-
guros Pepín, S. A., los dos primeros dominicanos, mayores
de edad, chofer y propietario respectivamente, domiciliados
en las calles José Dolores Cerón y San Francisco de Maco-
rís, casas Nos. 42 y 9, de esta ciudad; y la Compañía con
domicilio social en la calle Mercedes esquina Palo Hincado,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribucio-
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hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al interés del prevenido, el fallo impug-
nado no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite a Vicente Lara y
a María Sánchez, como 5ntervinientes en los recursos de
casación interpuestos por Juan Melik Issa Jorge y Héctor
V. Valenzuela y/o Williams Issa, contra la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo el 17 de abr1 de 1978, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Declara nulos los recursos interpuestos contra la misma
sentencia por Héctor V. Valenzuela y/o Williams Issa; y
la Compañía San Rafael, C. por A.; Tercero: Rechaza el re-
curso del prevenido Issa Jorge, y lo condena al pago de las
costas penales, y a éste, y a Héctor V. Valenzuela y/o
Williams Issa, al pago de las costas civiles, distrayéndolas
en favor de los Doctores Julio Eligio Rodríguez y Pedro
Antonio Rodríguez, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad, y las hace oponibles a la San Rafael, C por
A., dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la'
audiencia pública. del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 9 de marzo de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan Santana, Diógenes Antonio Lara y la Seguros
Pepin, S. A.

Abogado: Dr. César Pina Toribio.

luterviniente: Milady Alt. Perdomo Florentino.
Abogados: Dres. Pedro A. Rodríguez y Julio A. Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la Rejúbiica, la Suprema Corte de Jus-

ticig , regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y FeEpe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Ssla donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
22 de abril de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan Santana, Diógenes Antonio Lara Y la Se-
guros Pepín, S. A., los dos primeros dominicanos, mayores
de edad, chofer y propietario respectivamente, domiciliados
en las calles José Dolores Cerón y San Francisco de Maco-
rís, casas Nos. 42 y 9, de esta dudad; y la Compañía con
domicilio social en la calle Mercedes esquina Palo Hincado,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribucio-
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nes correccionales por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, el 9 de marzo de 1978, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio Eligio Rodríguez, por sí y por el Dr.

Pedro A. Rodriguez Acosta, abogados de la interviniente,
en la lectura de sus conclusiones; interviniente que lo es
Miladys Altagracia Perdomo Florentino, dominicana, ma-
yor de edad, de oficios domésticos, domiciliada en la casa
N9 180 de la calle Moca de esta ciudad, cédula N 9 735, se-
rie 92;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
La Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr.
César R. Pina Toribio, en representación de los recurrentes,
el 5 de junio de 1978, en la que no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 29 de enero
de 1979, suscrito por el Dr. César 11. Pina Toribio, su abo-
gado, en el que se proponen los medios de casación que se
indican más adelante;

Visto el escrito de la interviniente del 29 de enero de
1979, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante; y los artículos 1,
20, 43 Y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 9
de febrero de 1976, en que resultó una persona con lesiones
corporales, la Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional,
dictó el 11 de junio de 1976, una sentencia cuyo dispositivo

aparece en el de la ahora impugnada; b) que sobre los re-
cursos interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Admite como regular y válido en la forma el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Francisco A. Cadena Mo-
quete a nombre y representación de Juan Santana, Dióge-
nes Ant: Lara R., y Cía. Pepín, S. A., contra sentencia dic-
tada por la Sexta Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional en fecha 11 de junio
de 1976, cuyo dispositivo dice así: 	 Primero: Se pro-
nuncia el defecto del nombrado Juan Santana, por no ha-
ber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido le-
galmente citado; Segundo: Se declara al nombrado Juan
Santana, culpable de violar la Ley 241, en perjuicio de Mi-
ledy Altagracia Perdomo, y en consecuencia, se condena al
pago de una multa de Veinticinco pesos oro (RDS25.00) y
costas, acobiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Tercero: Se declara buena Y válida la constitución en parte
civil intentada por Milady Altagracia Perdomo en contra
de Diógenes Antonio Lara Rosa, por haberla hecho de acuer-
do a las disposiciones legales, en consecuencia, se condena
a Diógenes Ant. Lará R., al pago de una indemnización de
Un mil pesos oro (RDS1,000.00) a favor de la parte civil
constituída, corro justa reparación por los daños morales y
materiales sufridos con motivo del accidente, más al pago
de los intereses legales de la suma acordada título de in-
demnización complementaria, así corno al pago de las cos-
tas civiles con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Pedro Antonio Rodríguez Acosta, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad; Cuarto: Se declara que la pre-
sente sentencia le sea común y oponible a la Cía. de Segu-
ros Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del vehícu-
lo que produjo el accidente'; Por haber sido hecho dentro
del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO: Pro-
nuncia el defecto contra Juan Santana por no haber com-
parecido a la audiencia no obstante haber sido legalmente
citado y emplazado; TERCERO: Confirma la sentencia re-

1
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nes correccionales por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, el 9 de marzo de 1978, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio Eligio Rodríguez, por sí y por el Dr.
Pedro A. Rodríguez Acosta, abogados de la interviniente,
en la lectura de sus conclusiones; interviniente que lo es
Miladys Altagracia Perdomo Florentino, dominicana, ma-
yor de edad, de oficios domésticos, domiciliada en la casa
N9 180 de la calle Moca de esta ciudad, cédula N 9 735, se-
rie 92;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr.
César R. Pina Toribio, en representación de los recurrentes,
el 5 de junio de 1978, en la que no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 29 de enero
de 1979, suscrito por el Dr. César R. Pina Toribio, su abo-
gado, en el que se proponen los medios de casación que se
indican más adelante;

Visto el escrito de la interviniente del 29 de enero de
1979, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante; y los artículos 1,
20, 43 Y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 9
de febrero de 1976, en que resultó una persona con lesiones
corporales, la Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional,
dictó el 11 de junio de 1976, una sentencia cuyo dispositivo

aparece en el de la ahora impugnada; b) que sobro los re-
cursos interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Admite como regular y válido en la forma el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Francisco A. Cadena Mo-
quete a nombre y representación de Juan Santana, Dióge-
nes Ant: Lara R., y Cía. Pepín, S. A., contra sentencia dic-
tada por la Sexta Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional en fecha 11 de junio
de 1976, cuyo dispositivo dice así: 'Falia: Primero: Se pro-
nuncia el defecto del nombrado Juan Santana, por no ha-
ber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido le-
galmente citado; Segundo: Se declara al nombrado Juan
Santana, culpable de violar la Ley 241, en perjuicio de Mi-
ledy Altagracia Perdomo, y en consecuencia, se condena al
pago de una multa de Veinticinco pesos oro (RD$25.00) y
costas, acobiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Tercero: Se declara buena y válida la constitución en parte
civil intentada por Milady Altagracia Perdomo en contra
de Diógenes Antonio Lara Rosa, por haberla hecho de acuer-
do a las disposiciones legales, en consecuencia, se condena
a Diógenes Ant. Lara R., al pago de una indemnización de
Un mil pesos oro (RD$1,000.00) a favor de la parte civil
constituida, como justa reparación per los daños morales y
materiales sufridos con motivo del accidente, más al pago
de los intereses legales de la suma acordadas título de in-
demnización complementaria, así como al pago de las cos-
tas civiles con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Pedro Antonio Rodríguez Acosta, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad; Cuarto: Se declara que la pre-
sente sentencia le sea común y oponible a la Cía. de Segu-
ros Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del vehícu-
lo que produjo el accidente'; Por haber sido hecho dentro
del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO: Pro-
nuncia el defecto contra Juan Santana por no haber com-
parecido a la audiencia no obstante haber sido legalmente
citado y emplazado; TERCERO: Confirma la sentencia re-
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currida en sus demás aspectos; CUARTO: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales de la alzada; QUINTO:
Condena a Juan Santana y a Diógenes Antonio Lara al pa-
go de las costas civiles del proceso con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Pedro Ant. Rodríguez Acosta
y el Dr. Julio Rodríguez, abogado que afirma haberlas
avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara esta sentencia,
común y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que causó el
accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta absoluta de motivos en la sentencia
impugnada. Insuficiencia en la enunciación y descripción
de los hechos de la causa Violaciór. de lo sartículos 195
del Código de Procedimiento Criminal y 27 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación; Segundo Medio: Desnaturaliza-
ción de los hechos. Falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de
sus dos medios de casación, que por su estrecha relación se
reúnen para su examen, alegan en síntesis, que la sentencia
impugnada carece de motivos y de una exposición de he-
chos, que permita determinar si la ley ha sido bien o mal
aplicada, que además los hechos han sido desnaturalizados,
atribuyéndoles un sentido y alcance que no le correspon-
de; que en consecuencia la sentencia debe ser casada por
falta de base legal;

Considerando, que la sentencia impugnada y los docu-
mentos a que ella se refiere, ponen de manifiesto, que la
Corte a-qua, para declarar culpable al prevenido recurrente,
le atribuyó a la declaración de éste, en el acta policial, ya
que hizo defecto en audiencia, un contenido y alcance que
no tiene, ya que éste lejos de reconocer su culpabilidad, co-
mo se da por admitido en el fallo de que se trata lo que
hizo en su declaración fue atribuirle toda la falta en el ac-
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cidente, a la querellante Y actua interviniente, por lo que
evidentemente dicha declaración fue desnaturalizada;

Considerando, que en tales circunstancias, al tener los
hechos dados por establecidos, en La sentencia impugnada,
como fundamento esencial, la declaración del mismo pre-
venido, que fue desnaturalizada, ya que no hay constancia
en el expediente, de la existencia de prueba documental
alguna, ni de haberse oído ningún testigo; es obvio, que tal
como lo alegan los recurrentes, la sentencia impugnada ado-
lece de los vicios denunciados, y debe ser casada;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
carecer de base legal, o falta de motivos, las costas podrán
ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Milady Altagracia Perdomo Florentino, en los recursos
de casación interpuestos por Juan Santana, Diógenes Anto-
nio Lora y la Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 9 de
marzo de 1978, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Casa en todas sus partes la sen-
tencia impugnada y envía el asunto por ante la Corte de
Apelación de San Pedre de Macorís, en las mismas atribu-
ciones; Tercero: Declara las costas penales de oficio y com-
pensa las costas civiles entre las partes.

(Firmados): Néstor Contin Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Jaco-
bo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y

fue firmada. leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

p
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currida en sus demás aspectos; CUARTO: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales de la alzada; QUINTO:
Condena a Juan Santana y a Diógenes Antonio Lara al pa-
go de las costas civiles del proceso con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Pedro Ant. Rodríguez Acosta
y el Dr. Julio Rodríguez, abogado que afirma haberlas
avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara esta sentencia,
común y oponible a la Compañía de Seguros Pepin, S. A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que causó el
accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta absoluta de motivos en la sentencia
impugnada. Insuficiencia en la enunciación y descripción
de los hechos de la causa. Violaciór. de lo sartículos 195
del Código de Procedimiento Criminal y 27 de la Le y sobre
Procedimiento de Casación • Segundo Medio: Desnaturaliza-
ción de los hechos. Falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de
sus dos medios de casación, que por su estrecha relación se
reúnen para su examen, alegan en síntesis, que la sentencia
impugnada carece de motivos y de una exposición de he-
chos, que permita determinar si la ley ha sido bien o mal
aplicada, que además los hechos han sido desnaturalizados,
atribuyéndoles un sentido y alcance que no le correspon-
de; que en consecuencia la sentencia debe ser casada por
falta de base legal;

Considerando, que la sentencia impugnada y los docu-
mentos a que ella se refiere, ponen de manifiesto, que la
Corte a-qua, para declarar culpable al prevenido recurrente,
le atribuyó a la declaración de éste, en el acta policial, ya
que hizo defecto en audiencia, un contenido y alcance que
no tiene, ya que éste lejos de reconocer su culpabilidad, co-
mo se da por admitido en el fallo de que se trata lo que
hizo en su declaración fue atribuirle toda la falta en el ac-

cidente, a la querellante Y actua interviniente, por lo que
evidentemente dicha declaración fue desnaturalizada;

Considerando, que en tales circunstancias, al tener los
hechos dados por establecidos, en la sentencia impugnada,
como fundamento esencial, la declaración del mismo pre-
venido, que fue desnaturalizada, ya que no hay constancia
en el expediente, de la existencia de prueba documental
alguna, ni de haberse oído ningún testigo; es obvio, que tal
como lo alegan los recurrentes, la sentencia impugnada ado-
lece de los vicios denunciados, y debe ser casada;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
carecer de base legal, o falta de motivos, las costas podrán
ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Milady Altagracia Perdomo Florentino, en los recursos
de casación interpuestos por Juan Santana, Diógenes Anto-
nio Lora y la Seguros Pepin, 'S. A., contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 9 de
marzo de 1978, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Casa en todas sus partes la sen-
tencia impugnada y envía el asunto por ante la Corte de
Apelación de San Pedre de Macorís, en las mismas atribu-
ciones; Tercero: Declara las costas penales de oficio y com-
pensa las costas civiles entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amir.ma.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez P.-irelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Jaco-
bo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Franetsco de
Macorís, de fecha 27 de mayo de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Rafael Antonio Javier lIenríquez, Juan Bautista Cruz
Infante y la Unión de Seguros, C. por A.

ínter intente: Pedro Ramón Frías Ventura.
Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia ,regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos 	 Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 22 de abril del 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rafael Antonio Javie: Henríquez, dominicano,
mayor de edad, soltero, chofer, domiciliado en Boba Abajo,
Municipio de Tenares, cédula N9 12703, :serie 64; Juan Bau-
tista Cruz Infante, dominicano, mayor de edad, domiciliado
en la calle Barney Morgan N 9 3 de esta ciudad, cédula N9
11555, serie 64, y la Unión de Seguros, C. por A., con su
domicilio principal en la calle Beller N9 98 de la ciudad

de Santiago, contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de San Francisco de Macorís, en sus atribuciones
correccionales, el 27 de mayo de 1975, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Mariano Román, en representación del Dr.
R. Bienvenido Amaro, cédula N 9 21463, serie 47, abogado del
interviniente Pedro Ramón Frías Ventura, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, obrero, domiciliado en Jacabo Afuera,
Municipio de Salcedo, cédula N9, 19511, serie 55, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 26 de junio de 1975, a requerimiento del
Dr. Rafael Pantaleón, cédula N9 13949, serie 55, en repre-
sentación de los recurrentes, en la cual no se propone, con-
tra la sentencia impugnada, ningígn medio determinado de
casación;

Visto el escrito del interviMente, del 5 de febrero de
'1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1, 5, y' 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
ciudad de Salcedo dl 27 de mayo de 1973, en el cual re-
sultó una persona con lesiones corporales, el Juzgado de
Primera. Instancia del Distrito Judicial de Salcedo dictó el 6
de agosto de 1974, una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que
sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación de
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 27 de mayo de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Rafael Antonio Javier llenríquez, Juan Bautista Cruz
Infante y la Unión de Seguros, C. por A.

Intervinlente: Pedro Ramón Frías Ventura.
Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia ,regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos d‘,1 Secretario
General, en la Sala donde celebra sus .audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 22 de abril del 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de C»saoión, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rafael Antonio Javief Henríquez, dominicano,
mayor de edad, soltero, chofer, domiciliado en Boba Abajo,
Municipio de Tenares, cédula N 9 12703, .;erie 64; Juan Bau-
tista Cruz Infante, dominicano, mayor de edad, domiciliado
en la calle Barney Morgan N 9 3 de esta ciudad, cédula N9
11555, serie 64, y la Unión de Seguros, C. por A., con su
domicilio principal en la calle Beller N9 98 de la ciudad

de Santiago, contra la sentencia dictada por Ja Corte de
Apelación de San Francisco de Macorís, en sus atribuciones
correccionales, el 27 de ma yo de 1975, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Mariano Román, en representación del Dr.
R. Bienvenido Amaro, cédula N 9 21463, serie 47, abogado del
interviniente Pedro Ramón Frías Ventura, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, obrero, domiciliado en Jacabo Afuera,
Municipio de Salcedo, cédula N 9 19511, serie 55, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 26 de junio de 1975, a requerimiento del
Dr. Rafael Pantaleón, cédula N 9 13949, serie 55, en repre-
sentación de los recurrentes, en la cual no se propone, con-
tra la sentencia impugnada, ning6n medio determinado de
casación;

Visto el escrito del interviniente, del 5 de febrero de
'1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1, 5, r 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
ciudad de Salcedo eR 27 de mayo de 1973, en el cual re-
sultó una persona con lesiones corporales, el Juzgado de
Primera. Instancia del Distrito Judicial de Salcedo dictó el 6
de agosto de 1974, una sentencia cuyo dispcsItivo se copia
más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que
sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación de
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San Francisco de Macorís, dictó, en defecto, el 27 de ma-
yo de 1975 la sentencia impugnada en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declarar regular y
válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Ra-
fuel Pantaleen, a nombre y representación del prevenido
Rafael Antonio Javier Henríquez, de la persona civilmen-
te responsable señor Juan Bautista Cruz Infante, así como
la entidad aseguradora Unión de Seguros, C. por A., por
ajustarse a las normas procesales, contra sentencia N9 316
dictada en fecha 6 de agosto de 1974 por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, cuya
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se prnouncia el de-
fecto en contra del prevenido Rafael Antonio Javier Hen-
ríquez, por estar legalmente citado y no haber compareci-
do; se declara culpable de violar el artículo 49 de la Ley
241 en perjuicio de Pedro Ramón Frías y se condena a su-
frira la pena de tres (3) meses de prisión correccional, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; se condena
al pago de las costas; Segundo: Se declara al preventeb
Pedro Ramón Frías Ventura culpable de violar el artículo
47 de la Ley 241 (manejar sin estar provisto de la hcencia
correspondiente) y acogiendo circunstancias atenuantes se
condena a pagar una multa de RD$5.00 (cinio pesos oro),
se condena al pago de las costas penales; Tercero: Se de-
clara regular y válido e nla forma y en el fondo la consti-
tución en parte civil Trocha por el Dr. Ramón Eduardo Ama-
ro, a nombre y representación del agraviado Pedro Ramón
Frías Ventura en contra del prevenido Rafael Ant. Henrí-
quez y de su comitente Juan Bta. Cruz Infante a pagar a
la parte civil constituída las indemnizaciones siguientes:
a) de RD$250.00 (doricntos cincuenta pesos oro), por los
daños materiales sufridos por dicha parte, a consecuencia
de la destrucción de una motocicleta propiedad de dicha
parte; b) de RD$1,000.00 (un mil pesos oro) como repara-
ción por los daños y perjuicios morales y materiales origi-
nados en las lesiones corporales sufridos en parte civil
constituída a causa del accidente; se condena al prevenido

solidariamente con su contietente al pago de los interesas
legales de dichas sumas a partir de la demanda y a título
de indemnización complementaria; quinto: Se condena al
prevenido solidáriamente con su ccmitente al pago de las
cestas civiles, ordenando que las mismas sean distraídas
a favor del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado que afirma
haberlas avanzado en su mayor parte; Sexto: Se declara
vencida la fianza judicial que garantizaba la libertad pro-
visional del prevenido Rafael Antonio Javier Henríquez,
por haber cumplido con los requisitos que establece la Ley
126 sobre seguros privados; se ordena la distribución del
monto de la misma en la forma prevista por la Ley; a) para
cubrir gastos del Ministerio Público en cuanto al aspecto
penal; b) para cubrir gastos honorarios de la parte civil
constituida ó de su abogado; c) distracciones en costas;
d) para el pago de las indemnizaciones en favor de la par-
te civil; e) para el pago de ruta, de imponerse al preveni-
do; f) para cubrir todo otro gasto legal; Séptimo: Se da
acta al abogado de la parte civil de haber retirado sus re-
clamaciones civiles contra José Guzmán, en razón de que
el vehículo era propiedad de Juan Bautista Cruz Infante;
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra los apelantes,
por no haber comparecido, no obstante estar legalmente
caados; TERCERO: Confirma en todas los aspectos en es-
tar apoderada esta Corte de la sentencia apelada; CUAR-
TO: Condena al prevenido Rafael Antonio Javier Henrí-
quez al pago de las costas penales del presente recurso;
QUINTO: Condena a los apelantes, parte sucumbiente, al
pago de las costas civiles del presente recurso de alzada,
ordenando su distracción en favor del Dr. Ramón Bvdo.
Amaro, abogado, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte;"

Considerando, que el interviniente Pedro Ramón Frías
Ventura, en su escrito propone lo siguiente: que en razón
de que en primer grado no se concluyó contra compañía
aseguradora de la responsabilidad etvildel dueño, de la ca-
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San Francisco de Macorís, dictó, en defecto, el 27 de ma-
yo de 1975 la sentencia impugnada en casación, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declarar regular y
válido cl recurso de apelación interpuesto por el Dr. Ra-
faa Pantalcén, a nombre y representación del prevenido
Rafael Antonio Javier Henríquez, de la persona civilmen-
te responsable señor Juan Bautista Cruz Infante, así corno
la entidad aseguradora Unión de Seguros, C. por A., por
ajustarse a las normas procesales, contra sentencia NQ 316
dictada en fecha 6 de agosto de 1974 por el Juzgado da
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, cuya
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se prnouncia el de-
fecto en contra del prevenido Rafaes Antonio Javier Hen-
ríciu,oz, por estar legalmente citado y no haber compareci-
do; se declara culpable de violar el artículo 49 de la Ley
241 en perjuicio de Pedro Ramón Frías y se condena a su-
frira la pena de tres (3) meses de prisión correceional, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; se condena
al pago de las costas; Segundo: Se declara al prevenida
Pedro Ramón Frías Ventura culpable de violar el artículo
47 de la Ley 241 (manejar sin estar provisto de la hcencia
correspondiente) y acogiendo circunstancias atenuantes se
condena a pagar una multa de RD$5.00 (cinio pesos oro),
se condena al pago de las costas penales; Tercero: Se de-
clara regular y válido e nia forma y en el fondo la consti-
tución en parte civil hecha por el Dr. Ramón Eduardo Ama-
ro, a nombre y representación del agraviado Pedro Ramón
Frías Ventura en contra del prevenido Rafael Ant. Henrí-
quez y de su comitente Juan Bta. Cruz Infante a pagar a
la parte civil constituida las indemnizaciones siguientes:
a) de RD$250.00 (dogeeentos cincuenta pesos oro), por los
daños materiales sufridos por dicha parte, a consecuencia
de la destrucción de una motocicleta propiedad de dicha
parte; b) de RDS1,000.00 (un mil pesos oro) como repara-
ción por los daños y perjuicios morales y materiales origi-
nados en las lesiones corporales sufridos en parte civil
constituida a causa del accidente; se condena al prevenido

solidariamente con su comietente al pago de los interesas
legales de dichas sumas a partir de la demanda y a título
do indemnización complementaria; quinto: Se condena al
prevenido solidáriamente con su comitente al pago de las
costas civiles, ordenando que las mismas sean distraídas
a favor del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado que afirma
haberlas avanzado en su mayor parte; Sexto: Se declara
vencida la fianza judicial que garantizaba la libertad pro-
visional del prevenido Rafael Antonio Javier Henríquez,
por haber cumplido con los requisitos que establece la Ley
126 sobre seguros privados; se ordena la distribución del
monto de la misma en la forma prevista por la Ley; a) para
cubrir gastos del Ministerio Público en cuanto al aspecto
penal; b) para cubrir gastos honorarios de la parte civil
constituida ó de su. abogado; c) distracciones en costas;
d) para el pago de las indemnizaciones en favor de la par-
te civil; e) para el pago de ruta, de imponerse al preveni-
do; f) para cubrir todo otro gasto legal; Séptimo: Se da
acta al ahogado de la parte civil de haber retirado sus re-
clamaciones civiles contra José Guzmán, en razón de que
el vehículo era propiedad de Juan Bautista Cruz Infante;
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra los apelantes,
por no haber comparecido, no obstante estar legalmente
citados; TERCERO: Confirma en todas los aspectos en es-
tar apoderada esta Corte de la sentencia apelada; CUAR-
TO: Condena al prevenido Rafael Antonio Javier Henrí-
quez al pago de las costas penales del presente recurso;
QUINTO: Condena a los apelantes, parte sucumbiente, al
pago de las costas civiles del presente recurso de alzada,
ordenando su distracción en favor del Dr. Ramón Bvdo.
Amaro, abogado, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte;"

Considerando, que el interviniente Pedro Ramón Frías
Ventura, en su escrito propone lo siguiente: que en razón
de que en primer grado no se concluyó contra compañía
aseguradora de la responsabilidad	 dueño, de la ca-
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mioneta, y comitente del prevenido, ello así porque el
vehículo no estaba asegurado yen razun de que en segun-
do grado no había ningtma compañía puesta en causa como
aseguradora de la camioneta y de la responsabilidad de su

dueño, resulta que la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de San Francisco de Macorís era susceptible de
oposición, dado que fué dictada cit defecto contra el pre-
venido, la persona civilmente responsable y la compañía
afianzadora; que la compañía afianzadora puede recurrir
en oposición contra una sentencia en defecto que se dicte
contra el prevenido, la persona civilmente responsable y
la compañía afianzadora puere recurrir en oposición con-
tra una sentencia en defecto que se dicte contra ella, muy
especialmente, cuando se declara vencida la fianza jud:-
ciad, pues la prohibición del recurso de oposición sólo es
contemplado cuando se pone en causa a una compañía co-
mo aseguradora de la responsabilidad civil del esegurado;
que igualmente pueden recurrir en oposición d prevenido
y la persnoa civilmente responsable, cuando no hay com-
pañía aseguradora puesta en causa; que cuando en fecha
26 de junio del año 1975, el preve n ido, la persona civil-
mente responsable y la compañía afianzadora recurrie-
ran en casación, estaba aún abierto cl recurso de oposición
contra la sentencia dictada por la Corte a-qua, ello así
porque la sentencia del 27 de mayo de 1975 no había sido
notificada a ninguna de las partes defectantes; que el re-
curso de casación de que se trata debe ser declarado inad-
misble por prematuro, en razón de que cuando fué inter-
puesto estaba abierto, el plazo para recurrir en oposición,
dado que la sentencia reCurrida no había sido notificada a
ninguna de las partes;

Considerando, que, por lo expuesto, y sin necesidad
de mayores desarrollos, la Suprema Corte estima correc-
to el criterio jurídico dS intervimente; que el seguro que
contratan las compañías aseguradoras en virtud de la Ley
4117, de 1955, es completamente distinto de los contrates
para la obtención de libertad provisional que, por tanto,
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siendo la oposición contra las sentencias

 ocurre en los casos de defecto posible en materia de

en defecto un re-

exista al efecto una disposición expresa de la ley. lo que
no

curso de carácter ordinario, para que él quede suprimido
en cualquier materia, o en cualquier caso, es preciso que

libertad provisional bajo fianza;

Considerando, que emforme al artículo 5 de Ley so,
bre Procedimiento de Casación, las sentencias en defecto
no son recurribles en casación, sino después que el recurso
de oposición contra ellas no sea ya admisible; que esa re-
gla sólo sufre necesaria excepción en las materias en que
la ley suprime el recurso de oposición o cuando el defee
tante, por haber obtenido ganancia de causa, carece de in-
terés en interponer el recurso, lo que no ocurre en /a es-
pecie, como se ha señalado anteriormente; que al haber
sido dictada en defecto, contra los actuales recurrentes, la
sentencia del 27 de mayo de 1975, y al no haber en el ex-
pedientc constancia de que la misma fuera notificada, es
evidente, que el recurso de oposición contra la misma era
aún admisible; que en consecuencia, y por todo lo expues-
to, proceda declarar inadmisible los indicados recursos de
casación;

Por tales motivos, Primero: Admtie como intervinien-
te a Pedro Ramón Frías Ventura en los recursos de casa-
ción interpuestos por Rafael Antonio Javier Henríquez,
Juan Bautista Cruz Infante y la Unión de Seguros, C. pur
A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
de San Francisco de Macorís, en sus atribuciones correccio-
nales, el 27 de mayo de 1975, cuyo dispositvo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara
inadmisble los referidos recursos de casación; Tercero:
Condena a Rafael Antonio Javier Henríquez al pago do
las costas penales; Cuarto: Condena a Rafael Antonio Ja-
vier Henríquez, Juan Bautista Cruz Infante, y la Unión de
Seguros, C. por A., pago de las costas civiles, y las distrae
en provecho del Dr. R. Bienveeido Amaro, abogado del in-

•
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mioneta, y comitente del prevenido, ello así porque el
vehículo no estaba asegurado y cn razun de que en segun-
do grado no había ninguna compañía puesta en causa como
aseguradora de la camioneta y de la responsabilidad de su
dueño, resulta que la sentenela dictada por la Corte de
Apelación de San Francisco de Macorís era susceptible de
oposición, dado que fué dictada cn defecto contra el pre-
venido, la persona civilmente responsable y la compañía
afianzadora; que la compañía afianzadora puede recurrir
en oposición contra una sentencia en defecto que se dicte
contra el prevenido, la persona civilmente responsable y
la compañía afianzadora puere recurrir en oposición con-
tra una sentencia en defecto que se dicte contra ella, muy
especialmente, cuando se declara vencida la fianza judi-
cial, pues la prohibición del recurso de oposición sólo es
contemplado cuando se pone en causa a una compañía co-
mo aseguradora de la responsabilidad civil del asegurado;
que igualmente pueden recurrir en oposición el prevenido
y la persnoa civilmente responsable, cuando no hay com-
pañía aseguradora punta en causa; que cuando en fecha
26 de junio del año 1975, el prevedo, la persona civil-
mente responsable y la compañía afianzadora recurrie-
ran en casación, estaba aún abierto el recurso de oposición
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porque la sentencia del 27 de mayo de 1975 no había sido
notificada a ninguna de las partes defectantes; que 	 re-
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misble por prematuro, en razón de que cuando fué inter-
puesto estaba abierto, el plazo para recurrir en oposición,
dado que la sentencia reeurrida no había sido notificada a
ninguna de las partes;

Considerando, que, por lo expuesto, y sin necesidad
de mayores desarrollos, la Suprema Corte estima correc-
to el criterio jurídico del interviniente; que el seguro que
contratan las compañías aseguradoras en virtud de la Ley
4117, de 1955, es completamente distinto de los contrates
para la obtención de libertad provisional que, por tanto,

siendo la oposición contra las sentencias en defecto un re-
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tinte, por haber obtenido ganancia de causa, carece de in-
terés en interponer el recurso, lo que no ocurre en la es-
pecie, como se ha señalado anteriormente; que al haber
sido dictada en defecto, contra los actuales recurrentes, la
sentencia del 27 de mayo de 1975, y al no haber en el ex-
pediente constancia de que la misma fuera notificada, es
evidente, que el recurso de oposición contra la misma era
aún admisible; que en consecuencia, y por todo lo expues-
to, proceda declarar inadmisible los indicados recursos
casación;

Por tales motivos, Primaro: Admtie como intervinien-
te a Pedro Ramón Frías Ventura en los recursos de casa-
ción interpuestos por Rafael Antonio Javier Henríquez,
Juan Bautista Cruz Infante y la Unión de Seguros, C. por
A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
de San Francisco de Macorís, en sus atribuciones correccio-
nales, el 27 de mayo de 1975, cuyo dispositvo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara
inadmisble los referidos recursos de casación; Tercero:
Condena a Rafael Antonio Javier Henríquez al pago de
las costas penales; Cuarto: Condena a Rafael Antonio Ja-
vier Henríquez, Juan Bautista Cruz Infante, y la Unión de
Seguros, C. por A., pago de las costas civiles, y las distrae
en provecho del Dr. R. Bienveeido Amaro, abogado del in-
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terviniente, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel 	 Amiama, Franci:sy•o Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su eneabezmniento, en La
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jacc)bo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 12 de enero de 1978.

3Iateria: Correccional.

Recurrentes: Dr. Arturo Mota Roa, Héctor Francisco Rivera Do-
mínguez y la CompatIda Dominicana de Segures, C. por A.

Ahogado: Dr. José María Acosta Torres.

Interviniente: José Rafael iEspaillat.
Abogado: Dr. Rubén Darío

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constLtuída por los señores Jueces
Néstor Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín
L. Hernández. Espaillat, assitidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra srs audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22
del mes de abril del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Dr.
Arturo Mota Roa, dominicano, mayor de edad, soltero,
abogado, cédula No. 4576, serie 41, domiciliado en la casa
No. 100 de la calle José Gabriel García, de esta ciudad;
Hector Francisco Rivera Dmoinguez, dominicano, mayor
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terviniente, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Franalsco

Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rc,
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

110	
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jazobo.
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del mes de abril del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' do la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Dr.
Arturo Mota Roa, dominicano, mayor de edad, soltero,
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Héctor Francisco Rivera Dmoínguez, dominicano, mayor
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de edad, cédula No. 25246, serie 23, con domicilio en la
casa No. 64 de la calle Doctor Delgado, de esta dudad, y
la Compañía Dominicana de Segures, C. por A., con su
micilio social en la casa No. 30 de la calle Arzobispo Me-

riño de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, el 12 de Enero de
1978, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada

en la Secretaría de la Corte a-qua, el 18 de Enero del 1978,
a requerimiento del Dr. José María Acosta Torres, cédula
No. 32511, serie 31, en representación de los recurrentes,
en la cual no se propone ningún medio determinado de
casación;

Visto el memorial del 8 de Enero de 1979, suscrito
por el Dr. José María Acosta Torres, abogado de los recu-
rrentes, en el cual se proponen los medios de casación que
se indican más adelante;

Visto el escrito del 2 de Febrero del 1979, suscrito por
el Lic. Rubén Darío Espaillat Inoa, cédula No. 36345, serie
54, abogado del interviniente José Rafael Espaillat, domini-
cano, mayor de edad, casado, comerciante, cédula No. 30, se-
rie 32, con domicilio en ln casa No. 122 de la calle Costa
Rica, del Ensanche Ozama, de esta ciáciad;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los rem-
rrentes en su memorial, que se indican más adelante, y
los artículos 1, 23, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad, el 23 de Febrero de 1972, en que una perso-

na resultó con lesiones corporales, la Sexta Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal dictó una sentencia el 12 de Enero del 1978, cuyo dis-
positivo se transcribe más adelante; b) que sobre los re-
cursos interpuestos intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: ::FALLA: PRI-
MERO: Admite como regulares y válidos en cuanto a la
forma, los recursos de apelao:ón interpuestos; a) por el Dr.
Salvador Garrigosa, en fecha 1ro. de Febrero de 1974, a
nombre y representación del Dr. Arturo Mot aRoa, pre-
venido, dominicano, mayor de edad( cédula de identidad
personal No. 4576, serie 41, residente en la calle José Ga-
briel García No. 100, de esta ciudad, y la Comapñía Do-
minicana de Seguros, y b) por el Dr. Rubén Darío EspaL-
Ilat Inoa, en fecha 3 de Febrero de 1976, a nombre y re-
presentación de José Rafael Espaillat, parte civil consti-
tuida, contra sentencia de fecha 28 de Enero de 1974, dic-
tada por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispostiivo dice así:
"Falla: Primero: Se declara al nombrado Arturo Mota Roa,
culpable de violar la Ley 241, en perjuicio de José Rafael
Espaillat, y en consecuencia se condena al pago de una
multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00) y costas, aco-
giendo en su favor amp.1:as circunstancias atenuantes; Se-
gundo: Se declara buena y válida la constitución en parte
civil intentada por José Rafael Espaillat, cn contra del
acusado y del Dr. Héctor Rivera Domínguez, por haberla
hecho mediante el cumplimiento de los requisitos legales;
Tercero: Se condena a las personas civilmente responsa-
bles al pago de la suma de dos mil pesos oro (RDS2,00.00)
como justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos por José Rafael Espaillat, como consecuencia del
accidente; Cuarto: Se condenan al Dr. Arturo Franedsco
Mota Rea y al Dr. Héctor Rivera Dorránguez, al pago de
los intereses legales de la suma acordada, a partir de la
fecha de la demanda, como indemnización supletoria, así
como al pago de las costas civiles, con distracción de las
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de edad, cédula No. 25246, serie 23, con domicilio en la
casa No. 64 de la caLt Doctor Delgado, de esta dudad, y
la Compañía Dominicana de Segures, C. por A., con su do-
micilio social en la casa No. 30 de la calle Arzobispo Me-
riño de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cer-
te de Apelación de Santo Domingo, el 12 de Enero de
1978, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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por el Dr. José María Acosta Torres, abogado de ]tos recu-
rrentes, en el cual se proponen los medios de casación que
se indican más adelante;
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el Lic. Rubén Darío Espaillat Inoa, cédula No. 36345, serie
54, abogado del interviniente José Rafael Espaillat, domini-
cano, mayor de edad, casado, comerciante, cédula No. 30, se-

rie 32, con domicilio en lta casa No. 122 de la calle Costa
Rica, del Ensanche Ozama, de esta ciudad;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dele
berado y vistos los textos legales invocados por los rezu-
rrentes en su memorial, que se indican más adelante, y
los artículos 1, 23, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad, el 23 de Febrero de 1972, en que una perso-

na resultó con lesiones corporales, la Sexta Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal dictó una sentencia el 12 de Enero del 1978, cuyo dis-
positivo se transcribe más adelante; b) que sobre los re-
cursos interpuestos intervino la sentencia ahcra impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: ::FALLA: PRI-
MERO: Admite como regulares y válidos en cuanto a la
forma, los recursos de apelao:ón interpuestos; a) por el Dr.
Salvador Garrigosa, en fecha 1ro. de Febrero de 1974, a,
nombre y representación del Dr. Arturo Mot aRoa, pre-
venido, dominicano, mayor de edad( cédula de identidad
personal No. 4576, serie 41, residente en la calle José Ga-
briel García No. 100, de esta ciudad, y la Comapñía Do-
minicana de Seguros, y b) por el Dr. Rubén Darío Espac:-
Ilat Inoa. en fecha 3 de Febrero de 1976, a nombre y re-
presentación de José Rafael Espaillat, parte civil consti-
tuida, contra sentencia de fecha 28 de Enero de 1974, dic-
tada por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispostiivo dice así:
"Falla: Primero: Se declara al nombrado Arturo Mota Roa,
culpable de violar la Ley 241, cn perjuicio de Jcsé Rafael
Espaillat, y en consecuencia se condena al pago de una
multa de veinticinco peses oro (RD$25.00) y costas, aco-
giendo en su favor ampl:as circunstancias atenuantes; Se-
gundo: Se declara buena y válida la constitución en parte
civil intentada por José Rafael Espaillat, en contra del
acusado y del Dr. Héctor Rivera Domínguez, por haberla
hecho mediante el cumplimiento de los requisitos legales;
Tencero: Se condena a las personas civilmente responsa-
bles al pago de la suma de dos mil pesos oro (RD$2,00.00)
como justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos por José Rafael Espaillat, corno consecuencia del
accidente; Cuarto: Se condenan al Dr. Arturo Francisco
Mota Rea y al Dr. Héctor Rivera Dorránguez, al pago de
los intereses legales de la suma acordada, a partir de la
fecha de la demanda, como indemnización supletoria, así
como al pago de 'las costas civiles, con distracción de lbs
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mismas en favor del Iic Rubén Darío Espaillat, quien
afirma haberlas avanzado; Quinto: Se declara la presente
sentencia oponnible a la Compañía de Seguros Dominicana
de Seguros, C. por A., en su condición de entidad asegu-
radora del vehículo que ocasionó el accidente; Sexto: Se
rechazan las conclusiones del abogado del acusado y en
representación de las personas civilmente responsables,
por improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO: En c.:anto
al fondo de dichos recursos revoca el ordinal Tercero, de
la sentencia apelada en cuanto al monto de la indemniza-
ción acordada por el Tribunal a-quo y la Corte, por pro-
pia autoridad y contrario imperio, fija dicha indemniza-
ción en la suma de Cinco mil pesos (RD$5,000.00) por con-
siderar esta Corte que dicha suma está en armonía y equi-
dad con la magnitud de los daños y perjuticios sufridos por
la víctima; TERCERO: Confirma en sus demás aspectos
la sentencia recurrida; CUARTO: Condena al prevenido
al pago de las costas penales de lta alzada y a la persona
civilmente responsable a las civiles, con distracción de
éstas en provecho del Dr. Rubén Darío Espaillat, aboga-
do que afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
QUINTO: Declara la presente sentencia en su aspecto ci-
vil común y oponible a la Ccmpañía Dominicana i de Segu-
ros, C. por A., (Sedomca), de seguros obligatorios de ve-
hículos de motor;

Considerando, que lcs recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Falta exclusiva de la víctima; Falsa aplicación del artículo
49 de la Ley No. 241; Segttndo Medio: Falta de base le-
gal, falta de motivos, violación de los nitículos 1315 y si-
guientes del CódigoC ivil y todas las dispcslciones sotre
la prueba;

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que
la sentencia impugnada carece de motivos en relación con
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los heihos que determinan la responsabilidad del conduc-
tor Arturo Roa;

Considerando, que, en efecto, el examen de la sen-
tencia impugnada muestra que la Corte a-qua se limitó
a expresar en sus motivos que el conductor del automóvil,
Arturo Mota Roa, "fué imprudente el manejar su vehícu-
lo en forma atolondrada y descuidada, sin tomar las pre-
cauciones de lugar, para evitar el accidente", sin indicar
él o los hechos en que consistió su imprudencia; por lo que
la sentencia impugnada carece de base legal y debe ser
casada, sin que sea necesario examinar los demás medios
y alegatos del recurso;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a José Rafael Espaillat en los recursos d ecasación in-
t erpuestos por el Dr. Arturo Francisco Mota Roa, Dr. Héc-
tor Rivera Domínguez y la Compañía Dominicana de Se-
guros (Sedomca), contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo •
Domingo, el 12 de Enero de 1978, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Cegundo: Ca-
sa dicha sentencia y envía el asunto ante la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal; Tercero: Declara las costas pena-
les de oficio y compensa las civiles entre las partes.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiarna, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firznzda por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jacobo.
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mismas en favor del Lic. Rubén Darío Espaillat, quien
afirma haberlas avanzado; Quinto: Se declara la presente
sentencia oponnible a la Compañía de Scguros Dominicana
de Seguros, C. por A., en su condición de entidad asegu-
radora del vehículo que ocasionó el accidente; Sexto: Se
rechazan las conclusiones del abogado del acusado y en
representación de las personas civilmente responsables,
por improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO: En c.:anto
al fondo de dichos recursos revoca el ordinal Tercero, de
la sentencia apelada en cuanto al monto de la indemniza-
ción acordada por el Tribunal a-quo y la Corte, por pro-
pia autoridad y contrario imperlo, fija dicha indemniza-
ción en la suma de Cinco mil pesos (RD$5,000.00) por con-
siderar esta Corte que dicha suma está en armonía y equi-
dad con la magnitud de los daños y perjuilcios sufridos por
la víctima; TERCERO: Confirma en sus demás aspectos
la sentencia recurrida; CUARTO: Condena al prevenido
al pago de las costas penales de la alzada y a la persona
civilmente responsable a las civiles, con distracción de
éstas en provecho del Dr. Rubén Darío Espaillat, aboga-
do que afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
QUINTO: Declara la presente sentencia en su aspecto ci-
vil común y oponible a la Compañía DorninIcana ide Segu-
ros, C. por A., (Sedornca), de seguros obligatorios de ve-
hículos de motor;

Considerando, que lcs recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Falta exclusiva de la víctima; Falsa api:cación del artículo
49 de la Ley No. 241; Segundo Medio: Falta de base le-
gal, falta de motivos, violación de los artículos 1315 y si-
guientes del CódigoC ivil y todas las disposiciones sobre
la prueba;

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que
la sentencia impugnada carece de motivos en relación con

los heihos que determinan la responsabilidad del conduc-
tor Arturo Roa;

Considerando, que, en efecto, el examen de la sen-
tencia impugnada muestra que la Corte a-qua se limitó
a expresar en sus motivos que el conductor del automóvil,
Arturo Mota Roa, "fué imprudente el manejar su vehícu-
lo en forma atolondrada y descuidada, sin tomar las pre-
cauciones de lugar, para evitar el accidente", sin indicar
él o los hechos en que consistió su imprudencia; por lo que
la sentencia impugnada carece de base legal y debe ser
casada, sin que sea necesario examinar los demás medios
y alegatos del recurso;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a José Rafael Espaiilat en los recursos d ecasación in-
terpuestas por el Dr. Arturo Francisco Mota Roa, Dr. Héc-
tor Rivera Domínguez y la Compañía Dominicana de Se-
guros (Sedomea), contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo ••
Domingo, el 12 de Enero de 1978, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Cegundo: Ca-
sa dicha sentencia y envía el asunto ante la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal; Tercero: Declara las costas pena-
les de oficio y compensa las civiles entre las partes.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Arniama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L..Hernández
Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que f iguran en su encabezamlento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCI A DE FECHA 27 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia immagnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 9 de noviembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente: Virgilio Sánchez Rojas.

Intervinientes: José Rafael Espaillat Gonzidez, y compartes.
Abog do: Dr. Miguel Arcángel Vásquez Fernandez.

Dios, Patria y Libertad,
Reptiblie,a Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelle, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 de
abril del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Virgilio
Sánchez Rojas, dominicano, mayor de edad, soltero, em-
pleado privado, cédula 142620, serie lra., con su domici-
lio y residencia en esta ciudad, contra la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, el 9 de noviembre de 1978, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el diertamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 9 de noviembre de 1976, a requeri-
miento dl Dr. Adalberto Maldonado, cédula 40339, serie
31, en representación del roeurrente; acta en la que no
se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes José Rafael Es-
paillat González, Rosa Ameloa Espaillat Muñoz, y José Ra-
fael Espaillat Muñoz, portadores, respectivamente, de las
cédulas 9226, serie 32; 8166 y 23859, serie 1ra., suscrito
por su abogado, Dr. Miguel Arcángel Vásquez Fernández,
cédula 23874, serie 18;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241,
de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Ci-
vil, 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia lmptignada y en los
documentos a que la misma se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido
en esta ciudad el 16 de junio de 1975, y en el que una
persona resultó muerta, la Sexta Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional. dictó en
atribuciones correccionales el 2 de marzo de 1976, una
sentencia cuyo dispositivo se copia en el de la ahora im-
pugnada; y b) que sobre los recursos interpuestos, la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, dictó el 9 de noviem-
bre de 1976 el fallo ahora impugnado en casación, del que
es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIIVIERO: Admite
como regular y válido en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por: a) Adalberto Maldonado, a
nombre de Virgilio Sánchez Rosa, prevenido; Pedro Anto-
nio West, persona civilmente responsable y la Compañía
Aseguradora de Seguros Pepín, S. A., en fecha 15 de mar-
zo de 1976; b) por el Dr. Miguel A. Vásquez Fernández, a
nombre y representación de José Rafael Espaillat Gonzá-
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lez, Rosa Amelia Espaillat Muñoz y José Rafael Espaillat
Núñez, partes civiles constituidas, en fecha 4 de marzo de
1976, contra sentencia dictada por la Sexta Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, de fecha 2 de marzo de 1976, cuya parte dispositiva
dice así: "Falla: Primero: Se declara al nombrado
Sánchez Rejas, culpable de violaón a la ley 241, en per-
juicio de Zoila Luz Muñoz de Espaillat, y en consecuencia
se condena al pago de una multa de cien pesos oro (RD$
100.00), y costas, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; Segundo: Se declara buena y válida la constitu-
ción en parte civil intentada por José Espaillat González,
Rosa Amelia apaillat Muñoz y José Rafael Espaiilat, en
sus calidades de esposo é hijo, respectivamente, de la se-
ñora Zoila Luz de Espsillat, en contra de Virgilio Sánchez
Rojas y Pedro Antonio West, por haberlo hecho de acuer-
do a las disposiciones legales, en consecuencia se condena
solidariamente a la indemnización de diez mil pcsos oro,
(RD$10.000.00), a favor de la parte civil constituida, co-
mo justa reparación por los daños y perjuicios morales y
materiales sufridos por ellos con motivo del accidente,
más al pago de los intereses legales de la suma, a partir
de la fecha de la demanda a título de indemnización con-.-
plcinentaria, así como al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas en provecho def Dr. Miguel A.
Vásquez Fernández, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; Tercero: Se declara que la presente senten-
cia sea común y oponible a la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., por ser la entidad aseguradora del vehículo que oca-
sionó el accidente; Cuarto. Se rechazan las conclusiones
de la defensa y la Compañía de Seguros Pepín, S. 	 por
improcedente y mal fundadas, por haber sido hecho de
acuerdo al a ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto del pre-
venido Virgilio Sánchez Rojas, de generales ignoradas.
por haber sido legalmente citado y no comparecer; TER-
CERO: En cuanto al fondo del rccurso, modifica la sen-
teneta apelada en cuanto a la indemnización impuesta

por el tribunal a-que, y la Corte, par propio autoridad y
eentrario imperio, fija en la suma de RD$3,000.00 (tres
mil pesos oro), para cada persona civilmente constituida
en parte civil; José Rafael Espaillat González, Rosa Ame-
lia Espaillat Muñoz y José Rafael Espailiat Muñoz; CUAR-
TO: Confirma en sus demás aspectos la especie apelada;
QUINTO: Condena a Virgilio Sánchez Rojas y a Pedro An-
tonio West, en sus calidades indicadas, al pago de las
costas penales y civiles en provecho del Dr. Miguel Arcán-
gel Vásquez Fernández, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte;

Considerando, que para declarar al prevenido Sán-
chez Rojas. único culpable del hecho puesto a su cargo,
la Corte a-qua dió por establecido medlante 11a pondera-
ción de los elementos de juicio que fueron administrados
en la instrucción de la causa; a) que la tarde de 16 de ju-
ido 	 1975, el prevenido conducía de Sur a Norte, por la
calle 19, del Ensanche Ozama, de esta ciudad, la camione-
ta placa 511-84, propiedad de Pedro West, con Póliza de
la Seguros Pepin, S. A.; b) que por la misma vía, aunque
en sentido contrario, transitaba en el automóvil de su pro-
pledad, placa 120-1802, conducido por ella misma, Zoila Luz
Muñoz de Espaillat; c) que al llegar frente a la fábrica de
hielo Cristal, situada en la misma calle, Sánchez Rojas cho-
có con el vehículo conducido por la Muñoz de Espaillat, la
que murió poco después a consecaemia de las graves lesio-
nes por ella recibidas; y d) que el hecho se debió a que el
prevenido, no obstante de que se trataba de un lugar muy
transitado por vehículos y peatones, no disminuyó la velo-
cidad a que se transitaba, ni tocó bocina, ni tomó ningu-
na otra medida aconsejable por la prudencia, en el mo-
mento en que la agraviada salía de una bomba de gasoli-
na, situada en el lugar;

Considerando, que las hechos así establecidos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente el delito de gol-
pes y heridas por imprudencia, producidos con el mane-
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contrario imperio, fija en la suma de RD$3,000.00 (tres
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en parte civil; José Rafael Espaillat González, Rosa Ame-
lia Espaillat Muñoz y José Rafael Espaillat Muñoz; CUAR-
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jo de un vehículo de motor que ocasionaron la muerte a
una persona; previsto en el inciso 19 del artículo 49 de /r.
Ley 241 sobre Tránsito y Vehículos, de 1967, y sanciona-
do en el mismo ánciso de dicho texto legal, con la pena
de prisión de dos (2) a cinco (5) años, y multa de RDS500.-
00 a RD$2.000.00, cuando el accidente ocasionare la muer-
te a una persona, como ocurrió en la especie; que al con-
denar al prevenido a una multa de RD$100.00, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le
aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando que, asimismo, /a Corte a-qua apreci5
que el hecho del prevenido había causado a José Rafael Es-
paillat González, esposo de la víctima, y a Rosa Amelia y
a José Rafael Espaillat Muñoz, sus hijos, constituidos en
parte civil, daños y perjuitclos materiales y morales, cu-
yo monto evaluó en las sumas de RD$3,000.00 para cada
uno; que, en consecuenoia, al condenar a dicho prevenido.
solidariamente con Pedro West supuesto en causa como
civilmente responsable, al pago de dichas sumas, a título
de indemnización principal, más los intereses legales de
las mismas a título de indemnización complementaria, la
Corte a-qua hizo en la especie una correcta aplicación del
artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto concierne al interés
prevenido, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a José Rafael Espaillat González, Rosa Amelia Espai-
llat Muñoz, y José Rafael Espaillat Muñoz, en el recurso
de casación interpuesto por Virgilio Sánchez Rojas, contra
la sentencia dictada en atribuciones correcionales el 9 de
noviembre de 1978, por la Corte de Apelaión de Santo Do-
mingo, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior
del presente fallo; y Segundo: Rechaza dicho recurso; y
Tercero: Condena al recurrente al pago de las costas pena-

les y civiles, con distracción de las últimas en provecho
del Dr. Miguel Arcángel Vásquez Fernández, abogado de
los intervinientcs, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad.

(FIRMADOS).— Néstor Contin Aybar, Francisco F41-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentendtt ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su enca'oezaiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
Lee firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jacobo.
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jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su enca'aezmnlento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mi, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
Santo Domingo, de fecha 20 de febrero de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Altagracia Serante Fabián; eis Teodosio Ro-
dríguez Aquino.

Ahogados: ∎Dr. Numitor Veras Felipe, abogado del preven . do Dr.
M. A. Báez Brito..

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Meras,
Joaquín M. Alvarez Pereilló, Juan Bautista Rojas Almánr
zar y Felipe Osvaldo Perdono Báez, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Gumnan, Distrito Nacional,
hoy día 27 de abril de 1981, años 138' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Al-
tagracia Serante Fabián, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado privado, domiciliado en la calle Can Jesé
No. 5, Herrera, Distrito Nacional, cédula No. 108456, se-
rie 1ra., contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, el 20 de febrero de 1978, cuyo dispositivo se copia más
acle7arite;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Numitor Veras Felipe, por sí y por el Dr.

Ulises Cabrera, abogados del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído al Dr. M. A. Báez Brito, abogado del intervi-
niente Teodosio Rodríguez Aquino, dominicano, mayor de
edad, casado, chófer, de este domicilio, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Socretaría de la Corte a-qua, el 5 de julio de 1978, a reque-
rirniento del Dr. Numitor S. Veras Felipe, en representa-
ción del recurrente, en la que no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial del recurrente, suscrito por sus
:: bogados, el 29 de enero de 1979, en el que se propone el
medio de casación que se indica más adelante;

Visto el escrito del interviniente, suscrito por su abo-
gado el 29 de enero de 1979:

La Suprema Corte de Justicia, despuis de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal; 141 del Código de Procedimiento Civil;
y 1, 20. 23, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un adcidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 16
de septiembre de 1973, en que resultó una persona con le-
siones corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 23 de oc-
tubre de 1974, una sentencia cuyo dispositivo figura trans-
crito en el de la ahora impugnada; b) que sobre la apela-
ción interpuesta, intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA.
PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto a la

1
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
Santo Domingo, de fecha 20 de febrero de 1078.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Altagracia Serante Fabián: c/s Teodosio Ro-
driguez Aquino.

Abogados: Dr. Numitor Veras Felipe, abogado del preven do Dr.
A. BEtez Brito..

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde cetebra sus auctlencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 27 de abril de 1981, años 138' ds, la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Al-
tagracia Serante Fabián, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado privado, domiciliado en la calle Can Jcsé
No. 5, Herrera, Distrito Nacional, cédula No. 108456, se-
rie ara., contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
recccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, el 20 de febrero de 1978, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Numitor Veras Felipe, por sí y por el Dr.
Ulises Cabrera, abogados del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído al Dr. M. A. Báez Brito, abogado del intervi-
niente Teodosio Rodríguez. Aquino, dominicano, mayor de
edad, casado, chófer, de este domicilio, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 5 de julio de 1978, a reque-
rimiento del Dr. Numitor S. Veras Felipe, en representa-
ción del recurrente, en la que no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial del recurrente, suscrito por sus
-;bogados, el 29 de enero de 1979, en el que se propone el
medio de casación que se indica más adelante;

Visto el escrito del interviniente, suscrito por su abo-
gado el 29 de enero de 1979;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal; 141 del Código de Procedimiento Civil;
y 1, 20. 23, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sa.o:ón;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un adcidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 16
de septiembre de 1973, en que resultó una persona con le-
siones corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Inslancia del Distrito Nacional, dictó el 23 de oc-
tubre de 1974, una sentencia cuyo dispositivo figura trans-
crito en el de la ahora impugnada; b) que sobre la apela-
eión interpuesta, intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto a la
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forma, el recurso de apelación interpuesto en fecha 6 de
noviembre de 1978, por el Dr. Numitor S. Veras Fe?ipe,
a nombre y representación de José Altagracia Serante Fa-
bián, parte civil constituida y prevenido, dominicano, ma-
yor de edad, identificado por la cédula No. 178456, serie
1ra., residente en la calle San José No. 5, barrio Buenos
Aires, Herrera, Distrito Nacional, contra sentencia de fe-
cha 23 de octubre de 1974, dictada por la Sexta Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositávo dice así: "Falta: Primero: Se de-
clara al nombrado Teodosio Rodríguez Aquino, no culpable
de violar la ley 241, en perjuicio de José Altagracia Seran-
te Fabián, y en consecuencia se descarga por no haber vio-
lado ninguna de las disposiciones enumeradas en dicha
ley; Segundo: Se declara al nombrado José Altagracia Se-
rante Fabián, culpable de violar la ley 241, en consecuen-
cia se condena al pago de una multa de cinco pesos oro,
(RD$5.00), y costas, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; Tercero: Se declara buena y válida en cuanto
a la forma la consttiución en parte civil intentada por Jo-
sé Altagracia Serante Fabián, en contra de la Cervecería
Nacional Dominicana, C. por A., por haberla hecho de
acuerdo a la ley, en cuanto al fondo se rechaza por impro-
cedente y mal fundada; Cuarto: Se condena a la parte civil
constituida al pago de las costas; Quinto: Sc dee!aran las
costas penales en lo que se refiere al nombrado Teodosio
Rodríguez Aquino, de oficio; SEGUNDO: En cuanto al fon-
do del recurso se confirma en todas sus partes la senten-
cia recurrirla por haber sido dictada conforme a derecho;
TERCERO: Condena prevenido y parte civil consttiuída,
al pago de las costas penales y civiles de t ra alzada, con
distracción de las civiles en provecho del Dr. M. A. Báez
Brito, abogado que afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad;

Considerando, que el recurrente propone contra la
sentencia impugnada el siguiente medio único de casación,
falta de motivos y de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su medio de
casación, el recurrente alega en síntesis que la sentencia
impugnada no es que contiene motivos obscuros, impreci-
sos o insuficiencias, sino que carece totalmente de motiva-
ción, y los hechos que expone no permiten a la Suprema
Corte determinar, si la ley ha sido o no bien aplicada, por
lo que debe ser casada;

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada, ha permitido comprobar que tal como lo alega el re-
currente, la Corte a-qua, al confirmar la decisión del Jucz
de primer grado se limitó a adoptar sus motivos, pero, re-
sulta, que dicho fallo, como justificación del mismo, sólo
expresa lo que sigue: "que de acuerdo al desenvolvimien-
to de la causa, se establece, la na culpabilidad del preve-
nido Teodosio Rodríguez Aquino, en el delito de violacién
de la Ley 241 en perjuicio de José Altagracia Sarante Fa-
bián, por lo que procede su descargo; que, en cuanto a Jo-
sé Altagracia Serante Fabián, se ha establecido que violó
las disposiciones de la Ley 241, por lo que procede conde-
narlo al pago de una multa de RD$5.00;

Considerando, que al concretarse como se ha dicho,
la sentencia impugnada a reproducir parte del contenido
de la que había sido apelada, y no permitiendo ésta tam-
poco llenar sus propias deficiencias, es obvio, que en el ca-
so, se ha incurrido en los vicios y violaciones denunciados,
y la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que en ausencia de recurso del Minis-
terio Público, el descargo del interviniente, Teodosio Ro-
driguez Aquino se hizo definitivo en di aspecto penal;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal y de motivos, las costas podrán ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervInien-
te, a Teodosio Rodríguez Aquino, en el recurso de casación
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forma, el recurso de apelación interpuesto en fecha 6 de
noviembre de 1978, por el Dr. Numitor S. Veras Felipe
a nombre y representación de José Altagracia Serante Fa-
bián, parte civil constituida y prevenido, dominicano, ma-
yor de edad, identificado por la cédula No. 178456, serie
lra., resddente en la calle San José No. 5, barrio Buenos
Aires, Herrera, Distrito Nacional, centra sentencia de fe-
cha 23 de octubre de 1974, dictada por la Sexta Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-

cional, .cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se de-
clara al nombrado Teodosio Rodríguez Aquino, no culpable
de violar la ley 241, en perjuicio de José Altagracia Seran-
te Fabián, y en consecuencia sc descarga por no haber vio-
lado ninguna de las cEsposiciones enumeradas en dicha
ley; Segundo: Se declann al nombrado José Altagracia Se-
rante Fabián, culpable de viciar la ley 241, en consecuen-
cia se condena al pago de una multa de cinco pesos oro,
(RD$5.00), y costas, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; Tercero: Se declara buena y válida en cuanto
a la forma la oonsttiución en parte civil intentada por Jo-
sé Altagracia Serante Fabián, en contra de la Cervecería
Nacional Dominicana, C. por A., por haberla hecho de
acuerdo a la ley, en cuanto al fondo se rechaza por impro-
cedente y mal fundada; Cuarto . Se condena a la parte civil
constituida al pago de las costas; Quinto: Se declaran las
costas penales en lo que se refiere al ncmbrzdo Teodosio
Rcdríguez Aquino, de oficio; SEGUNDO: En cuanto al fon-
do del recurso se confirma en todas sus partes la senten-
cia recurrida por haber sido dictada conforme a derecho;
TERCERO: Condena aa prevenido y parte civil consttiuída,
al pago de las costas penales y civiles de Va alzada, con
distracción de las civiles en provecho del Dr. M. A. Báez
Brito, abogado que afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad;

Considerando, que el recurrente propone contra la
sentencia impugnada el siguiente medio único de casación,
falta de motivos y de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su medio de
casación, el recurrente alega en síntesis que la sentencia
impugnada no es que contiene motivos obscuros, impreci-
sos o insuficiencias, sino que carece totalmente de motiva-
ción, y los hechos que expone no permiten a la Suprema
Corte determinar, si la ley ha sido o no bien aplicada, por
lo que debe ser casada;

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada, ha permitido comprobar que tal como lo alega el re-
currente, la Corte a-qua, al confirmar la decisión del Juez
de primer grado se limitó a adoptar sus motivos, pero, re-
sulta, que dicho fallo, como justificación del mismo, sélo
expresa lo que sigue: "que de acuerdo al desenvolvimien-
to de la causa, se establece, fa no culpabilidad del preve-
nido Teodosio Rodríguez Aquino, en el delito de
de la Ley 241 en perjuicio de José Altagracia Sarante Fa-
bián, por lo que procede su descargo; que, en cuanto a Jo-
sé Altagracia Serante Fabián, se ha establecido que violó
las disposiciones de la Ley 241, por lo que procede conde-
narlo al pago de una multa de RD$5.00;

Considerando, que al concretarse como se ha dicho,
la sentencia impugnada a reproducir parte del contenido
de la que había scido apelada, y no permitiendo ésta tam-
poco llenar sus propias deficiencias, es obvio, que en el ca-
so, se ha incurrido en los vicios y violaciones denunciados,
y la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que C11 ausencia de recurso del Minis-
terio Público, el descargo del interviniente, Teodosio Ro-
dríguez Aquino se hizo definitivo en el aspecto penal;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal y de motivos, las costas podrán ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te, a Teodosio Rodríguez Aquino, en el recurso de casación
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interpuesto por el recurrente José Altagracia Serante Fa-
bián, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
rreccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, el 20 de febrero de 1978, cuyo d:spositivo se ha copiado
en parte anterior dell presente fallo; Segundo: Casa, con
excepción del aspecto penal, en lo que respecta a Teodosio
Rodríguez Aquino, dicha sentencia, y envía el asunto así
delimitado por ante la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, en las mismas atribuciones; Tercero: Declara las ces-
tas penales de oficio y compensa las ccetas civiles entre las
partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco E1pi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentonda ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras. de fecha 30
de abril de 1980.

Materia. Tierras.

Recurrente: Leopoldina Rojas Vda. Mart!nez Llano.

Abogado: Dr. Julio C. Drache Cáceres.

Recurrido: Ramón Nevares.
Abogado: Dra. Providencia Gautrcau de Moreno.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente consttiuda por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpiclio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrit Nacional,
hoy día 27 del mes de abril del año 1981, años 138' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leopol-
dina Rojas Vda. Martínez Llano, dominicana, mayor de
edad, soltera, comerciante, cédula No. 9934, serie lra., do-
miciliada en la casa No. 20 de la calle Caonabo, del Ensan-
che Mirador Sur, de esta ciudad, contra la sentencia dic-
tada por el Tribunal Superior do Tierras el 30 de abril del
año 1980, en relación con la Parcela No. 47-A-2, del Dis-
trito Catastral No. 26, del Distrito Nacional, cuyo dispo-
stiivo se copia más adelante;



interpuesto por el recurrente José Altagracia Serante Fa-
bián, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-

rreccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, el 20 de febrero de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa, con
excepción del aspecto penal, en lo que respecta a Teodosio
Rcdríguez Aquino, dicha sentencia, y envía el asunto así
delimitado por ante la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, en las mismas atribuciones; Tercero: Declara las ces-
tas penales de oficio y co:Imensa las costas civiles entre las
partes.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 30
de abril de 1980.

Materia: Tierras.

Recurrente: Leopoldina Rojas Vda. Marthtez Llano.

Ahogado: Dr. Julio C. Brache Cáceres.

Recurrido: Ramón Nevares.
Abonado: Dra. Providencia Cautreau de Moreno.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente consttlucla por los Jueces Néstor Con-
tía Aybar. Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrit Nacional,
hoy día 27 del mes de abril del año 1981, años 138' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública corno Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leopol-
dina Rojas Vda. Martínez Llano, dominicana, mayor de
edad, soltera, comerciante, cédula No. 9934, serie ira., do-
miciliada en la casa No. 20 de la calle Caonabo, del Ensan-
che Mirador Sur, de esta ciudad, contra la sentencia dic-
tada por el Tribunal Superior de tierras el 30 de abril del
año 1980, en relación con la Parcela No. 47-A-2, del Dis-
trito Catastral No. 26, del Distrito Nacional, cuyo dispo-
stiivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en sus conclusiones al Dr. Julio César Brache
Cáceres, cédula No. 21229, serie 47, por sí y por la Dra.
Altagracia Norma B. Pujols de Castillo, cédula No. 9012,
serie 13, abogados de la recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 30 de Junio de
1980, suscrito por los abogados de la recurrente, en el cual
se proponen los medios de casación que se indican más ade-
lante;

Visto el memorial de defensa del 28 de Julio de 1980,
suscrito por la Dra. Providencia Gautreau de Moreno, cé-
dula No. 95957, serie lra., abogada de la recurrente, la
Sociedad Comercial Evane, C. por A., con domicilio en es-

ciudad, en el kilómetro 10 1/2 de la Autopista Duarte;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente en su memorial que se indica más adelante y los ar-
tículos 1 y 65 deja Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una instancia dirigida al Tribunal Su-
perior de Tierras por la actual recurrente tendente que se
ordenara la suepens i ón de los trabajos de reapertura de
un camino dentro de las Parcelas Nos. 47-13-3 y 47-B-4, del
Distrito Catastral No. 26 del Distrito Nacional, en Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original diztó una senten-
cia el 7 de agosto de 1978, cuyo dispositivo se transcribe
más adelante; b) que sobre cl recurso interpuesto intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositi-
vo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara, que las me-
didas preparatorias solicitadas por la recurrente Leopold:-

na Rojas Vda. Martínez Llano, carecen de pertniencia por
frustratorias en su finalidad, y de consiguiente, se rechaza
por improcedente y mal fundado el recurso de apelación
:nterpuesto; SEGUNDO: Se confirma, en todas sus partes,
la Deesión No. 4, dictada por el Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original en fecha 7 de agosto de 1978, en re-
lación con la Parcela No. 47-A-2 del Distrito Catastral No.
26 del Distrito Nacional, cuyó dispositivo dice así: Primero:
Rechaza todas las conclusiones producidas por la señora
Leopoldina Rojas Vda. Martínez Llano, dominicana, ma-
yor de edad, soltera, comerciante, cédula No. 9934, serie
lra., domioiiada y residente en la calle Dr. Delgado No.
208, de esta ciudad de Santo Domingo; Segundo: Declara
bueno y válido, en la forma y en el fondo, y, por tanto, lo
acoge, el desistimiento producido por la sociedad comer
cial Evane, C. por A., de continuar los trabajos de subdi-
visión de esta Parcela, autorizados por Resolución del Tri-
bunat de Tierras, el 13 de mayo de 1977; Tercero: Condena,
al Registro de Títulos del Distrito Nacional, cancelar in-
mediatamente la oposición que figura en el Certificado de
Título eorresponckente a esta Pw •cela, inscrito el 31 de
Marzo de 1977, reiterada posteriormente, a requerimiento
de la señora Leepoldina Rojas Vda. Martínez Llano, para
que dicho inmueble no sea transferido, gravado o afectado
en alguna forma";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
!ación al derecho de defensa, desnaturalización de los he-
chos de la causa, violación al Art. 16 de la Ley No. 1417,
sobre Vías de Comunicación, del 28 de febrero de 1938;
Violación al artículo 682 del Código Civil; Violación al
artículo 174 de la Ley de Registro de Tierras, No. 1542, del
7 de noviembre de 1974; Segundo Medio: Violación de los
artículos 148 y 149 de la Ley de Registro de Tierras, No.
1542 del 7 de noviembre de 1917; y Tercer Medio: Falta de
base legal;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en sus conclusiones al Dr. Julio César Brache
Cáceres, cédula No. 21229, serie 47, por sí y por la Dra.
Altagracia Norma B. Pujols de Castillo, cédula No. 9012,
serie 13, abogados de la recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secrc-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 30 de Junio de
1980, suscrito por los abogados de la recurrente, en el cual
se proponen los medios de casación que se indican más ade-
lante;

Visto el memorial de defensa del 28 de Julio de 1980.
suscrito por la Dra. Providencia Gautreau de Moreno, cé-
dula No. 95957, serie lra., abogada de la recurrente, la
Sociedad Comercial Evane, C. por A., con domicilio en es-

ciudad, en el kilómetro 10 1/2 de la Autopista Duarte;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente en su memorial que se indica más adelante y los ar-
tículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en les
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una instancia dirigida al Tribunal Su-
perior de Tierras por la actual recurrente tendente que se
ordenara la suepensI ón de los trabajos de reapertura de
un camino dentro de las Parcelas Nos. 47-B-3 y 47-B-4, del
Distrito Catastral No. 26 del Distrito Nacional, en Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original dictó una senten-
cia el 7 de agosto de 1978, cuyo dispositivo se transcribe
más adelante; b) que sobre cl recurso interpuesto intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositi-
vo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara, que las me-
didas preparatorias solicitadas por la recurrente Leopoldl-

la Rojas Vda. Martínez Llano, carecen de pertniencia por
frustratorias en su finalidad, y de consiguiente, se rechaza
por improcedente y mai fundado el recurso de apelación
mterpuesto; SEGUNDO: Se confirma, en todas sus panes,
la Decisión No. 4, dictada por el Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original en fecha 7 de agosto de 1978, en re-
lación con la Parcela No. 47-A-2 del Distrito Catastral No.
26 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: Primero:
Rechaza todas las conclusiones producidas por la señora
Leopoldina Rojas Vda. Martínez Llano, dominicana, ma-
yor de edad, soltera, comerciante, cédula No. 9934, serie
1ra., domioiiada y residente en la calle Dr. Delgado No.
208, de esta ciudad de Santo Domingo; Segundo: Declara
bueno y válido, en la forma y en el fondo, y, por tanto, lo
acoge, el desistimiento producido por la sociedad comer-
cial Evane, C. por A., de continuar los trabajos de subdi-
visión de esta Parcela, autorizados por Resolución del Tri-
bunal de Tierras, el 13 de mayo de 1977; Tercero: Condena,
al Registro de Títulos del Distrito Nacional, cancelar in-
mediatamente la oposición que figura en el Certificado de
Título correspondiente a esta Parcela, inscrito el 31 de
Marzo de 1977, reiterada posteriormente, a requerimiento
de la señora Leopoldina Rojas Vda. Martínez Llano, para
que dicho inmueble no sea transferido, gravado o afectado
en alguna forma";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación al derecho do defensa, desnaturalización de los he-
chos de la causa, violación al Art. 16 de la Ley No. 1417,
sobre Vías de Comunicación, del 28 de febrero de 1938;
Violación al artículo 682 del Código Civil; Violación al
artículo 174 de la Ley de Registro de Tierras, No. 1542, del
7 de noviembre de 1974; Segundo Medio: Violación de los
artículos 148 y 149 de la Ley de Registro de Tierras, No.
1542 del 7 de noviembre de 1947; y Tercer Medio: Falta de
base legal;
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Considerando, que la recurrente expone y alega en el
.primer medio de su recurso, en síntesis, lo siguiente: que
por Resolución del Tribunal Superior de Tierras del 17 de
abril del 1980, y a solicitud de la recurrente, se ordenó el
deslinde,	 refundición, replanteo y localización de ca-
minos en las Parcelas Nos. 47-13-2-E, 47-13-3, 47-13-4 y 66
del Distrito No. 26 del Distrito Nacional, medidas que fue-
ron solicitadas, principalmente, con el fin de .establecer
que dentro de esas Parcelas, Ramón P. Nevares o Evane,
C. por A., habían abierto un camino con el fin de estable-
cer una servidumbre de paso por las referidas parcelas,
lo que le causaba graves perjuicios y aprovechaba a la
Parcela No. 47-A-2, de la propiedad de éstos últimos; que,
agrega la recurrente, que ella solicitó del Tribunal Supe-
rior de Tierras se ordenara la suspensión de los trabajes
de construcción del mencionado camino, que realizaban
Ramón P. Navares o la Evane, C. por A., instancia que se
anotó al respaldo del Certificado de Títuto de la Parcela
No. 47-A-2, en virtud del artículo 208 de la Ley de Regis-
tro de Tierras; que, luego, expresa también la recurrente,
pidió al Tribunal Superior, en la audiencia celebrada para
conocer de su instancia, que se sobreseyera la causa, hasta
que el Agrimensor Ernesto Veloz Navarro, contratista de
la Subdivisión, rindiera un informe sobre la localización
que había realizado, tanto del .camino de La Victoria a Sie-
rra Prieta, desde el cruce con el camino a Yamasrá has-
ta la cañada Juanico, como del que ha construido el men-
cionado Nevares o Evane, C. por A., en las referidas
Farcelas; así como también	 de dicho Tribunal que
se procediera a la celebración de un informativo, medidas
que fueron negadas por el mismo; pero,

Considerando, que el Tribunal a-que expresa en su
sentencia que las medidas solicitadas por la actual recu-
rrente eran innecesarias por frustratorias en su finalidad,
como también así lo estimó el Tribunal de Jurisdicción
Original, ya que las mismas tendrán a contradecir lo que

quedó demostrado por documentos emanados de les orga-
nismos técnicos competentes y de los funcionarios legal-
mente autorizados para promover la reapertura del camino
aludido "al tenor de lo ordenado por la Decisión No. 3, dic-
tada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original,
en fecha 20 de septiembre de 1974, revisada y aprbbada
por el Tribunal Superior de Tierras el 7 de noviembre
del año indicado';' que, además, por los informes rendi-
dos por el Agrimensor José E. Ceara Viñas, Inspector de
Mensuras Catastrales del 24 de noviembre de 1975 y 10 de
febrero de 1078, quedó demostrado que el referido camino
fué localizado y reabierto por la Dirección General de
Mensuras Catastrales, en acatamiento de la Orden emana-
da del abogado del Estado por ejecución de la Resolución
antes indicada;

Considerando, que, también se expresa en la senten-
cia impugnada, que no se trata en el caso de una .servidum-
bre de paso, como lo alega la recurrente, sino de la reaper-
tura de un camino público ordenada y ejecutada desde
hacía mucho tiempo, que no fué la obra de Ramó:a P. Ne-
vares o Evane, C. por A., por lo que en ello no está com-
prcmetida la responsabilidad de estas personas; que, ade-
más, se expresa también en la sentencia impugnada, Leo-
poldina Rojas Vda. Martínez Llano no ha demostrado te-
ner ningún derecho dentro de la Parcela No. 47-A-2, por lo
cual carece de pertinencia mantener la oposición anotada
al respaldo del Certificado de Título de esta parcela, en
perjuicio de sus propietarios, por lo que procede la cance-
lación de dicha inscripción; por todo lo cua lla Suprema
Corte de Justicia estima que el Tribunal a-quo no ha incu-
rrido en su sentencia en los vicios alegados por la recu-
rrente, por lo que el primer medio del recurso carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio la recurren-
te alega en síntesis, lo siguiente: "que par el ordinal se-
gundo de la sentencia impugnada, se acoge el desistimien-
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Considerando, que la recurrente expone y alega en el
primer medio de su recurso, en síntesis, lo siguiente: que
por Resolución del Tribunal Superior de Tierras del 17 de
abril del 1980, y a solicitud de la recurrente, se ordenó el
deslinde, la refundición, replanteo y localización de ca-
minos en las Parcelas Nos. 47-13-2-B, 47-B-3, 47-13-4 y 66
del Distrito No. 26 del Distrito Nacional, medidas que fue-
ron solicitadas, principalmente, con el fin de .establecer
que dentro de esas Parcelas, Ramón P. Nevares o Evane,
C. por A., habían abierto un camino con el fin de estable-
cer una servidumbre de paso por las referidas parcelas,
lo que le causaba graves perjuicios y aprovechaba a la
Parcela No. 47-A-2, de la propiedad de éstos últimos; que,
agrega la recurrente, que ella solicitó del Tribunal Supe-
rior de Tierras se ordenara la suspensión de los trabajes
de construcción del mencionado camino, que realizaban
Ramón P. Navares o la Evane, C. por A., instancia que se
anotó al respaldo del Certificado de Títulio de la Parcela
No. 47-A-2, en virtud del artículo 208 de la Ley de Regis-
tro de Tierras; que, luego, expresa también la recurrente,
pidió al Tribunal Superior, en la audiencia celebrada para
conocer de su instancia, que se sobreseyera la causa, hasta
que e/ Agrimensor Ernesto Veloz Navarro, contratista de
la Subdivisión, rindiera un informe sobre la localización
que había realizado, tanto del 'camino de La Victoria a Sie-
rra Prieta, desde el cruce con el camino a Yamasrá has-
ta la csñada Juanico, como del que ha construido el men-
cionado Nevares o Evane, C. por A., en las referidas
Parcelas; así como también solicitó de dicho Tribunal que
se procediera a la celebración de un informativo, medidas
que fueron negadas por el mismo; pero,

Considerando, que el Tribunal a-quo expresa en su
sentencia que las medidas solicitadas por la actual recu-
rrente eran innecesarias por frustratorias en su finalidad,
como también así lo estimó el Tribunal de Jurisdicción
Original, ya que las mismas tendrán a contradecir lo que
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quedó demostrado por documentos emanados de los orga-
nismos técnicos competentes y de los funcionarios legal-
mente autorizados para promover la reapertura del camino
aludido "al tenor de lo ordenado por la Decisión No. 3, dic-
tada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original,
en fecha 20 de septiembre de 1974, revisada y aprbbada
por el Tribunal Superior de Tierras el 7 de noviembre
del afeo indicado';' que, además, por los informes rendi-
dos por el Agrimensor José E. Ceara Viñas, Inspector de
Mensuras Catastrales del 24 de noviembre de 1975 y 10 de
febrero de 1078, quedó demostrado que el referido camino
fué localizado y reabierto por la Dirección General de
Mensuras Catastrales, en acatamiento de la Orden emana-
da del abogado del Estado por ejecución de la Resolución
antes indicada;

Considerando, que, también se expresa en la senten-
cia impugnada, que no se trata en el caso de una servidum-
bre de paso, como lo alega la recurrente, sino de la reaper-
tura de un camino público ordenada y ejecutada desde
hacía mucho tiempo, que no fué la obra de Ram&I P. Ne-
vares o Evane, C. por A., por lo que en ello no está com-
prcnnetida la responsabilidad de estas personas; que, ade-
más, se expresa también en la sentencia impugnada, Leo-
poldina Rojas Vda. Martínez L4ano no ha demostrado te-
ner ningún derecho dentro de la Parcela No. 47-A-2, por lo
cual carece de pertinencia mantener la oposición anotada
al respaldo del Certificado de Título de esta parcela, en
perjuicio de sus propietarios, por lo que procede la cance-
lación de dicha inscripción; por todo lo cua lla Suprema
Corte de Justicia estima que el Tribunal a-quo no ha incu-
rrido en su sentencia en los vicios alegados por ltt recu-
rrente, por lo que el primer medio del recurso carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio la recurren-
te alega en síntesis, lo siguiente: "que por el ordinal se-
gundo de la sentencia impugnada, se acoge el desistimien-
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to hecho por Ramón P. Navares o Evfme, C. por A., de
continuar los trabajos de subdivisión de la Parcela No. 47-
A-2 del Distrito Catastral No. 26 del Distrito Nacional que
habían sido autorizados por Resolución del Tribunal Supe-
rior de Tierras del 13 de mayo del 1977; que este desisti-
miento fué acogido sin que la recurrente le diera su apro-
bación, como lo exigen en ese caso, los artículos 148 y 149
de la Ley de Registro de Tierras pero,'

Considerando, que la subdivisión solicitada por Ra-
món P. Nevares o Evane, C. por A., procedimiento que en
principio es de carácter administrativo, se refería a la
Parcela No. 47-A-2, en la cual la actual recurrente no de-
mostró ante los jueces del fondo tener ningún derecho ni
interés, por lo que sus propietarios eran libres de desistir
de ese procedimiento si no tenían el propósito de prose-
guirlo; que, por tanto, el segundo medio del recurso care-
ce de fundamentoy debe ser desestimado;

Considerando, que en el tercer y últ/mo medio de su
memorial la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que
el Tribunal de Jurisdicción Original y el Tribunal a-quo
negaron todas las medidas de instrucción solicitadas por
la recurrente para que fueran comprobados los hechos par

alegados, por lo que se incurrió en la sentencia im-
pugnada en el vicio de falta de base legal;

Considerando, que estos alegatos de la recurrente
constituyen una reiteración de los presentados en relación
eón el primer medio de su recurso, los cuales fueron des-
estimados, por lo que el tercer y último medio del recur-
so carece de fundamento y también se desestima;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Leopoldina Rojas Vda. Martínez
Llano, contra la sentencia dictada por el Tribunal Supe-
rior de Tierras el 30 de Abril del 1980, dictada en rela-
ción con la Parcela No. 47-A-2, del Distrito Catastral No.
26, del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copia-

do en parte anterior del presente falle; Segundo: Condena
a la recurrente al pago de las costas, y las distrae en pro-
vecho de la Dra. Providencia Gautreaux de Moreno, abo-
gada de los recurridos, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte.

(FIRMADOS)	 Nésotr Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jacobo.
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to hecho por Ramón P. Navares o Evone, C. por A., de
continuar los trabajos de subdivisión de la Parcela No. 47-
A-2 del Distrito Catastral No. 26 del Distrito Nacional que
habían sido autorizados por Resolución del Tribunal Supe-
rior de Tierras del 13 de mayo del 1977; que este desisti-
miento fué acogido sin que la recurrente le oliera su apro-
bación, como lo exigen en ese caso, los artículos 148 y 149
de la Ley de Registro de Tierras pero:

Considerando, que la subdivisi6n solicitada por Ra-
món P. Nevares o Evane, C. por A., procedimiento que en
principio es de carácter administrativo, se refería a la
Parcela No. 47-A-2, en la cual la actual recurrente no de-
mostró ante los jueces del fondo tener ningún derecho ni
interés, por lo que sus propietarios eran libres de desistir
de ese procedimiento si no tenían el propósito de prose-
guirlo; que, por tanto, el segundo medio del recurso care-
ce de fundamentoy debe ser desestimado;

Considerando, que en el tercer y últ'mo medio de su
memorial la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que
el Tribunal de Jurisdicción Original y el Tribunal a-quo
negaron todas las medidas de instrucción solicitadas por
la recurrente para que fueran comprobados los hechos por
ella alegados, por lo que se incurrió en la sentencia im-
pugnada en el vicio de falta de base legal;

Considerando, que estos alegatos de la recurrente
constituyen una reiteración de los presentados en relación
eón el primer medio de su recurso, los cuales fueron des-
estimados, por lo que el tercer y último medio del recur-
so carece de fundamento y también se desestima;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Leopoldina Rojas Vda. Martínez
Llano, contra la sentencia dictada por el Tribunal Supe-
rior de Tierras el 30 de Abril del 1980, dictada en rela-
ción con la Parcela No. 47-A-2, del Distrito Catastral No.
26, del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copia-

do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena
a la recurrente al pago de las costas, y las distrae en pro-

/
vecho de la Dra. Providencia Gautreaux de Moreno, abo-
gada de los recurridos, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte.

(FIRMADOS) .— Nésotr Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Juoces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 31 de enero de 1980.

Materia: Civil.

Recurrente: Alejandro Taveras Ditó.

Abogado: Dr. Manuel A. Sepftiveda Luna.

Recurrido: Nicolasa Jeréz Vda. Cortorreal.
Abogado: Dr. D. Antonio Guzmán.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Lconte R. Alburquerque Castillo, asis-
tklos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Gumán, Dis-
trito Nacional, hoy día 27 del mes de abril del año 1981,
arios 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública como Corte de Casación la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alejandro
Taveras Difó, dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, domiciliado en la sección Darnajagual, Municipio de
San Francisco de Macorís, Provincia Duarte, cédula No.
1693, serie 56, contra la sentencia dictada el 31 de enero

de 1980, por la Corte de Apealción de San Francisco de
Macorís, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación del recurrente, depo-

sitado el 18 de marzo de 1980, suscrito por su abogado, el
Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Lama, cédula No. 30288,
serie 2, en el cual se invocan contra la sentencia impug-
nada los medios que se indican más adelante;

Visto eil memorial de defensa de lcs recorridos, del 9
de abril de 1980, suscrito por su abogado, el Lic. D. Anto-
nio Gunnán L., cédula No. 273, serie 56; rozurridos que
son Gregorio Cortorreal, Nicolasa Jeréz viuda Cortorreal
Josí María Cortorreal Jeréz, Vicente Cortorreal, Gilberto
Cortorreal Jeréz, Tomás Cortorreal Jeréz, Emilio Corterreal
Jeréz, María Consuelo Cortorreal Jeréz, Jesús María Cor-
torreal Jeréz, Luis Cortorreal, Virgilio Cortorreal Jeréz,
Miguel Cortormal Jeréz, Manuel Julián Cortorreal Jeréz,
María Cortorreal Jeréz;

Visto el auto dictado en fecha 21 de abril del corrien-
te año 1981, por el Magistrado Procurador Presidente de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual liama a los
Magistrados Manuel A. Amiama y Joaquín M. Alvarez
Perelló, Jueces de este Tribunal, para integrar la Supre-
ma Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del recur-
so en casación de que se trata, de conformidad con las Le-
yes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el ram-
rxente; y Dos artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Oasación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una demanda en restitución de fru-
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SENTENCIA DE FECIIA 27 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 31 de enero de 1980.

Materia: Civil.

Recurrente: Alejandro Taveras Dif6.

Abogado: 1k. Manuel A. Sepúlveda Luna.

Recurrido: Nicolasa Jeréz Vda. Cortorreal.
Abogido: Dr. D. Antonio Gumnfut

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiazna,
Segundo Sustituto de Presidente; Franrisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-
manzar, Felipe Osvaldo Perdorno Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asis-
tados del Secretario General, en la Sala donde celebra sus

audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Gumán, Dis-
trito Nacional, hoy dia 27 del mes de abril del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencaa pública como Corte de Casación la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alejandro
'Paveras Difó, dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, domiciliado en la sección Darnajagual, Municipio de
San Francisco de Macorís, Provincia Duarte, cédula No.
1693, serie 56, contra la sentencia dictada el 31 de enero

de 1980, por la Corte de Apealción de San Francisco de
Macorís, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación del recurrente, depo-

sitado el 18 de marzo de 1980, suscrito por su abogado, el
Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Lama, cédula No. 30288,
serie 2, en el cual se invocan contra la sentencia impug-
nada los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de les recurridos, del 9
abril de 1980, suscrito por su abogado, el Lic. D. Anto-

nio Guzmán L., cédula No. 273, serie 56; recurridos que
son Gregorio Cortorreal, Nicolasa Jeréz viuda Cortorreal
Josí María Cortorreal Jeréz, Vicente Cortorreal, Gilberto
Cortorreal Jeréz, Tomás Cortorreal Jeréz. Emilio Cortorreal
Jerez, María Consuelo Cortorreal Jetéz, Jesús María Cor-
torreal Jeréz, Luis Cortorreal, Virgilio Cortorreal Jeréz,
Miguel Cortorreal Jeréz, Manuel Julián Cortorreal Jeréz,
María Cortorreal Jeréz;

Visto el auto dictado en Tocha 21 de abril del corrien-
te año 1981, por el Magistrado Procurador Presidente de la
Suprema Corte de Justicla, por medio del cual llama a los
Magistrados Manuel A. Amiama y Joaquín M. Alvarez
Perdió, duoces de este Tribunal, para integrar la Supre-
ma Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del recur-
so en casación de que se trata, de conformidad con las Le-
yes Nos. 884 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el re;:u-
rrente; y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ellá se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una demanda en restitución de fru-
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tos de los ahora recurridos, contra el ahora recurrente, la
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan.
cia del Distrito Judicial de Duarte, dictó el 2 de noviem-
bre de 1976, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en au-
diencia contra la parte demandada, señor Alejandro Tave-
ras Difó, por falta de concluir; Segundo: Condena al señor
Alejandro Taveras Difó, restituir a los señores Nicolasa
Jeréz Viuda Cortorreal, José María Cortorreal Jeréz, Vi-
cente Cortorreal Jeréz, Luis Cortorreal Jeréz, Virgilio Cer-
torreal Jeréz, Gilberto Cortorreal Jeréz, Miguel Cortorreal
Jeréz, Manuel Julián Cortorreal Jeréz, Tomás Cortorreal
Jeréz, Emilio Cortorreal Jeréz, María Consuelo Cortorreal
Jeréz, Jesús María Cortorreal Jeréz, y José. Delio Corto-
rreal Jeréz, en su condición de continuadores jurídicos del
finado Gregorio Cortorreal, todos los frutos que haya per-
cibido en una propiedad agrícola cultivada de cacao, con
una superficie de 3 hectáreas, 58 áreas, 45 centáreas, equi-
valentes a 57 tareas, situadas en Damajagual, Seoción de
este Municipio, lindada por el Este y al Sur con el camino
de Dichoso a La Bajada; al Norte, con la sucesión de Ce-
lestino Difó; y al Oeste, con Alejandro Taveras DIfó, la
que hoy constituye la Parcela No. 103-H. del Distrito Ca-
tastral No. 18 de este Municipio de San Francisco de Ma-
coris; restitución de frutos por Alejandro Tavéreas lYtó,
entre el día 20 de septiembre dei año 1954, día en que le
fué notificada la demanda en restitución de esa parcela a
requerimiento de Gregorio Cortorreal, hasta el día 17 de
octubre del año 1975, en que fué desalojado de ella por
medio de la Fuerza Pública y en consecuencia que Alejan-
dro Taveras Difó rinda cuenta a Nicolasa Jeréz Viuda Cor-
torreal y Compartes, de los frutos percibidos entre las dos
fachas indicadas; Tercero: Se fija 1n plazo de treinta (30)
días, a partir de la notificación de la presente sentencia,
en el cual el señor Alejandro Tavoras Difó, debe rendir
cunta, por ante el Juez Presidente de esta Cámara Civil y
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito

Judicial de Duarte; Cuarto: Condena al señor Alejandro
Taveras Difó, al pago de las costas, distrayéndolas en favor
del Lic. D. Antonio Guzmán L., quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Quinto: Comioeiona al Ministe-
rial Ernesto Rodríguez Díaz, Alguacil de Estrados de esta
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Duarte, para la notificación
de la presente sentencia; b) que sobre el recurso de opo-
sición del ahora recurrente Taveras Difó, la Cámara ya
citada dictó el 28 de abril de 1978 una sentencia con el
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Desecha pura y sim-
plemente por ser nula por falta de indicación precisa de
los medios en que se funda la oposición del señor Alejan-
dro Taveras Difó, a la sentencia de la Cámara Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Duarte, de fecha dos (2) de noviembre del año
mil novecientos setenta y seis (1976), contenida en el ac-
to de abogado del 25 de noviembre del año 1976, diligen-
ciado por el alguacil Pablo Jiménez Gómez, por medio del
acto No. 281; en consecuencia, dispone que la indicada sen-
tencia en defecto surta ,lado su efecto y son ejecutada se-
gún su forma y tenor; Segundo: Condena al oponente se-
ñor Alejandro Taveras Difó, al lago de las costas, distra-
yéndolas en favor del abogado Lic. D. Antonio Guzmán
L.; c) que, sobre el recurso de Taveras Difó la Corte de
Apelación de San Francisco de Macorís dictó el 31 de ene-
ro de 1980 la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA PRIMERO: Se declara re-
gular y válido, en cuanto a la forma y se rechaza en cuan-
to al fondo el recurso de apelación interpuesto par Ale-
jandro Taveras Difó, contra sentencia de la Cámara Civil,
Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Duarte, de fecha 28 de abril de
1976, rendida en favor de la señora Nicolasa Jeréz Vda.
Cortorreal y de sus hijos José María Cortorreal Jeréz, Vi-
cente Cortorreal Jeréz, Luis Cortorreal Jeréz, Virgilio Cor-
torreal Jeréz, Gilberto Cortorreal Jeréz, Miguel Cortorreal
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las de los ahora recurridos, contra el ahora recurrente, la
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Duarte, dictó el 2 de noviem-
bre de 1976, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en au-
diencla contra la parte demandada, señor Alejandro Tave-
ras DIfó, por falta de concluir; Segundo: Condena al señor
Alejandro Taveras Difó, restituir a los señores Nico1asa
Jeréz Viuda Cortorreal, José María Cortorreal Jeréz, Vi-
cente Cortorreal Jeréz, Luis Cortorreal Jeréz, Virgilio Car-
torreal Jeréz, Gilberto Cortorreal Jeréz, Miguel Cortorreal
Jeréz, Manuel Julián Cortorreal Jeréz, Tomás Cortorreal
Jeréz, Emilio Cartorreal Jeréz, María Consuelo Cortorreal
Jeréz, Jesús María Cortorreal Jeréz, y José Delio Corte-
'rreal Jeréz, en su condición de continuadores jurídicos del
finado Gregorio Cortorreal, todos los frutos que haya per-
cibido en una propiedad agrícola cultivada de cacao, con
una superficie de 3 hectáreas, 58 áreas, 45 centáreas, equi-
valentes a 57 tareas, situadas en Damajagttal, Seoción de
este Municipio, lindada por el Este y al Sur con el camino
de Dichoso a La Bajada; al Norte, con la sucesión de Ce-
Iestino Dife; y al Oeste, con Alejandro Taveras DIfó,
que hoy constituye la Parcela No. 103-H, del Distrito Ca-
tastral No. 18 de este Municipio de San Francisco de Ma-
corís; restitución de frutos por Alejandro Tavéreas D'Ió,
entre el día 20 de septiembre del año 1954, día en que le
fué notificada la demanda en restitución de esa parcela a
requerimiento de Gregorio Cortorreal, hasta el día 17 de
octubre del año 1975, en que fué desalojado de ella por
medio de la Fuerza Pública y en consecuencia que Alejan-
dro Paveras Dif6 rinda cuenta a Nicolasa Jeréz Viuda Cor-
torreal y Compartes, de los frutos percibidos entre las dos
fachas indicadas; Tercero: Se fija 1n plazo de treinta (30)
días, a partir de la notificación de la presente sentencia,
en el cual el señor Alejandro Tavaras Difó, debe rendir
cunta, por ante el Juez Presidente de esta Cámara Civil y
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito

Judicial de Duarte; Cuarto: Condena al señor Alejandro
Paveras Difó, al pago de las costas, distrayéndolas en favor
del Lic. D. Antonio Guzmán L., quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Quinto: Comicciona al Ministe-
r3a1 Ernesto Rodríguez Díaz, Alguacil de Estrados de esta
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Duarte, para la notificaeión
de la presente sentencia; b) que sobre el recurso de opo-
sición del ahora recurrente Taveras Difó, la Cámara ya
citada dictó el 28 de abril de 1978 una sentencia con el
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Desecha pura y sim-
plemente por ser nula por falta de indicación precisa de
los medios en que se funda la oposición del señor Alejan-
dro Taveras Difó, a la sentencia de la Cámara Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Duarte, de fecha dos (2) de noviembre del año
mil novecientos setenta y seis (1976), contenida en el ac-
to de abogado del 25 de noviembre del año 1976, diligen-
ciado por el alguacil Pablo Jiménez Gómez, por medio del
acto No. 281; en consecuencia, dispone que la indicada sen-
tencia en defecto surta ,lado su efecto y son ejecutada se-
gún su forma y tenor; Segundo: Condena al oponente se-
flor Alejandro Taveras Difó, al pago de las costas, distra-
yéndolas en favor del abogado Lic. D. Antonio Guzmán
L.; c) que, sobre el recurso de Taveras Difó la Corte de
Apelación de San Francisco de Macorís dictó el 31 de ene-
ro de 1980 la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA. PRIMERO: Se dadara re-
gular y válido, en cuanto a la forma y se rechaza en cuan-
to al fondo el recurso de apelación interpuesto par Ale-
jandro Taveras Difó, contra sentencia de la Cámara Civil,
Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
dol Distrito Judicial de Duarte, de fecha 28 de abril de
1976, rendida en favor de la señora Nicolasa Jeréz Vda.
Cortorreal y de sus hijos José María Cortorreal Jeréz, Vi-
tente Cortorreal Jeréz, Luis Cortorreal Jeréz, Virgilio Cor-
torreal Jeréz, Gilberto Cortorreal Jeréz, Miguel Cortorreal
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Jeréz, Manuel Julián Cortorreal Jeréz, Miguel Cortorreal
Jeréz, Tomás Cortorreal Jeréz, Emilio Cortorreal Jeréz,
María Consuelo Cortorreal y José Delio Cortorreal Je-
réz, en consecuencia la sentencia apelada; SEGUNDO: Se
condena al apelante Alejandro Taveras Difó al pago de
las costas, ordenando su distracción a favor del Lic Dá-
maso Antonio Guzmán L., abogado que afirma haberlos
avanazado en su totalidad";

Considerando, que, contra la sentencia que impugna,
el recurrente Taveras Difó propone los siguientes mechos
de casación: Primer Medio: Falsa aplicación del artículo
161 del Código de Procedimiento Civil, Violación del Art.
37 de la Ley No. 834; Segundo Medio: Violación del Art.
188 del Código de Procedimiento Civil y los artículos 49,
párrafo tercero; 50, de la Ley 834 de 1978;

Considerando, que, en el primer medio de su memo-
rial, el recurrente Taveras Difó alega, en definitiva, que
la Corte a-qua no debió aplicar al caso el artículo 161 del
Código de Procedimiento Civil que exige que el recurso de
oposición se presente con medios justificativos, porque,
para elaborar esos medios, el recurrente necesitaba cono-
cer todos los documentos de los demandantes, documentos
que el recurrente Taveras Difó pidió comunicación en
todo el proceso, sin haberla obtenido; pero,

Considerando, que la sentencia de ha Corte a-qua no
ah hecho en el caso, una indebida aplicación del artícuol
161 del Código de Procedimiento Civil, pues la regla pro-
cosal que ese texto se establece no contempla ninguna si-
tuación en que los oponentes pueden ser excusados de pre-
sentar sus agrarios contra las sentencias en defecto: que
la aplicación de esa regla no crea una situación irrepara-
ble para los oponentes, excluidos por esa regla en prime-
ra instancia podrán recurrir contra la sentencia en defecto
ante la jurisdicción de apelación, tan pronto como se haya
producido una sentencia excluyente de la oposición en
aplicación del artíulo 161 del Código ya citado; que, por lo

expuesto, es claro también que en el caso no se trataba de
una situación de la que resultara una lesión irreparable
al derecho de defensa; que de consiguiente, el medio que
se exiamina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en apoyo del segundo y último me-
dio de su memorial, cl recurrente Taveras Difó alega, en
síntesis, que la sentencia de la Corte a-qua ha violado los
textos que en el enunciado se indican, al no acoger un pe-
dtmento a fines de comunicación de documentos; pero,

Considerando, que el recurso de apelación ejercido
por el recurrente Taveras Difó se dirigía contra la sen-
tencia que excluyó la oposición del 2 de noviembre de 1976?
y no contra la sentencia en defecto recurrida luego en opo-
sición en la forma incorrecta precedentemente explicada;
que, en tal situación especial, no podía ser de lugar la co-
municación de documentos; que, por tanto, al haberse fun-
dado en ese criterio correcto la Corte a-qua, el segundo y
último medio del recurso que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaaz el recurso de ca-
sación interpuesto por Alejandro Taveras Ditó contra la
sentencia dictada el 31 de enero de 1980, por la Corte de
Apelación de San Francisco de Macorís en sus atribuciones
civiles, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente tallo; Segundo: Condena a dicho recurrente
al pago de las costas y las distrae en provecho del Lic. D.
Antonio Guzmán L.. abogado de los recurridos Nicolasa
Jeréz Vda. Cortorreal y compartes, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat, Leonte Rafael Alburquerque Oastillo.—
Miguel Jacobo, Secretario General.



Jeréz, Manuel Julián Cortorreal Jeréz, Miguel Cortorreal
Jeréz, Tomás Cortorreal Jeréz, Emilio Cortorreal Jeréz,
María Consuelo Cortorreal y José Delio Cortorreal Je-
t&, en consecuencia la sentencia apelada; SEGUNDO: Se
condena al apelante Alejandro Taveras Difó al pago de
las costas, ordenando su distracción a favor del Lic. Dá-
maso Antonio Guzmán U, abogado que afirma haberlas
avanazacie en su totalidad";

Considerando, que, contra la sentencia que impugna,
el recurrente Taveras Difó propone los siguientes medlos
de casación: Primer Medio: Falsa aplicación del artículo
161 del Código de Procedimiento Civil, Violación del Art.
37 de la Ley No. 834; Segundo Medio: Violación del Art.
188 del Código de Procedimiento Civil y los artículos 49,
párrafo tercero; 50, de la Ley 834 de 1978;

Considerando, que, en el primer medio de su memo-
rial, el recurrente Taveras Difó alega, en definitiva, que
la Corte a-qua no debió aplicar al caso el artículo 161 del
Código de Procedimiento Civil que exige que el recurso de
oposición se presente con medios justificativos, porque,
para elaborar esos medios, el recurrente necesitaba cono-
cer todos los documentos de los demandantes, documentos
que el recurrente Taveras Difó pidió comunicación en
todo el proceso, sin haberla obtenido; pero,

Considerando, que la sentencia de 1n Corte a-qua no
ah hecho en el caso, una indebida aplicación del artícuol
161 del Código de Procedimiento Civil, pues la regla pro-
cesal que ese texto se establece no contempla ninguna si-
tuación en que los oponentes pueden ser excusados de pre-
sentar sus agrarios contra las sentencias en defecto: que
la aplicación de esa regla no crea una situación irrepara-
ble para los oponentes, excluidos por esa regla en prime-
ra instancia podrán recurrir contra la sentencia en defecto
ante la jurisdicción de apelación, tan pronto como se haya
producido una sentencia excluyente de la oposición en
aplicación del artfulo 161 del Código ya citado; que, por lo

expuesto, es claro también que en el caso no se trataba de
una situación de la que resultara una lesión irreparable
al derecho de defensa; que de consiguiente, el medio que
se extamina carece de fundamento y debe ser desestimado;
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por el recurrente Taveras Difé se dirigía contra la sen-
tencia que excluyó la oposición del 2 de noviembre de 1976"
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Miguel Jacobo, Secretario General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 22 de abril de 1977.

Materia Correccional.

Recurrentes: Rafael Medina, la Cooperatin Nacional de Choicres
Independientes y la Compañia Dominicana de Seguros,
C. por

Recurrido: Dr. José Maria Acosta Torres.

Intervinientes: José María Sánchez y Compartes.
Abogado: Dr. Simón Omar Valenzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Wistor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuer.-
te, Primor Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domongo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del mes de
abril del año 1981, años 138' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la soguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rafael Medina, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, chófer, domiciliado en San Víctcr, Mcca, cédula No.
8633, serie 46, la Cooperativa Nacional de Choferes
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pendientes, con su domicilio en la calle Concepción Bona
No. 70, de esta ciudad, y la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., domiciliada en la calle Arzobispo Meriño
No. 30, de esta Capital, contra la sentencia dictada por la
Corte de Ape:ación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes correccionaLcs, el 22 de abril de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Luis Frías Sandoval, cédula No. 49898,
serie 1, en representación del Dr. Simón Omar Valenzue-
la S., cédula No. 18303, serie 12, abogado de los intervi-
nientes José María Sánchez, cédula No. 2777, serie 12, Mé-
rida Sánchez de Corporán, domiciliada en San Juan de la
Maguana, cédula No. 644, serie 10; Estebanía Sánchez
Imbert, cédula No. 1527, serie 12, y Rudesindo Imbert, do-
miciliado en esta ciudad, cédula No. 6846, serie 12, domi-
nicanos, mayores de edad, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua. el 3 de mayo de 1977, a requerimiento
del Dr. José María Acosta Torres, cédula No. 32511, serie
3, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 5 de enero
de 1977, suscrito por el Dr. Jesús María Acosta Torres, en
el cual se propone los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 2 de febrero
de 1979, firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
berado, y vistos los textos legales invocados por las recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 49
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y 52 de la Ley No. 241; 1383 y 1384 dei Código Civil y 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 1 y 10
de la Ley 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 4
de agosto de 1972 en la autopista Duarte, en el cual dos per-
sonas resultaron muertas, la Séptima Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó
el 25 de septiembre de 1974 una sentencia cuyo dispositivo
se copia más adelante, inserto en el de la ahora impugna-
da; 1:1) que sobre las apelaciones interpuestas, intervino el
22 de abril de 1977 el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: . PRIMERO: Admite
como regulares y válidos en la forma, los recursos de ape-
lación interpuestos: a) por el Dr. Simón Omar Valenzuela
S., a nombre y representación de Mélida Sánchez Imbert,
Rudesindo Imbert y Compartes; 1,) por el Dr. José María
Acosta Torras, a nombre y representación de la Compañía
de Seguros Dominicana de Seguras, C. por A., Cooperativa
Nacional de Choferes Independientes, Inc., y el señor Ra-
fael Medina, contra sentencia dictada por la Séptima Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, de fecha 25 de septiembre de 1974, cu-
yo dispositivo dice así . "Falla: Primero: Que debe deela-
rar y declara al nombrado Rafael Medina, de generales
que constan, culpable de violar el artículo 49, acápite d)
párrafo lro. de la Ley 241, al producirle la muerte a la se-
ñora María Sánchez y Miledys Imbert Sánchez, con la con-
ducción de su vehículo, y en consecuencia se le condena
a pagar una multa de doscientos pesos (RD$200.00), y las
costas penales, acogiendo a su favor circunstancias ate-
nuantes; Segundo: Que debe declarar y declara regular y
válida la constitución en parte civil hecha por los señores
José María Sánchez, Mélida Sánchez de Corporán y Este-
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pendientes, con su domicilio en la calle Concepción Bona
No. 70, de esta ciudad, y la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., domiciliada en la calle Arzobispo Meriño
No. 30, de esta Capital, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes correccionales, el 22 de abril de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Luis Frías Sandoval, cédula No. 49898,
serie 1, en representación del Dr. Simón Omar Valenzue-
la S., cédula No. 18303, serie 12, abogado de los intervi-
nientes José Marín Sánchez, cédula No. 2777, serie 12, Mé-
rida Sánchez de Corporán, domiciliada en San Juan de la
Maguana, cédula No. 644, serie 10; Estebanía Sánchez d"
Imbert, cédula No. 1527, serie 12, y Rudesindo Imbert, do-
miciliado en esta ciudad, cédula No. 6846, serie 12, domi-
nicanos, mayores de edad, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 3 de mayo de 1977, a requerimiento
del Dr. José María Acosta Torres, cédula No. 32511, serie
3, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 5 de enero
de 1977, suscrito por el Dr. Jesús María Acosta Torres, en
el cual se propone los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 2 de febrero
de 1979, firn-lado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 49

y 52 de la Ley No. 241; 1383 y 1384 dei Código Civil y 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 1 y 10
de la Ley 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo signiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 4
de agosto de 1972 en la autopista Duarte, en el cual dos per-
sonas resultaron muertas, la Séptima Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó
el 25 de septiembre de 1974 una sentencia cuyo dispositivo
se copia más adelante, inserto en el de la ahora impugna-
da; b) que sobre las apelaciones interpuestas, intervino el
22 de abril de 1977 el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA:. PRIMERO: Admite
como regulares y válidos en la forma, los recursos de ape-
lación interpuestos: a) por el Dr. Simón Omar Valenzuela
S., a nombre y representación de Mélida Sánchez Imbert,
Rudesindo Imbert y Compartes; b) por el Dr. José María
Acosta Torres, a nombre y representación de la Compañía
de Seguros Dominicana de Seguros, C. por A., Cooperativa
Nacional de Choferes Independientes, Inc., y el señor Ra-
fael Medina, contra sentencia dictada por la Séptima Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, de fecha 25 de septiembre de 1974, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe decla-
rar y declara al nombrado Rafael Medina, de general
que constan, culpable de violar el artículo 49, acápite d)
párrafo lro. de la Ley 241, al producirle la muerte a la se-
ñora María Sánchez y Miledys Imbert Sánchez, con la con-
ducción de su vehículo, y en consecuencia se le condena
a pagar una multa de doscientos pesos (RD$200.00), y las
costas penales, acogiendo a su favor circunstancias ate-
nuantes; Segundo: Que debe declarar y declara regular y
válida la constitución en parte civil hecha por los señores
José María Sánchez, Mélida Sánchez de Corporán y Este-
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banía Sánchez de Imbert, contra el señor Rafael Medina,
y la Cooperativa Nacional de Choferes Independientes,
(Unachosín), por ser ésta dueña del vehículo que causó el
accidente, por estar conforme a la Ley Y en cuanto al fon-
do se admite la misma y se condena al señor Rafael Medi-
na, y a la Cooperativa Nacional de Choferes Independien-
tes (Unachosin), a pagt, wles la suma de Cinco Mil Pescs
Oro (RDS5,000.00) por los daños morales y materiales su-
fridos por ellos a causa de la muerte de la señora María
Sánchez, más las costas civiles con distracción en prove-
cho del Dr. Simón Orntar Valenzuela. quien afirma haber-
las avanzado; Tercero: Que debe declarar y declara regu-
lar y váltda en cuanto a la forma, per estar conforme a
la Ley la constitución en parte civil hecha por el señor
Rudesindo Imbert y Estebanía Sánchez de Imbert y en
cuanto al fondo se admite la misma y se condena al se-
ñor Medina y a la Cooperativa Nacional de Choferes Inde-
pendientes (Unachosin), a pagar la suma de Cinco Mil pe-
sos oro (RD$5,000.00), por los daños morales y materiales
sufridos por ellos a consecuencia de la muerte de su hija
menor Miledys Imbert Sánchez, más las costas civiles,
con distracción en favor del Dr. Simón Omar Valenzuela
S., quien afirma haberlas avanzado; y Cuarto: Que debe
declarar y declara que esta sentencia es oponible a la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedomca), en su
condición de aseguradora del vehículo que produjo el ac-
cidente; por haber sido hecho dentro del plazo y demás
formalidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto
contra Rafael Medina, por no haber comparecido a la au-
diencia no obstante haber sido legalmente citado y empla-
zado; TERCERO: Modifica la sentencia recurrida en su
Ordinal 2do. y en lo que respecta a la indemnización acor-
dada a favor de los señores José María Sánchez y Mérida
Sánchez de Corporán, por la muerte de María Sánchez,
fallecida en el accidente, dividida dicha suma de RD$3,-
000.00, en 5051. para cada' uno; CUARTO: Modifica asimis-
mo el Ordinal Tercero de la sentencia apelada en lo que

respecta a la indeninozación acordada a favor de Rudesa•
do Imbert y Estetianía Sánchez de Imbert, padres de la
menor Miledys Imbert Sánchez, muerta en el accidente, a
fin de que los RD$5,000.00 de indemnización sean distri-
buidos en un 50% para cada padre; QUINTO: Confirma la
sentencia recurrida en sus demás aspectos; SEXTO: Con-
dena al prevenido Rafael Medina al pago de las costas pe-
nales de la alzada; Séptimo: Condena a Rafael Medina y a
la Cooperativa Nacional de Choferes Independientes (Una-
chosin), al pago de las costas eivilcs con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Simón Omar Valenzuela, abo-
gado de las partes civiles constituidas, quien 	 afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; Octavo: Declara esta sen-
tencia común y oponible a la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., (Seclomca), entidad aseguradora del
vehículo que causó el accidente, todo en virtud d2 lo dis-
pce-sto por el Art. 10 de la Ley 4117;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia que impugna, les siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta exclusiva de la víctima; falsa aplica-
ción del artículo 49 de la Ley 241; Segando Medio: Falta
de base legal, falta de motivos, motivos insuficientes, fal-
sa aplicación del artículo 1315 del Código Civil y medios
de pruebas;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios
de casación, que para su examen se reunen por su estrecha
relación, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente:
que el conductor Rafael Medina manifestó, tanto en Prime-
ra Instancia como ante la Corte a-qua, que el accidente se
había debido a que las víctimas se le presentaron de im-
proviso, de modo imprevisible, haciendo el accidente ine-
vitable, esto es, que el accidente sc debió a la falta exclu-
siva de Iss víctimas, de donde resulta que los tribunales
del fondo han hecho una falsa aplicación del artículo 49
de la Ley 241; que la sentencia impugnada está falta de
motivos y de base legal, ya que en la 	 no se hace
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respecta a la indemnozación acordada a favor de Rudesm-
do Imbert y Estebanía Sánchez de Imbert, padres de la
menor Miledys Imbert Sánchez, muerta en el accidente, a
fin de que loa RD$5,000.00 de indemnización sean distri-
buidos en un 50% para cada padre; QUINTO: Confirma la
sentencia recurrida en sus demás aspectos; SEXTO: Con-
dena al prevenido Rafael Medina al pago de las costas pe-
nales de la alzada; Séptimo: Condena a Rafael Medina y a
la Cooperativa Naciorial de Choferes Independientes (Una-
chosin), al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Simón Omar Valenzuela, abo-
gado de las partes civiles constituidas, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; Octavo: Declara esta sen-
tencia común y oponible a la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., (Sedomca), entidad aseguradora del
vehículo que causó el accidente, todo en virtud de lo dis-
pcesto por el Art. 10 de la Ley 4117;

Considerando, que los recurrentes propinen, contra la
sentencia que impugna, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta exclusiva de la víctima; falsa aplica-
ción del artículo 49 de la Ley 241; Segundo Medio: Falita
de base legal, falta de motivos, motivos insuficientes, fal-
sa aplicación del artículo 1315 del Código Civil y medios
de pruebas;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios
de casación, que para su examen se reunen por su estrecha
relación, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente:
que el conductor Rafael Medina manifestó, tanto en Prime-
ra Instancia como ante la Corte a-qua, que el accidente se
había debido a que las víctimas se le presentaron de im-
proviso, de mido imprevisible, haciendo el accidente ine-
vitable, esto es. que el accidente se debió a la falta exclu-
siva de	 víctimas, de donde resulta que los tribunales
del fondo han hecho una falsa aplicación del artículo 49
de la Ley 241; que )a sentencia impugnada está falta de
motivos y de base legal, ya que en la misrr4a no se hace
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banía Sánchez de Imbert, contra el señor Rafael Medina,
y la Cooperativa Nacional de Choferes Independientes,
(Unachosín), por ser ésta dueña del vehículo que causa el
accidente, por estar conforme a la Ley y en cuanto al fon-
do se admite la misma y se condena al señor Rafael Medi-
na, y a la Cooperativa Nacional de Choferes Independien-
tes (Unachosin), a pagarles  la suma de Cinco Mil Peses

Oro (RD$5,000.00) por los daños morales y materiales su-
fridos por ellos a causa de la muerte de la señera Diaria
Sánchez. más las costas civiles con distracción en prove-
cho del Dr. Simón Onzu: Valenzuella. quien afirma haber-
las avanzado; Tercero: Que debe declarar y declara regu-
lar y válida en cuanto a la forma, per estar conforme a
la Ley la constitución en parte civil hecha por el señor
Rudesindo Imbert y Estebanía Sánchez de Imbert y en
cuanto al fondo se admite la misma y se condena al se-
ñor Medina y a la Cooperativa Nacional de Choferes inde-
pendientes (Unachosin). a pagar la suma de Cinco Mil pe-
sos oro (RD$5,000.00), por los daños morales y materiales
sufridos por ellos a consecuencia de la muerte de su hija
menor Miledys Imbert Sánchez, más las costas civiles,
con distracción en favor del Dr. Simón Omar Valenzuela
5., quien afirma haberlas avanzado; y Cuarto: Que debe
declarar y declara que esta sentencia es oponible a la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedomca), en su
condición de aseguradorta del vehículo que produjo el ac-
cidente; por haber sido hecho dentro del plazo y demás
formalidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto
contra Rafael Medina, por no haber comparecido a la au-
diencia no obstante haber sido legalmente citado y empla-
zado; TERCERO: Modifica la sentencia recurrida en su
Ordinal 2do. y en lo que respecta a la indemnización acor-
dada a favor de los señores José María Sánchez y Mérida
Sánchez de Corporán, por la muerte de María Sánchez,
fallecida en el accidente, dividida dicha suma de RO$5,-
000.00, en 50% para cada' uno; CUARTO: Medifica asímis-
mo el Ordinal Tercero de la sentencia apelada en lo que



una completa exposición de los hechos decisivos justifica-
tivos para que la Corte de Casación pueda determinar que
la Ley ha sido bien aplicada; que en la misma se han vio-
lado y desconocido todos los elementos de prueba estable-
cidos en el artículo 1315 y siguientes dell Código Civil, o
sea, que se ha violado toda legislación sobre la prueba, lo
que hace que la sentencia debe ser decbarada radicalmente
nula; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declararse
como único culpable del accidente al hoy recurrente Ra-
fael Medina y fallar como lo hizo, dió por establecido, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio que fue.
ron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 4 de agosto de 1972, en ho-
ras de la noche, ocurrió un accidente de trásstio en el
kilómetro 28 de la autopista Duarte, sección El Coco de
Pedro Brand, en el cual el carro placa No. 210-721, pro-
piedad de la Cooperativa Nacional de Choferes Indepen-
dientes, con póliza No. 19009, de la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., conducido de sur a norte de la re-
ferida vía por Rafael Medina, le produjo golpes y heridas
a María Sánchez y Miledy Imbert Sánchez que le ocasio-
naron la muerte; b) que el hecho se debió a la falta exclu-
siva de Rafael Medina, al conducir su vehículo a exceso
de velocidad, lo que le impidió maniobarrlo con destreza.
yéndose al paseo de la derecha, donde atropelló a María
Sánchez y Miledy Imbert Sánchez, quienes caminaban
por el paseo; que, al declarar la Corte a-qua que el acci-
dente se produjo por la falta única del conductor Rafael
Medina, no tenía necesidad de apalizar la conducta de las
víctimas; que, en consecuencia y por todo lo expuesto, se
evidencia que la sentencia impugnada no contiene una
relación de los hechos de la causa y una motivación sufi-
ciente que han permitido a la Suprema Corte de Justicia
apreciar que en la especie, se hizo una correcta aplicación
de la ley, por lo	 procede desestimar los alegatos de
los recurrentes, por carecer de fundamento;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido recurrente, configuran el delito de golpes y he-
ridas producidos involuntariamente con el manejo de ve-
hículo de motor que ocasionaron la muerte previsto y san-
cionado eh el inciso 1ro. del artículo 49 de la Ley 241, de
1967, con las penas de 2 a 5 años de prisión y multa de RD$-
500.00 a RD$2,000.00, si el accidente ocasionare la muerte
a una o más personas. como ocurrió en la especie; que al
condenar a Rafael Medina a una multa de RD$200.00, aco-
giendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una pena ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, 1 aCorte a-qua apreció
que el hecho del prevenido había causado a José María
Sánchez, Mélida Sánchez de Corporán, Es tebanía Sánchez
de Imbert y Rudesindo Imbert, partes civiles constituídas,
daños y perjuic¿os, materiales y morales, que evaluó en
la suma de RDS5,000.00 para José María Sánchez y Mérida
Sánchez de Corporán y la misma suma para Estebanía
Sánchez de Imbert y Rudesindo Imbert; que al condenar
al prevenido Rafael Medina y a la Cocperativa Nacional
de Choferes Independientes al pago de esas sumas, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos
1383 y 1384 dei Código Civil y dell 1 y 10 de la Ley 4117
de 1955, sobre Segures Obligatorios de Vehículos de Mo-
tor al declarar oponibles a la Aseguradora las condena-
ciones civiles;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al prevenido recurrente, la sentencia
impugnadla no contiene ningún vicio que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervi-
nientes a José María Sánchez, Mélida Sánchez de Corpo-
rán, Estebanía Sánchez de Imbert, y Rudesindo Imbert,
en los recursos de casación interpuestos por Rafael Medi-
na, la Cooperativa Nacional de Choferes Independientes y
/a Compañía Dominicana de Segures, C. por A., contra la
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una completa exposición de los hechos decisivos justifica-
tivos para que la Corte de Casación pueda determinar que
la Ley ha sido bien aplicarla; que en la misma se han vio-
lado y desconocido todos los elementos de prueba estable-
cidos en el artículo 1315 y siguientes 	 Código Civil, o
sea, que se ha violado toda Legislación sobre la prueba, lo
que hace que la sentencia debe ser decbarada radicalmente
nula; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declararse
como único culpable del accidente al hoy recurrente Ra-
fael Medina y fallar como lo hizo, dió por establecido, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio que fue.
ron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 4 de agosto de 1972, en ho-
ras de la noche, ocurrió un accidente de trásstio en el
kilómetro 28 de la autopista Duarte, sección El Coco de
Pedro Brand, en el cual el carro placa No. 210-721, pro-
piedad de la Cooperativa Nacional de Choferes Indepen-
dientes, con póliza No. 19009, de la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., conducido de sur a norte de la re-
ferida vía por Rafael Medina, le produjo golpes y heridas
a María Sánchez y Miledy Imbert Sánchez que le ocasio-
naron la muerte; b) que el hecho se debió a la falta exclu-
siva de Rafael Medina, al conducir su vehículo a exceso
de velocidad, lo que le impidió maniobarrlo con destreza,
yéndose al paseo de la derecha, donde atropelló a María
Sánchez y Miledy Imbert Sánchez, quienes caminaban
por el paseo; que, al declarar la Corte a-qua que el acci-
dente se produjo por la falta única del conductor Rafael
Medina, no tenía necesidad de apalizar la conducta de las
víctimas; que, en consecuencia y por todo lo expuesto, se
evidencia que la sentencia impugnada no contiene una
relación de los hechos de la causa y una motivación sufi-
ciente que han permitido a la Suprema Corte de Justicia
apreciar que en la especie, se hizo una correcta aplicación
de la ley, por lo cuial, procede desestimar los alegatos de
los recurrentes, por carecer de fundamento;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido recurrente, configuran el delito de golpes y he-
ridas producidos involuntariamente con el manejo de ve-
hículo de motor que ocasionaron la muerte previsto y san-
donado eh el inciso 1ro. del artículo 49 de la Ley 241, de
1967, con las penas de 2 a 5 años de prisión y multa de RD$-
500.00 a RD$2,000.00, si el accidente ocasionare la muerte
a una o más personas, como ocurrió en la especie; que al
condenar a Rafael Medina a una multa de RDS200.00, aco-
giendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una pena ajustada a la ley;

Considerando, que asímismo, 1 aCorte a-qua apreció
que el hecho del prevenido había causado a José Maria
Sánchez, Mélida Sánchez de Corporán, Estebanía Sánchez
de Imbert y Rudesindo Imbert, partes civiles constituidas,
daños y perjuioios, materia les y morales, que evaluó en
la suma de RD$5,000.00 para José María Sánchez y Mérida
Sánchez de Corporán y la misma suma pera Estebanía
Sánchez de Imbert y Rudesindo Imbcrt; que al condenar
al prevenido Rafael Medina y a la Cocperativa Nacional
de Choferes Independientes al pago de esas sumas, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos
1383 y 1384 del Código Civil y ddl 1 y 10 de la Ley 4117
de 1955, sobre Segures Obligatorios de Vehículos de Mo-
tor al declarar oponibles a la Aseguradora las condena-
ciones civiles;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al prevenido recurrente, la sentencia
impugnadla no contiene ningún vicio que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervi-
nientes a José María Sánchez, Mélida Sánchez de Corpo-
rán, Estebanía Sánchez de Imbert, y Rudesindo Imbert,
en los recursos de casación interpuestos por Rafael Medi-
na, la Cooperativa Nacional de Choferes Independientes y
la Compañía Dominicana de Segures, C. por A., contra la
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sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciows correccionales, el 22 de abril de
1977, cuyo dispositivo se ha cop:ado en parte antericr del
presente fallo; Segundo: Rechaza los reefridos recursos;
Tercero: Condena a Rafael Medina al pago de las costas
penales y a éste y a la Cooperativa Nacional de Choferes
Independientes al pago de las costas civiles y las distrae
en provecho del Dr. Simón Omar Valenzuella S., abogado
de los intervinientes, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad, y las hace oponibles a la aseguradora, ya
mencionáda, dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezarni.ento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fud firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
19 de abril de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan de Jesús Rodríguez, Estado Dominicano y la
San Rafael, C. por A.

Abrogados: Dr. Lic. Rafael Nicolás Fez mín; José de Js. Bergés
Martin y Juan Manuel Pellerano.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juran Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, on la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del mes
de abril del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación( la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan de Jesús Rodríguez, dominicano, mayor
de edad, soltero, agrónomo, domiciliado en la calle Ulises
Francisco Espaillat No. 72, de la ciudad de Santiago, cé-
dula No. 73999, serie 31, el atado Dominicano y la San
Rafael, C. por A., con su domicilio en la calle Leopoldo
Navarro esquina San Francisco de Macorís, de esta ciudad,
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sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciows correccionales, el 22 de abril de
1977, cuyo dispositivo se ha copado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza los reefridos recursos;
Tercero: Condena a Rafael. Medina al pago de las costas
penales y a éste y a la Ccoperativa Nacional de Choferes
Independientes al pago de las costas civiles y las distrae
en provecho del Dr. Simón Omar ValenzueZa S., abogado
de los intervinientes, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad, y las hace oponibles a la aseguradora, ya
mencioniada, dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquin M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her-
nández Espailkat.—	 Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que c:rtifica: (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
19 de abril de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan de Jesús Rodríguez, Estado Dominicano y la
San Rafael, C. por A.

Abogados: Dr. Lic. Rafael Nicolás Fermín; José de Js. Eergés
Martin y Juan Manuel Pellerano.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez apaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del mes
de abril del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación( la siguiente sentencia:

Sobre los recurses de easr.ión interpuestos conjunta-
mente por Juan de Jesús Rodríguez, dominicano, mayor
de edad, soltero, agrónomo, domiciliado en la cale Ulises
Francisco Espaillat No. 72, de la ciudad de Santiago, cé-
dula No. 73999, serie 31, el atado Dominicano y la San
Rafael, C. por A., con su domicilio en la calle Leopoldo
Navarro esquina San Francisco de Macorís, de esta ciudad,



contra la sentenciadictada por la Corte de Apelación de
Santiago, en sus atribuciones corroccionales, el 19 de abril
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Rafael Nicolás Fermín, cédula No. 4511,

serie 51, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaria
de la Corte a-qua el 19 de abril de 1978, a requerimiento
del Lic Rafael Nicolás Fermín, en representación de los
recurrentes, en la cual no se propone ningún medio deter-
minado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 9 de febrero
de 1979, suscrito por el Lic. Rafael Nicolás Fermín, en el
cual se preponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de los recurrentes, del 9 de febrero
de 1975, firmado por les Dres. José de Jesús Bergés Mar-
tín y Juan Manuel Pellerano Gómez, en el cual se propo-
ne cl medio que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justic i a, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se indican más adelante, y los artículos 49 y
52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1384
del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Cons:derando, que en la sentencia impugnada y en
los documentes a que ella se refiere, consta lo siguiente:
t) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
la ciudad de Santiago, el 6 de junio de 1976, en el cual
menor resultó con lesiones corporal'es, la Tercera Cámara

Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial 	 Santingo dictó el 5 de junio de 1977 una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante, transcrito
en el de la ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones
interpuestas, intervine el 19 de abril de 1978 la sentencia
ahora impugnada en casación, cayo dispositivo dice asi:
"FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el recurso de
apelación interpuesto por el Lic. Nicolás Fermín, quien
actúa a nombre y representación de Jt.lan de Js. Rodrí-
guez, prevenido, el Estado Dominicano, persnoa civilmm-
té demandada y la Compañía de Seguros, San Rafael, C.
por A., contra la sentencia No. 261 bis de fecha cinco (5)
del /1103 de junio del año mil novecientos setenta y siete
H1977), dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado
dr Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago,
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Que de-
be pronunciar como en efecto pronuncia el defecto contra
el nombrado Juan de Jesús Rodríguez, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante estar legalmente ci-
tado; Segundo: Que debe declarar que en efecto declara
al nombrado Juan de Jesús Rodríguez, culpable de violar
cl artículo 49, letra c), de la Ley 241, sobre tránsito te-
rrestre de vehículos de motor y en consecuencia c su
reconocida culpabilidad, lo debe condenar y lo condena
a un (1) mes de prisión; Tercero: Que debe cleclalrar, co-
mo en efecto declara buena y válida en cuanto a la for-
ma, la constitución en parte civil formulada por Fran-
cisco Antonio Alea y Zoraida Mendoza, en calidad de pa-
dres del menor Francisco Alvarez o Francisco Alba, con-
tra el Estado Dominicano, por haber sido hecha en tiem-
po hábil y de acuerdo a las normas del procedimiento;
Cuarto: Que debe condenar como en efecto condena al
fondo al Estado Do:nirticano, al pago de la suma de RD
$10.000 (Diez mil pesos oro), en favor de los Sres. Fran-
cisco N. Alba Mendoza y Ana Zoraida Núñez, por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos a conse-
cuencia del accidente en que resultó gravement lesionado
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contra la sentenciadictada por la Corte de Apelación de
Santiago, en sus atribuciones correccionales, el 19 de abril
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Rafael Nicolás Fermín, cédula No. 4511,

serie 51, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 19 de abril de 1978, a requerimiento
del Lic. Rafael Nicolás Fermín, en representación de las
recurrentes, en la cual no se propone ningún medio deter-
minado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 9 de febrero
de 1979, suscrito por el Lic. Rafael Nicolás Fermín, en el
cual se preponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de los recurrentes, del 9 de febrero
de 1975, firmado por les Dres. José de Jesús Bergés Mar-
tín y Juan Manuel Pellerano Gómez, en el cual se propo-
ne medio que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se indican más adelante, y los artículos 49 y
52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1384
del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
les documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
h) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
la ciudad de Santiago, el 6 de junio de 1976, en el cual
menor resultó con lesiones corperates, la Tercera Cámara

Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santiago dictó el 5 de junio de 1977 una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante, transcrito
en de la ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones
interpuestas, intervine el 19 de abril de 1978 la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice asa:
"FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el recurso de
apelación interpuesto por el Lic. Nicolás Fermín, quien
actúa a nombre y representación de Julan de Js. Rodri-
guez, prevenido, el Estado Dominicano, persnoa eivilmm-
to demandada y la Compañía de Seguros, San Rafael. C.
por A., contra la sentencia No. 261 bis de fecha cinco (5)
del me:?, de junio del año mili novecientos setenta y siete
i(1977), dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiage,
cuyo dispositivo es el siguiente: 	 Primero: Que de-
be pronunciar como en efecto pronuncia el defecto contra
el nombrado Juan de Jesús Rodríguez, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante estar legab-nente ci-
tado; Scgundo: Que debe declarar que en efecto declara

nombrado Juan de Jesús Rodríguez, culpable de violar
el artículo 49, letra c), de lisa Ley 241, sobre tránsito te-
rrestre de vehículos de motor y en consecuencia do su
reconocida culpabilidad, lo debe condenar y lo condena
a un (1) mes de prisión; Tercero: Que debe declatrar, co-
mo en efecto declara buena y válida en cuanto a la for-
ma, la consültución en parte civil formulada por Fran-
cisco Antonio Alea y Zoraida Mendoza, en calidad de pa-
dres del menor Francisco Alvarez o Francisco Alba, con-
tra el Estado Dominicano, por haber sido hecha en tiem-
po hábil y de acuerdo a las normas del procedimiento;
Cuarto: Que debe condenar como en efecto condene al
fondo al Estado Dominicano, al pago de la suma de RD
$10.000 (Diez mil pesos oro), en favor de los Sres. Fran-
cisco N. Alba Mendoza y Ana Zoraida Núñez, por los da-
ños y perjuicios morales y materiales sufridos a conse-
cuencia del accidente en que resultó ,gravement lesionado



BOLETIN JuniaaL.	 759758	 BOLETIN JUDICIAL

el menor Francisco Alvarez o Francisco Alba, en calidad
de padres de dicho menor; Quinto: Que debe condenar, co-
mo al efecto condena al Estdao Dominicano, al pago de
los intereses legales de la suma acordada corno indemni-
zación suplementaria principal, contados a partir de la
fecha de la demanda en Justicia a título de indemnización
suplementaria; Sexto: Quo debe declarar como en efecto
declara la presente sentencia común, cponible y ejcuta-
ble a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en
su calidad de compañía aseguradora de la responsabilidad
civil del Estado Dominicano; Séptimo: Que debe conde-
nar como en efecto condena al Estado Dominicano y la
Compañía San Rafael, C. por A., al pago de las costas ci-
viles, ordenando su distracción en provecho de los Dres.
Héctor Valenzuela y José Joaquín Madera, abogado que
afirma esturlas avanzando en su totalidad; Octavo: Quo

debe condenar como en electo condena al prevenido Juan
de Jesús Rodríguez, al pago de las costas penales del pro-
cedimiento; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el
prevenido Juan de Jesús Rodríguez, por no haber compa-
recido a la audiencia, no obstante estar legalmente cita-
do; TERCERO: Modifica el Ordinal Cuarto de la senten-
o:a 'recurricla en el sentido de rendir la indemnización acor-
dada a favor de la parte civil constituida y en contra del
Estado Dominicano a la suma de RDS1,500.00 tUn mil qul-
nientos pesos oro), por considerar esta Corte que esta es
la suma justa, adecuada y suficiente para reparar los da-
ños y perjuicios, tanto morales corto materiales experi-
mentados por la parte civil constituida a consecuencia del
accidente de que se trata; CUARTO: Confirma la senten-
cia rocurrida en sus demás aspectos; QUINTO: Condena
al prevenido al pago de las costas penales; SEXTO: Con-
dena a la persona civilmente responsable al pago de las
costas civiles, ordenando su distracción en provecho de
los Dres. Héctor Valenzuela y José Joaquín Madera, quie-
nes afirman estarlas avanzando en su totalidad;

Considerando, que en el memorial suscrito por el Lic.
Rafael Nicolás Fermín, los recurrentes proponen los me-
dios siguientes: Primer Medio: Violación del artículo 49,
párrafo a) y 65 de la Ley No. 241 de Tránsito y Vehícu-
los; desnaturalización de los hechos y falta de baselegal;
Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Código
Procedimiento Civil, por falta de motivos;

Considerando, que en el memorial firmado por los
Dres. José de Jesús Bergés Martín y Juan Mianuel Pelle-
rano Gómez, los recurrentes proponen el siguiente medio
único de casación: Falta de motivos y de base legal;

Considerando, que en sus memoriales y medios reuni-
dos, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que
la Corte a-qua fundamento su sentencia en las declaracio-
nes de la testigo María M. Núñez, para considerar que el
accidente se debió única y exclusivamente a la forma "des-
cuidada y atolondrada" en que condujo el recurrente Juan
de Jesús Rodríguez la motocicleta; que sin embargo, di-
cho testigo declaró que ella no vió cómo ocurrió el acci-
dente, ni siquiera presenció el momento cuando el menor
accidentado bajó la calzada, para eserelase con la moto-
cicleta conducida por el prevenido; que estas declaracio-
nes denotan una gravedad e imprecisión que no pueden
servir de fundamento para establecer colacién de casuah-
dad que xige la ley, especialmente cuando el prevenido
declaró que el menor accidentado "le salió corriendo sor-
presivamente de la izquierda a cruzar hacia la derecha",
lo cual evidencila una falta exclusiva de la víctima; que
al no haber dado motivos suficientes ni pertinentes, ni ha-
ber apreciado las declaraciones, la Corte a-qua ha incu-
rrido en el vicio de falta de motivos y además deja sin ba-
se legal la decisión, lo que impide a la. Suprema Corte es-
tablecer si la ley ha sido bien o mal aplicada, por lo cual
la sentencia recurrirla debe ser casada; pero,

Considerando, que, la Corte a-qua para declarar .que
el accidente se debió a la falta exclusiva del conductor
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el menor Francisco Alvarez o Francisco Alba, en calidad
de padres de dicho menor; Quinto: Que debe condenar, co-
mo al efecto condena al Estdao Dominicano, al pago de
los intereses legales de la suma acordada como indemni-
zación suplementaria principal, contados a partir de la
fecha de la demanda en Justicia a título de indemnización
suplementaria; Sexto: Quo debe declarar como en efecto
declara la presente sentencia común, cponible y ejcuta-
Me a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en
su calidad de compañía aseguradora de la responsabilidad
civil del Estado Dominicano; Séptimo: Que debe conde-
nar como en efecto condena al Estado Dominicano y la
Compañía San Rafael, C. por A., al pago de las costas ci-
viles, ordenando su distracción en provecho de los Dres
Héctor Valenzuela y José Joaquín Madera, abogado que
afirma estarlas avanzando en su totalidad; Octavo: Que
debe condenar corno en efecto condena al prevenido Juan
de Jesús Rodríguez, al pago de las costas penales del pro-
cedimiento; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el
prevenido Juan de Jesús Rodríguez, por no haber compa-
recido a la audiencia, no obstante estar legalmente cita-
do; TERCERO: Modifica el Ordinal Cuarto de la senten-

.o.a recurrida en el sentido de rendir la indemnización acor-
dada a favor de la parte civil constituida y en contra del
Estado Dominicano a la suma de RD$1,500.00 tUn mil qui-
nientos pesos oro), por considerar esta Corte que esta
la suma justa, adecuada y suficiente para reparar los da-
ños y perjuicios, tanto morales como materiales experi-
mentados por la parte civil constituida a consecuencia del
accidente de que se trata; CUARTO: Confirma la senten-
cia recurrida en sus demás aspectos; QUINTO: Condena
al prevenido al pago de las costas penales; SEXTO: Con-
dena a la persona civilmente responsable al pago de las
costas civiles, ordenando su distracción en provecho de
los Dres. Héctor Valenzuela y José Joaquín Madera, quie-
nes afirman estarlas avanzando en su totalidad;
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Considerando, que en el memorial suscrito por el Lic.
Rafael Nicolás Fermín, los recurrentes proponen los me-
dios siguientes: Primer Medio: Violación del artículo 49,
párrafo a) y 65 de la Ley No. 241 de Tránsito y Vehícu-
los; desnaturalización de los hechos y falta de base
Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil, por falta de motivos;

Ccnsidcrando, que en el memorial firmado por los
Dres. José de Jesús Bergés Martín y Juan Manuel Pelle-
rano Gómez, los recurrentes proponen el siguiente medio
ítnico de casación: Falta de motivos y de base legal;

Considerando, que en sus memoriales y medios reuni-
dos, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que
la Corte a-qua fundamento su sentencia en las declaracio-
nes de la testigo María M. Núñez, para considerar que el
accidente se debió única y exclusivamente a la forma "des-
cuidada y atolondrada" en que condujo el recurrente Juan
de Jesús Rodríguez la motocicleta; que sin embargo, di-
cho testigo declaró que ella no vió cómo ocurrió el acci-
dente, ni siquiera presenció el momento cuando el menor
accidentado bajó la calzada, para eserelatse con la moto-
cicleta conducida por el prevenido; que estas declaracio-
nes denotan una gravedad e imprecisión que no pueden
servir de fundamento para establecer colación de casuali-
dad que xige la ley, especialmente cuando el prevenido
declaró que el menor accidentado "le salió corriendo sor-
presivamente de la izquierda a cruzar hacia la derecha",
lo cual evidenaa una falta exclusiva de la víctima; que
al no haber dado motivos suficientes ni pertinentes, ni ha-
ber apreciado las declaraciones, la Corte a-qua ha incu-
rrido en el vicio de falta de motivos y además deja sin ba-
se legal Ya decisión, lo que impide a la Suprema Corte es-
tablecer si la ley ha sido bien o mal aplicada, por lo cual
la sentencia rocurrida debe ser casada; pero.

Considerando, que, la Corte aipm para declarar que
el accidente se debió a la falta exclusiva del conductor
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Juan de Jesús Rodríguez y fallar como lo hizo, dió por
establecido lo siguiente: a) que el 6 de junio de 1976, en
horas de la noche, ocurrió un accidente de tránsito en la
Avenida Mirador del Yaque, en la ciudad de Santiago, en
el cual la motocicleta placa No. 0-17792, propiedad del
Estado Dominicano, al servicio de la Secretaría de Estado
de Agricultura, con Póliza No. A-1-10535, de la San Ra-
fael, C. por A., conducCda de norte a sur par la referida
vía, por Juan de Jesús Rodríguez, atropelló al menor
Francisco Alvarez, causándole fractura del tobillo izquier-
do y traumatismos diversos, curables después de 60 y an-
tes de 90 días; y b) que el acridente se debió a la Salta
única re Juan de Jesús Rodríguez al conducir su vehículo
de manera descuidada al no tomar las precauciones de
lugar al ver el menor cruzar la mencionada Avenida des-
de la izquierdah acia la acera derecha. en una vía amplia
como lo es la Avenida donde ocurrió el accidente; que los
recurrentes lo que hacen es criticar la apreciación sobe-
rana que de los hechos hizo la Corte -a-qua, lo que escapa
al control de la casación; que por consiguiente, la senten-
cis impugnada contiene una relación de los hechos Y cir-
cunstancias de la causa, y motivos suficientes y pertinen-
tes que han permitido a la Suprema Corte de Justicia apre-
ciar que en la especc se ha cho una correcta aplicación de
la Ley, por lo cual, los alegatos de Ea recurrente carecen
de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido recurrente, configuran el delito previsto en el
artículo 49 del a Ley 241 del 1967, de causar golpes y he-
ridas involuntarias con el manejo de un vehículo de mo-
tor, sancionado en la letra c) del mismo texto legal con
las penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RDS
100.00 a RD$500.00, si la enfermedad del a víctima dura
20 días o más, como ocurrió en la especie; que por tanto,
al condenar al prevenido recurrente a 1 mes d prisión,
acogiendo circunstancias atenuantes; la Corte a-qua le
aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuesto por Juan de Jesús Rodriguez, el Es-
tado Dominicano y la San Rafael, C. por A., contra la SCI1-
tend.a dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en
sus atribuciones correceicnales, el 19 de abril de 1978,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a Juan de Jesús Rodríguez
al pago de los costas penales.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdcmo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillalt.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Juoces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jacobo.
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Juan de Jesús Rodríguez y fallar como lo hizo, dió por
establecido lo siguiente: a) que el 6 de junio de 1976, en
horas de la noche, ocurrió un accidente de tránsito en la
Avenida Mirador del Yaque, en la ciudad de Santiago, en
el cual la motocicleta placa No. 0-17792, propiedad del
Estado Dominicano, al servicio de la Secretaría de Estado
de Agricultura, con Póliza No. A-1-10535, de la San Ra-
fael, C. por A., conduct:da de norte a sur par la referida
vía, por Juan de Jesús Rodríguez, atropelló al menor
Francisco Alvarez, causándole fractura del tobillo izquier-
do y traumatismos diversos, curables después de 60 y an-
tes de 90 días; y b) que el acridente se debió a la italta
única re Juan de Jesús Rodríguez al conducir su vehículo
de manera descuidada al no tomar las precauciones de
lugar al ver el menor cruzar la mencionada Avenida des-
de la izquierdah acia la acera derecha, en una vía amplia
como lo es la Avenida donde ocurrió cl accidente; que los
recurrentes lo que hacen es criticar la apreciación sobe-
rana que de los hechos hizo la Corte -a-qua, lo que escapa
al control de la casación; que por ecnsiguiente, la senten-
c i.; impugnada contiene una relación de los hechos cir-
cunstancias de la causa, y motivos suficientes y pertinen-
tes que han permitido a la Suprema Corte de Justicia apre-
ciar que en la espece se ha cho una correcta aplicación de
la Ley, por lo cual, los alegatos de Fa recurrente carecen
de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido recurrente, configuran el delito previsto en el
artículo 49 del a Ley 241 del 1967, de causar golpes y he-
ridas involuntarias con el manejo de un vehículo de mo-
tor, sancionado en la letra c) del mismo texto legal con
las penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RDS
100.00 a RDS500.00, si la enfermedad del a víctima dura
20 días o más, como ocurrió en la especie; que por tanto.
al condenar al prevenido recurrente a 1 mes d prisión,
acogiendo circunstancias atenuantes; la Corte a-qua le
aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuesto por Juan de Jesús Rodríguez, el Es-
tado Dominicano y la San Rafael, C. por A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en
sus atribuciones correccionales, el 19 de abril de 1978,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a Juan de Jesús Rodríguez
al pago de las costas penales.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdorno Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillalt.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La parte sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en éi expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica: (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Sexta Cámara Penal del Distrito Nado-
nal, de fecha 18 de abril de 1077.

Materia: Correccional.

Recurrente: Pedro Daniel Reynoso Silva.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Coret de
Justicia, regularmente constituida per los Jueces Néstor
Contín Ayber, Presidente; Fernnado E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez
y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 29 de abril de 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre cl recurso de casación interpuesto por Pedro
Daniel Reynoso Silva, dominicano, mayor de edad, residen-
te en la calle 9 esquina 4 del Ensanche Jilieta, de esta
ciudad, cédula No.' 224347, serie lra., contra la sentencia
dictada por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara a Pedro Daniel Reynoso
Silva, culpable de violar la Ley 2402; SEGUNDO: Con-
dena a Pedro Daniel Reynoso Silva al pago de una pen-
sión alimenticia para su hija menor Cláudia Elena Rey-
ncso, procreada con la señora Dolores Bladimira Sánchez,
de RD$80.00 mensuáles; TERCERO: Condena a Pedro Da-

SOLETTN JUDICIAL	 763

niel Reynoso Silva, a sufrir la pena de dos años de prisión
si no cumplo con su obligación de padre; CUARTO: Cón-
dena a Pedro Daniel Reynoso Silva al pago de las cestas;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación, de fecha 19 de

agosto de 1977, levantada en la Secretaría de la Cámara
a-qua, a requerimiento de Pedro Daniel Reynoso Silva,
cédula No. 224347, serie Ira., en su propio nombre, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y elguientes de la Ley 2402,
de 1950; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 36 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, "Los condenados a una
pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no
podrán recurrir en casación, s no estuvieren presos o en
libertad provisional bajo fianza 	 ; que en el presente
caso, el prevenido no ha cumplido con los requisitos exi-
gidos en el citado artículo, ni en los de los artículos 7 y
8 de la Ley 2402, de 1950, por lo que su recurso resulta
inadmisble;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Pedro Daniel Reynoso
Silva, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccionales, por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fscha 27 cle
julio de 1977, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Se condena a Pedro
Daniel Reynoso Silva, al pago de las costas.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-



Sentencia impugnada: Sexta Cámara Penal del Distrito Nacio-
nal, de Iccha 1S de abril de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: Pedro Daniel Rcynoso Silva.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Coret de
Justicia, regularmente constituída per los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernnado E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdono Báez
y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo- Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 29 de abril de 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro
Daniel Reynoso Silva, dominicano, mayor de edad, residen-
te en la calle 9 esquina 4 del Ensanche .Tiiieta, de esta
ciudad, cédula No. 224347, serie lrz., contra la sentencia
dictada por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Prime-

• ra Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara a Pedro Daniel Reynoso
Silva, culpable de violar la Ley 2402; SEGUNDO: Con-
dena a Pedro Daniel Reynoso Silva al pago de una pen-
sión alimenticia para su hija menor Cláudia Elena Rey-
ncso, procreada con la señora Dolores Bladimira Sánchez,
de RD$80.00 mensurdes; TERCERO: Condena a Pedro Da-
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niel Reynoso Silva, a sufrir la pena de dos años de prisión
si no cumple con su obligación de padre; CUARTO: Con-
dena a Pedro Daniel Reynoso Silva al pago de las ccstas;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación, de fecha 19 de

agosto de 1977, levantada en la Secretaría de la Cámara
a-qua, a requerimiento de Pedro Daniel Reynoso Silva.
cédula No. 224347, serie 1ra., en su propio nombre, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casaciór ;

La Suprema Corto de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y s riguientes de la Ley 2402.
de 1950; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 36 de la Ley
sobre Procedimiento	 Casación, "Los condenados a una
pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos o en
libertad provisiorsal bajo fianza 	  que en el presente
caso, el prevenido no ha cumplido con los requisitos exi-
gidos en el citado artículo, ni en los de los artículos 7 y
8 de la Ley 2402, de 1950, por lo que su recurso resulta
inadmisble;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Pedro Daniel Reynoso
Silva, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccionales, por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de Lcha 27 de
julio de 1977. cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segundo:	 Se condena a Pedro
Daniel Reynoso Silva, al pago de las costas.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
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dio Beras, Joaquín M. Alvarez PerellJ5, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Migucl
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido duda y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en :a
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Migue Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
ficha 13 de julio de 1978.

Materia: Civil.

Recurrentes: Corporación Dominicana de Electricidad y la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A.

Abogado: Dr. César A. Ramos.

Recurrido: José Ma. Z•ontano.
Abogado: Dr. Eladio Pérez Jiménez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Julan Bautsita Rojas Al-
mánzar, Felipc Osvaldo Perclemo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 de abril
del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cor-
poración Dominicana de Electrie¿dad, empresa autónoma
del Estado, con su domicilio social y principal estableci-
miento en la Avenida Independencia, Centro de los Hé-
roes, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., ase-
guradora de la responsabilidad civil de la primera, con



dio Beras, Joaquín M. Alvarez Pere11/2, Felipe Osvaldo
Perdono Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido duda y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en ;.a
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Migue Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impm,mada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fe.:cho 13 de julio de 1978.

Materia: Civil.

Roeurrentes: Corporación Dominicana de Electricidad y la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A.

Abagado: Dr. César A. Ramos.

Recurrido: José Ma. 1,sjontaflo.
Abogado: Dr. Eladio Pérez Jiménez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Julan Bautsita Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 de abril
del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Restau-
ración, dieta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cor-
poración Dominicana de Clectric¿dhd, empresa autónoma
del Estado, con su domicilio social y principal estableci-
miento en la Avenida Independencia, Centro de los Hé-
roes, y la Compañía de Seguros San Ra fael, C. por A., ase-
guradora de la responsabilidad civil de la primera, con
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asiento social .en esta ciudad, contra la sentencia dictada
en atribuciones civiles el 13 de junio de 1978, por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se co-
pla más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Se-
cretaria de la Suprema Corte de Justicia el 4 de agosto de
1978, suscrito por el Dr. César A. Ramos P., cédula Núm.
22842, serie 47, abogado de los recurrentes, en el .que se
proponen los medios de casación que se indican más ade-
lante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, José Ma-
ría Montaño Moreno, cédula No. 297118, serie 47, del 14 de.
agosto de 1978, suscrito por su abogado, Dr. Eladio Pé-
rez Jiménez;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 241, 1383 y 1384 del Código
Civil, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que en oacsi5n de una demanda a fines de reparación ci-
vil, intentada por el actual recurrido contra las recurren-
tes, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, dv:ctó el 8 de dickm-
bre de 1976, una sentencia en atribuciones civiles, cuya
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza las conclu-
siones formuladas en audiencia por la demandada, Corpo-
ración Dominicana de Electricidad, por improcedentes e
infundadas; Segundo: Acoge en su casi totalidad las con-
clusiones formuladas en audiencia par cl demandante Jcsó
María Montaño Moreno, y, en consecuencia, condena a di-
cha parte demandada, la Corporación Dominicana de

Electricidad, a pagar en provecha de dicho demandante lo
siguiente: a) la suma de Diez m.il pesos oro (RD$10,C00.-
00), como justa reparación por los daños y perjuicios su-
fridos por dicho demandante a causa del referido acciden-
te; b) a los intereses legales de dicha suma, a partir de la
fecha de la demanda en justicia; Tercero: Condena a la
Corporación Dominicana de Electricidad y a la Compañía
da Seguros San Rafaci, C. por A., parte dernandada que
sucumben, al pago solidarios de las costas, ordenando su
distracción en provecho del abogado Eladio Pérez Jimé-
nez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Cuar-
to: Declara esta sentencia oponible a la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., aseguradora del ve!iículo
causante del daño; b) que sobre los recursos interpuestos
por la Corporación Dominicana 	 Electricidad, y la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., la Certe de Ape-
lación de Santo Domingo dicté el 31 de enero de 1978, una
sentencia de la que cs el siguiente dispositivo: 	 Pri-
mero: Admite como regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por la Corporación Dominicana de Electi-
cidad y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra la sentencia dictada por la Primera Cámara Civil
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 8 de diciembre de 1976, en atribuciones
oiviles, por haber sido hecho de acuerdo a las formalida-
des legales; Segundo: Rechaza por improcedente y mal fun-
dada la solicitud de reapertura de debates, incoada por Jo-
sé María Montaño Moreno; Tercero: Acoge en todas sus
partes las conclusiones formuladas en audiencia por la par-
te intimante; Cuarto: Ratifica el defecto pronunciado en
andiencia contra el intimado José María Montaño Moreno,
por no haber comparecido; Quinto: Revoca en todas sus
partos 1a sentencia apelada; y Sexto: Condena a José Ma-
ría Montaño Moreno al pago de las costas, con distracción
de las mismas en provecho del Dr. César A. Ramos F.,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; y e) que
sobre oposición interpuesta por Montaño Moreno, la cátada
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asiento social en- esta ciudad, contra la sentencia dictada
en atribuciones civiles el 13 de junio de 1978, por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia el 4 de agosto de
1978, suscrito por el Dr. César A. Ramos P., cédula Núm.
22842, serie 47, abogado de los recurrentes, en el .que
proponen los medios de casación que se indican más ade-
lante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, José Ma-
ria Montaño Moreno, cédula No. 297118, serie 47, del 14 de
agosto de 1978, suscrito por su abogado, Dr. Eladio Pé-
rez Jiménez;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 241, 1383 y 1384 del Código
Civil, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que en oacsi5n de una demanda a fines de reparación

intentada por el actual recurrido contra las recurren-
tes, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, chictó el 8 de
bre de 1976, una sentencia en atribuciones civiles, cuya
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza las concla-
siones formuladas en audiencia por la demandada, Corpo-
ración Dominicana de Electricidad, por improcedentes e
infundadas; Segundo: Acoge en su casi totalidad las con-
clusiones formuladas en audiencia par el demandante José
María Montaño Moreno, y, en consecuencia, condena a di-
cha parte demandada, la Corporación Dominicana de

Electricidad, a pagar en provecho de dicho demandante lo
siguiente: a) la suma de Diez m:1 pesos oro (RD$10,C00.-
00), corno justa reparación por los daños y perjuicios su-
fiidos por dicho demandante a causa del referido acerden-
le; b) a los intereses legales de dicha suma, a partir de la
fecha de la demanda en justicia; Tercero: Condena a la
Corporación Dominicana de Electricidad y a la Compañía

Seguros San Rafael, C. por A., parte demandada que
sucumben, al pago solidarios de las costas, ordenando su
distracción en provecho del abogado Eladio Pérez Jimé-
nez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Cuar-
to: Declara esta sentencia oponible a la Compañía de Se-
gures San Rafael. C. por A., aseguradora del vehículo
causante del daño; b) que sobre los recursos interpuestos
por la Corporación Dominicana de Electricidad, y la Com-
pañía de Seguros San Rafatl, C. por A., la Corte de Ape
lación de Santo Domingo dictó el 31 de enero de 1978, una
sentencia de la que es el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
rnero: Admite como regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por la Corporación Dominicana de Eleeti-
cidad y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
contra la sentencia dictada por la Primera Cámara Civ'l
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha S de diciembre de 1976, en atribuciones
olviles, por haber sido hecho de a'uerdo a las formalida-
des legales; Segundo: Rechaza por improcedente y mal fun-
dada la solicitud de reapertura de debates, incoada por Jo-
sé María Montaño Moreno; Tercero: Acoge en todas sus
partes las concinsiones formuladas en audiencia por la par-
te intimante; Cuarto: Ratifica el defecto pronunciado en
audiencia contra el intimado José María Montaño Moreno,
por no haber comparecido; Quinto: Revoca en todas sus
partes la sentencia apelada; y Sexto: Condena a José Ma-
ria Montaño Moreno al pago de las costas, con distracción
de las mismas en provecho del Dr. César A. Ramos F.,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; y e) que
sobre oposición interpuesta por Montaño Moreno, la eitadz,



Corte dictó el 13 de junio de 1978, cl fallo ahora impug-
nado en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Admite corno regular y válido, el recurso de oposi-
ción interpuesto por José María Montaño Moreno, contra
la sentencia civil No. 8, dictada por esta Corte en fecha
31 de enero de 1978, entre dicho recurrente y la Corpora•
ción Dominicana de Electricidad, y la San Rafael, C. por
A., por haber sido hecho dentro de las formalidades lega-
les; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones formuladas en
audiencia por la Corporación Dominicana de Electricidad
y la San Rafael, C. por A., por improcedentes e infundadas;
TERCERO: Acoge en todas sus partes las conclusiones del
recurrnete José María Montaño Moreno, por ser justas y re-
posar sobre prueba legal, y en consecuencia, la Corte re-
chaza el recurso de apelac i ón interpuesto en fecha 13 de
enero de 1977, por la Corporación Dominicana de Electri-
e ldad y la San Rafael, C. por A., contra la sentencia dic-
tada por la Primera Cámara Civil y Comercial del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 8
de diciembre de 1976, y confirma en todas sus partes dicha
sentencia apelada. por haber sido dictada conforme a de-
recho; CUARTO: Condena a la Corporación Domi&cana 'le
Electricidad y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., al pego de las costas de esta alzada, ordenando su dis-
tracción en provecho del Dr. Eladio Pérez Jiménez, quien
afirma haberlas Avanzado ea su totalidad;

Considerando, que en su memorial de casación las ee-
eurrentes proponen los siguientes medios: Falta de motivos
y falta de base legal;

Considerando, que en los dos medios de su memorial,
a cuyo examen se procederá conjuntamente por convenir
así a la mejor solución del asunto, los recurrentes alegan,
en síntesis, que la Corte a-qua, en el fallo impugnádo, ad-
mitió que el demandante originario y ahora recurrido, José
Manuel Montaño Moreno, era el padre de José Francisco
Montaño Aquino; que, sin embargo, en el fallo objeto del
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presente recurso se omite consignar en qué se basó la ci-
tada Corte para reconocerle la mencionada calidad a Mon-
taño Moreno, y deducir de ello las consecuencias a que
llegó, corno se verá más adelante; que en el fallo impung-
nado —continúan exponiendo los recurrentes—, no se ex-
ponen tampoco las verdaderas causas de la muerte de
Montaño Aquino, de la que se hace civilmente responsable
a la Corporación Dominicana de Electricidad, no siendo
suficiente que en un certificado médico se declara que ella
se debió a un paro cardíaco, y mucho menos que de la
muerte así ocurrida es civilmente responsable la citada
Corporación, por haber incurrido ésta en falta en su con-
dición de guardiana de la cosa inanimada, a la que se Ie
atribuye la muerte de la antes mencionada víctima; que,
por último, y aún admitiendo la responsabilidad de la Cor-
poración recurrente, ésta pudo ser atenuada si se hubiese
ponderado la circunstancia de que en el tramo de la calle
en que ocurrió el hecho, y en el que, a causa de las repa-
raciones que se hacían a un cable de alta tensión que ha-
bía en el suelo, se colocó un letrero en el que figuraba, en
grandes caracteres, la palabra "peligro"; que, por lo ex-
puesto, la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considernado, que el examen del fallo impugnado
pone de mianifiesto que en el mismo se hace constar que
para dictarlo, la Corte a-qua se basó en el estudio y pon-
deración de "todos y cada uno de les documentos deposi-
tados en el expediente"; documentos entre los cuales, co-
mo ha sido comprobado por la Suprema Corte de Justicia,
se hallaba copia de un acta levantada por el Oficial del
Estado Civil, y de la Segunda Circunscripción de Santo Do-
mingo, del 26 de abril de 1967, en que se da fe del recono-
cimiento hecho de Montaña Aquino, como hijo natural del
recurrido; calidad ésta admitida tácitamente por la Cor-
poración recurrente, al no impugnarla en sus conclusio-
nes por ante la Corte a-qtta; que, por otra parte, en la
sentencia impugnada se expresa, en apoyo de lo por ella
decidido, que "en fecha 20 de febrero de 1976, mientras el
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Corte dictó el 13 de junio de 1978, el fallo chora impug-
nado en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA PRI-
MERO: Admite como regular y válido, el recurso de oposi-
ción interpuesto por José María Montaño Morero, contra
la sentencia civil No. 8, dictada por esta Corte en fecha
31 de enero de 1978, entre dicho recurrente y la Corpora-
ción Dominicana de Electricidad, y la San Rafael. C. per
A., por haber sido hecho dentro de las formalidades lega.
!es; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones formuladas en
audienefa por la Corporación Dominicana de Electricidad
y la San Rafael, C. por A., por improcadentes e infundadas;
TERCERO: Acoge en todas sus partes las conclusiones del
recurrnete José María Montaño Moreno, por ser justas y re-
posar sobre prueba legal, y en consecuencia, la Corte re-
chaza el recurso de apelación interpuesto en fecha 13 de
enero de 1977, por la Corporación Dominicana de Electri-
c'ciad y la San Rafael, C. por A., contra la sentencia dic-
tada por la Primera Cámara Civil y Comercial del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 8
de diciembre de 1976, y confirma en todas sus partes dicha
sentencia apelada, por haber sido dictada conforme a de-
recho; CUARTO: Condena a la Corporación Dominicana -le
Electricidad y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., al pego de las costas de esta alzada, ordenando su dis-
tracción en provecho del Dr. Eladio Pérez Jiménez, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que en su memorial de casación las re-
currentes proponen los siguientes medios: Falta de motivos
y falta de base legal;

Considerando, que en los dos medios de su memorial,
a cuyo examen se procederá conjuntamente por convenir
así a la mejor solución del asunto, los recurrentes alegan,
en sintesis, que la Corte a-qua, en el fallo impugnado, ad-
mitió que el demandante originario y ahora recurrido, José
Manuel Montaño Moreno, era el padre de José Francisco
Montaño Aquino; que, sin embargo, cn el fallo objeto del

presente recurso se omite consignar en qué se básó la ci-
tada Corte para reconocerle la mencionada calidad a Mon-
taño Moreno, y deducir de ello las consecuencias a que
llegó, como se verá más adelante; que en el fallo impung-
nado —continúan exponiendo los recurrentes—, no se ex-
ponen tampoco las verdaderas causas de la muerte de
Montaño Aquino, de la que se hace civilmente responsable
a la Corporación Dominicana de Electricidad, no siendo
suficiente que en un certificado médico se declara que ella
se debió a un paro cardíaco, y mucho menos que de la
muerte así ocurrida es civilmente responsable la citada
Corporación, por haber incurrido ésta en falta en su con•
d:ción de guardiana de la cosa inanimada, a la que se te
atribuye la muerte de la antes mencionada víctima; que,
por último, y aún admitiendo la responsabilidad de la Cor-
poración recurrente, ésta pudo ser atenuada si se hubiese
ponderado la circunstancia de que en el tramo de la calle
en que ocurrió el hecho, y en el que, a causa de las repa-
raciones que se hacían a un cable de alta tensión que ha-
bía en el suelo, se colocó un letrero en el que figuraba, en
grandes caracteres, la palabra "peligro"; que, por lo ex-
puesto, la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considernado, que el examen del fallo impugnado
pone de mOnifiesto que en el mismo se hace constar que
para dictarlo, la Corte a-qua se basó en el estudio y pon-
deración de "todos y cada uno de les documentos deposi-
tados en el expediente"; documentos entre los cuales, co-
mo ha sido comprobado por la Suprema Corte de Justicia,
se hallaba copia de un acta levantada por el. Oficial del
Estado Civil, y de la Segunda Circunscripción de Santo Do-
mingo, del 26 de abril de 1967, en que se da fe del recono-
cimiento hecho de Montaño Aquino, como hijo natural del
recurrido; calidad ésta admitida tácitamente por la Cor-
poración recurrente, al no impugnarla en sus conclusio-
nes por ante la Corte a-qua; que, por otra parte, en la
sentencia impugnada se expresa, en apoyo de lo por ella
decidido, que "en fecha 20 de febrero de 1976, mientras el
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señor José Francisco Montaiio, caminaba por la calle Gus-
tavo Mejía Ricart, de esta ciudad de Santo Domingo, hizo
Intacto accidentalmente con un cable eléctrico de aha
tensión que se encontraba en el suelo, produciéndole la
muerte instantáneamente a dicho señor"; cable que, se-
gún se consigna en el mismo fallo, fué dejado donde esta-
ba, que es una calle "por donde transitaban muchas perso-
nas", sIn que los empleados de la Corporación Dominicana
de Electricidad, dueños del citado dable, tomaran las pre-
cauciones que el caso aconsejaba; falta de la que, como
se expresa en el mismo fa t lo, debía responder la Corpo-
ración recurrente, por tener la guarda de 	 cosa que hizo
el daño; que dte todo lo que ha sido expuesto resulta evi-
dente que en la sentencia impugnada no se ha incurridw
en ninguna de las violaciones invocadas, por lo que los me-
dios propuestos se desestiman por carecer de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por la Corporación Dominicana de
Electricidad, y la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., contra la sentencia dictada en atribuciones civiles
por la Corto de Apelación de Santo Domingo, el 13 de ju-
nio de 1978, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte an-
terior del presente fallo; y, Segundb: Condena a los recu-
rrentes al pago de las costas, cuya distracci5n se dispone
en provecho del Dr. Eladio Pérez Jiménez, abogado del re-
eurKdo, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Migue Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distri so Nacional,
de fecha 10 de octubre de 1977.

Materia: Laboral.

Recurrente: Gabriel Rodriguez Basalo.

Abogado: Dr. Luis García de Pena.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de h Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelaó, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 de abril
del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Res-
auracien, dieta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gabriel
Rodríguez Basalo, español, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado en la Avenida Máximo Gómez No. 12.1,
de esta ciudad, cédula No. 74508, serie lra., en representa-
ción de sus hijos menores José Gabriel Rodríguez Colomba
y María del Carmen Rodeíguez Colomba, contra la senten-
cia dictada por Ja Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional el 10 de octubre de
1977, 'cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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señor José Francisco Montaño, caminaba por la calle Gus-
tavo Mejía Ricart, de esta ciudad de Santo Domingo, hizo
c- rnntacto accidentalmente con un cable eléctrico de alta
tensión que se encontraba en el suelo, produciéndole la
muerte instantánezmente a dicho señor"; cable que, se-
gún se consigna en el mismo fallo, fué dejado donde esta-
ba, que es una calle "por donde transitaban muchas perso-
nas",	 que los empleados de la Corporación Dominicana
de Electricidad, dueños del citado dable, tomaran las pre-
cauciones que el caso aconsejaba; falta de la que, como
se expresa en el mismo fal lo, debía responder la Corpc..-
ración recurrente, por tener la guarda de 	 cosa que hizo
el daño; que de todo lo que ha sido expuesto resulta evi-
dente que en la sentencia impugnada no se ha incurrid..
en ninguna de las violaciones invocadas por lo que los me-
dios propuestos se desestiman por carecer de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por la Corporación Dominicana de
Electricidad, y la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., contra la sentencia dictada en atribuciones civiles
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 13 de ju-
nio de 1978, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte an-
terior del presente fallo; y, Segundb: Condena a los recu-
rrentes al pago de las costas, cuya distracci5n se dispone
en provecho del Dr. Eladio Pérez Jiménez, abogado del re-
currido, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certlico.— (Firmado): Migue Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distri`o Nacional,
de fecha 10 de octubre de 1977.

Materia: Laboral.

Recurrente: Gabriel Rodriguez Basalo.

Abogado: Dr. Luis Garcia de Peña.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jucces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Peraló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audieno:as, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 de abril
del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Res-
auracien, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gabriel
Rodríguez Basalo, español, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado en la Avenida Máximo Gómez No. 124,
de esta ciudad, cédula No. 74508, serio lra., en representa-
ción de sus hijos menores José Gabriel Rodríguez Colemba
y María del Carmen Rodeiguez Colomba, contra la senten-
cia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional el 10 de octubre de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Prccurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del 2 de enero de 1978,
suscrito por el Dr. Luis V. García de Peña, cédula Núm.
17422, serie 56. en el cual se proponen los medios que se
indican más adelante;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justic.a.
del 15 de marzo de 1978, por la cual se declara el defecto
del recurrido Luis J. Ortiz Chico;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
oerado, y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y cn
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una reclamación laboral que no pu-
do ser conciliada y la siguiente demanda, cl, Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó el 8 de mayo
de 1974, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Ratifica el defecto pronueciado en audiencia
contra la señora Rosa Isabel Pérez Vda. Rodríguez, por
no haber comparecido, no obstatne haber sido legalmente
citada; Segundo: Se declara resuelto por despido injustifi-
cado el contrato de trabajo que existió entre el señor Luis
J. Ortiz Chico y José Rodríguez Fernández, (fallecido), y
en consecuencia condena a la señora Rosa Isabel Pérez Vda.
Fernández, y a los menores José Gabriel Rodríguez Colcm-
ba, representados por su padre señor Gabriel Rodríguez Ba-
salo, todos continuadores jurídicos del señor José Rodrí-
geez Fernández, (fallecido), a pagarle en forma solidaria,
al señor Luis J. Ortiz Chico, las prestaciones siguientes:
24 días de preavso, 300 días de auxilio de cesantía, 12 días
de vaccaiones, la regalía pascual obligatoria, y más tres
meses de salario por aplicación del ordinal 39 del artículo
84 del Código de Trabajo, todo a base de un salario de
RD$20.00 mensuales; Tercero: Se condena a los demanda-

dos al pago solidario de las costas, y se ordena la distrac-
ción de las mismas en favor de los Dres. A. Sandino Gon-
zález de León y Manuel Farreras Pérez, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; b) que sobre el recurso
interpuesto intervino el 10 de octubre de 1977, la senten-
cia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto
a la forma, el recurso de apelación interpuesto por Gabriel
Rodríguez Basalo, en representación de sus hijos menores
José Gabriel Rodríguez Coloraba y María del Carmen Ro-
dríguez Colomba, contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 8 de mayo de 1974,
dictada en favor del señor Luis J. Ortiz Chico, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma
sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo rechaza di-
cho recurso de alzada y como consecuencia confirma en
todas sus partes dicha sentencia impugnada; pero la refor-
ma en el sentido de que se haga constar que las prestacio-
nes sean calculadas a base de RD$20.00 semanales, en vez
de R.D820.00 mensuales, como se consignó en el dispositivo
de la misma; TERCERO: Condena a la parte que sucumbe,
Gabriel Rodríguez Basalo en representación de sus hijos
menores José Gabriel Rodríguez Colomba y María del Car-
men Rodríguez Colomb,a, al pago de las costas tel proce-
dimiento de ambas instancias de conformidad con los ar-
tículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y
691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción en
provecho del Dr. José Rafael Helena Rodríguez, qt.t;en
afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que el recurrnete propone en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: Primer Medio: Fal-
ta de ponderación de documentos y hechos de la causa; me
tivos falsos; insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Vi)-
loción de las reglas legales de la prueba; inusficiencia de
motivos, en otro aspecto; Tercer Medio: Omisión de esta-
tuir; violación del derecho de defensa; falta de motivos
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del 2 de enero de 1978,
suscrito por el Dr. Luis V. García de Peña, cédula Núm.
17422, serie 56, en el cual se proponen los medios que se
indican más adelante;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justic:a.
del 15 de marzo de 1978, por la cual se declara el defecto
del recurrido Luis J. Ortiz Chico;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
oerado, y vistos los artícu!ios 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una reclamación laboral que no pu-
do ser conciliada y la siguiente demanda, el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó el 8 de mayo
de 1974, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero. Ratifica el defecto pronunciado en audiencia
contra la señora Rosa Isabel Pérez Vda. Rodríguez, por
no haber comparecido, no obstatne haber sido legalmente
citada; Segundo: Se declara resuelto por despido injustifi-
cado el contrato de trabajo que existió entre cl señor Luis
J. Ortiz Chico y José Rodríguez Fernández, (fallecido), y
en consecuencia condena a la señora Rosa Isabel Pérez Vda.
Fernández, y a los menores José Gabriel Rodríguez Co)cm-
ba, representados por su padre señor Gabriel Rodríguez Ba-
salo, todos continuadores jurídicos del señor José Rodri-
guez. Fernández, (fallecido), a pagarle en forma solidaria,
al señor Luis J. Ortiz Chico, las prestaciones siguientes:
24 días de preaviso, 300 días de auxilio de cesantía, 12 días
de vaccaiones, la regalía pascual obligatoria, y más tres
meses de salario por aplicación del ordinal 3" del artículo
84 del Código de Trabajo, todo a base de un salario de
RD$20.00 mensuales; Tercero: Se condena a los demanda-

dos al pago solidario de las costas, y se ordena la distrac-
ción de las mismas en favor de los Dres. A. Sandino Gon-
zález de León y Manuel Ferreras Pérez, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; h) que sobre el recurso
interpuesto intervino el 10 de octubre de 1977, la senten-
cia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto
a la forma, el recurso de apelación interpuesto por Gabriel
Rodríguez Basalo, en representación de sus hijos menores
José Gabriel Rodríguez Colomba y María del Carmen Ro-
dríguez Colomba, contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 8 de mayo de 1974,
dictada en favor del señor Luis J. Ortiz Chico, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma
sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo rechaza di-
cho recurso de alzada y como consecuencia confirma en
todas sus partes dicha sentencia impugnada; pero la refor-
ma en el sentido de que se haga constar que las prestacio-
nes sean calculadas a base de RD$20.00 semanales, en vez
de RD$20.00 mensuales, como se consignó en el dispositivo
de la misma; TERCERO: Condena a la parte que sucumbe,
Gabriel Rodríguez Basalo en representación de sus hijos
menores José Gabriel Rodríguez Coloraba y María del Car-
men Rodríguez Colomb,a, al pago de las costas tel proce-
dimiento do ambas instancias de conformidad con los ar-
tículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y
691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción en
provecho del Dr. José Rafael Helena Rodríguez, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que el recurrnete propone en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: Primer Medio: Fal-
ta de ponderación de documentos y hechos de la causa; rao-
tivOS falsos; insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Vi )-
locién de las reglias legales de la prueba; inusficiencia de
motivos, en otro aspecto; Tercer Medio: Omdsión de esta-
tuir; violación del derecho de defensa; falta de motivos
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en un tercer aspecto; Cuarto Medio: Violación del prin•z-
pio según el cual la sentencia apelada no puede ser modi-
ficada, en perjuicio del apelante frente a su única apela-
ción;

Considerando, que en sus tres primeros medios. que
por su estrecha relación se reúnen para su examen, el re-
currente alega, en síntesis, lo siguiente: que el examen de
la sentencia impugnada revela que se fundamenta exclu-
sivamente en la declaración prestada por el recurrente
por ante el Encargado de le sección de Querellas y Con-
ciliación del Departamento de Trabajo y en la certifica-
ción suscrita por Rosa Isabel Pérez Vea. Rodríguez,
sin embargo, se advierte que la ponderación que hizo el
juez a-quo de los mismos fué incompleta y parcial, ya que
no toma en consideración ni pondera hechos que constan
en los mismos, en especial las distintas posiciones que
adapota el recurrido respecto de sus funciones en el bar
Villa Galicia, ya que éste varía al señalar las funciones
que desempeñaba en el referido bar, señalando que actua-
ba como "censor", sin indicar en qué consistían esas fun-
ciones, y otras veces expresa que prestaba servicios como
"empleado para todas las diligencias del señor Jcsé Rodrí-
guez Fernández", que sin embargo en la certificación dc
la señora Rosa Pérez Vda. Rodríguez se expresa que les
servicios dcl recurrido eran utilizados "para llevar el re-
gistro c control de las operaciones que se realizaban en el
bar hotel Villa Galicia"; que con disparidad cn expresar
las funciones especificas que ejercía el recurrido, es sufi-
ciente para llevar al ánimo de cualquier juez una duda
razonable respecto del carácter y naturaleza jurídica, que
existió entre el hoy recurrido y José Rodríguez Fernán-
da; que ambos documentos fueron impugnados por el re-
currente, espociamente la certificación de la señora Pérez
Vda. Rodríguez; que esa impugnación obligaba al juez
a-quo a dar motivos especiales con respecto de esa certifi-
cación, lo que no hizo; que por las conclusiones del recu-

rrente ante el juez a-que, se puso a éste en mora de pro-
nunciarse sobre la naturaleza de la relación jurídica que
existió entre el recurrido y el señor Jose. Rodríguez Fer-
nández, alegándose que tal relación constituía un mancla-
to, y de ser un contrato de trabajo, que lo era para una
obra determinada, que no obstante ese pedimento formal
el juez a-quo om:te pronunciarse sobre el mismo, sin dar
motivo en reación con esa omisión; que el tribunal no
dice nada en relación a una información tesitmonial que
se le solicité para probar la no existencia del contrato de
trabajo, que no motiva su rechazo, violando el derecho
de defensa del recurrente; que en consecuncia, es obvio
que la sentencia recurrida incurra en los vicios señala-
dos y debe por ePlo scr casada; pero,

Considerando, que la Cámara a-qua, antes de estatuir
sobre e fondo de la apelación interpuesta por Gabriel Ro-
drigucz Basalo, en representación de sus hijos mencnts
José Gabriel Rodríguez Colomba y Maria del Carmen Ro-
ciríguez Colombá, ordenó una comunicación recíproca de
documentos entre las partes, por vía de la Secretaría, y
le fijó un plazo de cinco días a cada una, para tomar cono-
cimiento de los mismos; que después de cumplida esta me-
dida, la cámara a-qua ordenó una reapertura de debates,
a pedimento del apelante y hoy recurrente Gabriel Rodrí-
guez Basalo, para los motivos y fines expuestcs y fijó la
audiencia pública del 25 de febrero de 1975, para conocer
de lo que se perseguía con la repaz-tura, cancelándose el
rol de la causa, por inasistencia de las partes; que la sen-
tenc i a impugnactrz ni los documentos a que ella se refiere,
i tan constancia de que el hoy recurrente solicitara ante !a
Cámara a-qua, la celebración de un informativo testimo-
nial para probar los fines alegados; que, en consecuencia,
y por lo expuesto, es evidente que, en consecuencia, y por
le expuesto, es evidente que ante el tribunal a-que no se
violó el derecho de defensa del recurrente;

Considerando, que la sentencia impugnada dá por es-
tablecido, que entre el hoy recurrido Luis J. Ortiz Chico
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en un tercer aspecto; Cuarto Medio; Violación del princi-
pio según el cual la sentencia apelada no puede ser modi-
ficada, en perjuicio del apelante frente a su imica apela-
ción;

Considerando, que en sus tres primeros medios. que
por su estrecha relación se reúnen para su examen, el re-
currente alega, en síntesis, lo siguiente: que el examen de
la sentencia impugnada revela que se fundamenta exclu-
sivamente en la declaración prestada por el recurrente
por ante el Encargado de le sección de Querellas y Con-
ciliación del Departamento de Trabajo y en la certifica-
ción suscrita por Rosa Isabel Pérez Wa. Rodríguez, que
sin embargo, se advierte que la ponderación que hizo el
juez a-quo de los mismos fué incompleta y parcial, ya que
no toma en consideración ni pondera hechos que constan
en los mismos, en especial las distintas posiciones que
adapota el recurrido respeto de sus funciones en el bar
Villa Galicia, ya que éste varía al señalar las funciones
que desempeñaba en el referido bar, señalando que actua-
ba como "censor", sin indicar en qué consistían esas fun-
ciones, y otras veces expresa que prestaba servicios como
"emp!eado para todas las diligencias del señor Jcsé Rodrí-
guez Fernández", que sin embargo en la certificación (1.:‘
la señora Rosa Pérez Vda. Rodríguez se expresa que 1,s
servicios del recurrido eran utilizados "para llevar el re-
gistro c control dulas operaciones que se realizaban en el
bar hotel Villa Galicia"; que con disparidad en expresar
las funciones específicas que ejencía el recurrido, es sufi-
ciente para llevar al ánimo de cualquier juez una duda
razonable respecto del carácter y naturaleza jurídica, que
existió entre el hoy recurrido y José Rodríguez Fernán-
dez; que ambos documentos fueron impugnados por el re-
currente, espeeiamente la certificación de la señora Pérez
Vda. Rodríguez; que esa impugnación obligaba al juez
a-quo a dar motivos especiales con respecto de esa certifi-
cación, lo que no hizo; que por las conclusiones del rectt-

rrente ante el juez a-quo, se puso a éste en mora de pro-
nunciarse sobre la naturaleza de la relación jurídica que
existió entre el recurrido y el señor José Rodríguez Fer-
nández, alegándose que tal relación constituía un manda-
to, y de ser un contrato de trabajo, que lo era para una
obra determinada, que no obstante ese pedimento formal
el juez a-quo omite pronunciarse sobre el mismo, sin dar
motivo en relación con esa omisión; que el tribunal no
dice nada en relación a una información tesitmonial que
se le solicitó para probar la no existeneia del contrato de
trabajo, que no motiva su rechazo, violando el derecho
de defensa del recurrente; que en consccuncia, es obvio
que la sentencia recurrida incurra en los vicios señala-
dos y debe por ello ser casada; pero,

Considerando, que la Cámara a-qua, antes de estatuir
sobre cl fondo de la apelación interpuesta por Gabriel Ro-
dtiguez Basalo, en representación de sus hijos menores
José Gabriel Rodríguez Colomba y Mttría. del Carmen Ro-
dríguez Colomba, ordenó una comunicación recíproca de
documentos entre las partes, por vía de la Secretaría, y
le fijó un plazo de cinco días a cada una, para tornar cono-
cimiento de los mismos; que después de cumplida esta me-
dida, la Támara a-qua ordenó una reapertura de debates,
a pedimento del apelante y hoy recurrente Gabriel Rodrí-
guez Basalo, para los motivos y fines expacstcs y fijó la
audiencia pública del 25 de febrero de 1975, para conocer
de lo que se perseguía con la repartura, cancelándose el
rol de la causa, por inasistencia de las partes; que la sen-
tenea impugnase ni los documentos a que ella se refiere,
.Can constancia de que el hoy recurrente solicitara ante !a
Cámara a-qua, la celebración de un informativo testimo-
nial para probar los fines alegados; que, en consecuencia,
y por lo expuesto, es evidente que, en consecuencia, y por
le expuesto, es evidente que ante el tribunal a-quo no se
violó el derecho de defensa del recurrente;

Considerando, que la senteneia impugnada dá por es-
tablecido, que entre el hoy recurrido Luis J. Ortiz Chico
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y el finado José Rodríguez Fernández, existió un contrato
de trabajo por tiempo indefinido; que a la muerte de José
Rodríguez Fernández, el hoy recurrente Gabriel Rodrí-
guez Basalo, reprtsentante de sus hijos menores José Ga-
briel Rodríguez Colomba y María del Carmen Rcdríguez
Colomba, herederos testamentarios del de-cujus Rcdríguez
Fernández, le pone término unilateralmente a dicho con-
trato, al despedirlo sin causa justificada, el 16 de enero
de 1973; que Luis J. Ortiz Chico tenía un salarie de RD$
20.00 semanales; que laboró durante más de 20 años, en
firma ininterrumpida, y que, su trabajo consistía "en lle-
var el registro y control de las operaciones que se realiza-
ban en el hotel Villa Galicia, tanto en la rama del hotel
como en la del bar y, además hacer todas las diligencias
de éste"; que por lo expuesto, es obvio que, contrariamen-
te a lo alegado por el resurreede, en la sentencia imoug-
nata no se han cometido los vicios denunciados y que la
misma contiene motivos suficientes y pertinentes que han
permitido a la Suprema Corte de Justicia apreciar que en
la especie la ley ha sido bien ap:icada, por lo que, los al?-
gatos del recurrente, contenidos en les medios examina-
dos, carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en su cuarto y último medio, el
recurrente alega, en síntesis, que la sentencia del Juzgado
de Paz de Trabajo del 8 de mayo de 1974, declaré que las
prestaciones laborales debidas al recurrente debían calcu-
larse a baso de un salario de RD$20.00 mensuales; que con-
tra esa sentencia sólo apeló el recurrente, a nombre de sus
hijos; que no obstante la falta d eapelación del recurrido,
la sentencia impugnada modifica aquella, aumentand, el
salario base hasta la suma de RD$20.00 semanales; que tal
raodfücaceión va en perjuicio del recurrente, pues aumen-
ta cstensiblemente el salario que debe servir de base al
cálculo de las prestaciones; que al modificarse la senten-
cia apelada en agravio del único apelante, se violó el prin-
cipio señalado en el medio; pero,
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Considerando, que si es cierto, tal como lo afirma el
recurrente, que el juez de la apelación no puede modifi-
car la sentencia del Juez a-quo sino únicatnnte en interés
del apelante, frente a su sola apelación, pero nunca en su
perjuiz,lo, no es menos cierto, que en la especie, la senten-
cia impugnada lo que hizo fué corregir un error meca-
ncgráfico que se deslizó en el dispositivo de la sentencia
del Juzgado de Paz de Trabajo, en el cual se hizo constar
que las prestaciones legales acordadas en favor del traba-
jador Luis J. Ortiz Chico se liquidarían a base de un sa-
lario de RD$20.00 mensuales, en vez de decir un salario
de RD$20.00 semanales, como el que realmente devenga-
ba, lo que es evidencia del acta de no conciliación, de la
demanda introductiva de instanc za, de la motivación de
lrs sentencias, tanto la del primer grado, como la impug-
nada; que, por lo exxpucsto, el alegato del medio carece
de fundamento y debe set desestimado;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Gabriel Rodríguez Basalo, en repre-
sentacién de sus hijos menores José Gabriel Rodríguez Co-
lomba y María del Carmen Rodríguez Colomba, contra la
sentencia dictada el 10 de octubre de 1977, por la Cámara
de Trabajo det. Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo;

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Batetista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdono Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacoba. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General;
que certifico.— (Firmado): Migue Jaczbo.
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y el finado José Rodríguez Fernández, existió un contrato
de trabajo por tiempo indefinido; que a la muerte de José
Rodríguez Fernández, el hoy recurrente Gabriel Rodrí-
guez Basalo, representante de sus hijos menores José Ga-
briel Rodríguez Colomba y María del Carmen Rodríguez
Colomba, herederos testamentarios del de-cujus Rcdriguaz
Fernández, le pone término unilateralmente a dicho con-
trato, al despedirlo sin causa justificada, el 16 de enero
de 1973; que Luis J. Ortiz Chico tenía un salaric de RD$
20.00 semanales; que laboró durante más de 20 años, en
firma ininterrumpida, y que, su trabajo consistía "en lle-
var el registro y control de las operaciones que se realiza-
ban en el hotel Villa Galicia, tanto en la rama del hotel
como en la del bar y, además hacer tcdas las diligencias
de éste"; que por lo expuesto, es obvio que, contrariamen-

a lo alegado por el recurrente, en la sentencia impug-
nata no se han cometido los vicios denunciados y que la
misma contiene motivos suficientes y pertinentes que han
permitido a la Suprema Corte de Justicia apreciar que en
la especie la Ley ha sido bien ap:icada, por lo que, los ale-
gatos del recurrente, contenidos en Ics medios examina-
dos, carecende fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en su cuarto y último medio, et
recurrente alega, en síntesis, que la sentencia del Juzgado
de Paz de Trabajo del 8 de mayo de 1974, declaró que las
prestaciones laborales debidas al recurrente debían calcu-
larse a base de un salario de RD$20.00 mensuales; que con-
tra esa sentencia sólo apeló el recurrente, a nombre de sus
hijos; que no obstante la falta d eapelación del recurrido,
la sentencia impugnada modifica aquella, aumentando el
salario base hasta la suma de RD$20.00 semanales; que tal
modflicacción va en perjuicio del recurrente, pues aumen-
ta ostensiblemente el salario que debe servir de base al
cálculo de las prestaciones; que al modificarse la senten-
cia apelada en agravio del único apelante, se violó el prin-
cipio señalado en el medio; pero,

Considerando, que si es cierto, tal como lo afirma el
recurrente, que el juez de la apelación no puede modifi-
car la sentencia del Juez a-que sino únicatnnte en interés
del apelante, frente a su sola apelación, pero nunca en su
perjuicio, no es menos cierto, que en la especie, la senten-
cia impugnada lo que hizo fué corregir un error meca-
nográfico que se deslizó en el dispositivo de la sentencia
del Juzgado de Paz de Trabajo, en el cual se hizo constar
que las prestaciones legales acordadas en favor del traba-
jador Luis J. Ortiz Chico se liquidarían a base de un sa-
lario (le RD$20.00 mensuales, en vez de decir un salado
de RD$20.00 semanales, como el que realmente devenga-
ba, lo que es evidencia del acta de no conciliación, de la
demanda introductiva de instancia, de la motivación de
Irs sentencias, tanto la del primer grado, como la impug-
nada; que, por lo exxpuesto, el. alegato del medio carece
de fundamento y debe .ser desestimado;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Gabriel Rodriguez Basalo, en repre-
sentacien de sus hijos menores José Gabriel Rodríguez Co-
lomba y María del Carmen Rodríguez Colomba, contra la
sentencia dictada el 10 de octubre de 1977, por la Cámara
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia de: Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente tallo;

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, MarMel A. Arn:arna, Francisco Elpi-
dio Boras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perclorno Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Migue Jac-to.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
ci fecha 3 de marzo de 1977.

Matoria: Trabajo.

Recurrentes: Cristóbal Sánchez. José González y Rafael Amparo
García.

Abogado: Dr. José del C. Mora Terrero.
Recurrida: Defecto.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arniama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdorno Báez, y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Do-
mingo de Gunnán, Distrito Nacional, hoy día 29 de abril
de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dieta en audiencia pública, coma Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuesto por Cristó-
bal Sánchez, José González y Rafael Amparo García, do-
minicanos, mayores de edad, solteros, domiciliados en esta
ciudad, cédulas Nos. 135228, serie Ira. 195, serie 92 y 134-
097, serie lra., contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones laborales, por la Cámara de Trabajo del Juzgado

de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 3 de marzo
de 1977, cueo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José del Carmen Mora Terrero, abogado

de los recurrentes en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Promrador General

de la República;

Vista la Resoluoión de la Suprema Corte de Justicia,
del 3 de marzo de 1977, que declaró el defecto ¿e las te-
curridas La Coruña. C. por A., y/o Santiago Iglesias Velga;

Visto el memoriald e casacVm de los recurrentes del
19 de mayo de 1977, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
ttrado y vistos los textos legales, invozados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante; y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Proceclirdento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y ios
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motiva
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada y la
demanda siguiente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, dicté el 7 de septiembre de 1976, una sen-

tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se
rechaza por improcedente y mal fundada la demanda la-
boral intentada por Cristóbal Sánchez, José González To-
ribio y Rafael Amparo García, contra La Coruña, C. por
A., y/o Santiago Iglesias Ve lga; SEGUNDO: Se condena
a los demandantes al pago de las costas Y se ordena la dis-
tracción de las mismas en favor del Dr. A. Sandino Gonzá-
lez de León, que afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; b) que sctre rocurso de apelación intervino la senten-

cia ahora impugnada en casación, cuyo dispasitivo es co-
mo sigue: "FALLA . PRIMERO: Declara regular y válido
en cuanto a la forma el reeurso de apelación interpuesto
por los señores Cristóbal Sánchez, José González Torlbrio
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
cl fecha 3 de marzo de 1977.

Matetria: Trabajo.

Recurrentes: Cristóbal Sánchez, José González y Rafael Amparo
García.

Ahogado: Dr. José del C. Mora Terrero.
Recurrido: Defecto.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco • lpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdoma Báez, y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 de abril
de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la RO3-

tauración, dicta en audiencia pública, coma Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuesto por Cristó-
bal Sánchez, José González y Rafael Amparo García, do-
minicanos, mayores de edad, solteros, domiciliados en esta
ciudad, cédulas Nos. 135228, serie lra. 195, serie 92 y 134-
097, serie lra., contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones laborales, por la Cántara de Trabajo del Juzgado

de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 3 de marzo
de 1977, cueo dispcsitivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José del Carmen Mora Terrero, abogado

de los recurrentes en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Froeurador General

de la República;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia,
del 3 de marzo de 1977, que declaró cl defecto de las re-
curridas La Coruña, C. por A., y/o Santiago Iglesias Veiga;

Visto el memoriatd e casación de los recurrentes del
19 de mayo de 1977, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales, invocados por IOS recu-
rrentes que se mencionan más adelante; y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre ProcediMento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada y la
demanda siguiente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, dicté el 7 de septiembre de 1976, una sen-
tencia cuyo dispositivo dice-así: "FALLA: PRIMERO: Se
rechaza por improcedente y mal fundada la demanda la-
boral: intentada por Cristóbal Sánchez, José González To-
ribio y Rafael Amparo García, contra La Coruña, C. por
A., y/o Santiago Iglesias VeSa; SEGUNDO: Se condena
a los demandantes al pago de las costas y se ordena la dis-
tracceón de las mismas en favor del Dr. A. Sandino Gonzá-
lez de León, que afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; b) que sobre recurso de apelación intervino la senten-
cia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es co-
mo sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido
en cuanto a la forma el reeurso de apelación interpuesto
por los señores Cristóbal Sánchez, José González Toribio
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y Rafael Amparo García, contra sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 7 de sep-
tiembre de 1976, dictada en favor de La Coruña, C. por
A., y/o Santiago Iglesias Veiga, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior de esta misma sentencia; SE-
GUNDO: Relativamente al fondo rechaza dicho recurso de
alzada y como consecuencia Confirma en todas sus partes
dicha sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la par-
te que sucumbe, señores Cristóbal Sánchez, José Gonzá-
lez Toribio y Rafael Amparo García, al pago de las costas
del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y
16 de la Ley No. 302 del 18 de junio del 1964 y 691 del
Código de Trabajo, ordenando su distracción en provecho
del Dr. Sandino González de León, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad;

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio de casación: Fal-
ta e insuficiencia de motivos; desnaturalizaeión de les he-
chos y creunstancias de la causa; violación de los artículos
78, 79, 80, 81 y 82 del Código de Traabjo; falta de base le-
gal;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo
de su único medio de casación, alegan en síntesis, que el
Juez a-quo Incurrió en los vicios señalados, y aque recha-
zó la apelación interpuesta sobre el único fundamento de
que le atribuyó entero crédito a la declaración del testigo
Pérez Méndez, quien afirmó que los reclamantes habían
faltado a sus labores durante dos días consecutivos, en un
mismo mes, sin presentar ni existir excusa alguna para
ello; pero sin precisar cuáles días del mes ocurrieron di-
chas faltas, lo que era indisp"nsable para en base a ella
determinar si la comunicación del despido al Departamen-
to de Trabajo fué oportuna, o no; que además, no basta-
ba conque el Juez dijera que le atribuía crédito a la de-
claración de un testigo y desechaba la de los demás por
ronfusa y contradictorias; que al proceder así, le dió un al-

canee a dicho testtimonio que no tenía, y lo desnaturali-
zó; así mismo alegan que si se acepta que el despido ocu-
rrió el 13 de octubre de 1975 y que el patrono lo comuni-
eó el 16 del mismo mes y año, como se afirma en la sen-
tencia, habría que reputar lo injustificado, por haber sido
dicho comunicado después de las 48 horas; y si be descar-
ta que el despido ocurrió en esa fecha, entonces habría que
precisar, en qué fecha afirma la empresa que ocurrió pa-
ra determinar entonces si se realizó dentro del plazo de
15 días previsto por el artículo 80 del Código de Trabajo,
y además si fué comunicado al Departamento de Trabajo
dentro del plazo legal de las 48 ohras o no; que nada de
eso se hizo en la sentencia de marras, por lo que adolece
de violación de los artículos citados y además de falta de
motivos y base legal, por lo que debe ser casada;

Considerando, que los artículos 81 y 82 del Código de
Trabajo dispone lo siguiente: 'Art. 81. En las cuarenta y
ocho oras subsiguientes al despido, el patrono lo comuni-
cará, con indicación de la causa al Departamento de Tra-
bajo o a la autoridad local que ejerza sus funcioies, que a
su vez lo denunciará al trabajador; Art. 82. El despido
que no haya sido comunicado a la autoridad del trabajo
correspondiente en el término indicado en el articulo 81,
se reputa que carece de justa causa";

Considerando, que la senteneia impugnada pone de
manifiesto que la Cámara a-qua, dde por .establecido que
el despido de los trabajadores reclamantes, hoy recurren-
tes ocurrió el 13 de octubre de 1975 y que la empresa de-
mandada, hoy re,currida, participó dicho despido y las cau-
sas del msmo, al Departamento de Trabajo correspondien-
te el 16 de octubre de 1975, y que dieho aviso fué recibido
en la misma fecha, per lo que es preciso admitir que d'--
cha Cámara a-qua, zl fallar como lo hizo, pudo haber com-
probado, mediante la ponderación de las piezas del expe-
diente, pero sin dar los motivos pertinentes, que los tra-
bajadores reclamantes, hoy recurridos, habían suplido
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y Rafael Amparo García, contra sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 7 de sep-
tiembre de 1976, dictada en favor de La Coruña, C. por
A., y/o Santiago Iglesias Veiga, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior de esta misma sentencia; SE-
GUNDO: Relativamente al fondo rechaza dicho recurso de
alzada y como consecuencia Confirma en todas sus partes
dicha sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la par-
te que sucumbe, señores Cristóbal Sánchez, José Gonzá-
lez Toribio y Rafael Amparo García, al pago de las costas
del procedimiento de conformidad con los artícelos 5 y
16 de la Ley No. 302 del 18 de junio del 1964 y 691 del
Código de Trabajo, ordenando su distracción en provecho
del Dr. Sandino González de León. quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad;

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio de easaeién: Fal-
la e insuficienda de motivos; desnaturalización de los he-
chos y creunstancias de la causa; violación de los artículos
78, 79, 80, 81 y 82 del Código de Traabjc; falta de base le-
gal;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo
de su único medio de casación, alegan en síntesis, que el
Juez a-quo incurrió en los vicios señalados, y acete recha-
zó la apelación interpuesta sobre el único fundamento de
que le atribuyó entero crédito a la declaración del testigo
Pérez Méndez, quien afirmó que los reclamantes hablan
faltado a sus labores durante dos días consecutivos, en un
mismo mes, sin presentar ni existir excusa alguna para
ello; pero sin precisar cuáles días del mes ocurrieron di-
chas faltas, lo que era indispen.sable para en base a ella
determinar si Ja comunicación del despido al Departamen-
to de Trabajo fué oportuna, o no; que además; no basta-
ba conque el Juez dijera que le atribuía crédito a la de-
claración de un testigo y desechaba la de los demás por
ronfusa y contradictorias; que al proceder así, le dió un al-

canee a dicho testtimonio que no tcnía, y lo desnaturali-
zó; así mismo alegan que si se acepta que el despido ocu-
rrió el 13 de octubre de 1975 y que el patrono lo comuni-
eó el 16 del mismo mes y año, como se afirma en la sen-
tencia, habría que reputar lo injustificado, por haber sido
dicho comunicado después de las 48 horas; y si se descar-
ta que el despido ocurrió en esa fecha, entonces habría que
precisar, en qué fecha afirma la empresa que ocurrió pa-
ra determinar entonces si se realizó dentro del plazo de
15 días previsto por el artículo 80 del Código de Trabajo,
y además si fué comunicado al Departamento de Trabajo
dentro del plazo legal de las 48 ohras o no; que nada de
eso se hizo en la sentencia de marras, por lo que adolece
de violación de los artículos citados y :demás de falta de
motivos y base legal, por lo que debe ser casada;

Considerando, que los artículos 81 y 82 del Código de
Trabajo dispone lo siguiente: 'Art. 81. En las cuarenta y
ocho oras subsiguientes al despido, el patrono lo comuni-
cará, con indicación de la causa al Departamento de Tra-
bajo o a la autoridad local que ejerza sus fundo: es, que a
su vez lo denunciará al trabajador; Art. 82. El 	 despido
que no haya sido comunicado a la autoridad 	 trabajo
correspondiente en el término indicado en el artículo 81,
se reputa que carece de justa causa";

Considerando, que la sentencia impugnada pone de
manifiesto que la Cámara a-qua,	 por establecido que
el despido de los trabajadores reclamantes, hoy reetirren-
tes ocurrió el 13 de octubre de 1975 y que la empresa de-
mandada, hoy recurrida, participó dicho despido y las cau-
sas del mismo. al Departamento de Trabajo correspondien-
te el 16 de octubre de 1975, y que dieho aviso fué recibido
en la misma fecha, por lo que es preciso admitir que di-
cha Cámara a-qua, rl fallar como lo hizo, pudo haber com-
probado. mediante la ponderación de las piezas del expse
diente, pero sin dar los motivos pertinentes, que los tra-
bajadores reclamantes, hoy recurridos, habían 	 suplido
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cm) sus diligencias dentro del plazo legal, la partieipación
que debía haber hecho la Empresa dentro de las 48 horas.
habida cuneta de que con tal finalidad se persigue que
tanta las autoridades laborales, como los trabajadores se
enteren de la resolución del Contrato de Erabajo; pero.

Considerando, que tal corno lo alegan los reeurreutes,
la sentencia impugnada carece de una exposición de he-
chos, que permita determinar si la Ley ha sido o no bien
aplicada, y de motivos sufi.2ientes y pertinentes que jus-
tifiquen su dispositivo, por lo que la misma debe ser casa-
df 	 falta de base legal y de motivos, sin que sea necesa-
reo ponderar los demás alegatos de los recurrentes;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal y de motivos, las costas podrán ser com-
pensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, el 3 de marzo de 1977, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo y
envía dicho asunto por ante el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en las
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas entre
las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín 1..
Hernández Espaillat.— Mtigua Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por las
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Migue Jacobo.

Dios, Patrio y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprenyi Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama. Se
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espai-
llat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en Santo Domingo, Distrito Nacional,
hoy día lro. de abril de 1981, años 138' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en Cámara de Consejo, la
siguiente sentencia:

Visto el expediente relativo al recurso de casación in-
terpuesto por Vicente Peguero (a) Chichí, contra lo senten-
cia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 20 de mayo
de 1976;

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General
de	 República;

Visto el artículo No. 10 del párrafo II, de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Atendido a que el recurso de casación perimirá de ple-
no derecho si transcurrieren tres arios, contados desde la
expiración del plazo de quince días que le concede el ar-
tículo 8 al recurrido para que constituya abogado, sin que

recurrente pida el defecto contra el recurrido a quea ello
diere lugar;

Atendido a que habiendo sido emplazado el recurrido
Juan Calderón, el plazo de tres años de la perención seña-
lado en el párrafo II del artículo 10 sobre Procedimiento
de Casación empezó a correr a partir de la expiración del
plazo de quince días señalado en el artículo 8 de la misma
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ley. y no habiendo el recurrente pedido su defecto, el re-
curso de casación de que se trata perimió de pleno derecho.

RESUELVE:

Primero: Declarar la perención del recurso de casación
interpuesto por Erasmo Bautista, contra la sentencia dicta-
da por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de D.t:jahón, en fecha 2 de junio de 1976; y Segundo:
Ordenar que la presente sentencia sea publicada en el Bo.
letin Judicial.

(Firmados): Néstor Contin Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Franc i sco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Castillo.—
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los seño-
res Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cámara
de Consejo, el mismo día, mes y año en él expresados, lo
oue yo, Secretario General, certifico. (Fdo.): Miguel Jaco-
bo F.

259

MIGUEL JACOBO F.,
Secretario General de la

Suprema Corte de Justicia.

Santo Domingo, D. N.
30 de abril de 1981:

Labor de la Su prema Corte de Justicia, dur2nte
el mes de Abril del año 1981.
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